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.CONVENIENTE y aun necesa- 
rio es dar coiiiiénzo á la defensa de los 
•derechos del Ecuador por un breve re- 
sumen de la historia de nuestras con- 
tiendas con el Perú, para así poner de 
manifiesto la buena 6 mala fe de núes- 
trt>«i advéi'sáWos en esté litigio. 

El Ecuador y el Perú antes de la 
conq^ista y ' en lia mayor parte de la 
*épooá de la cotonía formaron un solo 
pueblo j I ^1^^ si Isi, ffátéfñíáM de estas 
^os répúbiic'áé üéné sil órfgen en esos 
remotos tiem pos,* Tas pretensiones de 
nuestra vecina del Sur sobre nuestro 
territorio comen jsati^n con- las conquis- 
■taé a« Ttf¿)*e^Tffpatfqüfr^^^y Huayna- 
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Oápac, continuaron con las disensio- 
nes de Huáscar y Atabnalpa; y en la 
época de la colonia se repitieron mu- 
chas veces. Ya en 1638, Eelipe I Y se 
queja que los Presidentes, Yisitadores 
de las Audiencias, etc., con cual- 
quiera respuesta que obtenían del Sobe- 
rano, pretendían haber adquirido juris- 
dicción [1]; en 1689. se ventilaron por 
Garlos II las pretensiones del Perú 
en los pajonales del alio Uca- 
yali y el Rey dechiró contra las- 
del Yirrev de Lima los derechos del 
gobierno de Quito sobre esos territo- 
rios y por consiguiente la facultad 
de misionar los jesuítas en esos pue- 
blos (2). Estos y otros hechos que- 
podemos citar, prueban que las preten- 
siones de nuestros adversarios son an- 
teriores a los documentos que hoy ale- 
gan, como fundamento de los supues- 
tos derechos que tienen en las regio- 
nes orientales, anteriores á la cédula^ 
de 1802. 

Las pretensiones del Fei*ú tampoco* 
tuvieron término después de haber re- 
suelto con las armas la disputa pro- 
vocada por el Perú sobre Jaén y una^ 
parte de Mainas; porque violando el 
^tatu quo del tratado de 1829 avanza 
sobre nuestro territorio con el objeto» 



(») Ley 12 del Libro II, título II de la R. Oe L 

[2j Yelaaco.— HUtoria del Reino tle Quito.— Prefacio,. 
tomo II, párrafo II. 
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^e clavar su bandera en la cima de los 
Andes; mientras el Ecuador, conven- 
cido de que no tiene necesidad de acu- 
dir á la violencia, porque le asiste la 
:Puerza del derecho no ha dado un paso 
para recobrar su territorio. Por el 
contrario, nuestra Kepiiblica, á true- 
que de mantener la paz, con extrema 
prodigalidad ofreció a su contrincante, 
en el tratado Herrera- García, las dos 
terceras partes de lo que legítimamen- 
te le corresponde; y si por felicidad no 
llegó á tener acogida tal contrato, fué, 
porque el Perú á medida de nuestro 
desprendimiento, ha ido aumentando 
en pretensiones^ cofundiendo sin 
duda, con la debilidad y timidez, la 
generosidad de nuestro pueblo. Ya 
nos ocuparemos en exponer la enorme 
diferencia que hay entre las pretensio- 
nes del Perú en 1829 y las que ac- 
tualmente sostiene la Oancillería del 
Kimac para poner de manifiesto esta 
verdad, que comprueba que las aspira- 
ciones de nuestra contrincante no pue- 
den quedar satisfechas sino cuando el 
Ecuador se resigne á perder su autono- 
mía y á formar parte del Perú, como 
en tiempo de la colonia. Tal es la 
historia de la conducta del Peni en 
nuestra contienda. ¿Guales son los ar- 
^gumentos en que funda sus pretensio- 
nes? 

En el ^4toletín de la Sociedad Gq(^ 
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gráfica de Lima", año XII, trimestre» 
IV, falseando la verdad y desfiguran- 
do los hechos se trata de probar que at 
Pera le asiste sobre las regiones orien- 
tales el Aerecho de primer ocupante; que 
al Perú le pertenecen los pueblos dis- 
putados por haberles legado su idioma,, 
usos 7 costumbres, mientras del Ecua> 
dor no han recibido sino con Pizarro^ 
la desolación y la muerte; y, que aque- 
llos territorios son de nacionalidad pe- 
ruana por su configuración y situación^ 
topográfica. Estas son las cuestione» 
generales que estudiaremos en la pri- 
mera parte, ocupándonos de un modo^ 
especial de 1^^ época de nuestros aborír 
genes. En la segunda parte nos ocu-* 
paremos del derecho territorial del 
gobierno de Quito en época de la co- 
lonia, del derecho de este gobierno 
sobre Túmbez, Guayaquil, Jaén, Qui- 
jos, Macas y Mainas hasta la época de 
la independencia, y de un modo especial^ 
del alcance y valor jurídico de la cé- 
dula de 1802; y en la tercera parte nos 
ocuparemos de los derechos del Ecuht 
dor en las regiones orientales, según el 
tratado de 1829, para lo cual tomare*' 
mos en cuenta los argumentos del 
Defensor del Perú, señor José Pardos 
Barreda. 
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Época de nuestros aborígenes 
y cuestiones generales 



¿Corresponde al Pera el título 
de primer oenpante? [ 1 ] 

Hasta ahora la Historia del Oontinen* 
to Americano es tanto menos conocida^ 
cuanto más so acerca á su origen; de tal 
manera que, á pesar de las opiniones 6 
conjetuias que se han aventurado^ es di- 
fícil dar con quienes fueron los primeroa 
pobladores de cada una de las ciudades 
que los españoles encontraron habitadas 
al tiempo de la conquista. La Historia 

(1) Con el pseudónimo de Honorio publiqué en un» 
serie de números del periódico "Fray Gerundio" una- 
parte de esta exposicióu, con el fin al principio de re- 
futar las falsas aseveraciones de los geógrafos de Li- 
ma, y luego con la lectura del alegato del Perú, se me 
abrió un vasto campo, por el cual tuve qne dar una 
extensión mayor de la que hube de proponerme al co- 
mienzo de esta obra.— P. C. y M. 



— 2 — 

carece de fílenles fídedigoas para dar con 
la verdad de estos hecbo^^; y Jos sabios, sin 
embargo de sus prolijos estudios, no han 
adelantado un paso. Con todo, los señores 
geógrafos de Lima, en )a Revista citada^ 
diceu que: "Al Pera le asiste el mejor tí- 
tulo sobre la Víista comarca que forma el 
departamento de Loreto, le asiste el derecho 
primitivo de primer cciij)ante?\ 

Para que la ocupación sea un título ori- 
ginario de dominio es indispensable apro- 
piarse de una cosa que carezca de dueño 
ireí< nullius;) y para tener el carácter de 
primer ocupante débese internar á las so- 
ledades donde no existen moradores. 
|Han descubierto aquellos señores geógra- 
fos algunos datos históricos que demues- 
tren que los del Cuzco fuei*on los primeros 
<iue poblaron nuestra provincia de Orien- 
te! Veamos los hechos históricos con que 
tratan de alegar el título de primer ocupan- 
te. "En 1535^ dicen los escritores citados, 
sale del Cuzco el Inca Manco con una nu- 
merosa expedición, y vaá establecerse en 
el territorio de Canelos, poblando de este 
modo, y dando su idioma y costumbres á 
los atrasados moradores de esos lugares*'. 
Si el Inca encontró moradores ¿dónde es- 
tá el hecho de ser el primer ocupantel ¿Se 
puede dar este título al que invade un 
pueblo ó va á refugiarse en élf La distin- 
ción entre estos dos términos, invadir y ser 
élprkner ocupante^ es demasiado trivial, y, 
sin embargo, los geógrafos de Lima, co- 
mienzan por confundirlos, para dar algún 
Talorá un hecho quenada tiene que ver 
con la nacionalidad del territorio disputa- 
do; pues, aunque fuese'verdad que los hijos 
del Sol fueron los primaros ociipantesj es 
.también cierto que las distintas evolucio- 
nes por las que han pasado estos pueblos 
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liubieran hecho desaparecer este título. 

"Después de aquel famoso alcance, dice 
don Antonio de Herrera en su Historia 
General sobre los hechos de los castellanos 
en las islas y tierra firrae del mar Océano, 
década 6% que dio el General Rodrigo Or- 
dófiez á Manco, cuando sacó de la prisión 
al capitán Euraiuahui, Díaz y á sus com- 
pañeros, hallándose muy turbado, y vien- 
<lo, que le habían muerto mucha gente y 
prendido algunas de sus mujeres, y que es- 
taba en peligro de ser muerto ó preso (co- 
mo sin duda sucediera, si el Adelantado 
no llamara á BorUigo Ordónez) y que su 
autoridad había enflaquecido y no tenia 
forma para hacer la guerra á los castella- 
nos, aco..dó asegurarse; y con sus mujeres, 
criados y con gran tesoro se fué á las pro- 
^ínciíís de Fí¿ic(?<í que están metidas en la 
parte del mediodía roa? adentro de los An- 
des .... Llegado el Inca á Víticos, hi- 
zo allí su asiento, en la comarca que tiene 
ahora la dudad de Otianuco, á donde hay 
grandes provincias y muchos indios, y an- 
daba Villopa*a del linaje de los incas con 
muchos orejones é indios extranjeros, mal- 
trata» ndo á los n.lturaIes'^ 

La Historia, como se ve, no dice que el 
Inca hayaconqois^ado aquellas regiones, 
sino que se ref«)gió en ellas vencido por 
Francisco Pizarro, contra quien se había 
levantado en armas para favorecer las pre- 
tensiones de Almagro, que disputaba á su 
compañero, el Gobierno del Ouzco. Por- 
que se retiró el Inca para salvar su vida 
Jise puede sostener que fué el primer ocu- 
pante 6 que conquistó esas tribus para 
anexarlas al Perú? Aunque en verdad se 
demostrara que Manco emprendió la con- 
*quista de los orientales y que los sujetó á 
su gobierno, siempre queda en pie la inde- 
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pendencia de estos pueblos del gobierna 
del Cuzco. Entonces gobernaba el Perú 
su adversario Francisco Pizarro, y el In- 
ca desde Vi ticos; salía coq sus tropas á los 
caminos, robaba ^ iniponía tanto pánicQ^ 
que si no era en grandes partidas ño s^ 
podía ir para el Cuzco; por lo cual fué ne- 
cesario po.rseguir á Manco, quien de&pués^ 
de varios combates cayó al fin acuchillado 
por el español Gómez Pérez. jSe compa- 
decen estos hechos con la afirmación de 
los defensores de nuestra vecina Eepiibll- 
ca que sostienen que esta conquista la hi- 
zo Manco por cuenta y riesgo del Pe-^ 
rú . . . . !!! (1) 

Por otra parte, el lugar que Herrera se- 
ñala en su Historia por residencia del 
luca fué Guanuco, provincia de Tarma 
que se halla al N. £. du Lima, á sesenta 
leguas de esta ciudad, y según Moreri á- 
veinte del Cuzco, situada á raíz do las 
montañas, y en el nacimiento del Mará*- 
ñon, como puede consultarse al an;tiguo 
Diccionario Geográflco de Maty. T Cañe-- 
los se halla á orillas del Bobonaza, situada 
al S. O. á veinte leguas de Archidona, y 
distado Guanuco más de doscientas le- 
guas, espacio demasiado grande para' quéf 
no se puedan confuudir estos dos punto^,^ 
y tomar el uno por el otro^ por más que^ 
se los busque en el más diminuto de los. 
mapas. Pruebas son estas, y muy lógi- 
cas, por cierto, para que los geógrafos de 
Lima acusen á los. ecuatorianos) deque po- 
co ó nada conocen nuestra provincia de^ 
Oriente. 



(l) RamiQalini, geueral de Atahualpa, se iuternó- 
tambiéu eu t*l Oriente .algunos años antes que Man-., 
co, como se paede ver si se compara el año de la con 
qaista de Quito por Benalcázar í ooii ^1 de la^ guerta^ 
entre Almagro y Pizarro. 
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Lo que viene al caso y manifiesta que 
antes de la conquista las regiones orienta- 
les jamás pertenecieron á nuestra vecina 
república, es el hecho de haber pretendido 
Huayna-Cápac apoderarse de Macas, cuan- 
do tuvo que salir precipitadamente; por- 
que los jíbaros le opusieron vigorosa y te- 
naz resistencia. El Inca, en su afán de 
extender su imperio por medio de conquis- 
tas^ trató de apoderarse de esas regiones, 
porque todavía no estaban sujetas á su go- 
bierno; y aquellos pueblos vencedores con- 
tinuaron siendo independientes del Cuzco 
hasta que Gonzalo Díaz de Pineda fué á 
establecerse en Macas y Huamboyas; poir 
el contrario éstos llegaron á celebrar trata- 
dos de amistad con Atahualpa. 

''Estos son los indios, añaden los impug- 
nadores de nuestros derechos, que encontró 
Gonzalo Díaz de Pineda al recorrer en 1536 
el admira ble país de la Canela^ del cual nos 
ha dejado entusiastas descripciones". Nin- 
gún fundamento histórico ni racional exis* 
te para sostener que las poblaciones de 
Huamboyas y Macas^ estaban formada» 
por los indios que con Manco se retiraron 
del Cuzco; por el contrario, consta de la 
Historia que el Inca con su gente se esta- 
blecieron en Víticos,y que por algún tiem- 
po permanecieron allí entregados á gue- 
rras y asaltos á los españoles. Ademán,, 
como los mismos geógrafos de Lima señar 
lan la salida de Manco en 1535, y la expe- 
dición de Pineda en 1536, se ve que no 
queda tiempo para que los incas hayan: 
podido poblar dichas comarcas. 

^'Las noticias, agregan aquellos escrito- 
res , que llevó el capitán español fueron 
de tal magnitud, que movieron á Gonzalo 
Pizarro á emprender en 1840 (?) una ex:pe- 
dición á esas montañas. Fué, pue^> l^^mvsr 
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Tna descendencia (í) de los incas la que to- 
pó Pizarro al expedicionar sobre esos lu- 
gares". En 18 JO no era Gobernador de 
Quito Gonzalo Pizarro; estaba de Presi- 
dente de la República del Ecuador, libre é 
independiente del gobierno de los Ee;yes 
de España, el Sr. Gral. Dn. Juan José Plo- 
res. Gonzalo Pizarro murió el año 1548, 
esdecir 292 «iños antes déla época en que se 
señala la expedición de este conquistador. 
Tal hecho tuvo Jugaren 1541, esto es, seis 
años después que el Inca se retiró á Víti- 
cos. Y esta será la larga serie de años que 
los peruanos han si<io los únicos pobladores 
de las regiones dispiitadasf ¿Seis años serán 
suficientes pa)a que los atrasados morado- 
res de Oriente hayan recibido de los incas 
las costumbres y aun el idiuniaf Ya lo ve- 
Temos. 



TI 



¿Es el qniehna originario del Cnzeo? 

Los idiomas descubren el carácter y la 
genealogía de las sociedades que los ha- 
blan; y son los datos de que dispone el cro- 
nista para consultar al pasado, ou pueblos 
>que, como el Reino de Quito y del Perú, 
-carecen de verdadera historia; porque la 
lengua, como dice Volney, es el elemento 
principal arqueológico, el monumento víni- 
co de reconstrucción. El historiador 
cuando entra á buscar el origen de una 
¡sociedad, y no encuentra sino una tradi* 
a\6n convertida en fábula, de la cual es 
difícil y aun imposible entresacar lo verda- 
derO| no le queda otro remediO| sino recu- 



rrir á la filología del idioma, para estudiar 
la unión y dependencia que unos pueblos 
han tenido respecto de otros en las remo- 
tas épocas á que no alcanzan nuestros his- 
toriadores. Como se ve, estas cuestiones 
sirven más bien para la historia, antes que 
para sustentar los derechos de un i)ueblo; 
empero, con todo, vamos á tratarlas á fin 
de que se vea que, en ninguna época, ni 
por ninguna razón, ha correspondido el 
Oriente á nuestra vecina Eepública del 
Sur. Nosotros creemos que los incas no 
han dejado vestigios de su idioma ni en 
los pueblos interandinos que conquistaron, 
menos en los del Oriente á donde no al- 
canzaron á penetrar. 

Los idiomas primitivos son los más sim- 
ples é imperfectos, carecen de muchos so- 
nidos y de formas gramaticales, que, con 
el transcurso de los tiempos, y el roce con 
otras lengnafi, se modifican, se enmiendan 
y se prefeccionan. Es un hecho compro- 
bado que cuando una lengua se impone á 
una nación extranjera, ésta suele alterarse 
y producir, por lo menos, un dialecto más 
complejo, que resulta de la unión de dos 
idiomas. Un sacerdote alemán, que se ha 
dedicado al estudio de estas lenguas, en 
su introducción á su Vocabulario Quichua 
JEspañolj nos dice lo siguiente: ^^El idioma 
quichua se divide principalmente entres 
dialectos; el llamado lengua del CuzcOj el 
dialecto de Ghinchaisuyo y el dialecto de 
Quito. Aunque el dialecto de Ghinchai- 
suyo se habla al norte del Cuzco, el dé 
Quito tiene más semejanza con la lengua 
del Ouzco, sobre todo, en las Íbrma$ gra- 
maticales. La diferencia entre la lengua 
del Cuzco y el dialecto de Quito consiste 
en que ésta tiene solamente las vocales 
primarias: á, i, u, rara vez o, y nunca e;^ 
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mientras qno la lengua del Cuzco tiene to- 
das cinco vocalefcí, aunque la e no muy 
frecuente. Según los principios de la Lin- 
:güística, la falta de vocales secundarias o 
y e en un idioma, es señal de que éste es 
primitivo; de consiguiente, en el dialecto 
de Quito tenemos la forma primitiva del 

'<^wichua A la misma conclusión 

llegaremos, si comparamos la gr.nmática 
de la lengua del Cuzco con la del dialecto 
de Quito: las formas gramaticales de este 
último son menos variadas que las de la 
primera; lo cual es otra prueba más de 
♦que el dialecto de Quito es la forma pri- 
mitiva del Quichua". 

Corroboremos esta prueba, filológica con 
los datos que nos ofrece la historia, y en 
los que se fundan aquellos que sostienen 
que el dialecto de Quito es originario del 
Cuzco, por el hecho de haber conquistado 
los incas á los Cañaris, Pnruhaes, Shiris, 
etc. La experiencia nos demuestra que, 
á pesar de la dominación y preponderan- 
cia de la raza española sobre la indígena, 
y de haber transcurrido cerca de cuatro si- 
glos, no ba desaparecido el quichua; y lo 
único que se ha conseguido es adulterarlo. 
Por lo t£|'nto, si la dominación de los incas 
djiró tan pocp. íi^njpo que, como dice nues- 
tro ^abio hfistojriador, el Timo. 8r. Dr. Gon- 
zález Juárez, los antiguos pobladores no 
perdieron sus costumbres, etc.; mucho me- 
nos ha|3rían podido olvidar su idioma. 

3^upac-Xup.íí,nqui, padre deHuayna-Oá- 
pácy abiie)Q,de At^hualpa, fue el primero 
dé jos Ji^cf^^ que subyugó al Keino de Quito 
con \¡^ íjeiírQta do Hualcopo, y á su regreso 
al.Pejfú falleció; ^ucediéndole en el go- 
bierno ..Huajuí^Cápac, quien empleó los 
primero^ auQS.diQ.su imperio en emprender 
.nupvas..'cor)quistíis por el Sur; y, después 
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<ie haberse apoderarlo hasta la frontera 
de los Promaucaes en Ohile, y recorrido 
las llanuras de Mendoz*i, en h\ Eepública 
Argentin», rogresó el Inca al Cuzco, para 
toraar algún descanso y emprender en la 
<5onqnista de nuestra costa y, después de 
varios fracasos y derrotas, se resolvió con- 
quistar las provincias do Imbabure, á don- 
de se rietiró Hualcopo, derrotado de Quito. 
Lá dominación do estas provincias, defen- 
didas por Cacha, sucesor de Hualcopo, 
costaron alguuos añosde guerra á Huay- 
na-Cápac, él cual, á su muerte, dividió el 
Imperio entre sus hijos Atahualpa y Hiiás- 
<5ar. Dé esta relación, y de los demás 
hechos que nos suministra la historia, se 
deduce: V que la dominación de los hijos 
del Sol, en unos pueblos duró menos tiera- 
p*o que en otro^; y, sin embargo, en las pro- 
vincias de Tmbabura (1) no se encuentran 
vel^tigids dé otros idiomas^ sino el quichua 
en su forma immitiva; 2^ que la ocupa- 
ción de Huayna-Cápac fue de contiendas, 
y 9}^^j por lo ipismo, no le quedó tiempo 



i . 1 ' ■ < » 



(1) Verdad gne el Obispo Solis, creyendo falsamen- 
te que. erónd iteren te» idiomas las lenguas de los Ca- 
fians, Puruhaes, Qiiillaquingas etc, encomendó á va- 
rios eclesiásticos que, coníbrme á lo prescito por el 
Capítulo 111 del Sípodo,Piocesanp,^:traduj eran el Cate' 
<;iémó yel Confesonaria á dichas le)igi^as; pero cualquie- 
ra puede obvservar que los iudios del' Cañar, de Rio- 
bamba ^ Imbabura Iii^blau el mismo idioma con la di- 
fei'encja de algunos provincialismos propios y caraote- 
Tístico^de ésos ^neblosl ']Diee «Iviüaído sacerdote. 

''Hemos empleado como titulo- de esta gramática 1a 
expresión: "Dialecto de la República del Ecuador" 
en' lugar dé diaíecta de Quito, para que no se orea 
equivocadamente que 'ftíera del dfalectt) de Quito, hay 
otros má9, cojfoo el dej j^obam|\9*. j de Cuenca. Hay 
entre l.isvdriás provincias de lá República pec|ue&a8 
variaciones, que consiste sólo en la. pronunciación, en 
el mayor ó menor número de palabras y en provinoia- 
lisilios dé pOoá cuentajperó estis variaciones no consti- 
tuyen dialectos diferentes. Los indios del Ecuador se 
entienden étitre sí, pero no entienden á los del Perú", 
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para civilizar aquellos pueblos é imponer-^ 
les sil ¡(liorna y costumbres; 3^ que los In- 
cas no lograron establecer su imperio de- 
fiDitivamente sobre todas las nacioues del 
Ecuador, como sucedió con las tribus de- 
Caranqui y de Oayambi; y que á otras ni 
siquiera y)udieron someterlas, como á las 
de la Puna; y, sin embargo, en todas se ha- 
bla el quichua; 4® que después de la pri- 
mer conquista de los Oaranquis, Huayna- 
Cápac hubo de desposarse con Pacha, de 
cuyo matrimonio tuvo á Atahualpa; y que, 
por lo mismo, aproximadamente puede 
calcularse la duración del dominio de los 
Incas por la edad que tuvo Atahualpa cuan- 
do fue victimado por los españoles, tiempo 
demasiado corto para imponer á los indios 
un idioma; 5^ finalmente, que Huayna-» 
Cápac no pudo conquistar las regiones* 
orientales; y por consecuencia, no puda 
legarles su idioma. 

Si la zona interandina de nuestra Be- 
pública, conquistada por los incas, es fal- 
so que deba su idioma á los hijos del 
Sol, más falso es que los habitantes de 
nuestra región oriental lo hayan recibido 
de los del Cuzco, como gratuitamente lo 
sostienen los geógrafos de Lima. Y co- 
mo éste es el punto i>rincipal de nuestra 
controversia, debemos ocuparnos de él coa 
alguna detención. 

Los geógrafos de Lima, en 1p. citada 
Bevista, dicen que 'la población do laZio* 
ya amazónica y de sus tributarios es de 
origen peruano; y que así lo demuestra 
la Lingüística. ^^Todos los hijos de esa 
región, dicen, hablan el idioma oficial 
de los Incas. El keskua can Ia« modifi- 
caciones i)rodncidas por el idioma délas 
primeras inmigraciones x>^riiana8, es el 
que hablan los hijos del antigno Mainas,. 
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como los del actual Departamento pe- 
ruano de Loreto. lío de otra manera 
podría explicarse el que los indios de to- 
da esa región hablen el Tceshua^ desde las 
más remotas cabeceras del Ucayali, como 
los del ISTapo, del Putumayo, del Moro- 
na, del Pastaza, del Yaraví etc." Lo 
que tratan de sostener los geógrafos de 
Lima es que los hijos del antiguo Mal- 
ñas y del departameuto de Loreto, ha- 
blan actualmente el keskua 6 sea la len- 
gua que hubieron de legarles las inmi- 
graciones peruanas, modificada, eso sí, 
por los idiomas de los habitantes de a- 
quellas regiones; pero decir que el keskua 
con las modificaciones producidas por el 
idioma^ de las primeras inmigraciones pe- 
ruanas es el que hablan aquellos indígenas^ 
68 afirmar que el keskua puro y sin mez- 
cla se hablaba en esos pueblos, y que los 
peruanos^ con sus diversas lenguas, fue- 
ron á corromper aquel idioma. Gomo 
este error nace de una falta de redacción, 
pasemos adelante^ y veamos lo falso é 
inverosímil de lo que pretenden sostener. 
"Por remate de este párrafo, dice el P. 
Maroni, preguutaráme algún curioso, si 
á más de los vecinos de Borja se haya 
hallado entre los infieles, especialmente 
entre los del río Cuzco, algún rastro de 
la lengua general del luga, pues según 
prudentes conjeturas parece se retirarían 
á estas montanas muchos indios del Pe- 
rú en tiempo de las primeras conquistas. 
A esto respondo brevemente, que hasta 
aquí no se ha hallado el menor vestigio 
de esta lengua ni aun entre los del río Cuz- 
co, que misionó el V. P. Eickter; pues 
aun los Pirosj que vivían muy arriba, 
consta por un apunte del Padre, que 
con mucho trabajo compuso el cat^Ci\^\si^ 



— 12 — 

de la lengua de ellos, para ir á doctri- 
narlos cuando le quitaron la vida". (1) 

Es un hecho digno de tomarse en cuen- 
ta, para impugnar las pretensiones de 
nuestros adversarios y probar el origen 
ecuatoriano de la mayor parte de los 
pueblos de nuestro Oriente que Gonzalo 
Pizarro y Francisco de Orellana en su ex- 
pedición y descubrimiento del Amazo- 
nas, mientras más se alejaban de nuestra 
cordillera, y por consiguiente, se acerca- 
ban al Perú, más variaba el idioma has- 
ta no poder entenderse con los indios si- 
no por medio de señas; y claro se está 
que aquel lenguaje desconocido no era el 
TcesTciia; que lo sabían muy bien los con* 
quistadores; porque antes de venir á Qui- 
to trataron primero con los indios del 
Perú. Como puedo verso en la década 
VI, libro octavo, capítulos Vil y VIH 
de la Historia General de D. Antonio He- 
rrera, Gonzalo Pizarro en los pueblos que 
recorrió, no tuvo dificultad alguna para 
entenderse con sus habitantes hasta que 
habiendo penetrado en un río, y recorri- 
do río arriba por espacio de cuarenta días, 
llegaron á una pequeña población sin <n- 
térprete^ ni forma de entenderse con aquc" 
líos moradores. 

En el libro IX, capítulos II y III de 
la década VI, en la narración del viaje 
de Orellana, después de haberse separa- 
do éste de Gonzalo Pizarro, se encuentra 
confirmada nuevamente nuestra aserción. 
Tras un largo viaje y después de haberse 
internado en las selvas orientales, siguien- 
do la corriente del río Marañen, encon- 



(l) Jiménez de la Espada. Noticias auténticas del 
Marañóu. Parte 1.*, Cap. III, $ I. Cousilltese sobre 
la misma materia Chantre y Herrera. Historia de las 
Misiones del Mara&óu, Cp. X, libro II. 
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tro una uiinierosa i>oblación, á quienes 
habló el Capitán en lengua indiana que 
no del tüdo la entendieron. Si pues aque- 
llos pueblos debieran su origen al Perú 
y no á los del reino de Quito, tendríamos 
que^ además de ser el dialecto del Cuzco 
el de los moradores del Amazonas, la co- 
locación de los idiomas en esos parajes 
ha debido estar en un sentido inverso; de 
suerte que comenzando el dialecto del 
Jceslcua por las regiones que quedan al 
Sur y Oriente del Marañón, se encuen- 
tren los idiomas desconocidos ó desfigura- 
dos á raíz de nuestras cordilleras. 



III 

¿Poede dcmostram por la situación topográ- 
fica del Oriente qne los paeblos de esta 
región son de origen exclnsivamente 

peruano? 

"La centridclad de un territorio por to- 
das partes accesible, dicen los geógrafos 
de Lima, con grandes abras en la cordi- 
llera peruana, la paso que hoíriblemente 
cerrado por esa estupenda muralla graní- 
tica, llamada Andes Orientales ecuatoria- 
nos, y reforzada aún más, si se puede de- 
cir, á aquella inaccesibilidad, por diez co- 
losales volcanes en constante ebullición, y 
á una altura siempre mayor de 5,000 pies 
sobre las antiplanicies de esos territorios; 
la imposibilidad absoluta de establecer 
senderos hoy mismo entre los i)ueblos 
que comprenden dicha zona, son otras tan- 
tas pruebas inequívocas, de que toda la 
población de la hoya Amazónica y sus 
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tributarios, es de origen peruano, excla- 
sivamente peruano." 

Ya en la cuestión anterior manifesta- 
mos que, en medio de uoa infinidad de 
lenguas que se hablaban en el Oriente, no 
hay el menor vestigio de inmigración pe- 
ruana; y que por el contrario, se encuen- 
tran muchos pueblos y, sobre todo, en las 
llanuras superiores del río Ñapo y del 
Oaquetá, que hablan el dialecto de Quito» 
Suficiente es esta demostración para echar 
por tierra las otras conjeturas, que dedu- 
cen nuestros adversarios de las falsas 
descripciones que hacen de la situación 
topográfica del Oriente y de sus comuni- 
caciones con nuestra parte interandina. 
Del falso supuesto de que son inaccesi- 
bles las alturas de los Andes ecuatoria- 
nos, no se puede deducir, como lo hacen 
los escritores á quienes impugnamos, que 
los habitantes de la hoya Amazónica y 
sus tributarios, son de origen exclusivamente 
peruanas, como si la vecina nación pose- 
yera el único camino por donde tenían 
necesariamente que internarse, los prime- 
ros pobladores de la zona disputada. 
Si este argumento tuviera algún valor 
jurídico, si los Andes fueran un obstácu- 
lo insuperable á la inmigración, pro- 
baría, no en favor del Perú, sino del Bra- 
sil cuya comunicación no se halla inte- 
rrumpida por esta gran cordillera; pero 
quien tiene en cuenta el hecho de que 
los indios construían sus caminos por las 
alturas para de allí descenderá las plani- 
cies, no puede encontrar dificultad alguna 
de que nuestros indios hayan podida 
trasmontar las cordilleras; y, con mayor 
razón, si no se pierde de vista el hecha 
histórico de que el camino de la sierra,, 
eonstruído por nuestros indios, se halla- 
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ba extendido^ desde Huaca hasta los con* 
fines de nuestra república, Bobre la cor- 
dillera oriental. 

Cuando Huayna-Oápac intentó reducir 
á los Chachapoyas y Bracmoros, según la 
relación de todos los historiadores, se di- 
rigió primero á nuestro territorio, y, lue- 
go, trasmontó los Andes probablemente 
I)or el camino que, entre Loja y el Amazo- 
nas^ nos dice Humbolt, encontró como res- 
tos gloriosos de aquellos tiempos primiti- 
vos. ¿Hay imposibilidad absoluta de 
unir nuestros territorios interandino y 
oriental por medio de vías, cuando ellos, 
desde épocas anteriores á la conquista, ya 
existieron? Inaccesibles son las alturas de 
nuestros Andesí A pesar de esto, por 
ellas pasaron Gonzalo Díaz de Pineda, en- 
viado, entre otros, por Benal cazar pátra 
descubrir y conquistar la tierra de la Ca- 
nela; Francisco Pizarro no hizo que su her- 
mano Gonzalo se dirigiera directamente 
del Perú, en busca del Dorado, como de- 
bió haberlo hecho, caso de que hubiera 
habido tradición entre los indios de aquel 
Beino de que existía un camino para pe- 
netrar en el Oriente; sino que le nombró 
Gobernador de Quito, á fin de que, desde 
esta ciudad, pudiera extender sus conquis- 
tas; todos, en fin, los conquistadores que 
fueron á fundar y civilizar aquellas co- 
marcas, pasaron por las alturas de nuestra 
cordillera, como lo veremos al ocuparnos 
de los derechos del Ecuador en época 
de la colonia. Don Fríincisco de Ee- 
quena, en su apasionado informe, para ob- 
tener la cédula de 1802, dijo que "las en- 
tradas que hicieron los primeros conquista- 
dores, Vaca, ürsúa Eivagüero las ejecuta- 
ron desde Lima, llegando por terrenos al- 
^o accesibles á los ríos en que se embates- 
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ron, lográndose por aquellas vías del Partí 
sacar algiin fruto de sus empresas; y, al 
contrario, se malograron las que se hicie- 
ron ])or las fraj^osas montañas al Oriente 
de Quito". Ni esto, ni las afirmaciones de 
los geógrafos de Lima tiene nada de exac- 
to; pues, si los mismos virreyes del Pe- 
rú, según la expresión de Eequena, des- 
preciaron esos caminos, y enviaron, como- 
consta de la historia, á los conquistadores 
que penetren en el Oriente por el territo- 
rio del Ecuador, fue porque nada de fáci- 
les y accecibles eran las comunicaciones 
descubiertas por Lima; y porque la desgra- 
ciada expedición que se intentó desde 
esa ciudad en 1560, es decir, veinticuatro 
años después que Pineda se dirigió á Cane- 
los, diez y nueve años después que Piza- 
rro y Orellana hicieron su expedición; y 
cuando ya habían establecido los gober- 
nadores de Quito, ayudados y sostenidos 
por los habitantes de esta provincia, varias 
poblaciones importantes desde las riberas 
del Ohinchipe hasta las cabeceras del Ca- 
quetá no dio otro resultado que el asesina- 
to del General don Pedro de Ursúa, jefe de 
la expedición. Su asesino Lope de Agui- 
rre no acertó á dar con el canal principal 
del río Amazonas y, confundido por loa 
muchos brazos y ramas, vino á parar por 
una de ellas cerca de la isla de la Trini- 
dad; y se dice aún que los expediciona- 
rios, por los enredos y equivocaciones que 
padecieron dieron el nombre de Marañón- 
á este río, cosa completamente falsa, por- 
que, como puede verse en Medina, en 
Febrero de 1513, en el pleito de Colón, se 
encuentra una prueba rendida en Sevilla 
por el Fiscal, la declaración del piloto- 
Juan Rodríguez, en la que al hablar de 
este río ^ lo llama ya Marañón. "Bl 
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padre José Acosta, investigador exacto de 
las cosas de America, — afirma el P. José 
Chantre y Herrera, en su historia de las 
misiones de la Compañía de Jesús — dice 
que averiguó cónio algunos de los solda- 
dos que se retiraron con Aguirre, se vieron 
precisados, jjara salir al Perú, á pasar por 
el canal del Pongo contra las rapidísimas 
corrientes, y que no pudiendo vencer este 
remolino de aguas, subieron trepando por 
las peñas, clavando las dag«asy haciéndo- 
se fuertemente de raíces con un afán te- 
rrible y peligro gravísimo de perecer". 

Unidos estos hechos á la prueba de que, 
como dice el padre Maroni, ni aun en el 
río del Cuzco, que misionó el V. P. Bit- 
ker, so encuentra vestigio alguno de la 
lengua de los incas; y que aun los Piros, 
que están muy cerca del Cuzco, no usan de 
este idioma; tenemos que quienes menos 
pueden alegar el derecho de origen son 
los peruanos. El Ecuador en su defensa 
contra las falsas apreciaciones de los geó- 
grafos de Lima, tiene los hechos y prue- 
bas históricas de que existían comunica- 
ciones antes de la conquista entre nuestros 
indios y los de las regiones orientales; (1) 
y, para no extendernos demasiado, basta 
con lo dicho. 

El P. Raimundo Santa Cruz, en busca 
de un camino más recto desde las misiones 
hasta Quito, consiguió dar con él, apoya- 
do en la relación que hizo un mozo que el 
padre Santa Cruz le mandó que se diri- 
giera río arriba, el cual, á poca distancia,^ 
encontró una casa con alguna gente quien 



(1) Consta de la Historia que el Cacique de La- 
tacuDga, que cooperó para la couquista de Quijos es- 
taba unido con relaciones de parentesco político con 
ni}0 de los más influyentes curacas de Quijos y la 
alianza de éatos.con Atahualpa. 
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le (lió razón de que había en ese paraje un 
eaniino llamado de Patate, y que distaba 
poco de Ambato. Así, por noticias adqui- 
ridas entre nuestros indios ó los de las re- 
giones orientales, se descubrieron todos 
los caminos por los que penetraron los 
<3onquistadores y misioneros á esas comar- 
cas. Lo que prueba que existía comuni- 
<jación entre los indios del Oriente y nues- 
tra región interandina. 



¿Es verdad qne la separación de nnestro Oriente 

respecto del resto del Ecnador es absoluta; 

de suerte que esas regiones no 

pueden prestar utilidad alguna 

al desarrollo de nuestra 

República? 

"La titulada provincia ecuatoriana de 
Oriente, dicen los geógrafos de Lima, se 
baila completamente aislada del territorio 
del Ecuador, y no en cierto modo, su se- 
paración es absoluta y no relativa, como 
se quiere manifestar". ¿Absoluta? Es 
decir; ¿es imposible unir las dos secciones 
ecuatorianas por medio de vías de comu- 
nicación? Si nuestros adversarios hubie- 
sen siquiera leído las geografías de Villa- 
vicencio y de Wold, habrían visto que 
existen varios caminos al Oriente. Los 
misioneros y conquistadores en los prime- 
ros tiempos de la Colonia descubrieron 
seis rutas que ponían en comunicación los 
Beinos de los Quitus, Cañaris, Puruhaes 
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€te., con las naciones que entonces se le- 
vantaban en las fértilísimas selvas baña- 
bas por los ríos tributarios del Amazonas. 

El primer camino con que toparon los 
españoles fué el que parte de Quito al 
Oriente y lleva el nombre de la Via de 
PapaUacta; por ésta penetraron en esas 
comarcas Gonzalo Díaz de Pineda y, des- 
pués, Pizarro y Orellana. De Ibarra par- 
te uno llamado de PimampirOj por el que 
en 1602 el virtuoso y abnegado Padre 
Ferrer de la Compañía de Jesús, se diri- 
gió á conquistar en nombre de la Fe á los 
Oofanes; derrotero que hubo de tomarlo 
por consejo del padre Onofre Esteban, 
quien muchas veces trajinó por allí para 
evangelizar á sus queridos yumbos. De 
Ambato sale otro que se dirige á Canelos, 
y fué descubierto, como lo dijimos en 
nuestra cuestión anterior, i)or el Jesuíta 
Eaimundo Santa Cruz, en el año de 1662. 
De Eiobamba parte otro con dirección á 
Macas, por este camino el capitán Dn. 
Pedro de Versara, lugarteniente de aque- 
lla villa, por orden de Gonzalo Pizarro, 
se trasladó con varias familias para fo- 
mentar las poblaciones dejadas por Gon- 
zalo Díaz de Pineda en las montañas de 
Macas y Huam boyas. El quinto se diri- 
ge de Cuenca á Gualaquiza; por donde 
fue enviado Gil Eamírez Dávalos, funda- 
dor de aquella ciudad, á poblar y pacifi- 
car los Quijos. Por último, de Loja par- 
te otro que se denomina Yia de Ziinibüj 
por el que se dirigió Salinas para conquis- 
tar á los Tahuarsongos y Pacamoros. 

Se dirá que estos caminos son fragosos; 
mas, dados los hechos de las conquistas y 
misiones, llevados á cabo por cuenta de la 
Audiencia de Quito, esa dificultad, por el 
contrario, demuestra lo mucho que ha eos- 
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tado al Ecuador la adquisición del derecho 
que Colombia y el Perú le disputan, sin 
poder alegar á su favor el verdadero títu- 
lo de la propiedad, que es el trabajo. 

Aseveran los impugnadores de nuestros 
derechos, que hay imjyosiMUdad absoluta de 
establecer senderos, que unan el Interior de 
nuestra República con los pueblos del 
Oriente; porque juzgan que nuestros An-^ 
des forman una muralla inaccesible. 

Hay un principio en geología, por el 
que se explica la formación de los montes 
y cordilleras, el cual dice, que la eleva- 
ción de unas cai)as terrestres trae consigo 
la depresión de otras; y que, por lo mismo 
las alturas suponen hundimientos. Por 
consiguiente, muy natural es que el viaje- 
ro, no sólo encuentre en la cordillera pe- 
ruana, sino también en la del Ecuador, 
elevaciones que se deprimen suavemente,, 
picachos que se levantan á sorprendente 
altura y abismos profundos que aterran. 
Para probar esto, sin detenernos demasia- 
do enumerando todas las depresiones y a- 
berturas de nuestra cordillera Oriental, que 
prestan facilidad para abrir innumerable» 
caminos á las regiones disputadas, sólo 
tomaremos en cuenta aquellas que na 
han debido ignorar los geógrafos de Lima,, 
porque son datos que se ven aún en las 
geografías infantiles del Ecuador, y son: 
el corte formado en la rama Oriental de 
los Andes por las aguas del Patate y 
Chambo, que unidas se precipitan y co- 
rren á desembocar en el Amazonas, con el 
nombre de Pastaza; los pasos que se abren 
los ríos Paute y Zamora rompiendo la 
cordillera para, juntos tras los Andes, de- 
saguar, con el nombre de Santiago, en el 
Marañón, antes del Pongo de Manserriche. 
De suerte que para no aventurar la afir- 
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mación de que nuestros Andes son una 
muralla granítica sin aberturas ni depre- 
siones, bastaba saber que el origen de los 
ríos PastHza y Santiago se halla en nues- 
tra zona interandina. Y para sostener 
que es absolutamente imposible que poda- 
mos construir senderos al Oriente, es ne- 
cesario olvidar que las riberas de los ríos 
ofrecieron, desde el principio del mundo, 
paso franco á la humanidad. 

Los geógrafos de Lima, con el objeto 
de manifestar que los Andes Orientales 
son el límite natural de nuestra Eepúbli- 
ca, añailen que Va, estupejida muralla se ha- 
lla reforzada por diez colosales volcanes en 
constante ebullición. Prescindamos de al- 
gunas inexactitudes geográficas que con- 
tiene este aserto, y fijémonos si esto prue- 
ba algo en favor del Perú. Muy al con- 
trario, por estar la meseta interandina 
rodeada de terribles volcanes, sería para 
el Ecuador un próximo suicidio permitir 
que las repúblicas hermanas se apoderen 
de esas regiones que forman la futura 
existencia de nuestra Patria. Pretender, 
como pretenden los que de hermanos 
nuestros se precian, dejar á nuestra Ee- 
pública en medio de volcanes, es preparar 
la tinta que debe echarse en los mapas 
para borrarla del rol de las naciones; es 
negarle el derecho á la vida, privándole 
de un territorio que, lejos del peligro, ase- 
gure su existencia. 

Las naciones son los miembros de la- 
sociedad universal y están ligadas con el 
sagrado vínculo de la moral, norma y 
principio de todo derecho; por tanto, lo 
primero que debe tenerse en mientes an- 
tes de examinar los títulos, es: si los dere- 
chos en cuestión están dentro de la esfera 
de lo lícito; porque así como la libertad 
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<iue atenta contra la existencia de un de- 
ber, es un crimen, un delito^ un pecado; así 
también, los derechos cuando ejercen sü 
actividad fuera de los campos de lo justo 
y de lo honesto, desaparecen y se convier- 
ten eu verdaderos abusos. Derecho para 
hacer el mal, nadie lo tiene; atacar la exis* 
tencia de un pueblo, es violar los fueros de 
la moral. Luego los derechos que el Ecua- 
dor alega sobre las regiones orientales, no 
sólo son positivos sino que están sancio- 
nados por la misma naturaleza. 

La audacia del genio emprendió, des- 
de hace muchos años, en cortar el Istmo 
de Panamá; y la necesidad de disminuir 
las distancias para estrechar el trato entre 
los pueblos del Atlántico y del Pacífico, ha 
hecho que esa idea grandiosa subsista y se 
reanime, á pesar de dificultades y decep- 
ciones. Evitar todo obstáculo de separa* 
ción, unir las distancias por medio del va- 
por y de la electricidad: he ahí cómo las 
sociedades tienden á su perfección, que es 
la unidad. 

A nosotros la pródiga Naturaleza nos ha 
suministrado un canal, el Amazonas, pa- 
ra acercarnos á los centros de civiliza- 
ción del Viejo Continente; de modo que 
privarnos de este manantial de riqueza, 
de esta arteria de civilización y engrana- 
decimiento, es negar al Ecuador el de- 
recho que tiene oomo sociedad libre é in- 
dependiente de tomar asiento en el ban- 
quete del progreso. 



SEGUNDA PARTE 



Época de la Colonia 



En la exposición de nuestros derechos 
sobre el Oriente, hemos tratado de las 
cuestiones generales, que abrazan las trea 
épocas de la existencia de la América^ 
Latina; y de aquellas que, de una manera 
especial, se refieren á la época anterior al 
descubrimiento de los Beinos de Quito y 
del Perú por los Españoles. En esta 
segunda parte nos concretaremos á estu- 
diar los títulos por los que la región 
disputada formó parte de nuestro territorio 
€n tiempo de la Colonia. 

El conocimiento de los límites colonia- 
les, es tanto más importante, cuanto que 
ello sirve para esclarecer nuestros dere- 
chos; porque el tratado de 1829, que 
tiene fuerza de ley para las altas partes 
contratantes, fijó por limites de sus respec- 
tivos territorios los mismos que tenían antes^ 
de su independencia los antiguos Virreinatos- 
de Nueva Granada y del Perú. jOuáles 
eran estas demarcacionesf He aquí, la 
controversia: he aquí, el objeto de núes- 
tras investigaciones. 
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El antiguo Reino de Quito, hoy Eepú- 
blica del Ecuador, durante el dominio de 
España, con el carácter de Gobernación y 
de Audiencia, formó parte sucesivamente 
de los Virreinatos del Perú y de Santa Fé. 
De suerte que es necesario inquirir, cuáles 
eran los límites de Quito: l^ Desde la 
fundación de la ciudad de San Francisco 
por el Mariscal Dn. Diego de Almagro en 
1534, hasta 1563, en que fue elevada á la 
categoría de Audiencia. 2®. Desde este 
año hasta la fundación del Virreinato de 
Santa Fe. (1718) 3^ Desde 1718 hasta 
1722, fecha en la cual Quito volvió á 
incorporarse al Virreinato del Perú. 4^ 
Desde 1722 hasta 1740, año en el que se 
restableció el Virreinato de Santa Fe; y 
S''. desde este tiempo hasta la famosa 
cédula de 1802. 

Ya que los geógrafos de Lima, haciendo 
suyas las protensiones de los Plenipoten- 
ciarios de Colombia, Aníbal Galindo y 
Luis Tauco, designados en 1894 por nues- 
tra hermana del Norte i)ara arreglar la 
cuestión límites entre Colombia, el Ecua- 
dor y el Perú; ya que los geógrafos de 
Lima dicen que el Ecuador nunca fue 
entidad política en la época del coloniaje sino 
tina dependencia del Virreinato de Nueva 
Granada, es necesario que, previamente, 
averigüemos la verdad de este aserto para 
saber si el Ecuador, en tiempo de la Color 
nia tuvo ó no su respectiva demarcación. 
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¿Tuvo el Ecuador en tiempo de la Colonia m 
respectiva demarcación? 

La ciudad de San Francisco, que más 
tarde fué elevada al rango de Audiencia, 
«i bien dependiente de los Virreinatos del 
Perú y de Santa Fe, en la jerarquía con 
que unos pueblos estaban subordinados á 
otros, tuvo sn puesto, su entidad política, 
fué un elemento de asociación, fué una so- 
ciedad menor que, agregada á otras mayo- 
res, formaba izarte de la monarquía espa- 
ñola. Sostener lo contrario, como lo hacen 
nuestros contrincantes, es ignorar la orga- 
nización social que tuvieron las colonias, 
es d< sconocer la ley de la naturaleza que 
establece que toda sociedad extensa consta 
no sólo de individuos, sino también de so- 
ciedades menores con derechos peculiares. 

**Para mejor y más fácil gobierno de las 
Indias Occidentales, dice Don Carlos II 
en el libro V de las Eecopilaciones, están 
divididos aquellos reinos y señoríos en 
provincias mayores y menores, señalando 
las mayores, que incluyen otras muchas, 
por distritos á nuestras Audiencias reales: 
proveyendo en las menores, gobernadores 
l)articnlares, que por estar más <Hstantes 
de las Audiencias, las rijan y goMernen en 
paz y justicia; y en otras partes, donde 
I)or la calidad de ia tierra y disposición 
de los lugares, no ha parecido necesario 
ni conveniente hacer cabeza de provincia, 
ni proveer en ella de gobernador, se han 
puesto corregidores y alcaldes mayores 
para el gobierno de las ciudades. y sus par- 
tidos; y lo mismo se ha observado res]>ec- 
to de los pueblos principales de indios^ 
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que son cabeceras de otros, y porque uno 
de los medios con que más se facilita el 
gobierno es la distinción de términos y terri- 
torios de las provincias, distritos, partidos y 
cabeceras^ para que las jurisdicciones se 
mantengan en ellos y nuestros ministros 
administren justicia sin exceder de lo que 
les toca Ordenamos etc." 

Según esto: 1** Todos los pueblos de la 
Colonia tenían su demarcación territo- 
rial: 2^ Cada uno tenía su respectiva au- 
toridad: 3® Las autoridades superiores de- 
bían respetar las atribuciones y términos 
de las inferiores. De lo que se deduce que 
los pueblos, por dependientes que bayait 
estado de otra sección superior^ tenían 
sus límites propios y su vida social y i)o- 
lítica. 

Por otra parte, es necesario tener en 
cuenta que el Virreinato del Perú, así co- 
mo el de Santa Fe, se formó de la agre- 
gación de diversas naciones conquistada» 
por los españoles; y que si es verdad qiio 
los pueblos subyugarlos por guerra jus- 
ta pierden su libertad, es también cierto 
que no puede darse título alguno por el 
que las naciones vencidas pierdan el su- 
premo de los derechos, ya se trate de in- 
dividuos ó de pueblos, el de la propia con- 
servación. La conquista no puede dar en 
ningún caso derecho para destruir en ab- 
soluto la entidad política del lUino de 
Quito; y la monarquía española debió 
proveer á la unidad del todo, sin destruir 
la unidad de los pueblos sometidos. Tal 
era el procedimiento de los romanos en 
sus conquistas. ^'¿Qué imperio tendríamos 
en este día, dijo Séneca, si una sabia ley 
política no hubiese confundido los venci- 
dos con los vencedores! Eómulo, nuestro 
fundador fué muy sabio con respecto & 
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los pueblos que subyugó, haciendo en un 
mismo día, ciudadanos de sus enemigos." 
Tal fué también la conducta de España 
en el descubrimiento de América, como lo 
comprueban el origen de los cacicazgos y 
multitud de pasajes de las leyes de Indias. 

**Los gobernadores y justicias (ley 22, t. 
II, 1. 5**.) reconozcan con particular aten- 
ción la orden y forma de vivir de los in- 
dios, policía y disposición en los manteni- 
mientos, y avisen á los Virreyes y audien- 
cias, y guarden sus usos y costumbres, en 
lo que no fuere contra nuestra santa Eeli- 
gión; como está ordenado por la ley 4*. t. 
1, 1. 2^" En el libro 2% t. I, después de 
preceptuar la observancia de las leyes de 
la Eecopilación, Felipe IV, añade: "T 
mandamos que no se haga novedad en las 
ordenanzas y leyes municipales de cada 
ciudad y las que estuvieren hechas por 

cualquier comunidades y universidades 

que no sean contrarias á este libro." En- 
tonces, ide dónde sacan nuestros adversa- 
rios que por haber dependido Quito de los 
Virreinatos de Perú y Nueva Granada, no 
tenía entidad política? 

Los Plenipotenciarios de Colombia, con 
el fin de manifestar que los descubrimien- 
tos y conquistas etc., llevados á cabo, en 
la época de la Colonia, por nuestra Eepú- 
blica, no aprovechan al Ecuador, sino 
al Perú ó Nueva Granada del cual depen- 
día, dieeT" "La Presidencia de Quito no 
formó nunca una entidad política ó auto- 
nómica del imperio colonial de España en 
América: fué siempre una dependencia 
política, primero del Virreinato del Peni, 
y después del de Santa Fe ó Nueva Grana- 
da; y así sf) la consideró y trató en sus re- 
laciones con la antigua Colombia desde 
1810, hasta 1832.^ jPam ser un pueblo 
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<?apaz de adquirir derechos es necesaria la 
autonomíat Si esto fuese verdad ni el 
Ecuador, ni el Perú, ni Colombia podrían 
presentar los títulos que exigen los Pleni- 
potenciarios de Colombia para poseer el 
territorio descubierto y conquistado por 
la antigua Audiencia de Quito. En la 
América española todos los pueblos for- 
maban un solo territorio, porque todos es- 
taban dependientes de la soberanía del 
Monarca de España; de donde se saca, por 
consiguiente, que los Virreinatos, Audien- 
cias, etc., eran subdivisiones territoriales y 
carecían de esa entidad autonómica de la 
que es condición esencial, la soberanía. 

Con el objeto de hacer Colombia, terce- 
ría ezcluyentCj á los títulos que el Ecuador 
invoca en contra del Perú, sostiene tan 
absurda doctrina nuestra hermana del 
Norte, confundiendo, sin duda, el gobier- 
no con la propiedad; cosas enteramente 
distintas: la autoridad recae sóbrelas per- 
sonas, el dominio sobre las cosas; y sólo 
de éstas jmede sostenerse que son incapa- 
ces de derechos y que los frutos que ellas 
producen pertenecen á su señor y dueño: 
resfructificat domino. Aquellas aunque se 
las considere en calidad de subditos, no 
pierden la capacidad que tienen para ad- 
quirir derechos y obligaciones, ni en nin- 
gún caso pueden equipararse a las prime- 
ras. La autoridad que une y sujeta á los 
distintos pueblos de una Nación, por el 
contrario, está subordinada al bien común 
y los frutos que ella produce pertenecen á 
la sociedad y á los consorcios que la for- 
man. 

Las pretensiones de Colombia se hallan 
en abierta oposición, con el procedimiento 
de España, que, en 1563, cuando Quito 
fué elevado á la categoría de Audiencia 
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4iidju<]icó como parte del territorio lo que 
dicha provincia bahía descubierto y con- 
quistado; y, aún más, le facultó para agre- 
gar á su territorio lo demás que, por el 
Oriente, descubriere, según se demuestra 
de las siguientes palabras de la Eeal Cédu- 
la de erección: "y hacia la parte de Gánela 
y Quijos tengan los dichos pueblos con los 
demás que se descubrieren.^^ 

Los geógrafos de Lima, al aceptar las 
pretensiones de Colombia y venirnos con 
la nueva de que el Ecuador nunca fué en- 
tidad política en la época del coloniaje, sino 
tina dependencia del Virreinato de Nueva 
Granada^ nos dan á conocer que no haü 
leído el alegato del Perú que, en el capítu- 
lo II extensamente y con una profunda 
erudición, trata el Sr. Pardo Barreda de la 
necesidad que los pueblos americanos han 
tenido de reconocer, después de su inde- 
pendencia, como su territorio, aquel que á 
eada pueblo le fué señalado en tiempo de 
la Colonia. Si bien es cierto que ante es- 
tos principios deben prevalecer los dere- 
chos nacidos de los tratados, es indudable 
que cuando éstos no existen, los pueblos 
tienen que atenerse á las reglas que los 
usos, el interés común, la moral, la razón 
pública y el tiempo han sancionado con el 
carácter de leyes. Además, el Perú fué la 
primera Nación que en 1831 reconoció al 
Ecuador cuando se separó, en 1830, de la 
gran Colombia; y la historia toda de la 
contienda sobre límites entre estas dos re- 
públicas contiene el expreso reconocimien- 
to de los derechos del Ecuador sobre el 
territorio que como Audiencia tuvo en 
tiempo de la Colonia, y un rechazo de las 
pretensiones de nuestra hermana del Nor- 
te, así como también una impugnación á 
los geógrafos de Lima. 
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Antes de oenparnos de nuestros derechos softre^ 
la región oriental, es necesario qne rechace- 
mos las pretensiones del Perú sobre Túm- 
hez, Guayaquil y Jaén; para lo cnal vea- 
mos hasta donde se extendía, por el 
8nr, el Interior y la Costa de 
noestra República. 

Así por medio de la conquista llevada & 
cabo por los españoles, como por la que tu- 
vo lugar cuando los hijos del Sol se apode- 
raron del imperio de los Shiris, se unieron, 
bajo una misma soberanía, pueblos dife- 
rentes. De manera que, si queremos es- 
tudiar el origen de la demarcación del 
Ecuador y del Pero, debemos remontarnos 
á sus primeras épocas que son tan inciertas 
como desconocida es la historia de los 
aborígenes de estas comarcas. La más 
importante división territorial de aquellos 
tiempos, y cuyas noticias han llegado has- 
ta nosotros, es la que efectuó Huayna-Cápac 
entre sus hijos Huáscar y Atahnalpá^ cuan- 
do, por testamento, dejó al primero el im- 
perio de los Incas, y al se^j^undo el de los 
Shiris. ¿Ouá]es fueron las fronteras de es- 
tas monarquías? Basta que punto exten- 
dieron los Shiris sus conquistas en las cos- 
tas de nuestra república? Veamos si es 
posible averiguarlo. 

Años y de seguro siglos antes que el 
Inca Túpac-Yupanqui emprendiera en sus 
conquistas, los Shiris desembarcaron en la^ 
Bahía de Oaráquez, y por largo tiempo 
permanecieron en nuestra costa, hasta que, . 
aumentada considerablemente la pobla- 
ción, se vieron en la necesidad de internar- 
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se por dilatados desiertos y desconocidas 
montañas para conquistar el Reino de los 
Quitus. ¿Pero, entonces, estos indígenas 
habían extendido sus conquistas hasta las 
fronteras del Cuzco? Si el historiador no 
tiene datos para asegurar lo contrario, nos- 
otros contamos con razones más allá de 
probables para creer que aquellos podero- 
sos conquistadores, los Shiris, debieron, 
como era natural, invadir primero los pue- 
blos que tenían á la mano, para luego in- 
ternarse i)or inciertos y penosos caminos 
al interior de nuestra república: y tanto 
más creíble es esto, cuanto que, sabemos 
por la historia, que los Huamcabambas, 
Chachapoyas, Cajas, Chunos, Huancayun- 
cas, Punuaes, etc., no pertenecían en esa 
época al Perú: tan es así, que después Tú- 
pac-Yupáaqui hubo de agregarlos á su 
imperio por medio de las armas. De mo- 
do que las fronteras de nuestra vecina del 
Sur, en aquellos tiempos, estaban coloca- 
das más allá del río de Piura. Por último, 
Atahualpa estableció con la guerra los de- 
rechos del Ecuador sobre esas regiones. 

Durante la colonia, San Miguel de Piu- 
ra fué la primera ciudad ñindada por los 
españoles en la América del Sur, y sirvió 
á Francisco Pizarro de punto de partida 
para dirigirse á Cajabamba y conquistar 
el Cuzco. He aquí un hecho que bien 
podían decir nuestros adversarios que es 
una coincidencia; pero que tiene relación 
con los acontecimientos históricos que 
rárven para establecer hasta donde se ex- 
tendía entonces nuestro territorio por el 
Sor. 

Temeroso el Adelantado, que los 
aventureros se internasen en sus dominión 
y inretendieran hacer conquistas por su 
4iuentSky nombró de su Teniente á Sebastl&xi 
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BeDElcázar, imra que, en su nombre, go- 
bernara esa ciudad; y este intrépido Oa- 
pitan desde allí extendió su gobierno has- 
ta Antioquía, mereed á nuevas conquistas. 
He aquí la prueba de que San Miguel der 
Piura perteneció al gobierno de Benalcá- 
zar,^y que continuó ejerciendo jurisdic- 
ción en esta provincia, se demuestra co» 
el hecho de que allá se dirigió para fundar 
Santiago de GuHyaqnil: en San Migne> 
hizo todos los preparativos para la nueva 
fundación. 

En 1539, Francisco Pizarro trasladó á su 
hermano Gonzalo, el gobierno confiado á 
Benalcázar, señalándole por el Sur las- 
provincias de Puerto Viejo y la ciudad 
de Santiago. La citada provisión, dice así, 
y consta del tomo 1** de las actas del Ca- 
bildo de Quito llamado Libro Verde: "Y 
visto que ha sido Dios servido que esta 
tierra se haya más dilatado y extendido 
con el descubrimiento de ella y poblado 
de cristianos, por muchos pueblos que se 
han hecho y que cada día se hacen, y que 
á esta causa las provincias de Quito, Po- 
payan, Oali y sus comarcas, y las de Puerto 
Viejo y las demás que por su mandado y 
en nombre de su Majestad va descubrien- 
do que son de esta gobernación y 

considerando que su Majestad le da la 
facultad de traspasar toda esta dicha go- 
bernación, tendrá por bien y será servido 
que, como lo puede facer, traspase par- 
te de ella, en tanto que su Majestad otra 
cosa mande y provea .... traspasó las 
dichas provincias de Quito y las demás 
de suso contenidas con los pueblos de ellfts 
que son San Francisco, Villaviciosa de la 
Concepción, Popayán, Cali, con PuerU> 
Viejo y la ciudad de Santiago con sus tér- 
minos y los demás que se descubrieren y 
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poblaren, al Capitán Gonzalo Pizarro su 
hermano, y le nombraba y le nombró por 
gobernador de dichas provincias, ciuda- 
des y villas para que las tenga en justicia 
y las gobierne". 

Puerto Viejo no era entonces una peque- 
ña población, una ciudad, como es ahora, 
era un departamento que contenía diver- 
sas provincias, como consta expresamente 
en la provisión citada, al enumerar las di- 
versas secciones del gobierno que el Mar- 
qués encomendaba al cuidado' de su her-^ 
mano Gonzalo, '^y las (suple provincias) de 
Puerto Viejo^^ . iCuáles eran los términoá 
de Puerto Viejo! El año de 1601 dio á 
luz don Antonio de Herrera los primeros 
tomos de su Historia General, y en el pri- 
mero que contiene la descripción de las 
Indias Occidentales, después que las cédu- 
las de 1542 y 1563 excluyen del Gobierna 
de Quito, San Miguel de Piura y el puerto- 
de Paita, hablando de Puerto Viejo dice 
el historiador citado: ^'Hay en la costa 
de esta gobernación los puertos, islas y 
puntos siguientes: El Ancón de Sardinas^ 
antes de la bahía de Santiago .... El 
río Tiímbez en cuatro grados, y la isla de 
la Puna, cerca de él, y la de Santa Otara 
algo más al mar y Oabo Blanco quince le- 
guas de Tiímbez al Sur, y luego la punta 
Parina y al Sur la isla de los Lobos, cuatro 
leguas del puerto de Paita sobredicho, y 
Sicla antes de la punta del Aguja y puer- 
to de Tangua''. (•) 



(*) Como se pnede ver en Seijas el valor jurídico de 
la autoridad de Du. Antonio de Herrera, que nos da 
derecho á la isla de Los Lobos, está reconocida por el 
Perú, cuando para defender esta isla alegó en contra 
de la América del Norte las autoridades de este his- 
toriador como título. 
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El 20 (le noviembre de 1542 el Monarca 
<le España, según real cédula de esta fe- 
cba, señaló por distrito á la Audiencia de 
Lima la costa que hay desde dicha ciudad, 
hasta el Eeino de Chile exclusive, y hasta 
el puerto de Paita inclusive'j y por tierra 
adentro á San Miguel de Puira. Y en 29 de 
noviembre de 1563, Feliije II señaló por 
territorio de la Audiencia de Quito, j>or la 
costa hacia taparte de la ciudad de los Se- 
yes hasta el Puerto de Paita exclusive; y 
por tierra ad-entro hasta Piura. El señor 
Pardo Barreda, en la edición reservada 
del alegato del Perú, se queja que las cé^ 
dulas de erección de las Audiencias de 
Quito y Lima no son tan categóricas que 
señalen puntos matemáticos para la fija- 
ción de la línea divisoria que separa Piu- 
ra y el puerto de Paita, de Loja y de la ju- 
risdicción de Puerto Viejo. Mucbo más 
precisas son estas cédulas que la de 1802, 
la cual señala la jurisdicción del obispado 
y la comandíuicia de Mainas en los ríos 
Morona, Guallaga, Pastaza^ Ucayali, Ña- 
po, Yaraví, Putumayo, Yupará y otros me* 
nos considerables hasta el paraje en que es- 
t(f>s -mismos por sus saltos y raudales inac- 
cesibles dejen de ser navegables. Esta y no 
las cédulas de erección de las Audiencias 
de Quito y Lima, es la indeterminada, 
problemática é irresoluble. Toda la difi- 
cultad estriba en saber hasta dónde se 
extendía la jurisdicción de Piura y dónde 
está colocado el puerto de Paita para co- 
nocer la línea que separaba la Audiencia 
de Quito de la de Lima. 

V El macará. — Peruanos y ecuatoria- 
nos, según la expresión del Sr. Pardo Ba- 
rreda están de acuerdo en que el término 
de loa corregimientos da Loja y Piura es 
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^1 Maeará. Si no hay controversia, 
si en este punto se confunden las lí- 
neas trazadas por el Ecuador y el Perú en 
sus reclamos, no sé por qué el defensor de 
nuestra hermana del Sur, dice que las eé* 
dulas de 1542 y 1563 no son tan categóri- 
cas como debían serlo, cuando se señalan 
en ellas puntos conocidos é incontroverti- 
bles: el Macará y el puerto de Paita, 
¿lío sabrán los peruanos en dónde está 
este puertecito para que dejen no más co- 
rrer el lápiz con el objeto de adquirir do- 
minio sobre la hermosa porción de Túm- 
bez, de la que nos despojaron hace algún 
tiempo? Oiiando se trata de puerto no se 
habla de territorio extenso sino de un lu- 
gar, de un punto geográfico, colocado en 
la embocadura de un río ó en la costa de 
un mar en donde se cargan y descargan las 
naves, en donde las embarcaciones hallan 
abrigo contra las tempestades y contra 
los ataques de las escuadras enemigas. 
Portíis apellatus est^ dice la ley 8, título 33 
de las 7 Partidas, conclusiLs locus, quo ím- 
portantur merces^ et linde exportantur: eaqtie 
nihilommus statio est conclusa atque munita: 
inde agnitortim dictuní est. Don Antonio 
de Herrera, cronista mayor de las Indias, 
nombrado por Felipe III, en el tomo V de 
las descripciones, dice: '*B1 distrito de la 
Audiencia de los Eeyes, y se comprende 
de Norte á Sur desde seis hasta siete gra- 
dos de altura austral, que son doscientas 
veinte leguas, aunque de viaje ponen tres- 
cientas desde la punta de Aguja, adelan- 
te de Paita, por donde se juütta con la 
AUDIENCIA DE QUiTO". Por consiguieute, 
nuestra Cancillería al exigir como límite 
extremo el curso del río Macará que corre 
hasta desembocaren el Pacífico con el 
jQombre de Ohira, obsequia gratuitamente 
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una buena porción de nuestro territorio; 
generosidad muy censurable, dadas laa 
exigencias extremas del gobierno del Pe- 
rú. Téngase en cuenta que, para dispu- 
tarnos esta sección territorial, no existe el 
pretexto de la cédula de 1802, ni razón 
alguna que justifique tales pretensiones. 

2^- El alamor y la quebrada dk 
LOS PILARES. —Justificados plenamente 
nuestros derechos sobre la región de Túm- 
bez, con las terminantes Cédulas de 20 de 
noviembre de 1542 y de 1563, veamos- 
ahora cuáles son los argumentos que 
oponen los defensores del Perú para pre- 
tender, como pretenden, que la línea que 
debe separar á las dos repúblicas, lejos de- 
buscar el puerto de Paita^ tuerza para el 
Alamor y siga la dirección de la quebrada 
de Pilares basta nnir las vertientes de 
Zaruma con el rio Jubones. Ante todo es 
necesario que conste la inconsecuencia de 
aceptar las Cédulas para por tierra aden- 
tro fijar como distrito de las dos Audien- 
cias los puntos en donde se tocan los co- 
rregimientos de Piura y Loja (el Macará]^ 
y rechazar aquellos títulos en cuanto de- 
signan el puerto de Paita como el otro 
extremo de la línea. 

El Sr. Pardo Barreda, en su alega- 
to, sin tener en cuenta el valor de las 
pruebas, pretende, temerariamente, des*- 
truír los plenas que hemos presentado, con 
hechos que, á lo más, pueden dar cabida 4 
una vaga presunción. Mandatum princi^ 
pis scriptura próbandum Olosa C. II. L.XI^ 
De Mandatis Prindptiuni. 

Para sostener que la línea del Macará» 
debe continuar por el Alamor y la quebra- 
da de Pilares, cita la venta del fundo 
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Leiva de propiedad de la Orden de Predi- 
cadores de Quito, en cuya escritura se ex- 
presa ''que la quebrada de Pilares de las- 
bocas de la Solona, y, por el otro lado^ 
en donde cae el río Alamor; pero de ma- 
nera que la una banda de la quebrada de 
Pilares, perteneciente y contigua á la So- 
lona y Taguaynegro que toca á la jurisdic* 
ción de esta Ciudad de Piura, queda com- 
prendida con la deshecha en la venta". 
Porque Dn. Silverio García, los Padres 
Dominicos, ó el actuario creyó que el Ala- 
mor y la quebrada de Pilares separaban 
la jurisdicción de Loja de la de Piura^. 
|dejó de ser el Puerto de Paita el otro ex- 
tremo de la línea divisoria? Basta cele- 
brar escrituras para derogar Cédulas? Si 
así se argumenta, si se cree legítimo que* 
el juicio particular puede oponerse al del 
Soberano, nosotros podemos presentar in- 
numerables escrituras y testimonios ei^ 
contra de la Cédula de 1802; pero como es- 
tamos convencidos que es un absurdo des- 
truir, con presunciones, con leves indicios 
y conjeturas infundadas, á las reales dis- 
posiciones, nos serviremos de argumentos 
lógicos y racionales para combatirla. Y 
aun dado el caso de que fuera un argu- 
mento, así la venta del fundo Leiva^ coma> 
la competencia de jurisdicción habida en- 
tre los jueces de Loja y Piura en 1799^ 
con motivo del juicio de despojo entablado* 
I)or el dueño de ese predio; lo único que- 
probaría que en lo judicial estaban agre- 
gados á Piura aquellos pedazos de terreno. 
Mas, lo que se discute es la división civil> 
ó política, y ésta es terminante en las Cé- 
dulas de erección de las Audiencias de 
Lima y de Quito. 

Es un principio en matemáticas que dos* 
puntos se unen por medio de una recta:^ 
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por lo mismo, los Soberanos de España al 
señalar sólo dos puDtos á la línea de de* 
marcación, separaron las dos Audiencias 
por una línea recta, y de ninguna manera 
por una curva; puesto que, para ello, era 
necesario fijar otros puntos más. Y aun- 
que, en gracia de la discusión, supongamos 
que la línea del Macará deba torcer por el 
Alamor, la curva formada en este punto 
debería siempre dirigirse hacia el puerto 
de Paita. 

3**. Jubones. — No paran ahí las preten- 
siones de los peruanos. Estos señores quie- 
ren que la linea continúe desde el Alamor 
hasta Jubones, valiéndose del pretexto de 
que el distrito de Piura, por la costa, lin- 
da con Máchala. No queremos averiguar, 
por lo pronto, la verdad del aserto; mas 
éste, con perdón del señor Pardo Barreda, 
no es digno ni del calificativo de sofisma; 
porque carece, en al)soluto, de un motivo 
aparente para desatender el expreso tenoc 
de las reales disposiciones. Aquellas, co- 
mo hemos dicho repetidas veces, ponen 
en este punto dos extremos á la línea divi* 
soria: por tierra adentro Piuraj y por la 
costa el puerto de Paita. Nuestros coliti- 
gantes, á lo único que se han concretado 
en su defensa es á av^iguar hasta dónde 
llega la jurisdicción de Piura, como si esta 
tenencia fuera el único punto que fija la 
demarcación. 

Bien podemos asegurar que estas pre- 
tensiones son contrapruducentes; porque 
nos ponen en la necesidad de que retire* 
mos las concesiones que hemos hecho al 
señalar, por tierra adentrOj los puntos en 
donde se tocan los corregimientos de Piu- 
ra y Loja, es decir el Macará, como térmi- 
no de la demarcación entre las dos Bepú<> 
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blicas. Los argumeDtos y pretenmones de 
nuestros adversarios nos llevan á estable- 
cer el verdadero sentido de la Cédula. 
El puerto de Paita estaba colocado en el 
distrito de Fiura, como lo sostienen Malte- 
BruD, Laet, Alcedo y todos los geógrafos é 
historiadores que tratan sobre esta cuestión; 
y no hay, pues, para que ponerla en duda. 
Lo único que se saca en limpio de esto es 
que al decir las Cédulas: Piura y el puerto 
de Paita, no hablan de distritos sino de 
poblaciones, porque era uno el distrito en 
que estaban colocados esos pueblos. 

Como en el todo están comprendidas las 
partes, habría sido un disparate garrafal, 
enumerar el distrito de Piura y el puerto 
de Paita; por consiguiente cuando los Mo- 
narcas de España hablan de estos dos pue- 
blos, como de cosas distintas, es lógico y 
racional creer que trataban de poblaciones 
y de ninguna manera de la jurisdicción. 

"Esto es, dice el Sr. Barreda, lo que ne- 
cesitamos saber, porque las Cédulas cita- 
das al decir que tenga (la Audiencia de 
Qnito) por límites hasta Guayaquil, San 
Miguel de Piura, Loja, etc., etc., no que- 
rían decir que las respectivas Audiencias 
llegaran á las poblaciones de Paita y Piu- 
rsi, la de Lima; Guayaquil, Cuenca y Loja, 
la de Quito, porque el territorio interme- 
dio no habría pertenecido ni á una ni á 
otra Audiencia". 

No se explica en qué se funda el citado 
escritor para creer que quedarían puntos 
intermedios que no pertenecieran ni á una 
ni á otra Audiencia. Según las Cédulas 
de erección, la de Quito llega hasta Piura^ 
y el Puerto de Paita; la de Lima, desde 
Piura y el puerto de Paita. Desde y has- 
ta, en este caso se tocan. ¿Dónde, pueSy 
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los puntos iutermedios, los territorios qoe 
no perteuecieraD ni á una ni á otra An- 
(lienciaf 

Por lo demás, es falso que la Cédula de 
erección de la Audiencia de Quito diga 
iiasta Guayaquil^ Loja, Cuenca^ etc. Lo 
que dice a^, después de señalar la línea 
divisoria por el puerto de Paita y los pue- 
blos de Piura, Gajabamba^ Chachapoyas^ 
Moyobaniba y Motilones^ lo que dice es: 
^^incluyendo hacia la parte susodicha los 
pueblos de Jaéu^ Valladolid^ ^oj^ Zamo- 
ra y Guayaquil con todos los demás pue- 
blos que estuvieren en sus comarcas y se 
poblaren". Lo que hace es señalar la línea 
y además los pueblos comprendidos en la 
susodicha demarcacióo. 

El mismo señor defensor, en otro lugar, 
y después que cita las Cédulas de 1542 y 
15G3, dice: *'Xo es menester entrar en el 
estudio de las diversas alteraciones que se 
hicieran en el perímetro de la Audiencia 
de Quito; bastará para nuestro objeto, te- 
ner en consideración las últimas, pero pa- 
ra apreciarlas mejor, sepamos cuál era en 
detalle la extensión territorial antes de 
las últimas reformas". 

¿Cuáles eran éstas, dónde los títulos, 
dónde la Real Cédula posterior suspensií)a, 
aclaratoria ó modificadora de las de 1542 y 
15G3? Con el mismo derecho con que 
nuestros adversarios nos exigen esta prue- 
ba en contra de la Cédula de 1802, les 
exigimos también una nueva Céilula que 
desvirtúe las Cédulas de erección, ya 
que la de 1802, como hemos dicho, na- 
da tiene que ver con la región de Túmbez. 

"El año de 1745, continúa el nombrado 
escritor, se componía la Presidencia de 
Quito de los corregimientos de Ibarra, 
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Otavalo, Quito, Tacunga, Biobamba, 
Chimbo, Oiienca^ Loja, Guayaquil y de 
los gobiernos de Quijos y Macas y Jaén 
de Bracamoros, según consta de la relación 
formada por el Marqués de Selva Alegre, 
Presidente y Capitán General de la Eeal 
Audiencia de Quito". 

¿Qué autoridad tenía el Presidente de 
una Audiencia, el Virrey ó el Teniente en 
las segregaciones de territorios, para que 
la enumeración exacta ó inexacta com- 
pleta ó incompleta del Marqués de Selva 
Alegre sea una prueba que desvirtué las 
Cédulas que alegamos? iQné derecho te- 
nía para extender sus territorios el señor 
don Jerónimo Bromediano y Escalera^ 
Corregidor de Piura, para que los ])ueblos 
que, según las Cédulas, eran de la Audien- 
cia de Quito se trasladasen á la jurisdic- 
ción de Piura? Don Jerónimo no era cor- 
to en sus pretensiones, y lo demuestra el 
hecho de incluir en su lista hasta á los 
Cañares. Si esto bastara para adquirir 
derechos, el Ecuador habría, hace mucho 
tiempo, dejado de existir. Derecho del 
Emperador era según la ley 2 del título I, 
partida II, facer fuero nuevo etc. mudar el 
-antiguo; mientras que á las autoridades 
coloniales lea estaba prescrito en todo el tí- 
tulo de jurisdicción, guardar cuidadosamen^ 
te los términos de sus distritos. 

Por lo que respecta al testimonio que 
nos oponen de nuestro Villavicencio y á 
los trozos sacados de la Colección de To- 
rres de Mendoza por el defensor del Perú, 
diremos en primer lugar que si las expre- 
sadas citas son como las que se sacan de 
nuestro geógrafo, ya podemos figurarnos el 
crédito que ellas merecen. Villavicencio, 
^n lapágina 257, hablando de la división 
territorial^ durante la Colonia, dice, por el 
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contrario, que la teDencia de la Pnná^ es- 
taba formada por la luisma isla y una par- 
te de los pueblos de tierra firme, tales co- 
mo: TúmleZj Máchala y Naranjal. En se- 
gundo lugar, si el Sr. Pardo Barreda cree 
lógico que, á pesar de lo que disponen las 
Cédulas de erección de las Audiencias 
de Quito y Lima, debemos atenernos á la 
autoridad de los geógrafos, de los histo- 
riadores y de todos cuantos han formado 
listas de los pueblos, nosotros opondremos 
autoridades más respetables todavía para 
reclamar nuestros derechos sobre San Mi- 
guel de Piura etc. Moreri, en su DicciO' 
nario Histórico, en la palabra Quito, sien- 
ta: "Ciudad y provincia de América en 
el Perú Las ciudades que los es- 
pañoles poseen son: San Francisco de Qui- 
to, Eiobamba, Loja, Jaén, San Migubi* 
DE PiUBA, Santiago de Guayaquil y Puer- 
to viejo". En apoyo de lo dicho, al pie 
del mencionado artículo cita las autorida- 
des de Garcilazo de la Vega ("Historia d^ 
los Incas, tomo II); Laet (Descripción de 
las Indias Occidentales, libro X, cap. 6°.)^ 
Dampier (Viajes, tomo I, cap. 6^); Tomás 
Cornelio (Diccionario geográfico). 

Las Cédulas de 27 de Mayo de 1717 y la 
de 20 de Agosto de 1739 no hacen ningu- 
na segregación de territorios en favor del 
Perú, sino que trasladan la Audiencia de 
Quito al gobierno con los términos que en 
ella se comprendían. La de 1740 dicet 
"Partiendo desde el Túmbez, en la costa 
del Pacífico, sigue por las serranías y de- 
más cordilleras de los Andes por la juris- 
dicción de Paita y Piura hasta el Mará* 
ñon". Que habla del río Túmbez esta 
Cédula no hay para qué ponerlo en duda 
desde el momento que dice el Túmbez^ y 
que la línea de demarcación en la costa del 
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Pacífico era aquel río. Luego infundadas 
á la vez que temerarias, son las exigencias 
de nuestros adversarios. 

4^. Guayaquil. — Nuestros adversarios 
del Sur sostienen que otra de las anexio- 
nes que hicieron al Virreinato del Perú, 
fue el gobierno de Guayaquil. 

Si recorremos la historia desde sus más 
remotas épocas, veremos que la Perla del 
Pacifico ha formado siempre una sola fa- 
milia con el resto de nuestra República: 
ya hemos dicho, en otro lugar, (pío los 
Shiris, antes de apoderarse del reino do 
los Quitus, probablemente conquistaron 
primero toda nuestra costa hasta las fron- 
teras del imperio de los Incas, y que es 
indudable que al Perú no pertenecieron 
aquellos pueblos; porque más tarde Tu- 
pac-Yupanqui y Huayna-Cápac tuvieron 
necesidad de anexar esos territorios por 
medio délas armas. Cuando el último de 
estos conquistadores dividió su imperio 
entre sus hijos Huáscar y Atahualpa, los 
valerosos habitantes de la Puna, acaudi- 
llados por su Eégulo Tomapala, se pusie- 
ron voluntariamente á órdenes del Sobera- 
no de Quito, pues odiaban de muerte la 
dominación de los Incas, á la que recha- 
zaron muchas veces con la resistencia de 
la fuerza; y cuando el genio inmortal de 
Bolívar hubo roto los lazos que nos unían 
con nuestra Madre Patria, la noble Gua- 
yaquil, que el 9 de Octubre d^ 1820 pro- 
clamó su autonomía, se echó tfambién en 
brazos de Colombia. Pero, vamos, poco 
á poco, y dejemos este hecho para estu- 
diarlo más luego. 

Pedro Cieza de León, dice, que el pri- 
mero- fundó á Santiago de Guayaquil en 
1534, á orillas del río Babahoyo, fue Be- 
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Dalcázar^ gobernador y conquistador de 
Quito; y como no hay prueba ni constaD- 
cia alguna de la afirmación de Alcedo, 
quien pretende que fue fundada por Fran- 
cisco Piz^rro un año antes en la Babia de 
Gbarapotó; todos los historia<lores desbe- 
cban esta gratuita afirmación, y recono- 
cen el origen exclusivamente ecuatoriano 
de aquella ciudad. Destruida ésta por la 
insurrección de sus naturales, después de 
varias intentonas, fué reedificada por Ore- 
llana en 1538. Orellana, según consta déla 
relación que bizo este Teniente á su Ma- 
jestad en 1541, fue vecino de Portoviejo: 
"é baber ido, dice el primer explorador 
del Amazonas, desde dicba Villa Nueva 
de Puerto Viejo, donde yo era vecino^ con 
mas de ocbenta bombres, etc." Por otra 
parte, en la información rendida en esta 
ciudad de San Francisco de Quito porMa^ 
tín Eamírez de Guzmán en 1571, para 
hacer valer los servicios becbos por su 
padre Eodrigo Vargas, se demuestra que 
Francisco Pizarro adicionó al cargo de 
Teniente de Puerto Viejo el de Pacifica- 
dor de los Huancavilcas. Los testigos 
Gaspar Euíz, Diego Sandoval y otros, di- 
cen que después de la batalla de Salinas, 
en premio de los servicios prestados por 
Orellana, le nombró Teniente del Puerto 
Viejo, de donde por mandato del Adelan- 
tado pasó á restablecer la ciudad de Gua- 
yaquil. He aquí una prueba de que el 
nuevo origen de esta provincia fue ecua 
toriano. (1^ 

En 1539, en la provisión por la que 
consta que el Marqués entregó á su ber- 
mano Gonzalo el gobierno de Quito, ex- 
presa terminantemente que las provincias 
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<ie Puerto Viejo estuvieron bajo la depen- 
dencia de Benalcázar: "Y visto que ha 
;SÍdo Dios servido, dice, que esta tierra ha- 
jSL más dilatado y extendido con el descu- 
brimiento de ella y poblado de cristianos 
por muchos pueblos que se han hecho, y 
cada día se haceu, y que á esta causa las 
provincias de Quito, Popayán, Cali y sus 
comarcas, y las de Puerto Viejo y los de- 
.más que por y en nombre de su Majestad 
va descubriendo el Capitán Benalcázar 
que son de esta gobernación etc." Y luego 
más abajo, entre otras i)rovincias que po- 
ne bajo el gobierno de su hermano, enu- 
mera á Puerto Viejo y á la ciudad de 
Santiago. En 1563, Felipe II, según cons- 
ta de la Cédula de erección de la Eeal 
Audiencia de Quito, declaró incluidos en 
este distrito á los pueblos de Guayaquil. 
¿Cuál es el título, entonces, que nuestros 
adversarios alegan para i^retender la se- 
gregación de este territorio que desde sus 
más remotas épocas pertenece al Ecua- 
dor? La llamada Cédula de 1803 (1)X 
Esta, en primer lugar, en su forma no 
Tenue los requisitos de ley. Si nuestros 
adversarios quieren darle el carácter de 
real orden, aquella carece de valor legal. 

La fórmula usual y i)rescrita por la ley 
8*, del libro II, título II de la Eecopila- 
ción de Indias, manda que se encabecen 
las Cédulas con los títulos del Monarca y 
lleven al pie la firma de él (yo el Eey). 

Tampoco puede tenerse como una reso- 
lución del Consejo de Indias, porque, se- 
gún la ley 66 del libro y título citados, las 
provisiones, cédulas, cartas é instrucciones 
y otros despachos que se hubiesen librado 
en el Consejo de Indias, se firmen ó seña- 
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leu, según el estilo de todos los del Oonsejo 
de Indias, que en él se hallaren aunque 
no hayan intervenido á la determinación- 
de ellos. 

Por otra parte, conforme á las leyes 23, 
39, y 40 del título primero, libro 2^ no 
deben darse cumplimiento á las Cédulas 
que no ésten firmadas, de acuerdo con Jar 
precedente disposición, por el Consejo de 
Indias. La de 1803 está firmada única* 
mente por el Ministro de Guerra, Sr. Dn^ 
José Antonio Caballero y dirigida á Dn» 
Miguel Cayetano Soler, Ministro de Ha- 
cienda. Basta esto para comprender que 
aquella i)retendida Cédula es una provi- 
dencia meramente administrativa, en 
aquello que incumbía al Ministro de Gue- 
rra, al cual, en ningún caso, puede atri- 
buirse el derecho de segregar territorios* 
Basta esto para que se rechacen las pre- 
tensiones del Virrey Abascabal, pretensio- 
nes que, como consta de la Cédula de 1819^ 
yfueron desaprobadas por e! Monarca en 
1807, á quien se le atribuye, en carta de 
Dn. Cayetano Soler al Prior y Cónsules de 
Cartagena, la declaratoria de que la segre- 
gación era absoluta. 

Si tenemos en cuenta que la consulta 
hecha por el expresado Virrey fue por me- 
dio de una carta dirigida á Dn. Cayetano- 
Soler (1). y que esta clase de consultas 
privadas no alcanzaban de la Corte una 
verdadera resolución, veremos que es te- 
meridad en el Sr. Pardo Barreda el fijar 
el sentido de la llamada Cédula de 1803, 
con la carta del Sr. Soler. "Los Presiden- 
tes y Visitadores de nuestras Audiencias 
reales, dice la ley XII del libro II, título 
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I de la citada Becopílación, comprendidas 
en los distritos que corresponde á los Vi- 
rreyes del Perú y Nueva España, nos es- 
criben algunas veces sobre materias de go- 
bierno, hacienda, conservación y utilidad 
de los indios, y otras de calidad, que no 
tocan á la administración de justicia, ó 
comisiones que están á su cargo, y con 
cualquiera respuesta nuestra, pretenden, 
que Nos los hemos encargado aquellos 
negocios sobre que escribieron. Declara- 
mos y mandamos, que por haberse respon- 
dido en alguna de las cosas sobredichas 
á los Presidentes ó Visitadores, no es de 
la intención y voluntad nuestra darles más 
jurisdicción de las que les toca en materias 
de justicia^ ni quitar la de gobierno que 
pertenece á los Virreyes, y que la ejecu- 
<;ión en materias y puntos de esta calidad, 
aunque los hayan propuesto los Virreyes 
y Visitadores ú otras cualesquier personas. 
Ministros de las Indias y á ellos hayan 
ido ó vayan las respuestas, ha de correr 
por mano y autoridad de los Virreyes en 
todos los casos y cosas que miren á su 
gobierno; excepto sí en las Cédulas y des- 
pachos por alguna causa particular que 
expresamente no se dijere lo contrario. Y 
así se guarde precisa é inviolablemente." ' 
tampoco consta que el Virrey Abascabal 
en esta consulta haya cumplido con lo 
prescrito por la ley 41 del libro II, titulo 
I, lo cual es necesario por las razones 
:apnntadas en la ley 12 del libro II, título 

II de la Becopilación de Indias. 

Por lo demás, la misma Cédula de 1803 
«expresa con claridad que el objeto de esta 
orden, que se dio á propuesta de la 
J[nnta de Fortificaciones de América, era 
hacer que el gobierno de Lima, encabo ne- 
•eesaHo enviase al de Guayaquil los socorros 
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ie tropas^ dinero^ pertrecho, armas y demás^ 
efectos de que ca/reda aquel territorio, y que- 
el del Perú, á su vez, pudiese servirse para 
su defensa de las maderas y otras produccuy 
nes de Guayaquil. Y como lo que da fuer* 
za y extensión á una ley es el fin que se 
ha propuesto el legislador, tenemos que 
el sentido lato que tratan de dar á esta 
orden, es arenturado, y, si se quiere, con- 
trario al tenor de la misma. Se comprende 
que las tropas de Guayaquil se pongan al 
servicio del gobierno militar del Perú, pa- 
ra que éstas, en caso de ataque, obedezcan: 
y observen los mismos planes de defensa: 
pero que para fortificar el puerto de Gua- 
yaquil y rechazar las cargas contra el Pera, 
se diga que es necesario,. que en lo judicial 
por ejemplo, se recurra de los jueces de la 
Perla del Pacifico á los tribunales de Lima^ 
es, hasta cierto punto ridículo. Luego la 
respuesta de 10 de Febrero de 1806 de doü 
Cayetano Soler, que sirve de fundamento 
á las pretensiones de nuestra hermana deí 
Sur, es contraria al expreso tenor de la lla- 
mada Cédula de 7 de Julio de 1803. 

La Cédula de 1819 (1) confirma lo dicho 
y asienta claramente que la de 1803 fue un 
pretexto para que el Virrey del Perú usur- 
para los derechos de la Audiencia de Qui- 
to y, mandó que se reponga la ciudad de' 
Ghmyaquil y su provincia al ser y estad& 
en que se hallaba antes de 1810, fecha en 
la cual el Marqués de Candía (que dicho 
sea de paso,^ no tenía derecho alguno para 
decretar segregaciones de ningún género^ 
de hecho agregó al Virreinato del Perú el 
gobierno de GuayaquiL De suerte que la 
Cédula de 1819 no hace otra cosa que 
aplicar la de 1803^ para acceder á lo solící*» 



("1) Docamento 79. — ^Vacaa GaLlndo. 
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tado por los vecinos de Guayaquil. Por 
consiguiente, nada de nuevo concede sino 
que aplica la Cédula de Carlos IV, y, con- 
forme á ésta, ordena que se ponga térmi- 
no á la usurpación de hecho del Gobierna 
de Guayaquil por los Virreyes del Perú, 
lío es esta i)ropiameiite una ley, es una 
aplicación de ella, es un fallo suprema 
que recae sobre esa controversia suscita- 
da ya en la época de la colonia. De modo 
que el Perú tiene en su contra una ejecu- 
toria que no podrá destruirla por más que 
afirme que por razón de la fecha la Cédula 
de 1819 no tiene importancia en nuestro débon 
tCy desde que no se la obedeció ^ guardó y ejecutó^ 
Todo fallo supremo es inapelable, y por lo 
mismo, tiene la fuerza de cosa juzgada en 
el momento en que se lo pronuncia, puesto 
qué no es susceptible de reforma. Las re- 
soluciones délos tribunales inferiores ne- 
cesitan del consentimiento de las partes 
para ejecutoriarse, y, por tanto, de citación; 
porque pueden ser revocadas, corregidas 
por los tribunales superiores; pero á todo 
tribunal supremo se puede aplicar el axio- 
ma Roma locura cauta finita, porque no 
hay otra autoridad que pueda revisar sus 
fallos. 

La misma Cédula de 1819 funda su 
resolución en el fallo pronunciado por 
Carlos IV con motivo de la competencia 
de jurisdicción habida entre el Virrey del 
Perú y el Presidente de Quito^ quien se 
qiíejó por haber expedido el gobierno del 
Ferú varias providencias en el pleito de 
don Jacinto Bejarano y Bartolomé Cuca- 
lón, manifestando ^^que no débia tener ese 
Superior Gobierno intervención alguna en 
Gfuayaquil en el gobierno político, de la Real 
líaiAenda ni de Comercio^ y si sólo en lo- 
militaf. Bl sobeMno, entonces, ^Yé^\^ 
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consulta del Consejo, se sirvió desaprobar 
los procedimientos del Virrey, en haber adr 
muido la enunciada capitulación contra él 
tenor de la expresada Real Orden de T de 
julio de 1803^ que solamente le concedía Jü- 

KISDICOION Y SUPERIORIDAD EN LO RBH- 
PECTIVO k LA DEFENSA DE LA CIUDAD 

Y PUERTO DE GUAYAQUIL y aprobar la 
del Presidente y Audiencia de Quito. 

Esta es otra ejecutoria que nos sirve de 
baluarte para rechazar las pretensiones 
del Perú, sin que á ello obste el que no se 
haya comunicado esta resolución por la 
inmediata entrada de los franceses en Ma- 
drid. Es un fallo supremo que no necesi- 
ta consultar la voluntad de las partes para 
que tenga el valor de cosa juzgada. 

Mas quiérese buscar el sentido de la Cé- 
dula de 7 julio de 1803, y una de las prue- 
bas con que contamos, á parte del tenor 
literal de la expresada real disposición, es 
la Cédula de 1819 que interpreta clara- 
mente la intención de Carlos IV, y el al- 
cance de la Cédula de 1803, sin que á ello 
se oponga, lo rej)etiraos, el que no se la 
haya obedecido, cumplido y ejecutado, 
según pretendo el Sr. Pardo Barreda. El 
que interpreta una ley no le adjudica el 
sentido que le place sino aquel que le co- 
rresponde. Declaratio nihil de novo conferí, 
et declarans niJiil novi fa^it Declarans non 
mutat essentia aut natura dispositionifí. 
Querer sostener, como sostiene el citado 
defensor del Perú, que la Cédula de 1803 
hubiera tenido otro sentido del que quie- 
ren acomodarle, si la Cédula de 1819 hu- 
biese sido obedecida, cumplida y ejecuta- 
da, es el colmo de los despropósitos. To- 
da ley tiene su propio signiflcado desde 
que ella existe, y el que la interpreta no 
hace otra cosa que inquirir por él. Hacer 
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<jue éste dependa de una condición poste- 
Tíor es figurarse que la ley es una especie 
de camalión que varía de color á todo mo- 
mento. La ley tiene que ser inmutable en 
este sentido, porque debe ser la primera 
que tenga la inflexibilidad de la justicia. 

Tampoco la autoridad del que interpre- 
ta nace de que se obedezca, cumpla y eje- 
cute la ley interpretada, sino de la capaci- 
dad que éste tiene para dar con el verdade- 
To sentido de ella; y así como la ciencia es 
la única base de la interpretación doctri- 
nal, la auténtica se funda en el principio 
•de que nadie sabe mejor el sentido de cual- 
quier escrito ó disposición que aquel que 
dispone ó escribe. Querer, pues, que 
la autoridad del monarca de España para 
interpretar la Cédula de 1803 venga del 
hecho de haber cumplido, obedecido y eje- 
ilutado la de 1819, es, francamente, un ga- 
rrafal disparate. 

De la agregación voluntaria de Guaya- 
quil á la gran Colombia nos ocupare- 
mos al hablar de Jaén, para refutar, al 
mismo tiempo, el argumento de compen- 
sación que alega el Perú para apropiarse y 
poseer ese territorio. 

5** Jaén. — No hay dificultad, ni cabe 
duda, que al Ecuador corresponde esta 
bellísima porción del territorio en dispu- 
ta. Así lo acreditan las cédulas de 1542 
y 1563; así lo confiesa expresamente el 
Perú. 

La cédula de 1542 sefiala como términos 
de la Audiencia de Lima^ los pueblos de 
Oajamarca, Chachapoyas, Moyobamba, y 
Motilones; la de 1563 establece la misma 
demarcación y enumera, dentro de los lími- 
tes de la Audiencia de Quito, los pueblos de 
Jaén, Yalladolid, Loja, etc, etc. En e&t^ 
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estado, y sin cambio alguno, permanecía 
la extensión territorial de las dos audien- 
cias bástala época de nuestra emancipa- 
ción política, como lo comprueban las ór- 
denes impartidas por los presidentes de 
Quito, D. Toribio Montes y Melchor de 
Aimerich, al Gobernador de Jaén, y las 
cuentas presentadas por éste en nuestras 
contadurías. La famosa Cédula de 1802, 
en su parte dispositiva, tampoco mbntft 
á Jaén entre las supuestas segregaciones 
territoriales. Ante la falta absoluta de 
comprobantes, el Perú se vio, en la 
necesidad de confesar en su alegato, edi- 
ción reservada, que la provincia de Jaén 
perteneció al Virreinato de Santa Fe liasta 
el momento de la independencia. Por 
propia confesión, nuestros adversarios han 
demostrado la injusticia con que procedie- 
ron al sostener, con las armas, la retención 
indebida de pueblos que no les pertenecen; 
y la temeridad de continuar poseyéndoloi^. 
El Sr. Pardo Barreda con el objeto de juí- 
tiflcar este procedimiento, dice: "El moti- 
vo de la posesión que el Perú tiene en parte 
de los territorios del antiguo Gobierno dft 
Jaén, proviene de que, voluntaria y espon- 
táneamente, se le agregaron cuando se 
declararon independientes de la Metrópo- 
li". — Pero ni esta agregación constituye un 
título legítimo, ni la agregación de Guar- 
yaquil se halla en el mismo caso que Jaén. 

Probemos estos dos puntos. 

La agregación voluntaria de un pueblo 
á otra nación distinta de aquella de quien 
depende, no puede constituir un compro- 
bante legítimo de la propiedad de ésta^ 
ni una razón para excluir de sus derechos 
á aquélla, sino es cuando concurre, ade- 
más, la abdicación de éstos por parte dé 
la sociedad que podía legítimamente opcH 
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nerse á tal desmembración; porque el vín- 
culo que une á los pueblos es el derecho, 
y éste no puede estar al arbitrio de los 
consorcios que deben conservar y respetar ' 
la unión que forma la vida de las nacio-> 
nes. jOolombia y el Ecuador han renun- 
ciado alguna vez sus derechos sobre Jaénf 
Nunca: estas dos repúblicas siempre los 
han sostenido, ora en el terreno de la Di- 
plomacia, ora en los campos de batalla. 

Por otra parte, al fijar en el Tratado de 
1829, como límites de los nacientes pue- 
blos^ los mismos que tenían los antiguos 
virreinatos de Nueva Granada y del Perú, 
antes de su independencia, determina- 
ron los únicos títulos que tienen valor le- 
gal para dirimir la contienda, y se rechazó 
todo argumento que tratase de alterar 
esta demarcación. Así que el Perú no 
puede alegar como título la anexión vo- 
luntaria de Jaén, sin desconocer los pre- 
ceptos de la moral y burlarse del Trata- 
do de 1829, cuya, vigencia, á despecho de 
los esfuerzos poderosos que ha hecho 
nuestra vecina del Sur, se ha visto en la 
necesidad ineludible de reconocer. 

Muy diferente es el argumento que 
aducimos acerca de Guayaquil. No sólo 
contamos con la agregación voluntaria de 
esta provincia, sino también con el consen- 
timiento y aprobación del Perú. 

Se dice también que hay paridad entre 
la anexión de Jaén y la de Guayaquil; que 
si el Ecuador, desconociendo sus propios 
derechos, impugna la agregación de Jaén, 
el Perú, á su vez, rechaza la de Guayaquil 
y sostienen ín integrum el derecho de recu- 
perar este territorio. 

Ambas anexiones son completamente 
distintas en el terreno legal. El Ecuador 
no sólo cnenta con la voluntad d^\o^ ^\3«r 
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blos que se agregaron á Colombia, sino 
también, y esto es lo principal, con la apro- 
bación y consentimiento del Perú; lo cual 
equivale á haber abdicado en favor nues- 
tro los derechos que esta república pudie- 
se alegar sobre la Perla del Pacifico. 

La agregación de Guayaquil se hizo 
conforme á los principios del Derecho Pú- 
blico, sentados por el Perú en esa época. 
Esta nación sostuvo, entonces, repetidas 
veces, que el voto espontáneo de los pue- 
blos debía decidir el derecho de las repú- 
blicas, y que se dejase en liberta^d á Gua- 
yaquil á ñn de que se agregase á la nación 
que quisiera. Se agregó á Colombia, y 
quedó, i^or lo mismo, decidida la contien- 
da. (1) 

Además, en el acta del 30 de Diciembre 
de 1820, (2) Guayaquil declaró que que- 
daba en completa libertad para agregarse 
al Estado que más le conviniese; y el Perú, 
lejos de reclamar contra tal declaratoria, 
se apresuró á reconocer este derecho, le en- 
vió su representante y eiitró en negocia- 
ciones. (3) Guayaquil, pues, al agregarse 
como se agregó á Colombia (se entiende, 
bajo el supuesto de que el Perú hubiera te- 
nido algún título sobre esta provincia) no 
lesionó derecho alguno^ por aquello de 
sdenti et volenti non fit injuria. 

¡A buenas horas, nuestros adversarios, 
nos sacan la Cédula de 1803, y dan á esta 
real orden la interpretación que les place, 
precisamente cuando la agregación de 
Guayaquil es un hecho consumado y per- 



(1) Cartas del Protector del Perú al Libertador de 
Colombia, marzo 3 y de agosto 29 de 1822. — Recopila- 
ción de docnmentos por C.E.V. 

(2) Docnmentos 80® Reglamento del Gobierno Provi- 
sorio, art. II — Vacas Galindo. 

(3) Docnmentos 82® — Vacas Galludo. 
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fectOy cuando el Perú no puede revocar su » 
consentimiento! Jus smim (caso de que lo - 
hubiera sido) cedens vel renundans non ha» 
let amplius regresus. Y esta es la razón 
porque la disputa sobre Guayaquil ni fue 
ni pudo ser objeto del tratado de 1829; 
porque cuando este tratado, la contienda 
habida entre el Perú y Colombia estaba ya 
completamente resuelta. 

Pruébennos que es falso el principio:. 
semel consensus amplius revocare non potestj , 
y entonces podrá el Perú impugnar la 
anexión de Guayaquil; pero, mientras tal 
cosa no pase, no puede poner en tela de 
juicio los derechos del Ecuador; ni oponer 
documentos que perdieron su valor (caso- 
de que alguno lo tuviesen) á causa de la 
abdicación de sus derechos. 



III 

¿En qné tiempo, dorante la époea de la Colonia» 
perteneció nuestra región oriental al Perú? 

Siguiendo el plan de esta pequeña ex- 
posición de los derechos del Ecuador acer- 
ca del territorio en disputa, hemos de po- 
ner de manifiesto que nunca correspon- 
dió al Perú las feraces selvas del Oriente: 
ni en la época de nuestros aborígenes, 
ni durante la dominación de España, ni 
menos cuando las repúblicas sur-america- 
nas conquistaron el puesto de naciones 
libres é independientes. 

Toda la primera época de esta exposi- 
ción se redujo á impugnar lo primero. 
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desechando las pretensiones de los geó- 
grafos de Lima que sostienen que al Perú 
le asiste sobre aquellas comarcas el dere- 
cho de primer ocupante; que dicen que 
esos pueblos les corresponde por haberles 
legado su idioma, usos y costumbres; que 
esos territorios, en fin, son de nacionalidad 
peruana por su posición topográfica. 

La Hisioria, la Geografía y el estudio 
comparativo de los idiomas indígenas, he- 
cho por los sabios, nos suministraron ar- 
gumentos convincentes de que los dere- 
chos del Perú sobre esas comarcas en los 
tiempos anteriores á la conquista, no pa- 
san de ser imaginarios. 

Bn esta parte debemos concretarnos á lo 
segundo; es decir, á estudiar los derechos 
del Ecuador, mientras dominaron los es- 
pañoles, para lo cual inútil es entrar en di- 
sertaciones preliminares de si el descubri- 
miento y la conquista do esas regiones 
constituyen legítimos títulos de propie- 
dad; porque toda vez que las dos repúbli- 
cas lo alegan están en la obligación de 
reconocer los derechos del pueblo descu- 
bridor y conquistador de los territorios en 
disputa, y tanto más cuanto que el trata- 
do de 1829, al aceptar como límites, los lí- 
mites coloniales, legitima los derechos ad- 
quiridos por conquista, y por las reales 
órdenes del Monarca de España. — lío es 
necesario que escribamos la historia del 
descubrimiento y conquista de las regiones 
orientales; ella está escrita y basta leerla 
para convencernos que el Perú trata de 
apropiarse de aquello que al Ecuador le 
cuesta sacrificios, penalidades, dinero y 
sangre. Solamente citaremos algunos de 
los hechos que por su valor jurídico pon- 
gan de manifiesto la extensión territorial 
del gobierno de Quito, bien sea en los 
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primeros a&os de su fundación, bien sea 
cuando fué elevado á la categoría de la 
Audiencia: ora cuando formó parte del 
Virreinato del Perú, ora cuando pasó á la 
dependencia del gobierno de Santa Fe, 
para ver si en estas evoluciones sociales 
bay alguna segregación territorial que 
menoscabare los derechos del Ecuador. 

l^ — 1534-1717. — Desde los primeros 
años de la Colonia, nuestros Gobiernos han 
sostenido sin disputa los derechos que el 
Ecuador tiene sobre las regiones del Orien- 
te. En 1535, según consta del acta del Ca- 
bildo de Quito, (Libro Verde) de 28 de ju- 
nio de aquel año se encuentra el dato que 
el Capitán D. Diego de Tapia, Gobernador 
de esta provincia, señaló como término de 
su gobierno, por el Oriente hasta Atunqui- 
jos ó tierra de Canela. El expresado Ca- 
pitán debió fundar sus pretensiones en la 
provisión de Gobernador ó en algún otro 
documento; pero si es verdad que no conta- 
mos con este título, como tampoco con las 
provisiones de los que, entonces, fueron 
Tenientes de Azuay y Porto viejo, es tam- 
bién cierto que basta para demostrar que 
las regiones orientales formaron parte del 
Gobierno de Quito, y que la afir- 
mación del Capitán Tapia estaba de 
acuerdo con la voluntad del Adelantado, la 
división territorial hecha i3or Francisco 
Pizarro en los primeros años do la Colonia, 
la cual permaneció sin alteración alguna 
hasta que la Cédula de 1563 vino á con- 
firmarla. 

En la imposibilidad de que Dn. Fran- 
eisco Pizarro conociese por sí mismo las 
necesidades de los pueblos conquistados, 
como acontece en toda sociedad bien or- 
denada^ dividió su gobierno en consor- 
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cios menores y nombró sus tenientes res- 
pectivos. El primero de aquellos fué, la 
tenencia de San Miguel de Piura, que hu- 
bo de encomendarla á Dn. Sebastián de 
Benalcázar, quien, como en otro lugar di- 
jimos, extendió su gobierno de sur á nor- 
te hasta las provincias de los quillaquin- 
gas. Esta fué la longitud de la jurisdic- 
ción de Benalcázar ¿cuál fué su latidud? 
En esa época el gobierno de Quito no es- 
taba encerrado dentro de fronteras, como 
se colige de la provisión del Marqués á 
Benalcázar, en la que expresamente con- 
cede á este capitán la facultad de dilatar 
el distrito de su jurisdicción con nuevos 
descubrimientos, cosa muy natural al ob- 
jeto de Pizarro y de los Monarcas de Es- 
Ijaña de dilatar sus territorios. 

La provisión de Benalcázar, con mo- 
tivo de la conquista de las provincias de 
Quillaquinga y Cundinamar dice así; "Por 
cuanto yo proveí en nombre de su Ma- 
jestad á vos capitán Sebastián Benalcá- 
zar de mi Teniete Gobernador y capitán 
general de las provincias de Quito, y soy 
informado que, como tal teniente y en 
nombre de su Majestad enviasteis á los 
capitanes Pedro Añasco y Juan Ampudia 
con gente á descubrir tierras y i>rovincias 
de que se tenía noticia á los cuales ha 
placido á nuestro Señor guiarles tan bien 
por la dicha vía, y por otras que han 
andado, han descubierto rica tierra y han 

hallado noticia de grandes Sres 

seáis mi Teniente Gobernador y Capitán 
general de ellas y de las otras que por 

vos, POR ELLAS Y POR OTROS CUALES- 
QUIERA CAPITANES QUE VOS ENVIARES SE 

descubrieren" (1) Según esto, tres son 

(1) Libro Verde.— Pablo Herrera.— Apantes para la 
Historia de Quito: 
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los títulos que Pizarro hace ineución 
para adquirir nuevos territorios: el descu- 
brimiento que se efectúe por dicho capi- 
tán; el que lo llevaren á cabo los subal- 
ternos de aquel y las conquistas por otros 
cualesquiera, siempre que se interuaren 
para ello por las provincias de Benal- 
cázar. 

Gonzalo Díaz de Pineda fué el primero 
de los españoles que trasmontó los An- 
des y penetró en las regiones orientales, 
por orden de Benalcázar, como lo nscgunt 
Dn. Antonio dé Herrera en la decada V, 
Libro X de su Historia General. Este fjió 
el origen del dominio español sobre aque- 
llas regiones, este también el origen de 
los derechos del Ecuador sobre el territo- 
rio disputado. Nuestro Historiador Gon- 
zález Suárez sostiene que Pineda fué al 
descubrimiento de la Canela por mandato 
de Francisco Pizarro; pero esto lejos de 
probar en favor del Peni, demuestra por 
el contrario, que el Marqués consideró el 
Oriente como parte de nuestro territorio; 
yqae al impartir á Pineda la orden de 
conquista quiso más bien agregar con los 
nuevos descubrimientos, los territorios que 
poseía en el gobierno de Quito, antes que 
los del Cuzco. Consta del Libro Verde, 
en el acta de enero de 1538, (1) que Gon- 
zalo Días de Pineda recibió de Francisco 
Pizarro el título de Teniente General de 
Quito, y que el día 30 de agosto del mis- 
ino ano, por ausencia de Benalcázar que- 
dó de Teniente Gobernador de esta pro- 
viucia, así como, que entonces emprendió 
QQ la tarea de conquistar el Dorado; lo 
oual manifiesta que el descubrimiento de 
Pineda tuvo por objeto dilatar las fronte- 

(1) Pablo Herrera,— Apnntes crorológicos de las obras 
7 trabajos del Cabildo de Quito, 
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ras del gobierno, que estaba entonces á 
su cargo. Y si á las provisiones rte Piza- 
rro en favor <le este capitán unimos la or- 
den del Adelantado de trasmontar los An- 
des y descubrir las regiones trasandinas, 
se pone en claro que la voluntad de es- 
te conquistador fué unir esos territorios al 
gobierno de Quito, así como unidos esta- 
ban el cargo de gobernar esta provincia 
con el de conquistar el Oriente. Qne esta 
fué la voluntad de Francisco Pizarro no 
<5abe la menor duda; porque para enco- 
mendar á su hermano Gonzalo la conquis- 
ta del apetecido Dorado, hubo de transfe- 
rirle al mismo tiempo el gobierno de Bc- 
naleázar; de suerte que, según el Marqués 
era inseparable el cargo de gobernador de 
Quito del de conquistador del Oriente. 
En esa época, como en cualquiera otra, 
conquistar era extender los términos de 
la jurisdicción de un gobierno, y si Pizarro 
al gobierno de Quito unió la conquista del 
Oriente, es evidente que este Capitán, 
quizo dilatar los términos de este distrito. 
El V de diciembre de 1540 (1) se pre- 
sentó Gonzalo Pizarro en el Cabildo con 
el despacho de Gobernador dado por el 
Marqués su hermano, en cuya provisión 
lo mismo que en la de sus antecesores, 
le dio la facultad de agregar su gobierno 
con los nuevos territorios que se descu- 
brieren y poblaren. Este nombramien- 
to lo ratifiíó Francisco Pizarro el 9 de 
marzo de 1540, en la ciudad del Cuzeo; 
volviendo á repetir que pretenecía al 
gobierno de su hermano todos aquellos 
territorios qus se descubrieren ó hubie- 
sen descubierto. Poco antes había con- 
ferido el Marqués el título de Goberna- 

(i) Lilro Verde. — Pablo Herrera. — Apiiiit^.'8 crono- 
légicoi de los hechos y trabajos del Cabildo de Quito. 
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-dor (1« Quito á Lorenzo de Aldana, con el 
propósito también de que se marchara á 
la conquista de la Canela, según cons- 
ta del Libro Verde, acta de diciembre 
de 1540 (1) Todo lo cual pone de mani- 
fiesto lo que hemos dicho y volve- 
mos á repetir, que el Adelantado adju- 
dicó el Oriente á lo que hoy forma la 
Bepública del Ecuador. Este es un he- 
<5ho cuyo valor íurídico lo reeonoóe la 
ley XVI del L. IV, T. II— de la Recopila- 
ción de Indias que dechira el derecho de 
los descubridores de dividir sus provin- 
cias, poner Alcaldes mayores, etc., etc.; 
derecho inherente á la facultad de fundar 
ciudades; y al gobierno que hubo de 
conferirle el Rey á Pizarro en la ca- 
pitulación de 1529. 

Gonzalo Pizurro y Francisco de Orella- 
Da salieron de Quito según cálculos más 
aproximados en marzo ó abril de 1541, 
llevando consigo un ejército de 500 espa- 
ñoles y de cuatro mil indios, provistos de 
bastimentos, armas y bagajes. La mayor 
parte de las tropas perecieron, es verdad; 
pero tal hecho en lugar de ser un argu- 
mento contrario á los derechos del Ecua- 
dor, como pretenden los geógrafos de Li- 
ma, es una prueba de los trabajos y sacri- 
ficios que costó á nuestra Patria el descu- 
brimiento de aquellos territorios, y de que 
la adjudicación que el Soberano hizo 
más tarde al gobierno de Quito de estos 
territorios, fué antes un acto de justicia 
que de liberalidad; acto de justicia que ha 
observado aún en sus dominios de Espa- 
ña. (2) 



(1) Pablo Herrera. — Apuntes Cronológico j etc. 

.(2) L«y 1» del L. VII, TI. 21 de la Novísima Ro- 
-«opilación de las leyes de España. 
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La extensión que Gonzalo descubrió es- 
tá descrita ijor este capitán en la carta 
que desde Tomebamba dirigió al Eey, eü 
3 de setiembre de 1542 (1), acusando á 
Orellana de traidor. Describe su viaje y 
dice que de Quito se dirigió á Zumaco, de 
donde partió sucesivamente á la tierra de 
la Canela á Oapua, Gemma y llegó hasta 
la provincia de los Omaguas, la cual está 
situada á orillas del Amazonas junta á 
la desembocadura del ÍTanay. Nosotros 
también juzgamos con los modernos his- 
toriadores que Gonzalo no llegó al Mara- 
ñón y que este capitán se engañó al creer 
que había descubierto este río; porque 
comparada esta descripción con la del P. 
Carvajal, Orellana después de haberse se- 
parado de Pizarro tuvo que navegar una 
considerable extensión para penetrar en 
el Amazonas. Pero si Pizarro no exten- 
dió hasta este río su descubrimiento, lo hi- 
zo Orellana, quien fué el ijrimero de los 
españoles que hubo de zurear sus aguas y 
tomó posesión de todos esos territorios á 
nombre del Rey, y como subdito del go- 
bernador de Quito, según lo comprueba el 
mismo Orellana en su defensa contra la 
acusación de Pizarro, lo cual consta de los 
documentos que corren publicados en la 
obra de Dn. José Toribio Medina, prue- 
bas que reposan en el Archivo de Indias, 
^'Patronato", estante F, cajón 4^, legaja 
un sexto, N® 2, ramo 11. Esta posición fué 
el argumento de España en su contienda 
con Portugal, éste también es uno de los 
argumentos que el Ecuador opone á las 
temerarias pretensiones del Perú. 



(1) Jiménez de la Espada.— La Ilnatración Española 
y Americana. — José Toribio Medina.— Descubrimien- 
to del Amazonas. — Arch. d^ Indias. — 'Tatrouato'% es^ 
tante 1^, o^jdn P, legajo un sexto. N^2, ramo 11. 
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En el mismo año de 1542 (1) en 20 de 
•noviembre, es decir dos años después del 
TJaje de nuestros conquistadores al Orien- 
te, según real Cédula suscrita por el Em- 
perador en Barcelona, se fundó la Audien- 
cia de Lima, hoy República del Perú, la 
que al fijar los términos de esta Audiencia 
por la costa hasta el puerto de Paita inclu- 
sive, y por tierra adentro hasta San Mi- 
guel de Piura^ Cajamarca, Chachapoyas, 
Moyobamha y Motilones inclusive^ dividió 
los términos de la jurisdicción de Lima 
de la del gobierno de Quito; de suerte que, 
ni aquel podía extender sus dominios 
más allá de Gajamarca, Chachapoyas, Mo- 
yobamba y Motilones, ni éste apoderarse 
de aquellos pueblos para fundar sus colo- 
nias. Cuando se fija un término es por- 
que se pone el ^*no mas allá" á las pre- 
tensiones de dilatarse que tienen los pue- 
hlos colindantes. Se puso un límite al 
absoluto derecho de extender sus conquis- 
tas que tenían antes de la erección de esta 
Audiencia los gobiernos de Quito y Lima. 
Luego ya tenemos un dato para conocer 
dentro qué jurisdicción se llevaron á cabo 
más tarde las fundaciones de pueblos es- 
pañoles en Oriente. (2) Sea esta la 
ocasión de manifestar, una vez por todas, 
la falta de lógica de nuestros adversarios, 
cuando pretenden encontrar un argumen- 
to' que manifieste el origen peruano de las 
fundaciones en Oriente, por el hecho de 



(1) Ley V.— T. XV.— L. II, de la Recopilación d© 
Indias. 

(2) OrdeDamos y mandamos á los Virreyes, Audien- 
cias, Gobernadores, Corregidores y Alcaldes mayores, 
qne gaárdeu y observen los límites de sns jurisdicciones 
según les estnriere señalado por leyes de este libro 
título de sus oficios, provisiones del gobierno superior 
de las Provincias etc., — Ley 1*, L. V., T, I. — Recopi- 
lación. 



— 64 — 

haberse llevado á cabo por mandato de 
los Virreyes del Perú; porque los tales Vi- 
rreyes no podían con esos actos alterar la 
división de territorios establecida por la 
Cédula de 1542 y porque á ellos corres- 
pondía impartir tales órdenes, así en 
representación de los intereses de Lima, 
como de los de Quito, que les estaban suje- 
tos. 

El 29 de noviembre del mismo año el 
Emjjerador Dn. Carlos en Barcelona (po- 
cos días después do la Cé lula anterior) es- 
tableció que los reinos del Perú y Nueva 
España fueran regidos y gobernados jjor 
virreyes (1); cuya jurisdicción comprendió 
las audiencias de los Eeyes, Charcas, Qui- 
to y (ley 6*, t. 3^, 1. 3^ de la R. de I.) la 
presidencia de Panamá (ley 2", 1. V, T. I); 
la Audiencia de Chile (ley III id. id.); la 
provincia de la Culata (ley 8* de id. id.) y 
la de Veraguas (ley 9*). Esta era enton- 
ces la extensión del Virreinato del Perú 
en esos tiempos de la colonia; de suerte que, 
es otro error de los escritores peruanos 
que creen encontrar una prueba en pro de 
los derechos de nuestra vecina del Sur, en 
los geógrafos é historiadores que al tra- 
tar de ciertos pueblos, dicen provincia 
del Perú, río del Perú, pueblo del Peni. 
Moreri por ejemplo, en su Diccionario 
Histórico publicado en 1753 dice: "Quito, 
ciudad y provincia de la América en el 
Perú." Lo que hoy forma nuestra Eepú- 
blica por varias ocasiones, en casi toda la 
época de la Colonia, formó una parte del 
Virreinato del Perú, así que, los territo- 
rios de la Audiencia de Quito fueron en 
esos tiempos i)ueblo?, islas, puertos^ 
etc., del Perú; porque el virreinato de 



(l) Ley I.— T. 3®.— L. 3**.— Kecopilacióu de Indias. 
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entonces estaba formado por la exten- 
sión de varias repúblicas sud-america- 
nas. La Audiencia del reino de los Scbi- 
res era en esa época limítrofe de la Au- 
diencia de Lima; por consiguiente para 
estudiar en los geógrafos é historiadores 
de entonces los derechos coloniales de loa 
coolitigantes, es necesario saber si tal ó 
cual pueblo disputado pertenecía á la Au- 
diencia de Quito ó á la de Lima. He 
aquí el cuidado que se debe tener i)ara no 
falsear al recurrir á pruebas supletorias, 
que son el testimonio de historiadores y 
geógrafos. Con estns aclaraciones, conti- 
Duemos en la investigación de nuestros 
derechos. 

Según el P. Velasco, el Oriente do la 
Audiencia de Quito, comprendía los go- 
biernos de Macoa y Sucumbios, de Qui- 
jos, de Yaguarzoingo, Jaén, y de las pro- 
vincias del Marauón. De los gobiernos 
de Macoa y Sucumbios, que comprendían 
las tres antiguas provincias de Macoas, 
á orillas del Caquetá, Putuniayo á orillas 
del río del mismo nombre y la de Sucum- 
bios, á orillas del San Miguel, uno de los 
tributarios del río Bermejo que más aba- 
jo toma el nombre de Putumayo, de estos 
debíamos ocuparnos sólo en nuestra con- 
tienda con Colombia; i)ero como el defen- 
sor del Perú hace llegar hasta estos ex- 
tremos, sus exigencias, comencemos por 
aquí ii fijar nuestros derechos hasta lle- 
gar á los pajonales del alto Ucayali. 

1^ Macoa y Sucumbios.— Este go- 
bierno, según el Padre Velasco, termina 
por el Norte con el río Caquetá, por el Sur 
con el gobierno de Quijos, en las montañas 
que dividen á los ríos San Miguel y An- 
zuela, cerca de la línea equinoccial; por el 
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Orii^iitecon países de los bárbarof^, por el 
Poniente con el ^fobierno de los Pastos, 
esto es se extiende hasta la altura de los 
Andes. 

Descubiertas estas poblaciones por Pine- 
da, fueron más tarde en 1557 reducidas 
por elOapitAn Francisco Pérez de Quezada, 
por orden de Dn. Andrés Hurtado de Men- 
doza, Virrey del Perú; aquel conquistó su- 
cesivamente los pueblos de Maceas y Su- 
cumbios que permanecieron 25 años, hasta 
que en 1583, acometidos por los bárbaros 
huyeron los pocos que habían en Exija y 
en Macoa. ¡Fueron entonces estas pobla- 
ciones pertenecientes á la Audiencia de 
Lima? Ya hemos visto que el Virrey del 
Perú representaba así los intereses de la 
Audiencia de Quito como los de Lima, y 
por consiguiente, que no es una prueba en 
favor de los derechos del Perú eso de que 
aquella conquista haya sido llevada á efec- 
to por orden y con la cooperación de Dn. 
Andrés Hurtado de Mendoza, porque de 
todos modos, bien sea dilatando el gobier- 
no (le Quito ó el de Lima, era objeto de in- 
terés para el Virrey, pues en uno y otro ca- 
«oaumentaba la extensión de susdominios. 
Por el contrario, según la Cédula de 1542 el 
término de la Audiencia de Lima estaba 
al otro lado del Amazonas en los pajona- 
les del alto Ucayali; y según la Cédula de 
1563, los pueblos de Maceas, Ucayali y 
Sucumbios estaban comprendidos dentro 
del territorio de la Audiencia de Quito, la 
cual, conforme ala Cédula de erección, 
partía términos por el setentrión con el 
Nuevo Eeino de Granaday Tierra Firme y 
I)ertenecía, por la costa hasta el Puerto 
de Buenaventura inclusive, y por tierra 
adentro hasta Pasto, Popayán, Cali, Buga, 
^hampanchica y Guarchicona; por el Me- 
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diodía con la Audiencia de los Reyes has- 
ta Piura, Oajaraarca, Chachapoyas, Moyo- 
bamba y Motilones; por el Poniente con el 
mar del Sur y por el Levante, ijrovincias 
no pacificadas ni descubiertas. La Au- 
diencia de Quito por este lado, como se ve 
no tenía limite fijo, y dejaba el Monarca la 
facultad de dilatar su extensión con nue- 
vos descubrimientos; por esto después de 
fijar la longitud de este gobierno con 
términos conocidos, al determinar su lati- 
tud dice manifiestamente ser desconocida 
la línea levante de esta Audiencia y conce- 
de la facultad de aumentarla con nuevos 
descubrimientos y fundaciones ¿hacia dón- 
det naturalmente hacia el lugar que no 
estaba delimitado porque no se había tira- 
do una línea, que sea como dijimos en 
otro lugar, el no mas allá de la acción con- 
quistadora del gobierno de Quito. El Sr. 
Pardo Barreda, como que quiere aprove- 
charse en favor de las pretensiones del 
Perú, délas palabras 1/ los demás 'pueblos 
{Me se descubrieren^ de la Cédula de 1463, 
dice que, al establecimiento de laBeal Au- 
diencia de Quito todos los territorios de 
^pestro Oriente habían sido ya descu- 
biertos y poblados, como si la Cédula de 
1463, fijara como único distrito aquellos 
Pneblos que en adelante se descubrieren 
^ poblaren, como si aquella Cédula no 
hubiera fijado el límite que separaba nues- 
^0 gobierno de la Audiencia de los Ee- 
y^« en los pueblos de Cayamarca, Cha- 
chapoyas, Moyabamba y Motilones; como 
^i las palabras y los pueblos que en ade- 
^nte se poblaren y descubrieren no se re- 
firieran á los territorios desconocidos, que 
s^gún la Cédula de erección estaban al Le- 
vante de la Audiencia de Quito. Al re- 
ducir el Capitán Quezada á los maceas, 
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suciiiDbios y putumayos, dilató el gobier- 
no de Quito; porque las nuevas reduccio- 
nes estaban en los términos de esta Au- 
diencia.— Felipe II (ley I, t, IT, del L IV> 
encargaba y ordenaba á los que tenían el 
gobierno espiritual y temporal de las In- 
dias, que con mucho caiDADO Y DILIGEN- 
CIA y informen si dentro de su distrito <S 
en las tierras y provincias que confinan con 

él, QUE NO SEAN DE OTRA GOBERNACIÓN, 

había algo que descubrir y pacificar y que 
habiéndose informado por los mejores me- 
dios tomen asiento y capitulación para el 
descubrimiento; y el mismo Monarca, fija 
los términos de esta capitulación, en su or- 
denanza, 87 (Ley XXV, del L. IV, T. IIT, 
E. de Tnd.) dice que habiéndose de hacer 
descubrimiento, pacificación ó población 
de provincia que confiare ó estuviere in- 
clusa en la del Virrey ó Audiencia, se dé y 
conceda con título de Alcaldía mayor, Co- 
rregimiento, ó por vía <lo Colonia, de al- 
guna ciudad de las Indias, etc., que han 
de estar subordinadas á la gobernación, al 
Virrey ó Audiencia, en cuyo distrito estu- 
viere inclusa. El mismo Monarca, en la 
ordenanza 31 (Ley 11, Libro IV, T. r> 
prohibe que los descubridores entren á 
poblar en el distrito de otro. Esta es 
otra prueba más de que Dn. Andrés 
Hurtado de Mendoza, Virrey del Perú, 
aunque hubiera pretendido, no podía al- 
terar la división territorial establecida en 
las Cédulas de 1542y 1563; y que el Capitán 
Quezada estaba en el deber de aceptar la 
jurisdicción de la Audiencia de Quito. 

Destruidos estos pueblos en 1583, la 
Audiencia de Quito, como lo atestigua el 
P. Velasco, se valió de varios arbitrios pa- 
ra reconquistar las posesiones perdidas:: 
confirió á varios con el título de gobierno^ 
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dictó providencias oportunas en varios 
tiempos; pero ninguna llegó á tener efec- 
to sino es la de valerse de misioneros que 
recuperasen aquellos territorios en nom- 
bre (ie la Religión, y al efecto se sirvió la 
Audiencia de los P P. Jesuítas, recién es- 
tablecidos en esta ciuda<l, Felipe II cono- 
ciendo, la importancia de las conquistas pa- 
cíflcas prescribió que los descubrimientos 
se hagan sin llevar gente de guerra ni otra 
que ))ueda cau«sar escándalo (Ley 1*, Libro 
IV, título III, R. de 2) y el mismo Monarca 
el 11 de Julio de 1573 (ley 4", T. \% Libro 
1*) señala los modos de reducirá los indios 
ala vida social, por medio de la enseñanza 
déla Religión Católica, i)nes la experien- 
cia convenció á los reyes de E>paña que 
este era el único mjjjlio de extender sus do- 
minios en el Nuevo Mundo. 

El P. Ferrer salió de Quito á la con- 
quista de los Oofanes en 1602, y este fer- 
voroso misionero logró captarse la indó- 
mitíi voluntad de esos sa!vaj(»s y reducir- 
los á vivir en sociedad á más de tres mil 
indígenas qne formaron el pueblo de San 
Pedro de los Oofanes; y en 1603, fundó los 
pueblos de Santa María y Santa Oruz, 
con una población de más de 6,500 almas. 
El virtuoso jesuíta en su empeño de con- 
quistar almas para la fe, en 1605, partió por 
el Aguarico hasta el Marafión; y en esa 
extensión de 210 leguas de longitud, hizo 
la exploración del campo que debían con- 
quistar los demás misioneros. Por el año de 
1608, después de regresado á San Pedro 
de lo Oofanes, partió hacia el Oriente y 
fnó el primero que descubrió el curso del 
Putumayo y el lago Puequeya. Este fué 
el principio paia que la Audiencia de Qui- 
to no sólo recobrase sus antiguos territo- 
tíos sino que se extendiese con nuevas 
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<*0Dquistas y fundaciones. Después se en- 
<5omendó esa misión á los Franciscanos de 
Quito, y el dominio de esta en fin, á so- 
bre el Putumayo y el Oaquetá fué reco- 
nocida por la Gran Colombia en la ley 
de división territorial del íiño de 1824, 
<3omo prueban la propia ley y losmapas 
de Eestrepo. 

2^ Quijos. — Confina por el N. con los 
gobiernos de Macoa y Sucnmbios en el 
grande Auzuela y Aguarico, por el S. con 
^1 de Macas, por el Oriente con el Ñapo, el 
bajo Aguarico y el gobierno de Maynas, y 
por el Occidente con los correirimieutosde 
Quito y Latacunga. Este pueblo fué descu- 
bierto por Gonzalo Díaz de Pineda, explo- 
rado por Pizarro y Orellana, y en 1558, don 
Andrés Hurtado de Mendoza, encargó á 
Oil Eamírez Dávalos, por muerte de su 
hermano Egidio Dávalos la reducción de 
los indios de aquel país, quien comenzó por 
fundar Baeza entre los ríos Maspa y Ber- 
mejo. Dávalos para esta conquista se valió 
del influjo del cacique de Latacunga em- 
parentado con los curacas de Quijos y logró 
que los principales vinieran á Quito á soli- 
citar que fundase en su provincia una ciu- 
dad de españoles; y el 14 de Mayo de 1559, 
se hizo la fundación de la ciudad de Baeza 
á orillas del Cozanga. Felipe II concedió 
escudo de arman ala ciudad y la señaló 
veinte leguas de jurisdicción. Poco tiempo 
después el Virrey Mendoza reconoció los 
derechos de Bodrigo Núñez de Bonilla^ 
vecino de Quito y compañero de Be- 
nalcázar y mandó á Dávalos entregue es- 
te gobierno. El Gobierno de Quijos, que 
se componía de los pueblos de Baeza, Mas- 
pa, á orillas del río del mismo nombre, 
Avila sobre la ribera del Suno, Arcbido- 
inalcerca del Misangallí y Villa de Tena ao* 
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bre el rio Tena; este gobierno distaba de 
los términos de la Audiencia de Lima co- 
sa detrescien tas leguas, y según la Cédula 
de erección de nuestra Audiencia, estaba 
comprendido en el distrito de este gobier- 
no, pues la real orden enumera entre los 
pueblos entonces conocidos el de Quijos: 
'^hacia la parte de los pueblos de la Gáne- 
la 7 Quijos, tenga los dichos pueblos con 
los demá^ c}ue se descubrieren". Luegosi 
el Marqués de Oañete dispuso la fundación 
deestos pueblos fué en virtud de la autoii- 
dad suprema que ejercía en esta Audiencia, 
que formaba parte integrante del entonces 
Virreinato del Perú, y de ningún modo 
con el objeto de agregar á Lima, pues- 
to que, como lo hemos demostrado ya, era 
prohibido á los Virreyes alterar la divi- 
sión territorial sancionada per los Monar- 
cas de España. Véanse las leyes que pa- 
ra comprobar esta tesis hemos citado al 
tratar de los gobiernos de Macoa y Sucum- 
bios. 

3**. Magas. — Confina por el Oriente con 
el gobierno de Mainas, por el Sur con el 
de xaguarzongo y Jaén de los Bracmoros 
y por el Occidente con la cordillera de los 
Andes, que separa de los corregimientos de 
Quito, Biobamba y Azuay, fué descubier- 
to por Pineda, explorado por Pizarro. Se 
compone de cuatro provincias: Huambo- 
yas en las márgenes del Palora, Gánelos 
en los orígenes del río Bobonaza, Macas, 
llamado por otro nombre Sevilla del Oro 
en el río Upano, la provincia de los jíba- 
ros, bañada por el río Paute. La Gasea, 
Presidente del Perú encomendó en 1548, 
al capitán Pedro de Benavente la conquis- 
ta de Macas y Huamboyas, quien de- 
rrotado por los jíbaros no pudo dar cum- 
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plimiento á su cometido. En 1551, el Vi- 
rrey Mendoza dispuso que en nombre 
suyo y á costa del real erario se conquista- 
ra estas provincias; fruto de esta expedi- 
ción fué la conquista de los guaraboyas 
en donde se fundó la villa de Mendoza; la 
de los macas, en donde estableció la ciu- 
dad Sevilla de Oro y la de Logroño en la 
provincia de los jíbaros del Paute. Estos 
pueblos siguieron la suerte de los ante- 
riores y fueron recuperados por los misio- 
neros. En 28 de enero de 1622, en el nom- 
bramiento de Felipe II á Dn. Alvarado 
Cárdenas como gobernador de Quijos, Zu- 
macoy Canela, dice: ''Y no habiendo de 
llevar de acá (tenientes) sino que los 
ayais de nombrar en aquellas partes en 
tal caso seáis obligado á ])resentarlos en la 
Audiencia de Quito en cuyo distrito cae 
el dicho gobierno". La Real Hacienda de 
Quito costeaba además el sostenimiento 
de aquellos gobiernos "y es mi merced que 
ayais y lleváis de salario en cada un año 
con el dicho cargo de todo el tiempo que 
sirviereis dos niilducados. . . . los cuales 
mando á los oficiales de mi Real Hacienda 
de la dicha provincia de Quito os lo den y 
paguen". {Alvarez Arteta.- Apuntes y Docu- 
mentos). Estos son más ó menos los térmi- 
nos de todos los nombramientos de gober- 
nadores de los pueblos del Oriente; estos 
también la confirmación de los derechos 
que el Ecuador alega en virtud de las Cé- 
dulas de 1542 y 15G3, derechos inalterables 
y contra los cuales, por un error, tratan de 
alegar la intervención de los Virreyes del 
Perú, como si aquello probara la jurisdic- 
ción de la Audiencia de los Reyes. 

4"^ Yagüarzongo. — Es el gobierno que 
queda al Sur de Macas, al oriente de los 
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«orregiraieutos de Loja y Piura, al Norte 
<le Jaén y al occidente de los pueblos del 
Haraüón. Se compone de l«s naciones de 
los Paemoros y de Yag*narzoníi:os. El 
propio Yagnarzongo, fué conquistado 
en 1548 i)or el capitán Pedro Mercadillo, 
por concesión de La Gasea, quien fundó la 
ciudad de Zamora en 1549 con dos asien- 
tos reales de minas: Oosanga y Yancuam- 
bí, y en 1550, fundó la ciudad de Santiago 
(le las Montañas en la ribera del río del 
mismo nombre, cerca del Pongo de Man- 
sericlie. La i)rovincia de los Bracmoros 
fué conquistada i)or Pedro Vergara y 
Juan de Salinas, quien fundó en 1542 la 
eiudad de Loyoía y el Señorío de San. Jo- 
sé. Destruidas éstas, por real códula, se 
agregaron Zamora y sus inmediaciones 
al gobierno de Loja, y Yagnarzongo á 
Jaén; desde entonces se llamó Jaén de los 
Bracmoros. Y como la línea fijada como 
término de la Audiencia de Lima no al- 
canzó á comprender dentro de su exten- 
sión territorial á estos gobiernos, no pue- 
de alegar el Perú derecho alguno sobre 
estas secciones territoriales. 

5** Jaék de los Bracmoros.— En la 
cuestión segunda tratamos de esto gobier- 
no y aquí debemos ocuparnos de la ex- 
tensión de esta i^rovincia. El límite de 
Jaén, según el P. Velasco^ es la provincia 
de Huancabamba por el poniente, la de 
Chachapoyas por el sur, en el 6^ grado de 
latitud en Baguagrande, por el oriente 
•con las misiones del Marañen. En lo 
eclesiástico dependía únicamente hasta la 
mitad de este gobierno desde donde per- 
tenecía al Obispado de Trujillo. Jaéu 
teñid en su provincia al propio Jaén, To- 
«nependa, Oopallín, Puyaya, Loma^, Ouji- 
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llo, Baguachica, Embarcadero de Sunga, 
El gobierno de Braemoros que se agregó 
á Jaén constaba de 17 pueblos: Chirinos^ 
Chito, Olumche, Loyola, Namballe, Palan- 
da, Perico, Pucará, Punaaca, Sander, San 
Fernando^ San Felipe, Sumanchi, Taboco- 
na, Todos Santos, Valladolid y Zumba. 
Todo lo cual debemos tener en cuenta pa- 
ra saber la extensión que retiene el Perú, 
sin embargo de corresponder al Virreina- 
to de Santa Fé, como lo confiesa expresa- 
mente el Defensor de esa Eepúlica. 

6° Mainas (1).— Tiene cosa de 300 le- 
guas de extensión y se dilata desde el 
Pongo de Manserriche hasta el fuerte de 
San José, de norte á sur, está bañada por 
los ríos principales Pastaza, Morona y Ña- 
po y de Sur á Norte por el Cavapanas,. 
Guallaga y el Cuzco ó Ucayali, por donde 
confína con la Audiencia de Lima hasta 
la línea designada por las cédulas de erec- 
ción. La provincia llamada propiamente 
de Mainas, comienza desde la ciudad de 
Borja y siguiendo las riberas del Mara- 
ñen tiene unas setenta leguas, y abraza 
en su distrito varios torrentes, quebradas 
y lagunas. Está situada en la que fue na- 
ción de los mainas y fué descubierta en 
1616 por unos soldados que se arrojaron en. 
una balza á la ventura, quienes informaron 
á Dn. Francisco de Borja y Aragón, Prín- 
cipe de Equilache, acerca de este nuevo 
descubrimiento que se efectuó dentro de 
los términos de laBeal Audiencia de Quito^ 
El Virrey encomendó la conquista á Dn. 
Diego Vaca de Vega, quien fundó la ciu- 
dad de Borja por los años de 1618. Lo.- 
digno de notarse y que debemos fijarnoa 



(1) Vaése el P. Velasco.— Chantre y Herrera. 
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para más tarde es, que toda la buena ó ma- 
la inteligencia de lo que fué Mainas de- 
pende del conocimiento de lo que fué 
aquel gobierno que comprendía varias 
provincias, y el Mainas propio ó sea 
la antigua nación de los orientales de 
este nombre. '^A los Mainas seguía la 
segunda proyincia de Eoamaines^ Cha- 
pas, Giures y Miscauras^ los cuales con 
los Coronados, se extendían por el río Pas- 
taza y otros menores, subiendo ])or ellos 
y habitando también en los montes inte* 
rieres. Treinta leguas más absg'o de hi 
boca del Pastaza y á la mano derecha por 
donde entra en el Marañen el río Qualla- 
ga estaban dos numerosas naciones de 
Agúanos y Barbudos, gente valiente y 
guerrera y temida de los demás gentiles. 
Decíanse Barbudos por tener barba bien 
poblada, cosa extraordinaria en los indios 
del Mara&ón. Ocupaban estas dos nacio- 
nes más de cien leguas; á lo largo de este 
rfo, y por una y otra orilla del río Gualla- 
ga, se extendían hacia el sur siendo tan 
numerosos los Agúanos y Barbudos; y 
ocupando tanto terreno, ellos solos hacían 
la tercera provincia". "En frente de los 
Barbudos, y más propiamente en el río 
Guallaga, estaban los indios Guallagas 
(que daban el nombre al río)^ que con los 
Qocanillas que habitaban varias islas^ y 
con Ips Xeveros á quienes á poca distan- 
cia seguían los Cutinanas, Churitunas, Mu- 
niebes^ Tavalosos^ .componían una cuar- 
ta provincia. La quinta era de Ugiai;os^ 
Aunaras y Uñónos, que vivían bajando 
por , el río MarañÓD, algunas Jeguas después 
(le la boqardel Quallaga y ajutes de llegar 
^1 giran. río ilel On;^co ó TTcayali. A ori- 
Uas d^.éste y del Marañón, .que;Se comuni- 

6 
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cali entre sí por medio de una anchurosa 
laguna, que á veces desagua en ellos y á 
veces se aumenta con las crecientes de 
Tino y otro, vivía una nación numerosí- 
sima^ llamada de los Cocamas, y venía á 
formar la sexta provincia con el Gran Oo- 
cama". 

"Aunque los misioneros del Marañón 
descubrieron desde los principios las seis 
provincias referidas, no contento su celo 
con tan grandes descubrimientos, pene- 
traron más adentro por el río Ucayali 
á otras muchas naciones que se nombran 
Panos, Ohepeos, Pirros y Cunivos. De 
la misma manera por el Guallaga abrie- 
ron camino á los Ohayavitas, Paranapuras, 
Xitipos, Maparinas, Otanavis, Tivilos y 
Ohamicuros. Por la banda del Norte pa- 
saron desde los Roamainas, navegando 
por el Pastaza, hasta los indios Andeas, 
Pinches, Cayes y Semigayes. Y para que 
por todas partes se extendiera el celo de 
los primeros misioneros, llegaron á tomar 
posesión del río Ñapo, en aquella parte 
donde se junta el Curaray y donde se 
descubría innumerable gentilismo. For- 
maron aquí algunos pueblos de indios Oas 
y Abigiras; mas como gente en extremo 
bárbara y por genio traidora, se retiró á 
sus escondrijos, dando la muerte á su mi- 
sionero. Pero se consolaron los padres 
con otras dos naciones copiosas que en- 
contraron en lo más bajo del Marañón, 
las cuales mostraron otra índole y condi- 
ción más humana, con algunos resabios 
de policía. JEstas fueron la insigne nación 
Onbagua y otra muy parecida de Zurima- 
gnas, que antes del año de 1700 vivieron' 
con grande ejemplo de cristiandad en siete 
pueblos fundados en aquella parte del 
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Ifarañón que está ya en el día por la coro- 
na de Portugal". (1) 

"Descubriéronse ni principio de este 
siglo (2) los indios Payaguas en lo más 
T)ajo del río Nape, y se formaron dos 
pueblos en esta nación. Poco más arriba, 
en el mismo río, se bailaron los Icagua- 
tes, que también se redujeron á vivir en 
otro. Subiendo á donde se junta con el 
Aguarico, recibieron ]a luz del Evangelio 
mucbas naciones ó parcialidades de indios, 
llamados Encabellados, y fundaron un 
número considerable de reducciones. Pro- 
siguieron las conquistas en otros ríos que 
se encuentran antes del ITapo, como en el 
Tigre, en el Masa, y en el Nanai, ganando 
para la fe en el primero á los Zameos, 
en el segundo á los Masameas y en el ' 
tercero á los Napeanes, que sucedió poco 
antes de los años 40, se comenzó á trabajar 
con mucho celo y constancia en la nación 
Iquita, que habitaba sobre las fuentes del 
río Blanco y se extendía hasta el río Oura- 
ray. Oasi por el mismo tiempo se extendie- 
ron los padres por lo más bajo del río Ma- 
rañen hasta los confines de Portugal y ga- 
naron los Pevas, los Zavas, los Oaumares, 
y los Oavachis, de que se hizo un i)ueblo 
numeroso, como también á los indios Ti- 
cunas, que recibieron la fe de Jesucristo 
algunos años antes de la partida do los 
misioneros y vivían en reducción á par- 
te con mucha cristiandad. Últimamente 
se consiguió abrir camino, cerrado por 
mucho tiempo, á la valerosa nación de loi? 
gibaros, la más copiosa entre todas las (lesT 
cubiertas en este siglo y puesta en ías ribe-; 
ras del río. Paute, al poniente del río Paa-. 



(1) La extensión que hay desde el Yaraví hasta el 
■faerte de San José. 

(2) Siglo XVIII. ; ... , 
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taza. Pero cuando empezaba á rayar 1a> 
luz del Evangelio, en estas gentes ciegas,, 
por juicios inescrutables de Dios Nuestro- 
Señor, faltaron los ministros que habían 
comenzado felizmente esta grande obra, y 
se hallaron privados los pobres indios, de- 
seosos de entender las verdades de nuestra^ 
santa fe, del socorro que se prometían en 
los padres". (1) Mainas por el Sur, era el 
último de los gobiernos pertenecientes á la 
Audiencia de Quito; por consiguiente, las 
conquistas de los misioneros jesuítas en 
esta vasta extensión fué el cumplimiento- 
de las Cédulas de 1542 y 1563. Estas 
conquistas, se extendieron. por el Sur has- 
ta el 11 grados de latidud meridional y el: 
Emperador Dn. Carlos Segundo en Cédula 
' de 1689 declaró en juicio contradictorio 
con el Virrey de Lima el derecho de los 
Misioneros de Quito de extender sus con- 
quistas hasta los pajonales del alto Uca- 
yali. (2) Tal es la exposición de nuestros 
derechos desde 1534 hasta 1717, época de 
la fundación del Virreinato^de Santa Pe. 
¿Sufrió alguna desmembración desde este 
año hasta 1802 el territorio de nuestra Au- 
diencia? Vamos á verlo. 

2''— 1717-1802.— Para la erección del 
Virreinato de Santa Pr, la Audiencia de 
Quito coa* todos los deniás términos que en' 
ella se comiírenden (3) se unió al Nuevo 
Beino'dü Oranada y lejos de sufrir menos- 
cabo alguno, aquella en esta evolución so- 
cial, según Cédula de 26 de abril del mis- 
mo nfio, se agregó al Nuevo Verreinato 
con los mismos términos que formaban la 



(1) Chantre y Herrera.— Cap. I, L. II. 

(2) Velasoo,— Prefacio prf. II. 

(3) Alvarez Arteta. — Apuntes y documentos, p. 29,. 
Cédula dirigida á la Audiencia de Quito. 
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jurisdicción del gobierno de Quito. . jSu- 
írió acaso cuando pocos días después^ 
el 27 de mayo, se mandó extinguir esta 
Audienciaf Ya hemos visto que el go- 
bierno de Quito poseyó los territorios del 
•Oriente antes que aquel fuera elevado 
á la categoría de Audiencia, y que no tuvo 
por tomismo nece^sidad de ser colocado 
en este rango, para poseer su respectiva 
jurisdicción; pues según la ley I, Libro V, 
de la Becopilación de Indias tenían 
términos y territorios las provincias, distri- 
tos, partidos y cabeceras. La Audiencia, 
•conforme á la definición de Eschiche, era 
el tribunal supremo compuesto de Minis- 
tros togados, que representaban la autoridad 
del Rey en la administración de justicia, 
de suerte que, al suprimir la Audiencia de 
Quito, en lo judicial debían sujetarse á la 
decisión del tribunal que entonces se tras- 
ladó á Santa Fe. Siempre que hay so- 
ciedad y gobierno, por insignificante que 
^1 sea, es indispensable que las atribucior 
nes del poder se ejerzan dentro de los lí- 
mites de un distrito^ y suprimir éste aun- 
que sea una pequeña parroquia, es suprimir 
esa aldea del número de los pueblos que 
componen una Nación (1) puesto que no 
puede existir gobierno sin ningún distri- 
to; pero sí puede suprimirse un ramo de 
la administración sin menoscabar el te- 
rritorio, como lo veremos después. 

Según Cédula de 1723 (2) se extinguió 
el Virreinato de Santa Pe y quedó resta- 
blecida la Audiencia de Quito, y entró 
Á formar nuevamente parte del Virreina- 
to del Perú hasta el año de 1739 (3), en la 



(1) Léase esta exposición.— Parte II. — Cuestión I. 

(2) Vacas GaUndo.— Documento. 

(3) Alvarez Arteta.— Página 33.— Cédula dirigida á 
la Audiencia de Quito. 
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cual por Cédula de 20 de agosto del mis- 
mo año se ordenó el restablecimiento del 
Virreinato de Santa Pe, incluyendo otra 
vez á "Quito con el territorio de su Capita- 
nía general y Audiencia, es á saber: la 
Provincia de Popayán y Guayaquil, la de 
Portovelo .... con todus las ciudades, vi- 
llas y lugares y los puertos, hahias, caletas 
y demás pertenecientes á ellas en uno y otra 
mar y tierra firme permaneciendo y suhsis^ 
tiendo esa Audiencia de Quito . . . ." 

Por Cédula de 1740, el Monarca ñ]6 
nuevamente con una precisión matemáti- 
camente la línea que separaba los virrei- 
natos de Santa Fe y el Perü, que "par- 
tiendo desde el Túmbez en la costa del 
Pacífico, sigue por las serranías y demás 
cordilleras de los Andes por la jupisdicción 
de Paita y Piura hasta el Maranón, á los 
6 grados 30 minutos latitud sur y la tierra 
adentro, dejando al Pero la jurisdicción 
de Piura, Cajamarca, Moyobamba y Moti- 
lones; y por la cordillera de Jeveros atra- 
vesando el río Ucayali, á los 6 grados de 
latitud sur hasta dar con el río Yaraví ó 
Jaurí en la confluencia del Carpi; y las^^ 
aguas de éste al Solimoes ó Amazonas y 
los de éste abajo hasta la boca más occi- 
dental del Caquetá ó Yupará, en que co- 
mienzan los limites con el Brasil". 

Corrobora lo dicho, el informe de 1756 
acerca de las provincias de Quijos, Avila,, 
Canelos y Macas (1) la solicitud del Con- 
de de Aranda, (2) el parecer de Dn. Pe- 
dro González Mena y Villegas, en el cual' 
expresa que todos los pueblos de las misio- 
nes de Mainas se hallan en el distrito del Vi- 
rreinato de Santa Fe, aunque el pequeño 



(1) Vacas Galindo.— Docamento 5**. 

(2) Ymaa Galindo.— Dooamento 6^. 
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gobierno de Lamas (según los mapas de él) 
estaha ya e^iél distrito del Perú (1); la re- 
fiolación del Consejo de Indias de 6 de 
abril de 1772 y en el que se dispone que por 
(Manto 8. M. tuvo á hien resolver para el me- 
jor régimen de los pueblos de Borj», Qui- 
jos y Macas, Mainas^ se correspondan en- 
tre si y den parte de lo que ocurra al de 
Borja como principal, d quien estén su- 
hordinados Y todos tres al presidente 
DE QUITO (2); la real Cédula de 1772 que 
establece la organización de los gobierno» 
de Borja, Quijos y Macas, y en la que al 
Virrey de Santa Pe mandó el Eey que se- 
ñale á los Gobernadores de Quijos y Ma- 
cas el territorio dentro del que respectiva- 
mente delian ejercer su jurisdicción; el in- 
forme de Bequena sobre las operaciones 
ejecutadas para la demarcación de límites 
con los portugueses, en el cual da cuenta 
de sns trabajos en las Misiones de la juris- 
dicción de Santa Fe, buscando la cordille- 
ra de montes de que hablaba el tratado 
con Portugal por todo el Yupará y recha- 
zando la aspiración de la parte contraria^ 
de seguir hasta el nacimiento de este río; 
porque trataban nada menos que abrazar 
dentro de su faja la mitad del distrito del Tí- 
rreinato de Santa Fé (3); la real Cédula de 
1790, por la cual encargó las misiones de 
Mainas á los Padres franciscanos de Quito,, 
y dice terminantemente que aquellas misio- 
nes eran una Provincia de Quito; la decla-^ 
ración de 17 misioneros del Marañen que 
ante el Sr. Terri rindieron en Lisboa, en 
la cual después de exponer los pueblos que 
estaban á cargo de cada uno de ellos, en 



(1) Vacas Galindo.— Documento 7®. 

(2) Vacas Galindo. — Documento 8^. 

(3) Vacas Galindo. — Documento 12. 
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respiK sta á la última parte de la 1* pre- 
giíTíta (iá qué costa había sido enviado á 
las misiones?) dijeron unánimemente queí 
cada uno tenía asignados 200 pesos anuales 
de las cajas reales de Quito (1); el nombra- 
miento por Gobernador de Mainas á Dn. 
Diego de Calvo en 11 de mayo de 1794, en 
cuyo título se dice: Mainas del distrito de 
la Audiencia de Quito y manda que ejecu- 
ten y pongan testimonio del juramento 
al Virrey de Santa Fe y Oidores de la Eeal 
Audiencia de Quito; el Oficio de Bequena 
á los comisionados para la división de los 
obispados de Quito y Cuenca, en el que 
manifiesta ser conveniente dejar al gobier- 
no de Quijos al Obispado de Quito y el de 
Macas y Mainas al de Cuenca; el in- 
forme de Fray José Barrotieta, la car- 
ta de Dn. Sebastián Vegan, Oidor de la 
Audiencia de Quito; la de Dn. Miguel Un- 
da. Canónigo do la Catedral de Popayán, 
y la del Obispo de Popayán en las cuales 
sostienen la conveniencia de que conti- 
núen las misiones de Quijos, Macas y Mai- 
nas bajo la jurisdicción del Obispo de Qui- 
to; el Informe de Requena, las vistas fisca- 
les, la Cédula de 1802 y otros muchos do- 
cumentos más (2) pueden presentarse para 
demostrar que, á la Audiencia de Quito 
perteneció sin interrupción el Oriente has- 
ta el Alto Ucayali en los tres siglos trans- 
curridos desde el año de 1534 hasta el de 
1802. ¿En este año, por ventura desmein- 
bró el Monarca del territorio de Quito la 
Provincia del Oriente, despojando de 
esta manera en un momento del fruto 
dé trabajos de tantos siglos, que cos^- 
tó á nuestros antecesores la adqnisi- 

(1) Chantre y Herrera. — Historia de las misionesdel 
Marañen. C. XIV, L. XII. 

(2) Alvarez Arteta.— ApnntóS y Documentos. 
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*ción y conservación do esos territorios! 
Así lo sostienen nuestros adversarios del 
'Sun mas para nosotros este becho, que 
sería una clamorosa injusticia cometida 
por la Corte de España de 1802, no tie- 
ne el alcance ni valor jurídico que tratan 
de atribuir al pretenso título con que los 
peruanos quieren arrebatarnos nuestro te- 
xritorio, como lo veremos en las cuestiones 
Biguientes. 



IV 

ik quién corresponde demostrar el aleanee 
y valor jnrídíeo de la Cédala de 1802 ? 

Presentada como prueba por el Perú 
-esta Cédula, el Ecuador niega en primer 
lugarque aquella tenga todo el alcance que 
pretende atribuirle. El Sr. Pardo Barre- 
da expone éste y fija por lo mismo, las 
distintas tesis que deben ser demostradas 
por el Perú, para dar al documento el 
valor de verdadera i)rueba en el asunto 
que discutimos; porque para que sea tal 
debe ser un argumento legítimo, del que 
se desprenda como la consecuencia de 
las premisas, el hecho ó derecho contro- 
vertido, jpro&aíio débetde necesítate conclu- 
dere; y no merecen este nombre aquellas 
q\ie no resuelven claramente la contien- 
Qá^ pues con pruebas dudosas ó inciertas 
mo se exime de la obligación que pesa 
sobre el que prueba ^roM^io duMa et in- 
certa ñon reíevat próbantem, sobre todo 
cuando á pruebas plenas se tratsii di^ Q¡\>^- 



— 84 — 

ner conjeturas. Dos condiciones deben 
tener, por lo tanto las pruebas; fundadas 
y concluyentes. Luego examinaremos si 
en nuestra controversia la Cédula de 1802' 
reúne estos caracteres; pues no basta des- 
empolvar una cédula cualquiera, sino 
cédulas que sean legítimos argumentos 
y que prueben expresamente lo que dis- 
cutimos. Tanta más fuerza concluyente 
y tanto más terminante debe ser esta 
prueba, cuanto que con ella se trata de 
destruir el derecho inalterable de tres^ 
siglos y los títulos expresos é indiscutibles 
que hemos enumerado anteriormente» 
Una prueba dudosa ó incierta no puede 
servir de base ó fundamento para una 
resolución que destruya derechos reales 
y efectivos, de suerte que la segregación 
de territorios en la Cédula de 1802 debe 
ser expresa ó una consecuencia ineludible 
de las disposiciones de aquella Beal Orden, 
para que pueda ser el fundamento de las 
pretensiones del Perú. Mas si la tal Oé-^ 
dula no da lugar sino á lo más á una con- 
jetura, una injusticia cometería el juez 
que aceptara meras presunciones en con- 
tra de pruebas plenas. 

^^La parte dispositiva de esta Cédula 
dice el defensor del Pero, puede sinteti- 
zarse en los siguientes términos: 

1^ La nueva forma de la Comandan^ 
cia General que debía comprender 

a — El gobierno de Quijos. 

6 — El gobernador de Mainas. 

(Quijos y Macas formaban parte de lar 
antigua Comandancia General; así es que 
la reforma se refirió á los nuevos territo- 
rios que se anexaban). 

c — Los territorios de las misiones del 
Putumayo y Yupará. 

d — Los pueblos de: 
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1 Lamas, 

2 Moyobamba, 

3 Santiago de las Montañas, y 

e— Toda la región que no estuviese com^ 
prendida en la parte especial apuntada» 
hasta los pnutos en que los afluentes gran- 
des y pequeños del Amazonas por sus sal- 
tos y raudales inaccesibles dejasen de ser^ 
navegables; 

2*. Anexar al Virreinato del Perú todo 
el territorio de la Oomandancia Generat 
deMainas así constituida (menos los pue- 
blos de Lamas y Moyobamba que de anta-^ 
ño le pertenecían); 

3^ Erigir un obispado con los mismos 
límites que la Oomandancia General y sur 
fragáneo del Metropolitano de Lima; y 

4^ La entrega de todas esas Mísionea 

al colegio de Propaganda Fide de Ocopa; 

la entrega á e^tos del convento de Huá- 

Buco; la fundación de los hospicios en Tar- 

naa y Chachapoyas y otros pormenores de 

secundaria importancia". Dicere non est 

probare, si bien la afirmación no es una 

prueba, y á pesar de que el Perú, como lo 

^eremos luego, está en la obligación de 

ludirla, examinemos por partes cada una. 

^e estas afirmaciones. 

Oomandancia de Mainas. — En la ley 
1*., título 2**., libro III, de la Eecopilaciótt 
^e Indias se expresa terminantemente que 
^1 gobieno de las Indias estaba dividido en 
diversos cargos y oficios de goMerno, justi- 
rsia, y hacienda, por lo mismo, diferentes 
^ran los ramos de administración entonces 
como lo es y ha sido siempre en toda so- 
ciedad. Por consiguiente, siendo muy 
diversa la jurisdicción rniilitanr de la ju- 
risdicción civil, judicial y administra- 
tiva ó de hacienda, la segregación del 



— 86 — 

gobierno milifcar no implica la separa- 
ción de los demás ramos en que estaba 
dividido el gobierno colonial. Aunque los 
Virreyes (ley 1*. libro III, tílulo III, E. 
de I.) ejercían el gobierno superior en los 
distritos que les fueron encomendados, 
con todo por permisión especial fueron 
nombrados el 18 de febrero de 1628, capi- 
tanes generales los Virreyes del Perú y 
Nueva España; pues la jurisdicción mili- 
tar era distinta de la jurisdicción de los 
Presidentes y Virreyes. '^Las materias y 
negocios de gobierno tocan privativamen- 
te a los Virreyes y Presidentes, y en apela- 
ción á las Audiencias, como se declara en 
la ley 35 de este título. ... y á los Capita- 
nes Generales tocan las de Guerra, Gohier- 
no de Guerra y Presidios^ de que no han de 
conocer las Audiencias, ni aun i)or vía de 
apelación". (1) Por consiguiente, mal pue- 
den concluir nuestros adversarios del he- 
cho de haber agregado la Comandancia de 
Mainas al Perú, que se menoscabó la ju- 
risdicción del Virrey de Santa Fe y In del 
Presidente de Quito; puesto que, según lo 
hemos demostrado, lo uno no incluye lo 
otro, y porque en el tiempo de la colonia 
los distintos ramos de administración es- 
taban repartidos muchas veces en diver- 
sos territorios como después lo veremos; 
y dispositio Umitata Umitatum produdt 
effectum et non extenditur ultra límites. 

TÉRMINOS DE ESTA COMANDANCIA. — 

Otro de los errores en que incurre el Sr. 
Pardo BíÉrreda, es el de la extensión que 
trata de asignar á la Comandancia de 
Mainas, alterando el tenor literal de la Cé- 
dula de 1802, la cual dice, en su parte dis- 

(i; Ley 43, libro U, título XV de la B. de Indias. 
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positiva: '*He resuelto se tenga por segre- 
gado del Virreinato de Santa Fe y de la 
provincia de Quito agregado á ese Vi- 
rreinato (del Perú) el gobierno y Coman- 
dancia general de Mainas con los pueblos 
del gobierno de Quijos, excepto el de Papa* 
Vacta, por estar á orillas del Ñapo en sus 
inmediaciones": por consiguiente, sólo 
una parte de Quijos, según esta. Cédula 
debía entrar á formarla Comandancia de 
Mainas. ¿Hasta dónde? Esto pruébenlo 
nuestros adversarios si creen que les apro- 
vecha en algo la segregación militar, 
sólo debemos advertir que Baeza decayó 
tanto que llegó á ser un anejo de Fa- 
pallacta, como puede verse en "El Via- 
jero Universal" tomo 13, carta 189. "Baeza 
lejos de acrecentarse, dice el autor de los 
viajes, se ha disminuido tanto, que está 
reducida á una miserable aldea de chozas, 
que se ha convertido en anejo del pueblo 
de Papallacta". Por consiguiente, la Co- 
inandancia de Mainas no podía llegar en 
ningún caso hastA el pueblo de Baeza, 
porque él formaba la jurisdicción de Pa- 
pallacta que quedó excluida. 

Magas. — La Cédula de 1802, no habla 
de este gobierno, entre los pueblos com- 
prendidos en la jurisdicción de la Co- 
luandancia de Mainas; pero el señor Par- 
do, en su empeño de abarcar todo, di- 
ce, que el Monarca no hace mención de 
este gobierno, porque Quijos y Macas for- 
ffiaban parte déla antigua Comandanta ge- 
««raiy porque la reforma se refirió d los nue- 
m territorios que se anexaban. ¿La Cédula 
no hace mención sino de los nuevos terri- 
torios (¿f) que se anexaban y sin embar^ 
go habla de Quijos, que según la confe- 
sión del Sr. Pardo pertenecia á la antigua 
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*Gomandanciaf ¿La Gédula no hace men- 
' ción sino de los nuevos territorios? ¿T pon 
qué! iOnál es el fundamento del Defensor 
del Perú para sostener que los términos 
de la antigua Oomandancia habían de ser 
los de la nueva, á pesar de que la Gédula 
fija otros distintos? Por más esfuerzos que 
haga el Sr. Barreda la jurisdicción de Ma- 
cas queda fuera del alcance de los térmi- 
nos de la nueva Gomandancia. 

Mainas.— Gomo vimos en la Historia 
de Ghantre y Herrera, esto nombre se da- 
ba propiamente al gobierno de Borja, pero 
llamab^tanibién así á toda la misión que 
se extendía por el Norte hasta el gobier- 
no de los Quijos, por el Occidente hasta el 
de Macas por el Oriente hasta las fronte- 
ras con los Portugueses y por el Sur hasta 
el Ghachapoyas, Moyobamba y Motilo- 
nes? Según In Cédula de 1802, toda esta 
extensión debía pertenecer á la Coman- 
dancia de Maiuas? La Cédula dice: "ex- 
tendiéndose aquella Gomandancia gene- 
ral, no sólo por el río Marañen abajo has- 
ta las fronteras de las Colonias Portugue- 
sas, sino también por todos los demás 
ríos que entran al mismo Marañen por 
sus márgenes setentrionales y meridiona- 
les; como son Morona, Guallaga, Pastaza, 
TJcayali, Ñapo, Yaraví, Putumayo y Yu- 
pará y otros menos considerables, hasta 
el paraje en que estos mismos por sus saltos 
y raudales inaccesibles dejan de ser navega- 
T)les^\ Hasta dónde eran tenidos entonces 
como navegables estos ríos para saber que 
parte pertenecían deMairias ^ la nueva Go- 
mandancia?' Esto es lo cuestiQuabl^; estp^ 
lo que debía entonces mismo yéntiiarse pa- 
ra poder llevar á ejecución el jíeál^decrelQ, 
esto, lo que debía resol vérfjci¿á;ra^ii^téift- 
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g& valor legal la erección del Obispado y 
Oomandancia, que se trató de llevarlo á ca- 
bo siu saber si tenían un distrito donde 
establecerlo ó no; pues para erigir legal- 
meDte los gobiernos eclesiástico y militar 
debieron, como luego lo veremos, primero 
4jar los términos de la jurisdicción de 
aquellos. Por otra parte, es necesario para 
la solución de este problema saber cuáles 
ríos y hasta qué punto eran tenidos 
en 1802, como navegables; porque los 
conocimientos de entonces y de ningu- 
na manera los posteriormente adquiri- 
dos debieron servir de base para fijar la 
parte de Mainas que debía entrar en la ju- 
risdicción de la Oomandancia y nuevo 
Obispado. Ya demostrarenios que no se 
ejecutó la Cédula, porque nó hubo demar- 
cación; y que, por lo mismo, el gobierno 
de Mainas no formó parte do la Ooman- 
dancia ni del Obispado. Por ahora basta 
«puntar que de Mainas sólo quiso el Mo- 
narca agregar á la Comandancia y Obis- 
pado la parte navegable y no toila ex- 
tención de ese gobierno como pretende 
le señor Pardo en su alegato. 

Segregación de territorio.— Este es, 
el punto capital de nuestra contienda, y 
por lo mismo, debemos fijar con preferen- 
<5ia nuestra atención en la Cédula de 1802 
á fin de ver en ella si hay algún funda-, 
mentó para sostener, como sostienen nues- 
tros adversarios, que al Virreinato del Pe- 
rú anexó el Monarca todo el territorio de 
?a Comandancia de Mainas. ¿Se dice esto 
expresamente ó es. una consecuencia ine- 
vitable de las disposiciones contenidas e^ 
fuella Eeal Orden? Veámoslo. 

Becorramos toda la parte dispositiva de 
'Cjsta Cédula y no encontraremps una fva^er 
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ni una palabra que exprese segregación de 
territorio; bien i)or el contrario, si echa- 
mos de ver que en la parte expositiva de 
esta Cédula, dice que Don Francisco Ro- 
queña propuso que el Gobierno y Comandan- 
cia General de Mainas sea dependiente del 
Virreinato del Perú, segregándose del de 
Santa Fe todo el territorio que las compren- 
dia y que en la parte dispositiva resuelve 
favorablemente lo primero y nada dice 
acerca de lo segundo, salta á la vista que 
el Monarca no quiso que se llevase á cabo 
también la segregación territorial. Al de- 
cir que Eequena proponía la anexión de 
la Comandancia de Mainas con la circuns- 
tancia explicativa de segregar al de Santa 
Fé todo el territorio de aquella, se nota 
que el Rey tuvo en cuenta que el hecho 
de la agregación de la Comandancia era 
distinto del modo especial con que trataba 
Requena que se lo llevase á efecto. Un: 
hecho merece explicarse cuando la especial 
condición ó modo no es de la naturaleza 
de aquel; y así no debemos decir sin redun- 
dancia círculo redondo^ porque en la na- 
turaleza del círculo esta la figura ó forma 
que debe tener; pero sí se dice círculo blan- 
co, porque puede ser negro, azul, etc. De 
modo que, al decir el Monarca que Reque- 
na propuso la anexión de la Comandan- 
cia de Mainas, segregando el territorio de 
éste d^l Virreinato de Santa Fe, Reque- 
na y el Monarca ponen de manifiesto que 
la anexión de la Comandancia era distin- 
ta de la segregación del territorio; y que, el 
Rey al acceder isimplemente & la anexión 
de aquella, excluyó la circupstancia .6 
nada quiso resolver acerca .de la segre- 
gación del territorio. Téngase por séí^re- 
gadoel gobierno y Comandancia de Mai- 
nas, y esto es segregar territorios? El go- 
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bierno militar es el que menos ejerce 
jurisdicción territorial, porque aquel no 
tiene en cuenta el domicilio sino directa- 
mente los individuos concretos y «letermi- 
nados que están bajo la de[)endencin del 
jefe, así que lo que menos exige aquel es, 
segregación de territorio. Tan cierto es 
loque decimos que, la jurisdicción mili- 
tar se ejerce lejos del territorio, cuan- 
do el ejército está en alta mar ó de 
tránsito en una Nación extranjera, cosa 
que uo sucede con el golviern » í*ivil, 
judicial, etc, que no pueden menos d(í 
ejercer sus atribuciones dentro di* los lí- 
mites materiales de su jurisdicción El 
buen orden y recta administración de 
oste gobierno hizo, es verdad, que tuvie- 
se sus distritos y estuviera dividido en 
Capitanías, Comandancias, etc; pero la 
uaturdleza misma de la jurisdicción militar 
como lo acabamos de ver, está muy lejos 
de exigir segregación de territorio, sobre 
todo en época de la colonia, en la cual 
Dada de extraño era que se procure la 
unión de la fuerza pública para conservar 
los dominios de España. Que éste y no 
otro fue el propósito del Monarca, se expre- 
^ terminantemente en la Cédula de 1802: 
«A cuyo fin os mando, dice, que quedan- 
do como quedan agregados los Gobiernos 
ío Maynas y Quijos, á ese Virreynato 
auxiliéis con cuantas providencias juz- 
guéis necesarias y os pidiere el Comandan- 
^ Generalj y que sirva en ellos no sólo 
Pdra el adelantamiento y conservación de 
^pueblos y custodia de los Misionerosy sino 
^^nabién para seguridad de esos mis domi- 
**foí, impidiendo se adelanten por ellos los Ya- 
^ffUas de la Corona de Portugal j nombran- 
do los cabos subalternos ó Tenientes de 
Gobernador que os pareciese necesario 

1 
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^ara defensa de esas fronteras y adminis- 
tración de justicia.» Porque concedía al 
Virrey de Lima la facultad de nombrar 
Tenientes de Gobernador, que administren 
justicia jse puede y debe sostener que la 
segregación fué también en lo civil y 
judicial? Conforme á la ley F., del título 
segundo, libro tercero de la Eecopilación 
de Indias, estos nombramientos no per- 
tenecían á las atribuciones ordinarias de 
Virreyes y Presidentes, sino que les ha- 
cían por autoridad delegada; ^^aunque 
también nos toca su provisión, permitieron 
(nuestros antepasados) que los Virreyes y 
Presidentes, Gobernadores los puedan pro- 
veer y provean (Gobernadores de ])rovin- 
cias, Corregidores, Alcaldes Mayores de 
Ciudades y pueblos de españoles) cuando 
suceda la vacante, en el ínterin que lle- 
guen á ser proveídos por nuestra Real per- 
sona". Querer deducir de un acto de juris- 
dicción delegada la existencia de la juris- 
dicción ordinaria, sobre Mainas y Quijos, 
es el colmo del despropósito. (1) Por el con- 
trario, el Monarca, resuelve "se tenga por 
segregado del Virreinato de Santa Fé y de 
la Provincia de Quito, y agregando á ese 
Virreinato (del Perú) el Gobierno y Coman- 
dancia General de Mainas con los pueblos 
del Gobierno de Quijos excepto el de Pa- 
pallacta debiendo que- 
dar también á la misma Comandancia Ge- 
neral, los Pueblos de Lamas y Moyobam- 

ba, PARA CONFORMAR EN LO POSIBLE IiA 
JURISDIOOIÓN ECLESIÁSTICA Y MILITAR 
DE AQUELLOS TERRITORIOS". El fin qUB 86 

propuso el Eey al segregar la Comandan- 
cia de Mainas, el Gobierno de Quijos y los 



(1) Y esta es sin embargo la lógica del defensor del 
Perú. 
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Ximeblos de Moyobamba y Lamas fué con- 
formar en lo posible la jurisdicción eclesiás- 
tica y militar de aqueilos territorios, para 
lo cual estaba fuera del propósito del Real 
liCgislador hacer segregaciones en lojudi- 
*<5ial y civil. Si la segregación hubiera sido 
absoluta, como se i>retende sin fundamen- 
t:o, al señalar los mismos términos así á la 
'domandancia como al Obispado, no habría 
comparado el Monarca sólo la jurisdicción 
militar con la eclesiática, habría hecho 
*Tiso de alguna palabra general, que sirva 
piltra designar que, sin restricción ni limi- 
taciones fueron agregados Mainas, Qui- 
jos, Moyobamba y Lamas al Virreinato del 
Perú. Tal vez fué, porque en lo civil, ju- 
dicial y de hacienda no tenía la misma 
extensión que en lo militar y eclesiástico! 
¿Entonces cuáles eran los términos de es- 
tos gobiernos, en dónde se hallan determi- 
nadas estos y las demás condiciones de 
organizaciónf El silencio de la Oédula es 
lapraeba mas concluyente, que segrega- 
das la jurisdicción milita^ y eclesiástica en 
favor del Perú, continuaron dependiendo 
en lo demás del Virreinato de Santa Fó y 
de la Presidencia de Quito. 

En confirmación de lo expuesto, es de- 
cir, de que la superintendencia de un go- 
bierno no constituye la agregación del te- 
rritorio, podíamos citar innumerables ca- 
sos de las leyes de Indias, que ])rueban 
que, según la constitución del gobierno de 
la colonia, se ejercía el gobierno en ajenos 
territorios; y, por el contrario, dentro del 
territorio había distritos que excluían 
^1 gobierno superior. Así por ejemplo, en la 
ley 15, del libro II, título 5, de la Eecopi- 
lación de Indias, se ve, que el Corregidor 
lie Arica, aunque era del distrito de la 
Audiencia de Lima, debía cumplir los 



— 94 — 

mandatos del de Charcas: "Mandamos^ 
que siliembargo de que la Ciudad y Puerto^ 
de Arica sea y esté en el distrito de la 
Eeal Audencia de los Eeyes, el Corregi- 
dor, que es ó fuere de ella, cumpla los 
mandamientos de la Real Audiencia de 
Charcas". Por el contrario, á pesar de 
que formaba el distrito de Chile, parte deF 
Perú, no podían entrometerse los Virreyes 
en el gobierno del Presidente y Capitán 
General como puede verse en la ley 
30 del libro III, título III de la Eecopi- 
lación de Indias. Estos y otros casos di-- 
rán que son meras excepciones, (1 ) pero aun 
consideradas como tales, prueban la tesis 
de que la segregación del gobierno no ea 
segregación do territorios. Basta una ex- 
cepción para probar que una cosa no per- 
tenece á la naturaleza de un ser. Xsí por 
ejemplo, el círculo no puede ser cuadrado, 
mas si diera un solo caso en contrario que- 
daría demostrado evidentemente que no 
repugna la cuadratura de él. /Repugna 
la segregación de .gobierno sin la del te- 
rritorio? No, porque en la legislación que 
regía entonces se dan muchos casos co- 
mo hemos visto en que hay gobierno sin 
territorio y anexión territorial sin gobier- 
no. Luego territorios y gobiernos eran co- 
sas distintas; luego de la segregación del 
gobierno no es lógico deducir la del te- 
rritorio, porque como acabamos de ver,, 
eran cosas distintas y separables. El lau- 
do en la cuestión entre Venezuela y Co-^ 



ri)No8oni]i paeden ser excepciones. Es un princi- 
pio que establece la ley 12 del libro II, título I que no- 
se coufíere jurisdicción de ningún género si la ley ó Cé- 
dula no lo dice expresamente. Lex si voluiset expre- 
0iset. 
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lombia es la prueba más concluyeute de lo 
<liie dejamos expuesto. (1) 

Eesumamos lo que hasta aqní hemos 
dicho acerca del alcance de la Cédula de 
-1802: 

l^ jLa Cédula de 1802 es uua prueba 
plena de la segregación del territorio, esto 
-es, tiene todos los caracteres de certeza, es 
una prueba concluyente, para que puedan 
oponer nuestros adversarios al derecho de 
tres siglos y á títulos indiscutibles? 

2**. iLa segreíijación de la Comandancia 
'<Ssea la dependencia militíir del Perú, es 
la dependencia en los demás ramos de ad- 
xninistraciónf 

3°. iLa dependencia en el íjobierno es 
segrregación de territorio! 

4**. iOuáles ríos y qué extensión de 
«llcl|er|an tenidos entonces como navega- 
bles? 

Estas son las cuestiones que el Perú 
debe resolverlas y sin las cuales no puede 
-sostener el alcance que pretende dar á la 
Cédula de 1802. ¿Y de qué modo? De 
-iin modo cierto y concluyente y no con va- 
^as presunciones, porque éstas no pueden 
oponerse á pruebas plenas y títulos per- 
fectos; pues la Cédula de 1802, no es ni 
puedo ser un título respecto de la segrega- 
ción de territorios, sino en cuanto lo re- 
suelva expresamente ó se deduzca como 
consecuencia inevitable de las disposicio- 
nes en ella contenidas, cosa que no puede 
llegar á comprobar el Perú, por las razo- 
nes que en contrario tenemos expuestas. 
T para que aquella Eepública vea la ne- 



• (1) Véase la Memoria Histórico— Jurídica del Dtr. H. 
Tásquez, quien cou snma erudicióD digna de encomio, 
compara nuestro asunto acerca de limites con el que 
*e ventiló entre Venezuela y Colombia y en el cual 
Iriunfó el principio que sostenemos. 
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cesidad que tiene que abandonar coDJetu-- 
ras y meras presunciones y rendir iina 
prueba plena del derecho que pretende^ 
expondremos el estado de la cuestión,, 
cuya importancia debemos tener en cuenta 
para preveer el seguro éxito de nuestra 
contienda. 

Todo litigio es una lucha, en el cual 
uno de los contrincantes trata de impug- 
nar los derechos del otro; de suerte que,, 
en todo pleito hay dos partes: la una que 
está en posesión del derecho y la otra 
que trata de adquirir; una favorecida por 
el derecho y otra que trata de destruirlo 
con pruebas; una á quien por lo mismo^ 
corresponde la prueba, y otra favorecida 
por la situación jurídica, que nada tiene 
que hacer en la contienda. De modo* 
que, Ijara saber á quién corresporirfe la 
prueba, es necesario distinguir cuál de 
estos papeles desempeña cada una de las 
partes que litigan. En nuestra cuestión de 
límites el Perú es quien trata de innovar 
con la Cédula de 1802, los derechos del 
Ecuador establecidos por las Oédulas de 
erección y sostenidos por más de tres si- 
glos. El Ecuador, en este litigio es quie^ 
se halla en posesión del derecho disputado 
y nada tiene que hacer para sostenerla;, 
el Perü, por el contrario, como es quien 
trata de impugnar los derechos del Ecua- 
dor, debe rendirla ó sufrir las consecuen- 
cias que resultan en todo litigio por la fal- 
ta absoluta ó suficiente de ella; ya que & 
que esto no es un obstáculo para que la 
controversia alcance una verdadera reso- 
lución, que confirme los derechos del uno y 
Techase las pretensiones del otro. Por con- 
siguiente, el Perú no puede conseguir el 
triunfo de sus pretensiones sino presenta,, 
ante el Beal Arbitro, una prueba plena^ 
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capaz de im)>ngDar el derecho perfecto del 
Ecuador, i)ruebas tan claras y evidentes 
que hagan indiscutible su derecho. 

Mientras nuestros adversarios funden 
sus esperanzas en una Cédula que na- 
da tiene que ver con la cuestión qile 
discutimos^ y mientras á la Cédula de 
1 802 traten de dar una extensión que no le 
corresponde, fundándose para ello en que 
así parece creyó el Sr. Iriarte, Fiscal 
de Quito, como si con este modo de juz- 
gar del Fiscal pudiera darse más exten- 
sión ó restringir el verdadero sentido de 
la Cédula, como si la vaga presunción 
que á lo más puede producir este parecer^ 
fuese un argumento suficiente para opo- 
ner á los indiscutibles derechos del Ecua- 
dor; mientras no se borre de las leyes de 
Indias el carácter peculiar de esta legisla- 
ción que establece que la organización de 
servicios no es segregación de territorio;, 
mientras no se confunda la jurisdicción 
militar con la de los Virreyes y Presiden- 
tes, y se tenga en cuenta aquel axioma 
^^Jus qttaesitum fortiiis est qucum jus quae- 
rendum, seguros estamos de que el Eeal 
Arbitro desechará la demanda por no cons- 
tar la segregación territorial. Pero aun 
en el inexperado evento de que el Arbitro 
resuelva favorablemente estos puntos que- 
da otra cuestión más grave todavía. ¿Qué 
parte del territorio deMainasy Quijos en- 
tró á formar la nueva Comandancia de 
Mainas? Para esto el Perú necesita pro- 
bar cuáles ríos y qué extensión de ellos 
eran tenidos por navegables. 

Si comenzamos por el Marañen, vere- 
mos que aun aquel caudaloso río, por sus 
remolinos y corrientes precipitadas, es de 
difícil navegación hasta el Pongo de^ M«iir 
serñche en donde ya es impos\b\^ C!^^ \iv^^- 
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tia ser Davegíxdo^ y desde donde pertene- 
ce ni gobierno de Jaén, territorio indis- 
putable del Ecuador. En febrero de 1500, 
descubrió Tánez Pinzón este río y fon- 
deó sus naves en él; pero hubo de aban- 
donar por ser peligroso el navegarlo, 
(1); Diego López penetró y descubrió es- 
te río basta Paria (2) en cuyo viaje parece 
que por la misma causa le puso á este río 
el nombre deMarañón (3). En 1531 Don 
Diego Ordáz de Sevilla trató también 
de navegar el Amazonas y tuvo que aban- 
donar sil proyecto por las calmas, corrien- 
tes y bajíos, en cnya expedición pereció 
el hábil piloto y teniente general Juan 
Cornejo. El triste fin de Orel lana y las 
dificultades para llegar á Lima de los ase- 
sinos de Pedro Ursiia comprueban que 
aun el Marañón, á pesar de ser río n)ás 
caudaloso del mundo es difícil de nave- 
garlo. 

El Santiago, ni está incluido en la 
Cédula de 1802, que haciendo enume- 
ración de todos los ríos lo omite, ni 
tampoco era conocido como navegable. 
Fray José Barriitieta en su Informe, dice 
de este río (jne, corre encerrado ntre altas 
montañas, que de ninguna manera podrá 
permitir embarcaciones por los estrechos y 
saltos que naturalmente se han de provenir. 
Dn. Serafín Began en su círta de 1786 di- 
ce que en los ríos navegables^ se encuentran 
frecuentemente saltos y despeños, por donde 
no se pueden pasar las canoas de transporte, 
siendo necesario caminar por tierra hasta 
volver á entrar en los ríos. Don Miguel Un- 

(1) Herrera, Década I, L. IV, cp. VI. 

(2) Colección de Documentos inéditos de Indias. 
<jp. VII p.l94 y siguientes. Medina, Descubrimiento del 
lío Amazonas, Introducción p. CCXXV. 

(2) Castellanos, Elegias, de varones ilustres de In- 
dias. Herrera, Década IV, L. X cp. XI. 



— 99 — 

<Ia y Lima dice fambién hablaüilo de este 
río; "Hallará vuestra excelencia en los 
antos los dictámenes diametralmente 
opuestos: el Ingeniero Eequena opina por 
todas las ventajas que acabo de exponer 
jotras muchas más: el Prelado Doctor 
Don Manuel Echeverría, el Padre Fray 
José Barrutieta Religioso Franciscano 
(Superiores que últimamente han sido de 
aquellas Misiones) y Don Antonio de la 
Peña Gobernador, que fué de Mainas, su- 
jetos todos prácticos en esos países, que 
en obsequio de sus destinos los han inter- 
nado y viajado en cuanto hasta el día es 
descubierto y transitable, siendo todo lo 
contrario, que no hay tal proporción para 
Puertos, ni para Nave^j^ación, ni para po- 
blaciones, etc." (1) El Pongo de Manse- 
rriche que impide penetrar en este río y 
^'testimonio de la Sociedad geográfica de 
Linaa prueban que aquel no puede ser te- 
jido como navegable. 

El Morona, pertenece una parte al go- 
bierno de Macas, que, como ya lo dijimos 
^n otro lugar, no estaba induído en la su- 
puesta segregación territorial, y lo restante 
tampoco era tenido entonces como nave- 
gable. "El río Morona, dice Fray José Ba- 
rrutieta, el que vulgarmente se dice que 
desciende de la Provincia de Macas, el cual 
aun todavía no está descubierto ni cruza- 
do". El Sr. Began, dice que los ríos del 
Oriente son precipitados y que aun los que 
se juzgan navegables no lo son por sus 
continuos saltos y raudales. Chantre y 
Herrera en su "Historia de las Misiones 
del Marañón" (2) describe el modo de pa- 
sar los ríos y dice: "BlMarañón, por ser tan 



(1) Alvarez Arteta. Apuntes y Documentos. 
<2) Libro I, cap. XVIII, p. 57. 
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ancho, ui admite puentes, ni maromas, ni 
tarabitas y sólo se pueden atravezar en oa- 
noas y balsas, como io pasaban nuestros 
misioneros siempre que les era necesario» 
Mas otros ríos que permiten vado y son de 
anchura proporcionada, tienen sus puen- 
tes en los sitios necesarios '^ 

"Guando la anchura de los ríos no permi- 
te el que los palos por largos que sean, 
puedan descansar en sus orillas se ehan 
mano de bejucos, tuercen y cachan mu- 
chas de estas varitas mimbres y forman 
maromas gruezas del largo que necesitan 
Esta especie de puentes de be- 
jucos solo sirve para las personas, pasan- 
do á nado las muías y sin carga 

porque las corrientes son tan impetuosas 
que es necesario echar las caballerías á 
pelo .... En el río Cuzco ó Ucayali, que 
también se llama Apurimac por su gran- 
deza hay un puente de esta calidad, pero 
tan firme que pasan por él recuas cargadas 
sin que se tema peligro". Gomo se ve, de 
los misioneros como navegable y eso en 
balsas y canoas era tenido sólo el Amazo- 
nas, los demás ríos inclusive el Kapo y di 
caudaloso ücayali eran para ellos ríos va- 
deables. El valor testimonial de los infor- 
mes de Fray José Barrutieta, de los seño- 
res Serafín Began, Miguel Unda y Luna 
fué tomado en cuenta por el Rey en la 
Gédula de 1779 para desechar la primera 
tentativa de Eequeua (1) "ni á los comi- 
sionados, dice, que nombró para la divi- 
sión de territorios entre las Diócesis ni á, 
los sujetos de inteligencia y práctica á 
quienes pidieron informes les| parecía 
conveniente". En cuanto á Chantre y 



(1) Alvarez Arteta. Apuntes y Docamentos. 
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Herrera podemos decir que es el resu- 
men del testimonio de los misioneros de 
AfaÍDas. 

ÜD río es navegable^ como lo indica la 
palabra misma, cuando puede por él zur- 
ear una nave (1); de modo que no merecen 
el nombre de tales aquellos ríos en cuyas 
aguas flotan á lo más balsas ó pequeñas 
canoas, lo cual pasa hasta en los más pe- 
queños tanques y sin embargo nadie pue- 
de decir que sean navegables. Para tra- 
zar el Beal Arbitro la línea que conforme 
á la Cédula de 1802, la cual como ya lo 
hemos expresado^ aunque no es la línea 
que debe separar las dos Eepúblicas, sin 
embargo para determinar la que según 
esta Cédula debía separar la jurisdicción 
militar de la Comandancia de Mainas de 
la de Quito, tendría necesidad S. M. de 
valerse del informe pericial de navegante» 
idóneos para que emitan su parecer sobre 
cuales ríos y en qué extensión son nave- 
gables. Mas en este caso nos queda otro 
ponto por resolver, punto que pone de 
manifiesto que la Cédula de 1802 aunque 
segregara territorios no producirá un pal- 
mo de terreno para los peruanos. Ld. 
Cédula dice: ^^extendiéndose aquella Co- 
mandancia general no sólo por el 
río Marañen abajo basta las fronteras de 
las Colonias Portu^^uesas, sino también 
por todos los demás ríos que entran al mis- 
mo Marañóu por sus márgenes Setentrio* 
nales y Meridionales; como son Morona, 
Qualla, Pastaza, TJcayali, Ñapo, Yaraví, 
Putumayo y Tapurá y otros menos conside- 



(1) ''Nave, dioe Esoriche, es toda embaroación capas 
de navegación en alta mai". 
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ráblesy hasta el paraje en qíie estos mismos 
por sus saltos y raudales dejen de ser nave- 
gdbles^\ Demos comienzo por una cues- 
tión gramatical^lpara saber en cuáles ríos 
son los que según la Cédula deben fijarlos 
puntos para la demarcación, y cuáles, por 
lo mismo^ debían de ser navegables, para 
que el Gobierno de Mainas entrara á for- 
mar parte de la nueva Comandancia. Dos 
son los grupos de ríos de que hace men- 
sión la Cédula de 1802 v á cual de ellos se 
refiere cuando dice aquella: "hnsta el 
paraje en que estos mismos por sus sal- 
tos y raudales dejen de ser navegables"; 
já los ríos que los designa por sus nom- 
bres ó á los otros menos considerahlesf El 
pronombre demostrativo 6SÍ0S de que hace 
uso la Cédula no deja la menor duda de 
que la Comandancia debía extenderse llan- 
ta el paraje en que los otros ríos menos 
CONSIDERABLES quc los enumerados, dejen 
de ser navegaNes. Tal es el mentido natu- 
ral y obvio que se desprende del signifi- 
cado de las palabras estos mismos con que 
designó el Eey los ríos en los cuales se 
debían fijar los puntos de la demarcación; 
porque cualquiera sabe que para desig- 
usíT el Morona, Gualla, Pastaza habría di- 
cho aquellos mismos y no estos para re- 
ferirse á los primeros que están más 
distantes del pronombre y no á los 
segundos que están inmediatos á él. N"o 
se intente decir que con el nombre de ríos 
menos considerables se refiere á los tributa- 
rios del Pastaza, Ñapo, Ucayali, etc., co- 
mo al Coca, Agnarico y otros; fijémonos 
que la Cédula habla de los ríos que entran 
al Marañan por sus márgenes Setentrionales 
y meridionales y entre estos coloca á los 
menos considerables^ los cuales no pueden 
ser el Coca, Aguarico, etc., porque ellos 
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desaguan en las márgenes de los tributa- 
rios del Amazonas y no en las de este río. 
jOaáles son los ríos menos considerables 
deque habla la Cédula! Entre el Santia- 
go y el Morona se encuentran el río Ma- 
pinassa y otros dos; entre el Pastaza y el 
Ñapo, entre otros los ríos Nucuray, Orito, 
Ouminicu, Obambira, Munareta, Tigre, 
Maraeanate y Nanay; entre el Ñapo y Pu- 
tumayo, el río Amayuca, Huerari, Schi- 
quita, Aracuari y el de los Ticunas; entre 
los orígenes del Marañón y el Guallaga, 
además de otros, el río Apagua, Cachupa- 
na, Aehinanga; entre el Guallaga y el 
Ucayali, los ríiiS Variuas, Parimari, Sami- 
reiyPucati; entre el Ucayali y el Yaraví, 
el Tuhuayai, Manite, el üruga y Motavi, 
que se unen al desaguar en el Amazonas 
y el Casiquina. Todo lo cual puede ver- 
se en el detallado y preciso mapa del P. 
Francisco Javier Weigel, (1) publicado en 
laHistoriade las Misiones por Chantre y 
Herrera; y como puede verse, auuque con 
menos precisión, en los mapas del Padre 
Samuel Fritz que corre publicado en Ji- 
ménez de la Espada, Noticias Artísticas del 
Marañón y en el de Don Francisco Eeque- 
pa. Ahora diferimos al parecer de los más 
interesados en contra de nuestros dere- 
chos, diferimos el parecer del Perú para 
que nos diga si estos ríos son navegables 
y como tales pueden producir un palmo 
de terreno en favor de nuestros coolitigan- 
tes. Si los ríos, como hemos visto, más 
caudalosos no pueden ser tenidos coma 



CL) Este Mapa tieue aatoridad por ser uno de loe- 
mas antigaos y trazado por persona competente, qne 
leoonió todos esos ríos en calidad de Misionero. 
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navegables, lo podrán ser los que arras- 
tran menor caudal de aguas? 

En fín, sea cualquiera el aspecto bajo 
el cual se considere la Cédula de 1802 no 
tiene nada del alcance que se pretende atri- 
buirle con interpretaciones arbitrarias, 
desatendiendo el espíritu de la legisla- 
ción de entonces y el temor literal de la 
misma Eeal Orden. Pero, aunque por 
una fatalidad inconcebible, extraviado el 
criterio del Juez, creyera éste lo contra- 
rio de lo que hasta aquí hemos expuesto, 
quédanos otra línea de defensa inexpug- 
nable. El Ecuador para ese inexperado 
evento impugna el valor de esta Oédula 
por dos razones: 1* Por falta de ejecu- 
<5ión; 2® porque fué rota por el tratado 
de 1829. De la primera trataremos aquí 
y de la segunda en la última parte. 

Valor Jürí orco. — Antes de entrar en 
materia, establezcamos, en primer lugar, 
la distinción que, según las leyes delndias, 
existía entre obedecer y dar cumplimien- 
to á una ley. En el libro II, título I, de 
ley 22 se establece con demasiada clari- 
dad que hay diferencia entre la sumisión 
á una ley y el cumplimiento de ella. "Los 
Ministros y Jueces, dice, obedezcan y no 
cumplan nuestras Cédulas y despachos que 
intervinieren los vicios de obrepción y 
subrepción". De modo que, se puede 
obedecer una ley, más no ejecutarla; ó lo 
que es lo mismo la obediencia ó sumi- 
sión no prueba el cumplimiento do aque- 
lla. Obedece todo aquel que reconoce la 
autoridad ó fuerza de obligar del manda- 
to emanado del legítimo Soberano, de 
suerte que, la obediencia es la estimación 
moral de la fuerza obligatoria de una ley 
j el cumplinüento son los hechos mate- 
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riales con que se llevan á término las 
disposiciones de aquel que tiene el cuida- 
do de la sociedad. (1) 

Que esta Cédula fué obedecida por el 
Virrey deLima, el de Santa Fé, el Presi- 
dente de Quito y por el Gobernador de 
Mainas no lo discutimos ni tenemos nece- 
sidad de hacerlo; i)ero que dicha Cédula 
86 haya cumplido es un hecho que no 
<íon8ta y que vamos á demostrar con do- 
cumentos lo contrario. Para estudiar los 
lechos que se pueden presentar como 
praebas del cumplimiento de la Cédula de 
1802 debemos tener en cuenta primero, el 
alcance que nuestros adversarios quieren 
dar á esta Eeal Orden, para ver si se lle- 
varon ó no á cabo las disposiciones de 
aquella; porque uo se da cumplimiento á 
ley sino cuando se realiza el hecho pres- 
crito. jCuál es éste en la Cédula de 1802! 
8egún nuestros adversarios; la anexión 
del territorio al Virreinato del Perú y la 
erección de la Comandancia general y del 
obispado de Mainas. 

¡Se llevaron á cabo la nueva Comandan- 
cia y el Obispado erigidos por la Cédula 
de 18021 Basta leer la ley 10 del libro I, 
título II de la Eecopilación de Indias, pa- 
ra convencerse do que el Obispado de 
Mainas no se llevó á cabo á pesar do que 
Fr. Hipólito Sánchez Rengel fué designa- 
do por su Majestad, preconizado por el 
Soberano Pontífice y se internó en el 
Oriente después de haber recibido la con- 
sagración episcopal; porque, como muy 
bien lo dice la ley citada "las erecciones 
de las Iglesias Metropolitanas y Catedra- 
les, se entiendan desde el día que tuviere 

(1) Porque el Sr. Barreda oonfnnde estos dos té.x- 
minos Uama cumplir á la que simplemente es obede- 
cer. Faotum non attenditur sed quo/debuitfíeri. 
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efecto la división que se mandare hacer de^ 
los distritos y Diócesis, de los Arzobispa- 
dos y Obispados, y estuvieren señalados y 
divididos". Cosa muy lógica ya que se 
trata de un derecho jurisdiccional, que no 
puede existir sin que haya previamente 
un distrito donde se ejerza las atribucio- 
nes de ese poder. Que la demarcación 
era la base por donde debió comenzarse á 
cumplir con la Cédula de 1802, estaba en 
la mente del Fiscal y del Virrey del Pe^ 
rú. El primero en su Informe dice: **que 
para su ejecución (habla de la Cédula de 

1802) y cumplimiento le parece al 

Fiscal conveniente se levante y saque un 
plano topográfico de la demarcación y lími- 
tes del nuevo Gobierno y Obispado, con arre- 
glo á la Eeal Cédula". El Virrey con- 
formándose con el parecer del Fiscal or- 
denó al Gobernador y Comandante Ge-^ 
neral de Mainas que por medio de perso- 
nas de inteligencia y conocimientos prácticos^ 
se levante y forme el respectivo plano topográ- 
fico de la demarcación y límites de diclio Go- 
bierno y Obispado nuevamente erigidos, con- 
arreglo al tenor de aquella sobermia resolu- 
ción. (1) ¿Puede ser más terminante, que 
por donde debía comenzar y tratarou en 
efecto cumplir con lo ordenado en la Cé- 
dula fué por la demarcación que na 
pudo llevarse á efecto? ¿Qué jurisdic- 
ción puede haber allí donde no existe 
distrito dentro del cual puede ejercer las. 
atribuciones del poder? Para el ejercicia 
de autoridad, ésta debe concretarse en 
determinados subditos; puesto que todar 
autoridad es un derecho y los subditos son 
los sujetos de las obligaciones coorelati- 
vas á él. Mas como es muy difícil gober* 



(1) Vacas Galindo.—Doo amento XXn. 
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nar á perdonas (liseminadas en distintos 
lugares, y como la sociedad por su natura- 
leza exige la unión de los individuos que 
la componen, para la jurisdicción se ha 
tenido en cuenta el domicilio, que es el 
lugar en el que una persona se reputa pre- 
sente para el ejercicio de sus derechos y 
el cumplimiento de sus obligaciones. El 
asunto de la jurisdicción; por consiguien- 
te, está íntimamente unido con el de las 
demarcaciones: se fija con éstas el lugar 
del domicilio y el domicilio determina las 
personas sujetas á la jurisdicción. Alte- 
rar el orden prescrito por la razón y la 
naturaleza de las cosas es anteponer la 
jurisdicción á las demarcaciones, siendo 
éstas^ como acabamos de ver la base ó el 
fundamento sobre el que debían edificarse, 
digámoslo así^ el nuevo Obispado y Oo- 
mandancia. Ya pueden alegarse los he- 
chos que al Perú plazcan, basta tener en 
cuenta lo que acabamos de exponer, para 
qae ellos pequen por su base y para que 
estén muy lejos de ser una pnieba de la 
ejecución ó cumplimienro de la Cédula. 
Fundamenta destructtSn carruit edificattim. 
Que no se practicó la demarcación del 
Obispado y Oomandancia se prueba con 
los siguientes documentos, tomados de la 
cohtQción del B. P. Yacas Galindo. En 3 
de setiembre de 1803 el Virrey del Perú 
encomendó, para dar cumplimiento á la 
Oédnla de 15 de julio del año anterior, al 
Gobernador y Oomandante General de 
Hainas que hiciera la demarcación con- 
forme con aquella Beal Orden. ¿Se ejecu- 
tó? No, en 7 de octubre de 1805. sej]:ún 
€édtilas (1) de esta fecha, concedió el Bey 
fficultad y comisión al Obispo de Mainas 



(1) Doonmentos 87, 38, 39 y 40. 
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para que de acuerdo con el Gobernador y 
Comandante de aquella, asignó todo el 
terreno que debía comprender esa Mitra. 
¿Se llevó entonces á cabo esta demarca- 
ción! En 24 de jimio de 1809, Dn. Diego 
Calvo, Gobernador y Comandante General 
entonces de Maiuas (1) manifestó que las 
desmembraciones para el obispado esta- 
ban por ejecutarse, "Quijos, dice, en 
donde empieza él obispado que se ha 
de comprender de las desmembraciones 
que se han de liacer de los demás"; y ex-' 
presa la razón por ta que no dio posesión 
del obispado^ 4: Fray Hipólito Kengel. 
El 20 de diciembre de 1809 Dn. Tomás 
Costa Romero, Gobernador de Mainas 
después de -acusar recibo de los oficios 
de 18 de diciembre de 1809, de 7 de octu- 
bre de 1805 y 28 <le mayo de 1803, y de; 
indicar que queda impuesto ser la voluntad' 
del Bey y de Su Santidad para que por un 
mapa exacto queden declaradas la extensión 
por una linea dsvisona de ese Obispado y Go-] 
bierno/opone las dificultades para llevar á 
cabo la demarcctción (2). El 21 de di- 
ciembre de 1809, Fray Hipólito Obispo de' 
Mainas, fundado en las respuestas del 
Gobernador, manifestó también que por 
entonces era impracticable la sobredicha de- 
miircación con los requisitos que le corres-] 
ponden. (3) En 23 de diciembre* de 1810] 
el Fiscal del Consejo de Indias á fin de que] 
tenga cumplimiento la Real voluntad opinaj 
que sépase copia délos documentos remitidos^ 
por el Obispo de Mainas aZ Virrey del Pe- 
rú, para quó éí^te decrete las providencias 
que considere más oportunas para la demar-^ 



(1) Documento 50. 

(2) Documento 61.— V. G. 

(3) Documento 52.— V. G. 
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*cación de aquel obispado, (1) En 9 de mayo 
de 1814 pretemle describir los puntos limí- 
trofes de su diócesis y al hablar de ello 
dice que esa denmrcación en luena parte era 
imaginaria (2) el Consejo de Indias en 19 
d© Junio de 1816, tomando en cuenta la 
falta de demarcación que no pudo llevar- 
la á cabo el Obispo, propone que debe 
tenerse por i3racticada esa demarcación, 
porque según el parecer de aquel "ningún 
Obispo de América podía tener tan bien 
demarcado sus terrenos como el de Mái- 
Das". (3) Sea de esto lo que fuere, basta 
tener en cuenta que el hecho de la demar- 
cación estaba en tela de juicio, y que no 
existe una resolución posterior del Monar- 
ca acerca de la opinión del Consejo. Para 
confirmar la falta de cumplimiento de la 
Cédula de 1802, el 27 de octubre de 1823 
el Ministro Collar dice que: "Entre lpá> 
expedientes que quedaron pendientes cuan-, 
do se suprimió el Consejo .... se remi- 
tió al de Ultramar con oficio de 4 de oc- 
tubre de 1820 el promovido sobre el fo- 
mento espiritual y teinporal de las Misio- 
nes de Mainas, y. no pudiendo dar curso 
sin ,gstos antecedente^' á- las exposiciones 
que en el. día se haii.hecho sobre el par-, 
tieular .^ . .bago iprescnte á Vuestra 
Excelencia para que si lo tuviese á bi-en y 
uo halla reparo, se sirva disponte que se' 
Ule devuelva el referido expediente al fin 
insinuado". ,{4) Lo que demuestra (jue el 
asunto de la dem.ircacióu i)ropuesta en- 
lire los demás acerca del Obispado de' 
Mainas, estaba todavía en tela dejuicio,» 
y xxf> obtuvo aúu una resolución de que se 



(1) Documento 63.-T-V. G. 

(2) Docnmento 60.— V. G. 
(8) l5ocuTneiito 69.— V. G. 

».(4) Docnmento 74.— V. G. 
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tenga por yerificada la delimitación,, corno- 
pretendía el Consejo para evitar Vos gastos de- 
una demarcación materiaL En 26 de di* 
ciembre de 1824 en carta dirigida por el 
Ministro Collar al Virrey del Perú, trata, 
de subsanar los inconvenieote^ de la im» 
posibilidad de llevar á cabo la demarca- 
ción, declarando corresponder al Obispo de 
Mainas, todo el territorio comprendido en 
los límites que con claridad cree se ex- 
presa en la Bula y Eeal Cédula de erec- 
ción y que procure dicho Prelado comunicar 
esta demarcación para que les conste, por 
cuyo medio se evitarán Zos inmensos gastos 
que se originarían de realizar materialmen- 
te la demarcación y deslinde por los medios 
que han propuesto el Gobernador interino ¡f 
el Bdo. Obispo. De todo lo cual se de- 
duce: 1^ Que para la erección del Obispa^ 
do y Comandancia se debía previamente 
demarcarse^ conforme con la Cédula y 
Bula de erección; 2^ Que hasta 26 de di- 
ciembre de 1824, fecha en la cual el go- 
bierno de la Metrópoli perdié ya su juris- 
dicción á causa de haberse consumado la 
Independencia de Colombia y el Perú^ 
se trató de subsanar loe inconvenientes- 
que se presentaron para dar cumplimiento 
á la Cédula de 1802,. h<asta el extremo de* 
X^retender dar por hecha la división que* 
la ley 10 del libro T, título II, exige para^ 
la erección de las Iglesias Metropolitanas- 
y Catedrales; que el Virrey del Perú mauK 
dó se practicara para dar cumplimiento & 
la Cédula de 1802, y que el Monarca mis* 
mo al comisionar al Obispo que haga esta* 
delimitación de acuerdo con el Goberna- 
dor, conoció lo necesario de esta solemni- 
dad para la fundación del Obispado y 
nueva Comandancia. Factum non dicitur 
doñee aliquid superest agendum. 3S Que la 
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•carta del Mimistro Gollar, do pudo dar 
•comieDzo á la esistencia del Obispado dí 
al de la Gomandancia; porque los inconye- 
nieotes se subsana.roD tarde, cuando ya 
-el Perú y Golombia habían consumado 
sa Independeucia; (1) y porque una carta 
•carece de fundamento para dispensar de lo 
•establecido por la ley citada y lo prescrito 
por las Gédulas de 3 de setiembre de 1803 
y las de 7 de octubre de 1805. Los Mi- 
nistros no tenían autoridad para derogar 
leyes. 4^ Que los pretendidos límites 
de la Gédula de 1802 no llegaron á ser 
limites del Virreinato del Pero. ¿Guál es 
la consecuencia jurídica de estos hechos, 
qne demuestran la falta de cumplimiento 
"de la Gédula de 1802? Vamos á verlo. — 
!E1 deber de dar cumplimiento á un man- 
dato subsiste, mientras dure la autoridad 
^el que manda; pero una vez concluida 
:aqaella, seria un despropósito pretender 
que surta efecto una autoridad que pasó 
Á la vida de la historia. Sería^ por lo 
mismo en extremo ala/rmante que el Beal 
Arbitro quisiese hoy exigir el cumpli- 
miento de una orden que fué desobedeci- 
da y no surtió efecto cuando la Monar- 
quía Española gobernaba estos territorios. 
La América entera se asomlroHa al ver al 
Bey de JSspaña exigiendo de pueblos 
«emancipados la sumisión á mandatos que 
IM)r no ser cumplidos ni ejecutados en la 
«época de la colonia no surtieron efecto 
:al^uno, y perdieron todo su valor. La 
Gédula de 1802 para el Perú fué, por 
•consiguiente^ ui/a mera expectativa que 
pasó y que no forma ni puede formar en 
ningún caso título de derechos adquiridos. 



(1) Faotnm non repntatar id quod non habuit eíeo- 
am. 
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Toda ley, como tal^ no produce sino me- 
ras expectativas, i)orque puede ser revoca-^ 
da por el legislador^ y es imposible con- 
siderar como derecho adquirido él derecho, 
como dice Merlín, que no produce sino 
tm acto revocable. La Cédula de 1802, 
fué una ley que jjudo y devió ser revo- 
cada á petición del Obispo de Mainas y 
por lo perjudicial que resultó para las mi- 
siones, las tentativas de la nueva erec- 
ción de la Comandancia y del Obispado^ 
fué una ley que sino derogada por el 
Monarca, fué rota por la emancipación 
política de estos pueblos latino america- 
nos, que dio término á la autoridad de 
España y por consiguiente á todos los 
preceptos emanados de ella; de suer- 
te que, la Cédula como ley no existe, 
desapareció junto con el poder de Espa- 
ña que ejercía en estos pueblos, y con ella, 
todas las expectativas que de esa Keaí 
Orden podían originarse. ¿Qué queda 
entonces de esa ley, que pueda servir de 
fundamento á las pretensiones de nues- 
tros adversarios? ¿Quedan acaso los he- 
chos consumados bajo el imperio de ellaf 
Ya hemos visto que toda ley no encie- 
rra sino gérmenes de derechos, gérmenes^ 
que según la expresión de Duvergier, no 
se desarrollan sino en virtud de aconteci- 
mientos ulteriores, esto es: de los hechos 
que expresan la ejecución ó el cumpli- 
miento de una ley, mediante los cuales 
la mera expectativa se convierte en de- 
recho adquirido; de modo que, la falta 
de cumplimiento que hemos demostrado,, 
prueba que la Cédula de 1802 no pro- 
dujo ningún derecho que puedan ejercer 
nuestros adversarios á pesar de encon- 
trarse bajo el imperio de una organización 
diversa. Fuera de propósito sería, si el 
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Perú quisiese presentar como prueba, he- 
chos que á lo más dieron origen á derechos 
personales, como el nombramiento de 
Obispo, etc., derechos que perecieron 
con los individuos que fueron beneficiados 
con ellos. Lo que necesita demostrar el 
Perú y que no lo podrá hacer, es que se 
llevaron á cabo las instituciones sociales 
prescritas por aquella Cédula, porque en 
nuestra contienda no nos ocupamos de 
los derechos del Obispo de Mainas, sino 
de los derechos del Perú y estos no pue- 
den ser los derechos personales sino los 
derechos sociales que traigan consigo 
nna prueba evidente de la segregación 
de territorio. 

Para concluir terminemos con la demos- 
tración de que las leyes en época de la 
colonia eran esencialmente revocables; y 
más revocables de lo que son las leyes, se- 
gún el espíritu de la legislación contem- 
poránea, y que, por lo mismo, la sola exis- 
tencia de un mandato de entonces no pue- 
de constituir un título de derecho adquiri- 
do. Olaro se está, que no hay legisla- 
ción ni ha habido en la cual la ley sea un 
acto irrevocable; pues no puede separarse 
el poder de hacer leyes del de reformar, 
dispensar ó derogarlas. En la legislación 
de Indias fuera de este derecho que tenía 
el Supremo Legislador, las autoridades lo- 
cales obligadas á dar cumplimiento, según 
la ley 10 del libro II, título II de la Reco- 
pilación de Indias, y los jueces podían opo- 
ner sil voto á la ejecución, por juzgar que 
las Oédulas ó despachos adolecían de los 
vicios de obrepción y subrepción, como 
puede verse en la ley 22 del libro y título 
citados, el cual debía proponerse al Sobe- 
rano para que lo resuelva. Las autoridades 
locales, como se ve en aquellas leyes, pa- 
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xa dar ejecución á un precepto tCBÍan has- 
ta cierto punto derecho de deliberar, lo 
cual hacía que estos mandatos sean toda- 
vía más revocables de lo que son las 
leyes según la legislación moderna; y por 
<;onsi guien te, que estén aquellos más lejos 
de formar títulos de derechos adquiridos 
de lo que están las leyes modernas. Y 
<5rece de punto esta observación, si echa- 
mos de ver el carácter eventual de la 
Oédula de 1802, que, como dijimos, en 
otro lugar, es un problema que está por 
resolverse si los ríos en los cuales se de- 
ben, según aquella Eeal Orden, fijar los 
puntos de la demarcación, son navegables 
ó no, y, por consiguiente si hubo ó no 
territorio para la erección que debía veri- 
ficarse. Aun en caso de que esos ríos fue- 
Tan navegables en alguna extensión, por 
el hecho de no ser conocido el hasta dón- 
de, esa falta de conocimiento da también 
lugar á la eventualidad de ser mayor ó 
menor el territorio que debía servir pa- 
ra la nueva Comandancia y Obispado de 
Mainas. Por consiguiente, no hay razón 
alguna para que la Cédula de 1802, que 
no fué cumplida, tenga el valor de títu- 
lo, en el en al pueda fundar hoy sus pre- 
tensiones el Perú. 

Eesumamos: 

A la Cédula de 1802 opone el Ecuador 
entre otras excepciones negativas las si- 
guientes; 1^ !Niega la extensión que el 
Perú quiere dar á esa Real Orden: T Nie- 
ga también que ella se baya cumplido; y 
que^ por consiguiente, aquel documento 
tenga el valor jurídico que debe tener pa- 
ra ofrecer el carácter de verdadera i)rue- 
ba. Y para juzgar jurídicamente del va- 
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e las piuebas con que trata el Perú 
iBtener la extensión y el valor jnrídi- 
) esa Cédula, hacemos las siguientes 
rvaciones: 1* Jus quaesitum fortius est 
i jus quaerendun; las pruebas que el 
L debe rendir para desvirtuar las Oédu- 
e erección y el derecho de más de tres 
sñj que no puede negarlo el Perú, y que 
el contrario lo acepta desde el mo- 
to en que alega segregación de terri- 
», esas pruebas deben ser fortius^ más 
íuyentesyde mayor valor jurídico que 
itulos en que funda el Ecuador su in- 
itible derecho; por consiguiente, basta 
sea dudosa para que aquella Cédula 
>nga la suficiente certeza y fuerza con- 
dnte, para que no pueda prestar me- 
en un juicio de la importancia del que 
>cupamo8:— 2* Que la Cédula de 1802 
abla sino áe jurisdicción milita/rj ecU- 
icaj no organiza sino la Comandancia 
Obispado; y por lo mismo, que siguió 
ndiendo Mainas y Quijos del Virrei- 

de Santa Fé y de la Audiencia de 
o en lo relativo á lo político, judicial y 
. Beal hacienda; por que si el !Monar- 
ubiese querido segregar también es- 
amos lo hubiera expresado, si voluiset 
)siset; y con tanta mayor razón cuanto 
por el defecto que notó Felipe IV de 
on cualquiera respuesta pretendían qu£ se 
aMa encargado aquellos negocios sobre 
3scrilianj en la ley 12 del libro II, 
3 I se ordena que expresamente debe 
erirse la autoridad, cargo ó jurisdic- 

A pesar de que, al Perú corresponde 
nieba, podemos citar muchos hechos 
corroboran nuestra negación. Cinco 
después de firmada la Cédula de 1802, 
insulta del Consejo de Indias se resol- 
[ue Dn. Bernardo Barquea prosiguiese £ 
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por 5 años en su Cargo de Corregidor d& 
AmbatOy para <]ue continúe en la mportan- 
tísima comisión del cultivo de la Canela^ 
y como la explotación pertenecía al ramo 
de la Keal Hacienda, puesto que forniaban 
el patrimimiu del Key y los fondos públi- 
cos, tenemos que este hecho prueba que 
la segregación no era en ese ramo. (1) En 
setiembre de 1806 aprobó el Rey el auxi- 
lio de diez y seis mil pesos enviados al 
gobernador de Mainas. (2) Don Miguel 
Cayetano Soler en la consulta del 8 de 
setiembre de 1819 que dirigió al Ministro 
de gracia y justicia dice: '^No habiendo 
en el Ministerio do Hacienda de Indias de 
mi cargo más noticia de la segregación de 

la Provincia de los Mainas que 

la que da el Virrey Dn. Antonio Amar en 
carta de 19 de Enero de esté año. . . ." (3) 
Lo cual no habría pasado si la segregación 
se hubiera hecho en elEamo de la real Ha- 
cienda. Que el gobierno de Mainas per- 
cíbía la renta de las cajas de Quito, lo da 
á entender el Memorial de Dn. Diego Cal- 
vo sobre que se trasladen á España 
17.500 pesos que tenía impuestos á réditos 
en las Cajas reales de Quito. (4) Estos y 
otros documentos más, citados por el Dr» 
Alvarez Arteta, ponen de manifiesto que 
Quijos y Mainas siguieron dependiendo 
del Virrey de Santa Pé y de la Audiencia 
de Quito en los ramos de hacienda, de ad- 
ministración y de justicia. 

3*. Que aun en el supuesto de que se 
hubieran segregado todos esos ramos, la 
segregación de servicios no implica segre- 
gación de territorio, como se ve en la ley 

(1) Alvarez Arteta. — Apuntes y documentos, p. 337. 

(2) Alvares Arteta. — Apuntes y documentos, p. 313.. 
Alvares Arteta. — Apuntes y documentos. 
Alvares Arteta. — Apuntes y documentos. 
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15 del libro 11, título 5^ de la E. de I., en 
la cnal el Corregidor de Arica, aimque era 
de la Audiencia de Lima debía cumplir 
con las órdenes del de Charcas; y por el 
coDtrario, el gobierno de Chile, á pesar 
de que formaba parte del Virreinato del 
Perú era independiente en lo administra- 
tivo de aquel Virrey. 

i\ Aun suponiendo gratuitamente este 
hecho, queda por ventilarse si los ríos en 
los cuales, según la Cédula, debían fijarse 
lofl puntos de demarcación, eran ó no na- 
vegables y hasta dónde. 

5*. Si todavía concedemos esta cuestión 
de hecho, de la" cual no puede prescindir 
el Arbitro, nos queda el argumento sobre 
el valor jurídico de la Cédula, que demues- 
tra, que aquella no pudo tener el carácter 
de título por no haberse cumplido en lo 
sustancial de ella, y aunque se hubiere 
cumplido esta Cédula, fue rota por el tra- 
tado de 1829, de lo cual nos ocuparemos 
©u las siguientes cuestiones. 



TERCERA PARTE 



Época de la Independencia 



En la segunda parte nos hemos ocupado 
de los límites coloniales para en esta po- 
der designar la línea geográfica que, con- 
forme al tratado de 1829 debe separar 
á las dos Bepúblicas. Allí hemos fijado 
cuáles fueron los límites de la Audiencia 
de Quito en las distintas evoluciones so- 
ciales por las que hubo de pasar en época 
de la colonia; aquí nos toca determinar á 
cuál de los límites (caso de que hubieran 
sido distintas las demarcaciones de la 
erección de las Audiencias y las de la Cé- 
dula de 1802) se refiere este tratado, que 
Birve de base en la actual controversia. 

Digno de notarse es, que los Monarcas 
de España unánimemente hasta el año de 
1802, conservaron inalterables las demar- 
caciones que les dio Francisco Pizarro y 
que los Soberanos hubieron de reconocer 
en las Cédulas de erección; mientras que 



— no- 
el Yirreinato del Perú ^^perdió aqueUa ex- 
tendón que tuvo d principios de la conquis" 
ta; pues en el año de 1717 se le segregaron 
las provincias de Quito por el N.y y en 
1778 por el S. las más ricas y dilatadas que 
formaron el nueoo Virreinato del rio de la 
Plata^\ (1) También hemos visto que la 
Oédala de 1802 no alteró la demarcación 
de la Audiencia de Qnito; pero como 
nuestros adversarios sostienen lo contra- 
rio, debemos ocuparnos del tratado de 
1829 en ambos supuestos para combatirlos 
basta en su último reducto. 

Hay una cuestión previa, por la que, de- 
bemos dar comienzo al estudio de este 
tratado de paz, y es la tesis con la cual el 
seSor Pardo Barreda se propone demos- 
trar que no se convino en ningún punto 
de demarcación. 



|h derto qne en el tratado de 1829 no se 
estipulé ningún punto de demareaeién ? 

Bl defensor del Perú, con el fin de des- 
virtuar el alcance de este nuestro título, 
sienta una tesis extraña y contraria al 
sentido literal de este tratado, al objeto 
de él y los intereses de las partes que lo 
suscribieron. '^En el tratado de 1829, dice, 
no se estipuló ningún punto de demarca- 
ción'', ^fljó sólo el principio conforme al 
cual debían resolverse los límites; pero 
jamás se alegó que ese tratado hubiese 

(1) **m Tiafero UniTersar' tomaaOi carta 338. 
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resuelto la geodésica designación de la, 
línea como se ha dicho después". jS^ fi- 
jó sólo un pricipio conforme al cual debían 
resolverse los límites, de suerte que, son 
indiferentes á este tratado, cualesquiera 
de las demarcaciones que Jos antiguos Vi- 
rreinatos del Pera y Nueva Granada tu- 
vieron en tiempo de la Oólonia? Si te- 
nemos en cuenta que un principio es una, 
regla general, que comprende muchoa 
casos, veremos que éste y no otro es el sig- 
nificado que el Sr. Pardo pretende dar á 
su tesis. 

Oon el convenio de paz en la ma- 
no preguntemos, ¿cuáles son los lími- 
tes que según él deben separar á las Re- 
públicas beligerantes? y en el artículo 5® 
encontraremos expresamente la respuesta 
qué, pone de manifiesto la falsedad de ló, 
aseverado por el señor Pardo; porque ahí 
se señala como límites de las dos Repúbli- 
cas los mismos que tercian ANTES de su Inde- 
pendencia los antiguos Virreinatos ¿le Nueva 
Granada y el Perú. Si esto no se llama 
estipular una línea de demarcación no 
sabemos qué puede llamairse. Ya hemos 
visto que el Virreinato de Santa Fé en 
1717, año de su fundación, así como el 
año de su restablecimiento, por el Sur con- 
servó la misma demarcación; y que, aun la 
de 1802 no menoscabó el 'territorio como, 
se. pretende. Los peruanos no pueden, 
sostener más que la existencia de dos lí-* 
neas: la anterior á la Cédula de 1802 y la fi-] 
jai^aporestaRealOrden, cuyos términos de- 
bíq!p ser entonces, los mismos que tenían los, 
Viifreinato^ del Perú y Santa Fé al tiempo] 
de la Independencia. Luego al designar, 
coma línea de demarcación laque tuvier 
ron los antiguos Virreinatos antes de la ' 
Independencia, excluyei este tratado la íí- 
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nea que, según Cédala de 1802 (en el 
gratuito supuesto <le que segregara terri- 
torioM) separaba á los Virreinatos de la Nue- 
rá Granada y el Perú en Agosto de 1809, 
m'que estalló la revolución de Quitó. Ex- 
cluida, como queda, esta línea no resta 
otra, que la única de la erección del 
Virreinato de Santa Fé y de la Audiencia 
de Quito. Hay más, para combatir late- 
sis del señor Pardo Barreda, basta leer el 
artículo 6** del tratado en cuestión, en el' 
que se prescribe, que la línea dMa comen- 
zar á trazarse por los comisionados desde 
drio Túnibezen el Pacífico; y como según 
el mismo señor Pardo ambas partes están 
de acuerdo en que el Macará es el ter- 
minó de los corregimientos de Piura y 
Loja; tenemos cuál debe ser la línea defl- 
flitiva del interior y costa de las Eepú- 
Wicas contrincantes. ¿Y esfo no es se- 
ñalar puntos de demarcación? Si 

algún valor hubiese tenido la Cédula de' 
1803, si la segregación del Gobierno de' 
Guayaquil hul)iera sido absoluta, como se 
pretende, á pesar del testimonio de la cé- 
dula de 1819, bastaba el hecho de que el 
tratado de 1829 pone el término de nues- 
tfaEepública en el ríóTúmbez, para que' 
las pretensiones fundadas en la Cédula de 
1803 no tengan valor en nuestro litigio,' 
para que por estipulación posterior* 
se considere rota aquella Real Orden. (1) 
Y en cuanto á lá línea que debe sepa- 
rar nuestra región oriental de la región 
del Perú, hemos dicho y sostendremos que,' 
según el* tratado de 1829 es la línea que' 
separaba la Audi<3ncia de Lima de la de 
•Qiíito, lo cual hemos de poner de mahi-* 

(1) Véase lo que acerca de esta Cédula decrmo«< en * 
la aeganda paite al tratar . de Túmbez, . Gaayaquil y / 
Jaén. 
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flesto con la exposición de los anteceden- 
tes de este tratado y con el análisis de su 
tenor literal; pues no necesitamos de más^ 
para que nuestros reclamos alcancen jus- 
ticia hasta en la China. Por consiguien- 
tCy si la Cédula de 1802 segrega territorios 
y da otra demarcación de la estipulada en 
el tratado de paz, aquella también quedó 
rota y sin valor en nuestro litigio, porque 
esos derechos fueron innovados por esta 
convenio. 

Para desvirtuar el valor de las bases 
presentadas por el señor Larrea Loredo 
en la tercera conferencia, dice el señor 
Pardo, que el Plenipotenciario del Perú só- 
lo habló de cuál era la línea que á su juicio 
separaba á los Virreinatos de Lima y 
Nueva Granada; que dio solamente su 
opinión sobre cual era aquella línea y na» 
da más. Basta^ para impugnar al Defen- 
sor del Perú, que tengamos presen- 
te, que si aquella indicación del señor La- 
rrea hubiese sido una opinión de él, nada te^ 
nía que ver con el tratado de 1829, y no hu- 
biera fijurado por escrito entre los argu- 
mentos presentados por el Plenipotencia- 
rio del Perú para sostener los intereses de 
su Patria La tercera conferencia para 
cualquiera, contiene las observaciones que 
el señor Larrea Loredo, representante de 
los derechos del Perú hizo á los artíoulosr 
relativos á los límites de las dos Bepúblicas^ 
y, por lo mismo, demuestran cuáles eran 
entonces las exigencias de aquella Bepú- 
blica y cuál la controversia á la que pa- 
80 fin el tratado de 1829. Todo convenio 
es un acuerdo que pone término á los in- 
tereses contrapuestos de las partes contra- 
tantes. Esto que puede aplicarse á todo 
contrato, porque todo convenio nace de la 
luchado intereses délas partes, que han- 
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llegado á establecer un equilibrio, que 
han llegado á encontrar mutuas con- 
veniencias en la ejecución del conve- 
nio, esto tiene un doble motivo en 
los tratados de paz, pues ellos se llevan á 
cabo para poner término á la guerra 
dando fin á los intereses contrapuestos de 
las potencias veligerantes. Para llegar á 
un acuerdo se discute, cada una de las par- 
tes procura el triunfo de sus intereses, y 
los argumentos y observaciones que adu- 
cen, prueban los derechos que se contro- 
vierten y fijan el objeto y extensión 
del convenio. Por consiguiente, las 
observaciones que el Plenipotenciario 
del Perú hizo á los artículos relativos d 
los limites de las dos Repúblicas no son 
extrañas, como se pretende, al trata- 
do de 1829. Eedactados en la segun- 
da conferencia loa artículos 5**, 6** y 7** del 
convenio, el Plenipotenciario del Perú ofre- 
ció tomarlos en consideración para ezpresa/r 
su opinión, luego que se renueve la confe- 
rencia. Beanudada la discusión, en la ter- 
cera conferencia, expresó '^que bien medi- 
tados los artículos relativos á límites de 
las dos Bepúblicas, con la última persua- 
ción do que sometidos á la deliberación 
de una comisión compuesta de subditos de 
los dos gobiernos, como lo propuso en la 
anterior, ni era decoroso á ellos, ni menos 
tendía á terminar definitivamente las di- 
sensiones que se suscitarían sin cesar en lo 
venidero, por cuanto dejaba esta intere- 
sante cuestión en statu quo y sin la menor 
esperanza de que los comisionados al efec- 
to, ni el arbitro extranjero fueran capaces 
de comprenderla y concluirla'^ Gomo se 
se ve, el Plenipotenciario del Perú impugnó 
los artículos relativos á los límites de las do» 
!RepúhlicaSf porque juzgaba que ellos deja- 

9 



— 124 — 

1)811 en statii qiio esta interesante cuestión; 
pero que ]sk üjprohsíba persuadido délos de- 
rechos de stí goMerno, así como de la uti- 
lidad y conveniencia que resultaba á aquel de 
la medida de someter el asunto á la delibe- 
ración de una comisión compuesta de 
subditos de las dos naciones. 

"Igualmente observó, dice el citado 
Protocolo hablando del señor Larrea y Lo- 
redo, que debiendo partir las operaciones 
de los comisionados de la base establecida^ 
de que la línea divisoria de los dos Esta- 
dos es la misma que regía cuando se nom- 
braron Virreinatos de Lima y Nueva 
Granada antes de su independencia, po- 
dían principiar éstas por el río Túmbez, 
lomando de él una diagonal hasta el Ohin- 
chipe y continuar con sus aguas hasta el 
Marañón que es el límite natural y marca- 
do entre los territorios de ambos y el mis- 
mo que señalan todas las cartas geográfí- 
-cas antiguas y modernas". Como se ve, 
el señor Larrea y Loredo alega, raciocina, 
discute sobre el derecho del Peni, hasta las 
márgenes del Amazonas, no sólo porque 
este lío es el limite natural y marcado en- 
tre los territorios de ambas Eepúblicas (ar- 
gumento de equidad y conveniencia) sino 
también porque todas las cartas antiguas y 
modernas ponen ese límite (argumento de 
derecho). Y al concretar de este modo el 
terreno de la controversia, comienza por 
reconocer el indiscutible derecho de Co- 
lombia en la margen opuesta delMara« 
ñon; reconocimiento que demuestra que 
las plartes estaban de acuerdo, en el trata- 
do de 1829, en este punto, y que este con- 
venio comenzó por el explícito reconoci- 
miehto de ese derecho. ISo importa qué 
la línea propuesta por el seuor Larrea y 
Loredo no haya sido aceptada por el Nego^ 
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mdor de Colombia, porque eso quiere decir 
únicamente, que esta República axi^ia mu- 
cho más dt^ la oferta que hizo el Eepreseu- 
íante del Perú, que Oolombia no consentía 
ni pudo consentir en esa demarcación, y 
que el Perú para llegar al tratado de 1829 
Jebió de ceder algo de lo que enton- 
ces pretendía; pero querer Fundarso en es- 
te tratado para colocar la línea divisoria 
<^i) la cima de los Andes, es dar á ese con- 
trato un alcance que no tuvo ni pudo te- 
ntar según la intención de las partes con- 
tratantes. ContrdcUis non debet operari 
^Ura intentiomm agentium, querer supo- 
ner consentimiento mutuo, donde por una 
parte, (la del Perú), no hubo ni siquiera 
interés y por consiguiente disputa, y por 
otra, la de Colombia, hubo oposición hasta 
para que se fijara la línea en el río de 
Orellana, es poner conseutimiento donde 
no hubo ni siquiera idea y asentimiento 
donde por el contrario hubo oposición; esto 
es lo absurdo, esto lo incompatible con el 
espíritu y tenor literal del tratado en cues- 
tión. El señor Larrea y Loredo al propo- 
ner como límite en la zona oriental el 
Amazonas ni siquiera lo hizo como quien 
señalaba una línea á pesar de que el límite 
de su derecho se encuentra más allá, como 
quien con esto hacía una concesión, como 
ihabría sido, si el Representante del Pei*ú 
hubiese dicho: "A pesar de que el límite 
natural está en la cima de los Andes, y á 
pesar de que esta línea de dem^'rcación, en 
todas las cartas antiguas y modernas, á 
pesar de todo esto accedo, propongo el 
Amazonas como límite entre las dos Be- 
públicas"; pero como en vez de una conce- 
sión alega un derecho, tenemos que, proce- 
diendo como debía de proceder el Bepre- 
csentante del Perú conforme con las ins- 
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trücciones de su Gobierno^ la margeii' 
meridional del Marañón era lo único que 
pretendían nuestros adversarios, y que 
por lo mismo el tratado de 1829 eomen- 
zó por el reconocimiento de los derechos 
de Oolombia en los territorios de la mar^ 
gen setentrional de ese río (1) y que la 
línea que acordaron los dos Gobiernos^ 
debemos buscarla en la margen austral 
que fué el objeto de la controversia. Pa- 
ra defender el territorio bañado por los 
ríos: Morona^ Pastaza, Ñapo, Putumayo y 
Oaquetá, etc., nuestra Bepública cuenta 
con el mejor de los títulos, el reconoci- 
miento de sus derechos por la parte contra- 
ria. Veamos ahora si el Ecuador puede 
según este tratado exigir la devolución 
de los territorios bañados por el Guallaga,, 
Ucayali, Yaraví, es decir, si el tratado 
de 1829, le da derecho á esto. 



II 

Según los anteeedent«8, ¿eoál es la línea divi* 
soría qne se estípnló en el tratado de 1829? 

Los hechos que dan origen ó que prece- 
den ár un contrato son importantes para 
la interpretación de él; porque dan á co- 

(1) Propiedad de las dispatas acerca de la detnaTo»- 
oión és coraenEa^ por reconocer los derechos de la par^ 
te contraria en el territorio no disputado; puesto qae- 
cad»una de las partes sostiene qne la propiedad del: 
oodftrario se extiende únicamente hasta tal pnnto v 
qne desde ahí le corresponde: de modo qne el teiri» 
torio comprendido entre las líneas tracadas por amba»- 
partes foi^a el objeto de la dispata. 
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«locer el objeto ó fin que se propusieron 
las partes al celebrarlo y cuál es, por lo 
mismo, el alcauce de una estipulación. 
Finü actus est expectandus ut contrarium 
mi operetur. 

"La Eepública de Colombia y la Eepú- 
blica del Perú, dice el tratado de 1829» 
deseando sinceramente poner término á 
la guerra han con- 
venido en los artículos siguientes"; de 
^odo que ségun esto, las causas de la gue- 
rra debieron servir de base á las condicio- 
nes de la paz, pero de una paz definitiva, 
como lo manifiestan las palabras citadas, 
^n las cuales se expresan la intención de 
^asaltas partes contratantes. 

Entre otras, una de las causas de la gue- 
í^a de 1828 fué la discusión sobre la pro- 
Piedad de Jaén y de una parte de Mainas; 
X^or consiguiente, para poner término á la 
lucha debieron removerlas, declarando 
^1 derecho de una de las potencias beli- 
gerantes (de la vencedora) en loa terri- 
torios disputados. Dejar esa controver- 
sia in estatu quoj no era terminar definid 
divamente las discusiones que podían suscitar- 
^ en lo venidero, era no poner término á 
3os motivos de la guerra; era no llenar el 
objeto que se propusieron las altas partes 
contratantes, lo cual no puede aceptarse 
simplemente bajo la palabra de los defen- 
sores del Perú; y con tanta mayor razón 
cuanto que, por ser la línea conocida por 
ambas naciones, por estar resuelta la con- 
troversia estipularon la inmediata ejecu- 
ción del contrato, según consta de los artí- 
culos 6® y 7**. de este tratado, conforme al 
cual los comisionados quedaban sólo con 
la facultad de hacer pequeñas concesiones 
de la línea estipulada, á fin de que esta sea 
ia más natural, exacta y capaz de evitar conir 
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petendas y disgustos entre las autoridades y 
habitantes de las fronteras. La Comisión^ 
no fué el arbitro que debía resolver 
cuál era la línea que separaban los antiguos 
Virreinatos antes de su Independenda, por 
que las operaciones de los comisionados 
de las dos Bepúblicas eran puramente ma- 
teriales: á recorrer la línea y examinar las 
conveniencias i)ara hacer las variaciones^ 
y no el estudio de títulos, como debían 
hacerlo, caso de que á ellos se les hubiera 
dejado la resolución de un punto de dere- 
cho. Todo lo cual manifiesta que la línea 
estipulada era conocida, y que en el con- 
trato dieron por terminada la controver- 
sia. Por consiguiente, á su Majestad el 
Eey de España no le corresponde dirimir 
una contienda que fué resuelta por el tra- 
tado de 1829, como lo comprueban el he- 
cho de haber señalado como límite de las 
dos Eepúblicas, los mismos que tenían los 
antiguos Virreinatos de Nueva Granada y 
del Perú antes de su independencia^ como 
lo demuestran también el objeto del tra- 
tado de paz y la inmediata ejecución que 
debió darse á lo estipulado en tal contrato; 
al Arbitro le corresponde únicamente or- 
denar el cumplimiento de este tratado y 
resolverlas variaciones convenientes que 
deben hacerse en la línea estipulada. 

Ahora veamos si por los antecedentes 
que motivaron la guerra y el triunfo de Co- 
lombia en los campos de Tarqui, pudieron 
convenir las altas partes contratantes en 
una demarcación que perjudicara las pre- 
tensiones del pueblo vencedor, hasta el 
extremo de hacerle ceder no sólo aquello 
que fué objeto de la disputa, sino también 
el territorio, cuyos derechos fueron reco^ 
nocidos entonces por la vecina Bepública 
del Sur. Guando los i)ueblos recurren á las 
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armas para obtener justicia, cuando tra- 
tan de reivindicar sns derechos por la fuer- 
za, como los Estados no reconocen un 
juez supremo que dirima sus contien- 
das ni existe una fuerza que los compe- 
la al cumpliemento de sus obligaciones, 
cada nación recurre al supremo de los tri- 
bunales que es la guerra, y ésta pone en 
posesión del derecho al vencedor, sin otro 
recurso que la generosidad de aquel que, 
con el poder de la fuerza puede abusar de 
la victoria. 

Toflo contrato se forma del concurso 
real de las dos voluntades; y en los tra- 
tados de paz, para buscar el sentido y 
alcance de ellos, debemos tener en cuen- 
ta que la misión del vencedor es imponer 
y la del vencido ceder á trueque de evitar 
males mayores; pero decir que en el tra- 
tado de 1829, Colombia vencedora se obli- 
gó no sólo á ceder en favor del Perú, 
aquello que fué objeto de la disputa, si- 
no también toda la extensión territo- 
rial que se supone fué segregada por la 
Cédula de 1802, es el colmo de las falsas é 
infundadas aseveraciones de nuestros ad- 
versarios. 

La acción de la voluntad nada tiene de 
indeterminada, ella se mueve por algo 
que está en la esfera de sus conocimien- 
tos, porque el consentimiento jamás se 
origina de lo desconocido ó ignorado. 
Bien sea que nuestros vecinos del Sur no 
conocieron entonces la cédula de 1802 ó 
que no juzgaron que aquella podía ser un 
argumento en pro de sus derechos, lo cier- 
to es que el Perú no alegó esta Cédula si- 
no muchos años después de suscrito el tra- 
tado de 1829, (1) es decir, cuando ambas 



(1) El año de 1853. 
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partes, por mutuo consentimiento, señala- 
ron como límites de las dos Eepúblicas los 
mismos que tenían los antiguos Virreinatos 
del Perú y Nueva Granada antes de su Inde- 
pendencia. Aunque hubieran descubierto 
cien Cédulas en Moyobamba que satisfa- 
gan los intereses del Peni, habría sido de- 
masiado tarde, cuando aquellas no pue- 
den tener el valor de argumentos, porque 
la controversia quedó concluida, cuando 
no pueden servir de base á una estipula- 
ción consumada. Actio semel extinta non 
reviviscet. ¿A dónde iríamos si á i)retexto 
de nuevos títulos se quisiera objetar con- 
troversias que terminaron, juicios que se 
concluyeron? ¿Qué seguridad tendríamos 
si los contratos se pudieron no más rom- 
per y destruirlos derechos y obligaciones 
que de ellos nacen para dar vida á de- 
rechos abdicados? Ni el objeto del tratado 
de paz ni su tenor literal, ni el triunfo de 
Colombia, ni las pretensiones que sostuvo 
del Perú, dan cabida á la Cédula de 1802 
en el tratado de 1829; por consiguiente, 
mal hacen en creer que si Colombia triun- 
fó en los campos de batalla, el Perú salió 
victorioso en el terreno de la diplomacia; 
porque, la Cédula de 1802, repetimos, de 
ningún moao puede tener cabida en el 
tratado de paz; como lo hemos visto y se- 
guiremos demostrando. 

Otro de los antecedentes que debemos 
tomar en cuenta, es el tratado, Galdeano 
Mosque ra que fijó por límites de las dos 
Eepúblicas los mismos que tenían los ex Vi- 
rreinatos en el año de 1809, el cual fué im- 
pugnado por Colombia (1) como más tarde 
lo declaró el Ministro de Relaciones Exte- 
riores, Sr. Estanislao Vergara, en nota de 



(1) Documento 107.— V. G. 
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22 de Mayo de 1828, porque no habiendo 
convenido en una demarcación capaz de evi- 
tar toda disputa y controversia en lo sucesivo, 
ni oMigddose expresamente elPerúála devolu- 
ción del territorio de Jaén y parte de Mainas, 
él Congreso se vio en la necesidad de desapro- 
barlo. (1) De modo que este tratado para 
Oolombia contenía proposiciones inacep- 
tables. En el tratado de Jirón se desig- 
nó nuevamente como límites de los dos 
Estados, los del Perú y Nueva Granada de 
Agosto de 1809, sin tener en cuenta que 
fue declarada tal proposición inaceptable 
por el Congreso, el Supremo de los Pode- 
res, en el tratado anterior; mas lo digno 
de notarse en esto, es que el Perú conside- 
ró esta demarcación como contraria á sus 
derechos. "Y á qué Nación, decía el Pre- 
sidente en su Manifiesto sobre el tratado 
de Jirón (2), se ha jamás exigido la cesión 
de una parte de su territorio, rompiendo 
eruelmente los lazos que unen á los habi- 
tantes con el resto de sus conciudadanos, 
con quienes ha vivido bajo una misma fe 
política y en mancomunidad de derechos é 
interesesl'^ De modo que esta demarca- 
ción no podía proponerla el Perú por con- 
siderarla contraria á sus intereses ni con- 
sentirla Colombia por ser para ella una 
proposición inaceptable. Y como nues- 
tros adversarios sostienen que la Cé- 
dula de 1802 no fue modificada por 
ninguna resolución posterior, en el su- 
puesto de que aquella tuviese el alcan- 
ée y valor jurídico que se le atribuye, 
tenemos que esta Cédula fue impugnada 
por ambas partes, por cuanto la demarca- 
ción de 1802, fue expresamente recha- 



(1) Documento 110.— V. G. 

(2) Documento 110.— V. G. 
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zada por ellas, como contraria á los intere^- 
ses de ambos gobiernos. Y en esto estu- 
vieron acordes las dos partes hasta el mo- 
mento de celebrarse el tratado definitivo 
como se ve en la segunda conferepcia, en 
la cual el Plenipotenciario de Oolombia 
se felicita porque el gobierno del Perú ha 
consentido en fijar como límites de los Es- 
tados los de los antiguos Virreinatos de 
Santa Fe y Lima, como lo manifiesta el tra- 
tado de limites que suscribió, prescindiendo 
de lo que se estipuló en Tarqiii; de suerte 
que arabas partes estaban acordes en re- 
chazar este tratado preliminar como con- 
trario á los intereses de sus respectivos go- 
biernos. Y como aproiare quis non potes 
quod semel impugnavit; y como no podían 
aprobar aquello que estaban impugnando, 
tenemos que^probar la demarcación de 
1809 es desaprobar la Cédula de 1802. 
Luego la Cédula de 1802, no tiene cabida 
en el tratado de 1829, por ser contraria á 
los derechos reconocidos entonces por el 
Perú, y porque fue rechazada, en ese tra- 
tado, según lo acabamos de ver. 



III 

« 

Según el tenor literal ¿enál es la línea dirisorfa 
estipulada en el tratado de 1829? 

Es un principio jurídico del cual debe- 
mos partir para hacer la exegesis de una 
frase ó un discurso, que se x>resume que 
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la^ palabras con qne se expresan un pensa- 
miento, nna idea, etc. se han empleado en 
sentido natural^ y que, en tanto se debe 
aceptarse otro, en cnanto haya razo- 
oes que modifiquen la acepción usual y 
corriente de aquellas palabras; porque no 
86lo cuado necesitamos dar á conocer 
nuestros pensamientos debemos emplear 
palabras cuyos significados se conformen 
Con nuestras ideas y afectos, para que 
aquellas personas á quienes nos dirigimos 
Do entiendan lo contrario de lo que trata- 
mos de comunicar á nuestros semejantes; 
sino también, cuando deseamos saber lo 
que otro habla ó escribe, debemos confor- 
mar los conceptos adquiridos con el sig- 
niificado de las palabras que emplean, 
para hacernos penetrar en la oscuridad del 
pensamiento y en la profundidad de los 
afectos. Por consiguiente, para conocer 
en el tratado de 1829, la voluntad de las 
altas partes contratantes, es necesario 
que nos conformemos con el sentido obvio 
y natural de las palabras que aquellas 
emplearon. Los contratos como actosserio» 
Xio admiten énfasis ni erouías, y de- 
ten ser la expresión de la sinceridad y 
iDuena fé de las partes; por consiguien- 
te, lejos de ellos las ficciones del idioma. 
Oomparaciones, metáforas, etc., no tienen 
cabida en los convenios; porque ahí se 
trata de hechos, de objetos, que por per- 
tenecer al orden sensible tienen sus nom- 
T3re8 propios. 

Sentados estos principios, pasemos á fi- 
jar el sentido del artículo V del tratado 
de ]829, para deducir de él cuál línea fué 
la estipulada por los gobiernos, al decir: 
''Ambas partes reconocen por límites de 
sus respectivos territorios, los mismos que 
tenían antes de su independencia los anti- 
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ífuos Virreinatos de Nueva Granada y el 
Perú". Este es todo el punto de la con- 
troversia. 

El quid de la cuestión está en saber á 
cuál de las evoluciones de los Virreinatos 
del Perú y Nueva Granada se refiere nues- 
tro tratado, para de conformidad con los 
títulos coloniales, deducir la demarcación 
estipulada. Ya hemos dicho que el Vi- 
rreinato del Perú desde su fundación has- 
ta el Virreinato de Santa Fé, es decir has- 
ta el año de 1717, en que Quito formaba 
parte de aquel, se extendió por la costa 
hacia el norte hasta el puerto de la Buena- 
ventura inclusive y por tierra adentro d 
Pasto, Popayán, Cali, Buga, Champanchi- 
ca y Guarchicona. Pero ni de esta demar- 
cación ni de la que tuvo cuando se extin- 
guió el Virreinato de Nueva Granada, se 
ocupa el tratado, porque al hablar de los 
dos Virreinatos se refiere á la época en que 
ellos existieron juntamente. Según Cé- 
dulas citadas, el Virreinato del Perú desde 
1717 hasta 1722 tenía por límite Norte el 
de la Audiencia de Lima; Paita, Piura, 
Oajamarca, Chachapoyas, Moyobamba y 
Motilones; en 1740, segregados nueva- 
mente los territorios de la Audiencia de 
Quito para el restablecimiento del Virrei- 
nato de Santa Fé subsistió la demarca- 
ción anterior; y en 1802, en el gratuito 
supuesto de que la Cédula de este año 
tuviere el alcance y valor jurídico que sos- 
tienen nuestros contrarios, tendríamos 
una nueva delimitación; de suerte que, en 
nuestra contienda acerca de límites, hubie- 
ra un verdadero dilema: ó la línea que se- 
paraba los dos Virreinatos desde 1717 
hasta 1722 y desde 1740 hasta 1802; ó la 
que dividía los dos gobiernos desde esta 
^ño hasta el momento de la Independencia. 
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Ter consiguiente, si según el contexto 
del tratado aparece excluida una de estas 
demarcaciones, la estipulación recae nece- 
sariamente sobre la otra línea. Aunque 
al examinar los antecedentes bemos re- 
suelto esta cuestión, con todo, insistimos 
nuevamente, como si no tuviéramos cono- 
eimiento de ellos, fundados en el sentido 
obvio y natural del artículo V del tratado. 
Lo que aparece expresamente en el con- 
trato es, que los dos gobiernos convinieron 
en fijar como límites de los dos Estados, 
líos límites que tenían los antiguos Virrei- 
natos del Perú y Nueva Granada antes de 
su Independencia. Dos son las palabra» 
que compendian nuestra cuestión, y que 
indican la época á la que se refieren las 
partes, al aceptar como límites de las dos 
GBepúblicas, los límites coloniales: la voz 
^^T£S y el calificativo antiguos. Antes 
denota prioridad de lugar ó tiempo y es- 
tablece, ]>or lo mismo una verdadera an- 
títesis entre lo que se verifica en el lugar 
6 tiempo á que se refiere la acción del 
verbo, y lo que acontece en el tiempo 6 
lugar designados en la frase; de modo que, 
esta palaba es un nexo de afirmaciones y 
negaciones^ que expresan ideas entera- 
mente contrarías. Así, cuando digo; an- 
tes de almuerzo hago ejercicio, afirmo que 
etro es el tiempo que empleo en pasear y 
otro en alimentarme: que cuando hago 
ejereicio aun no tomo el sustento y cuan- 
ñ& acontece lo segundo ya ha terminado 
lo primero. Antes que tú vinieses llegó 
Juan; el acto de llegar de Juan pasó ya 
cuando vino Diego, y que cuando vino 
aquél no había llegado éste. Y así, antes 
de Y tn^l memento de^ «on dos cosas ente» 
ram^nte contraria^,, que las confunde el 
señor Barreda, al tomái? lo utío por lo otK^ 
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en 1a interpretación del tratado de 1829, 
-el cual dice: "Ambas partes reconocen por 
límites de sus territorios los mismos que 
4;enían antes de la Independencia los an- 
tiguos Virreinatos de Nueva granada y el 
Perú". El señor Pardo, en su afán de hacer 
triunfar los derechos de su Patria, comien- 
za por cambiar antes por en el momento de 
la Independencia^ estableciendo una gra- 
tuita identidad entre los dos extremos de 
la antítesis. Glaro se está que, si el Sr. 
Pardo no hubiera recurrido al arbitrio 
de cambiar estas palabras, no habría podi- 
do fundar la defensa de los derechos del 
Perú en este tratado; mas nosotros 
para rebatirlo, no necesitamos sino contes- 
tarle, que si borramos los antecedentes del 
convenio, si borramos las palabras que 
sintetizan la intención de las altas partes 
contratantes para sustituirlas con otras 
que tienen significado contrario, ya pode- 
mos de este modo convertir al Perú en 
acreedor de la Gran Colombia (1); pero si 
tomamos el contrato tal cual está, á la Nar 
-ción vecina no le queda otra cosa que en- 
tregar al Ecuador los territorios que está 
en posesión y cumplir honradamente con 
todas las demás obligaciones del tratado 
de 1829, sobre todo con el pago de I09 
millones que adeuda. 

De dónde nos sacan, se dirá, que por 
decir antes deja ind^endencia ya se refíe- 
xe á la demarcación que los Virreinatos 
tuvieron antes de 1802, cuando basta para 
que exista prioridad que medie una hora, 



(t) El Perú no 861o debe territorios al Eonador (art • 
V, VI) sino qae no ha pagado todavía los miUones qae 
•debe á la Gran Colombia, y por oonsigaiente, al Ecua- 
dor, Colombia, y Venezuela, obligación que consta de 
los étti. X y XI del tratado de 1829. 
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basta un minuto. Verdad; pero nosotros 
deducimos esto, de que excluidos en el con- 
trato como quedan los límites que tenían 
los Virreinatos, el momento de la indepen- 
dencia, tenemos que aceptar la demarcación 
anteriora la Cédula de 1802 (1); porque 
como hemos visto ya, nuestra cuestión es 
nn dilema. En la historia de estos Vi- 
rreinatos no pueden inponerse sino dos de- 
marcaciones: la que desde 1717 hasta 1802 
separó á estas colonias; y la que desde este 
año hasta el momento de la independen- 
cia regía. lío aceptaron la segunda, lue- 
go se convinieron con la primera. 

Ko es esto el todo, la palabra antes en 
«1 tratado no sólo indica una prioridad, 
sino una prioridad que se refiere á remo- 
tos tiempos^ como lo manifiesta el califi- 
cativo antiguos^ que se da en el convenio 
S los Virreinatos del Perú y Nueva Gra- 
nada. 

Antiguo, en su acepción vulgar, expre- 
sa lo que existió en tiempo remoto; de mo- 
do que, entre la. época de la Independen- 
cia y de los Virreinatos que deben deter- 
minar la demarcación acordada, es nece- 
sario que medie tanto, que podamos decir 
que aquello fué en época inmemorial -án- 
tiqtium voca/riy dice Carie vario, quod ezedit 
vivorum memoriam^ es necesario que haya 
transcurrido tanto tiempo que sea imposi- 
ble acreditar con testigos el hecho que se 
itrata de calificar con este epíteto; es nece- 
sario, dice García Saiavedra, que no se en- 
cnentre uno, ni sea posible encontrarse de 
los que presenciaron ó pudieron presen- 
ciar aquel acontecimiento, es necesario 

(1) No 86 diea que esto era reooDooer que esta Real 
Orden segregaba territorios, porque quien trata de ase- 
gararsti debidamente debe proveer hasta los incidentes 
más fútiles. 
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(¡ne por lo menos baya desaparecido una 
generación; y por esto todos los autore» 
utHusqiie juris convienen en que, para dar 
este calificativo, debe de baber transcurri- 
do más un de siglo ^^Ántiqíii apellatione in 
materia probationis venit tempiis centum 
annorum et non minus^^ (1) Eadie llama 
antiguo á lo que pasó bace veinte ó treinta 
años; nadie, por lo mismo, pudo en 1829, 
llamar antiguos á los Virreinatos del Peni 
y Nueva Granada, al referirse á la época 
en que regían los nuevos límites, que se 
suponen tuvieron origen en la Cédula de 
1802. Eidículo fuera designar con este 
epíteto lo que ayer no más pasó, ridículo, 
por lo mismo babría sido llamar antiguo» 
á los Virreinatos que existieron basta el 
momento de la Independencia, momento 
que comenzó el año de 1809, con la revo- 
lución de Quito, y que terminó la víspera^ 
digámoslo así, del tratado de 1829. 

Para que baya propiedad en él califica- 
tivo, es necesario siquiera remontarse al 
año 1717, de la fundación del Virreina- 
to de Santa Fé. Así y sólo así, se confor- 
ma el tenor litoral con los antecedentes 
del contrato. ¿Mas, para qué buscar nue- 
vos argumentos que prueben que el trata- 
do de 1829 babla de los límites que tuvie- 
ron los Virreinatos del Perú y Santa Fe 
en el año de la erección de éstef Na- 
die puede saber más el sentido de las 
palabras que emplea, que aquel que las 
dice ó escribe; nadie, por lo mismo^ 
puede darnos mejor razón de lo que 
significan lisa y llanamente lias palabras:: 
los mismos (límites) que tuvieron antes ds 
la Independencia los antiguos Virreinatos 



(1) Barbosa. De apell. verb.; Menooliia»— oontroy* 
iltr. cap. 84, N®. 16, Gutierre» cons. I, N®. 6, eto, etc. 
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de Nueva Granada y el P erú^ que aquellos 
que hicieron y Buscribieron el convenio. 
El sefior Larrea y Loredo al expresar con 
palabras equivalentes el sentido del artí- 
culo V, da la interpretación que busca- 
mos, aunque demasiado claro se expresa 
ya en las palabras textuales. El señor 
Larrea y Loredo en su intento de conven- 
cer al Plenipotenciario de Colombia, que 
8e fijase definitivamente el Amazonas co- 
mo la línea divisoria, dijo en la tercera 
conferencia, que, la lase establecida, era 
gueh linea divisoria de los Estados es la 
mima qtie regia cuando se nombraron 

VIKRBINATOS DE LIMA Y NUEVA GRANA- 
DA antes de la Independencia. En donde 
se ve que el Negociador Peruano, hace 
remontar la prioridad á la fecha en que 
Nueva Granada y Lima se nombraron Vi- 
rreinatos, esto es á la Cédula de 1717; pero 
como según ésta^ la Audiencia de Quito, 
^n todos los demás términos que en ella se 
^^iprenden^ se unió al Virreinato de Santa 
^é, tenemos que las Cédulas de erección 
^^ las Audiencias de Quito y Lima, son los 
^tnlos en donde el Eeal Arbitro debe 
*>tiscar el límite estipulado, y de ninguna 
^ añera en la Cédula de 1802, excluida por 
^^te convenio. 



10 
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IV 



¿Ha perdido, por ventara, «1 tratado de 1829 

la faerza obligatoria, para qae el Perú 

pneda negarse al eomplimíento de la« 

obligaciones en él impuestas? 

El Perú en su alegato comienza por re- 
conocer la validez de este tratado, ^*ann- 
que con el derecho Internacional en la 
mano, dice el Sr. Pardo, pudo disertar 
ampliamente sobre la caducidad del Tra- 
tado de 1829, no sólo porque la Repúbli- 
ca de Colombia, que fué la signataria, 
se disolvió totalmente, dando origen á 
tres Estados nuevos y distintos, sino por- 
que mediaron después otros tratados con 
el Ecuador en que reconoció la necesidad 
de celebrar un convenio sobre límites'^ 
Si la Cancillería del Rlmac hubiera ale- 
gado caducidad, nosotros imnto por jjun- 
to habríamos tomado, para demostrar los 
despropósitos jurídicos que conüenen 
aquellas dos razones, que el defensor del 
Perú las presenta como fundamento de 
la insubsistencia de aquel tratado; pero 
ya que no tenemos necesidad de hacerlo, 
al menos apuntaremos algunas ligeras 
observaciones que manifiesten lo contra- 
producente que habría sido al Perú, opo- 
ner argumentos de esta naturaleza: 1**.' El 
derecho, que tiene un pueblo sobre el te- 
rritorio Ws derecho real, y todo el mundo 
sabe bien, que esta clase de derechos 
no se extinguen por la muerte del sujeto 
que los posee: 2®. Hay una inconsecuen- 
cia entre aceptar el principio que estable- 
ce, que cada Estado debe conservar los lí- 
mites que tuvo en época de la Colonia, y 
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negar al Ecuador la demarcación que po- 
seyó cuaudo fué parte de la Gran Oo- 
Jombia. Si los derechos de ésta de- 
saparecieron por haber aquella Eepú- 
blica dado origen á tres naciones, los 
derechos coloniales del Perú han debido 
extinguirse, con mayor razón, porque el 
Virreinato de este nombre, ha mucho 
tiempo que dejó de existir, y sin embar- 
go, Duestra vecina del Sur en esos títulos 
«ree encontrar el fundamento de sus pre- 
tensiones: 3^ Colombia en toda la con- 
tienda que desde el año de 1822 (1) se sus- 
<5itó sobre demarcación de las dos Eepú- 
blicas, no fué sino la representante de los 
derechos del Ecuador, como lo comprue- 
ban la ley de división territorial de 25 de 
Junio de 1824, que dice: Art. 12 (2) "El de- 
partamento del Azuay comprende las pro- 
vincias: V. de Cuenca, su capital Cuenca; 
2**. Loja, su capital Loja; y, 3®. de Jaén db 
liOs Braomorgs y M aínas su cai)ital Jaén"; 
conao lo comprueban los mapas de Eestre^ 
po y la nota del Secretario de Relaciones 
Exteriores de 22 do Mayo de 1828, en la 
cual expresa que el territorio de Jaén y 
Mainas perteneció i)idudal)lemente al Virrei- 
nato de Nueva Graciada y Presideiicia de 
(^uito (3), lo cual manifiesta, que Colombia 
reclamaba aquel territorio por pertene- 
eer á una de las Eepúblicas de su 
Federación. Al dejar de existir aque- 
lla Gran República, desapareció el repre- 
sentante de las Eepúblicas de Colón, 
y cada una entró en libre goce de 
sos derechos. ¿Entonces, cuál es el moti- 
vo de haber caducado el tratado de 1829! 



(1) Documento 102.— V. G. 

(2) Docnmeuto 108.--V. G. 

(3) Documento 110.— V. G. 
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¿Se querrá talvez aplicar aquí lo que di- 
jimos respecto de la filtD de curapliaiienta 
de la Cédula de 1802? ^Bsto sería tomar- 
el rábano por las hojas. Expliqué monosr: 

En otro lu¿^ar dijimos que la Cédula de 
1802 caducó, por el hecho de haber desa- 
parecido la autoridad, y por consiguiente 
la obligación de darle cumplimiento, 
porque las leyes, como dice Merlíny 
por ser revocables, no constituyen 
sino meras espectativas, que dése parecen 
muchas veces sin dejar sombra de dere- 
cho. Allí nos ocupamos de esas leyes 
llamadas Cédulas, y por consiguiente de 
meras espectativas; aquí tratamos de 
contratos y por consiguiente de dere- 
chos adquiridos. Luego no hay pari- 
dad, jjor tratarse de cosas diferentes y 
opuestas: contratos y leyes: espectativas y 
derechos adquiridos. 

Las espectativas, según expresión de 
Duvergier, son gérmenes de derechos, que 
no se desarrollan sino en virtud de aconte- 
cimientos ulteriores, de suerte que, para 
que una ley dé origen á un derecho adqui-^ 
rido, es necesario el cumplimiento de ólla^ 
lo cual no sucede en los contratos, pues en 
estos los hechos no son déla esencia de 
los derechos, como lo son en las leyes. 
Probémoslo con ejemplos. Para adqui- 
rir el derecho de habitación ó el de usu- 
fructo /es necesario, además del contrato,, 
el hecho de habitar ó de recoger las mie- 
ses que puede producir el predio arrenda- 
do con este objeto? jNo es verdad que el 
derecho de usufructo ó habitación existe 
aunque no ocupe las viviendas ó culti- 
ve los campos? jíTo es cierto que está 
en la esfera de lo posible el hecho de per- 
cibir los frutos, y que, á pesar de esto, el 
derecho de habitación ó de usufructo ea 
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tan real como cualquiera otrof Pero si 
una ley, por ejemplo, para la legitimación 
(lelos bijos naturales exige el subsiguien- 
te matrimonio^ esa capacidad que tiene el 
hijo de ser legitimado no es un de- 
recho sino mediante la celebración del 
matrimonio de sus padres, de mudo que, 
ú una ley posterior exigiera requisitos 
eoDtrarios ó prohibiera la legitimación de 
los hijos naturales, la capacidad de ese in- 
dividuo habría desaparecido; pero si el 
matrimonio se hubiese efectuado, la 
condición de legitimario subsistiría á pe- 
sar de que se dicten leyes opuestas ó con- 
tradictorias; porque tan inviolables son los 
derechos adquiridos que ni aun las leyes 
pueden establecerse con mengua de los 
preexistentes. Queda comprobado, con lo 
<)ne hemos dicho aquí y lo que dijimos al 
tratar del valor jurídico de la Cédula de 
1802, que el cumplimiento de las leyes ó 
sean los hechos pouen en acto, digámoslo 
así, los derechos que de ellas se originan, 
mientras que en los contratos los hechos 
DO son de esencia de los dererechos, á me- 
óos que aquellos expresen una condición 
suspensiva de lo estipulado. ¿De dónde 
€sta deferencia, esta oposición entre con- 
tratos y leyesT Lo tenemos dicho: de la 
naturaleza eventual de las leyes que dan 
origen á meras espectativas, mientras que, 
los derechos quo nacen de los contratos, 
como dice Laurant, son esencialmente ad- 
quiridos. Por consiguiente, la no ejecución 
de la Cédula de 1802 es un vicio; no así, la 
no ejecución del contrato de 1829, porque 
esto no prueba otra cosa que, la falta de 
cumplimiento de las obligaciones del Pe- 
rú. 

Otra de las razones, conque tratan da 
probar que el tratado de 1829 caducó, es. 
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que mediaron después otros tratados con el 
Ecuador en los que reconoció la necesidad de 
cél^rar un convenio sohre límites. En primer 
liígar, el tratado de 1832 que cita el Defen- 
sor del Perú, es un título frustrado por na 
baber merecido la aprobación del Supre- 
mo de nuestros Poderes, condición que lo 
exigen todas nuestras Constituciones, pa- 
ra reconocer la fuerza obligatoria de los 
convenios de derecho internacional. En 
segundo lugar, si nuestra Nación se hubie- 
ra obligado á resi>etar el statu quOj mientras 
se celebre un convenio de límites en- 
tre los dos Estados, tampoco habría ab- 
dicado de sus derechos; porque la pro- 
puesta de convenios ó transacciones no 
excluyen los títulos en que cada una de las 
partes fundan sus derechos; y con mayor ra- 
zón, porque si bien el tratado de 1829 es- 
tipuló como base de )a demarcación entre 
los dos Estados, la línea que seg6n la Cé- 
dula de 1717 separaba los dos Virreinatos, 
sin embargo, acordó concesiones mutuas á 
fin de trazar un límite natural, y quedó 
por'resolverse la línea que en definitiva 
debía ser trazadada en esos lugares por los 
comisionados; y en esto pudo muy bien 
caber convenios posteriores sin abdicar 
los derechos del tratado de 1829. 

Oonclnsi^Sxi 

De todo lo expuesto se deduce: 1® Qtio 
los títulos y pruebas presentados por el 
Perú para alegar tradición de los dere- 
chos del Ecuador, no tienen el alcance y 
váíot jurídico que debieran, y 2® que, por 
el contrario, los derechos del Ecuador sen 
indiscutibles, bien se consideren los títu- 
los coloniales ó el tratado de 1829, que 
debe servir de norma en la resoluicióo de 
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esta contienda. Por consiguiente, al Real 
Arbitro toca nombrar una Comisión, á 
felta de la designada por los dos Estados, 
que ponga en posesión de los territorios 
respectivos á las dos Repúblicas, comen- 
tando á trazar la línea divisoria desde el 
rfo Túmbez, tomando desde él una diago- 
nal hasta el Macará, punto en el que con- 
tienen ambas partes, y continuar por tie- 
^Si ék dentro por el Marañan á los 6 gra- 
dos 30 minutos de latitud sur, dejando al 
^erú la jurisdicción de Cajamarca, Cha- 
^^^<ipoyas Moyobamba y Motilones^ y por 
Jet cordillera de los Jeveros, atravesan- 
^p el río Ucayalij á los seis grados de la- 
^'^tud surj hasta dar con el río Yaraví, fa- 
^Y^ltándoles para hacer pequeñas varia- 
ciones; á fin de que la línea divisoria sea la 
"^^ás natural, exacta y capaz de evitar com- 
Z^etencias y disgustos entre las autoridades y 
^chitantes de las fronteras^ de conformidad 
^on el art. V del tratado. T al Perú le 
Corresponde, resignarse, no sólo á entre- 
gar los territorios del Ecuador, que está en 
X>osesión,sino también á pagar los millones 
que adeuda al Ecuador, Colombia y Ve- 
Xiezuela, como consta de los artículos X 
^ XI del mismo tratado. 

Por lo demás, ya pueden nuestros adver- 
sarios inventar los argumentos que lea 
plazca, mejor. Vemtas sa^epiíxs 
exa.miiia.ta. masris elucet. 
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militar no incluye la de los demás ramos en 
que estaba dividido el gobierno de la colo- 
nia. — Términos de esta Comandancia: parto 
de Quijos no estaba comprendida, tam- 
poco lo estaba Macas, la extensión de Mai- 
nas qne debía entrar en la Comandancia es 
cuestionable. — Segregación de Territorio: del 
contexto de la Cédula se deduce que la agre- 
gación de servicios no es segregación de te- 
rrit(»rio8; tampoco se dednce de la segrega- 
ción de la Comandancia ni del fin ú objeto 
de la Cédula de 1802; los nombramientos de 
Tenientes, Gobomadores, etc., hechos por el 
Virrey de Lima pertenecen á la jurisdicción 
delegada y no prueban naia respecto de la 
jurisdicción ordinaria.— La Cédula de 1812, 
no habla sino de jurisdicción militar y ecle- 
siástica. — Pruebas tomadas de las leyes de 
Indias — ^Resumen y cuestiones que debe re- 
solverlas el Perú. — Condiciones ile los argu- 
mentos que deben emplear nuestros adversa- 
rios. — Estado jurídico de nuestra controversia 
y á (^nién corresponde las pruebas. — Insufi- 
ciencia jurídica de los argumentos del Perú. 
— Un nuevo supuesto y una nueva excepción. 
— Testimonios á cerca de lo innavegables que 
eran los ríos caudalosos del Oriente. — Cuáles 
son los ríos que según la Cé.lula deben ser 
navegables para fijar los puntos de demarca- 
ción de la Comandancia y Obispado de Mai- 
nas Valor Jurídico. — Distinción entre obedecer 
y oamplir una Cédula.— Por dónde debía co- 
menzar á cumplirse la Cédula de 1802, según 
las leyes de Indias, el Fiscal, el Virrey de 
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Lima y la naturaleza de la jurisdicción. — 
Frutabas de la falta de demarcación y con- 
el asiónos. — Porqué y cuándo la falta de cum- 

f»liuiien tn anula la fuerza de una ley.— Las 
eyes en la época de la colonia eran, esencial- 
mente revocables. — Resumen i 



TERCERA PARTE 

ÉPOCA DE LA IKDEPEÍTDENCIA 

Necesidad de tener en cuenta las cuestiones 
anteriores, y cuestiones que deben venti- 
larse en esta época. — Una observación preli- 
minar 1^ 

I, ¿Es cierto que el Tratado de 1829, no fijó ningún 
punto de demarcación? — Pretensiones del De- 
fensor del Peni.— Contrarias al tenor literal 
tratado y á la inmediata ejecución que debía 
tener según el mismo convenio. — Túmbez es 
un punto de demarcación indiscutible según 
este tratado. — Larrea y Loredo no expuso en 
la tercera conferencia un simple parecer ríuo 
que fijó ]a controversia. — El tratado de 1829, 
comenzó por el expreso reconocimiento de los 
derechos de Colombia en; la margen seten- 
trional del Amazonas 1 

II. Según loa antecedentes ¿cuál es la línea diviso- 
ria que se estipuló en el tratado de 1829T — 
Importancia de esta cuestión. — Fin que se 

gropusieron las partes en este convenio. — 
ausas de la guerra de 1828. — Porque la con- 
troversia quedó terminada, se estipuló la 
inmediata ejecución del tratado. — La línea 
estipulada no puede perjudicar las pretensio- 
nes del pueblo vencedor. — Naturaleza del 
contrato. — La Cédula de 1802, no fue materia 
del convenio, por no haber sido conocida por 
las altas partes, por ser contraria al objeto 
del tratado de paz, al tenor litoral, al triunfo 
de Colombia y á las pretcnsiones que sostu- 
vo entonces el Perú. — Tratado Galdeano 
Mosquera y proposiciones inaceptables para 
Colombia.— Tratado de Jirón, juicio del Perú 
acerca de este tratado. — De donde se deduce 
que la Cédula de 1802, fué expresamente re- 
chazada por ambas partes 11 

///. Según el tenor literal ¿cuál es la línea di- 
visoria estipulada en el tratado de 1829? — 
Principios j urídicos de donde debemos par- 
tir para hacer la interpretación de las le- 
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y contratos. — Nuestra coutroversia.— 
imeu dtí las demarcaciones de Santa 
y del Perú desde su fundación hasta 
lomento de la independencia. — Se re- 
) la cueHtión á un dilema. — Recurso del 
Pardo Barreda. — Interpretación y análi- 
le las palabras antes y antiguos. — Senti- 
|ue el Sr. Larrea y Loredo da á 1^ pa- 
a aniiguosm — La Cédula de 1802 quedó 
uída del tratado de 1829 132 

perdidOf por ventar fi, el tratado de 1829 la 
za obligatoria para que el Perú se niegue 
umplimiento de las obligaciones en él im- 
tasi —Confesión del Perú.— Argumen- 
acerca de la insubsistencia del tra- 
> de 1809 y observaciones. — Diferencia 
hay, entre contratos y leyes res- 
}o á la falta de ejecución. — Esta es un 
o en las leyes y no prueba otra cosa en 
contratos que la falta del cumplimiento 
in deber. — Es falso que el Ecuador ha- 
abdicado sus derechos en ninguno de 
convenios 140 

CLUSióx 139 
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Examen crítico 



Al fundar los peruanos sus pretensiones en 
ia cédula de 1802, tratan estos señores de darle 
^1 carácter de una ley de división territorial, 
creen que, al erigir el soberano la Comandancia 
y el Obispado de Mainas, segregó territorios de 
^ Presidencia de Quito para adjudicarlos al 
^^> y suponen implícitamente, que esta real 
^^den tiene el alcance de las cédulas de 1717 
y 1739, las cuales, al crear y restablecer el Vi- 
IJ^inato de Santa Fe, segregaron del Perú la 
j^^^sidencía de Quito, la Audiencia de Nueva 
^^anada y la de Venezuela, estableciendo como 
^^Usecnencia una nueva circunscripción de 
^íritorios. Por consiguiente, debemos estu- 
v^í las razones que ^alegan nuestros adversa- 
^^^s para sostener que la cédula de 1802 segre- 
^^ territorios, y la razón de diferencia por la 
'^^al las cédulas de erección y restablecimiento 
^^1 Virreinato de Santa Fe segregaron terri- 
torios, y por qué no, la cédula que hubo de 
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crear el Obispado y üomandancia de Mainas,. 
á fin de que, nuestros contrincantes no traten 
de buscar en esta comparación un argumento 
en pro de su causa. 

Ante la absoluta imposibilidad de demostrar 
el alcance que aquellos adjudican á la cédula 
de 1802, los publicistas del Perú rehuyen la 
controversia y eluden la solución da este pro- 
blema que, para la causft de nuestros adversa- 
rios es de vital importancia. Sólo el doctor 
Luis Felipe Villarán (lo decimos en honra del 
ilustre Diplomático) se hace cargo de esta difí- 
cil cuestión y pretende haber encontrado el 
quid de este problema en el hecho de hablar 
aquesta cédula de goiierno, cuando dice: que se 
tenga por segregado del Virreinato de Santa Fe y 
Presidencia de Quito el gobierno y Comandan- 
cia de Mainas con los pueblos del gobiebko de 
Quijos, excepto Papallacta, por decir que la voz 
gobierno tomada genéricamente expresa auto- 
ridad civil y política, y que, leyes de división 
civil y política son leyes de división territorial. 
Gomo se ve, es esta una cuestión de exegesis^ 
saber si es ó no verdadero el significado que el 
doctor Villarán Atribuye ala palabra gohierna^ 
si es esa la acepción en que hubo de tomarla el 
soberano al formular la cédula de 1802; para lo 
cual, examinaremos una á una las diversas 
acepciones que tiene la palabra gobierno, na 
sin tener en cuenta, que la historia del lenguaje^ 
sigue la marcha de la religión, de las costum- 
bres y del desarrollo del entendimiento huma- 
no; y que junto con la evolución psicológica de 
los pueblos, las palabras adquieren nuevos sig- 
nificados, olvidan sus antiguos destinos 6 en- 
sanchan sus acepciones ya existentes; de modo 
que al interpretar aquella cédula nos cuidare- 
mos de no dar á las palabras empleadas ea 
aquella las acepciones que con el progreso da^ 
los tiempos han adquirido. 
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1*. Acepción. — Por gobierno se entiende, 
dice Mellado, dos cosas muy distintas: el uso 
5 el ejercicio de la autoridad soberana y la for- 
ma que le dan las leyes orgánicas del país; es 
decir, la Constitución de un Estado (1) ó sea 
el conjunto de principios que establecen la for- 
ma de una sociedad, y por consiguiente, el 
modo y orden de regir y mandar el superior á 
los inferiores. (2) Así, por ejemplo, se dice go- 
tierno absoluto, gobierno popular, etc. 

Según esta acepción son tantas las clases de 
gobierno, cuantos son los modos de ejercer la 
^mtoridad, modos que determinan los límites 
y atribuciones de los respectivos poderes. "El 
<3^obierno de la Nación española, dice el art. 14 
de la Constitución de 1812, es una monarquía 
moderada y hereditaria". En este caso gobier- 
no y Constitución son sinónimos. También la 
ley I, título II del libro III de la Recopilación 
de Indias dice: "Porque el gobierno de nues- 
tras Indias, Islas y Tierra firme del Mar Océa- 
no está dividido en diversos cargos y oficios 
de gobierno, justicia y hacienda", lo cual equi- 
-vale á decir que el modo como ejercía el sobe- 
xano su autoridad en América era por medio de 
'Virreyes, Presidentes, etc. Esta fué nuestra 
-Oonstitución en la época de la colonia, éste, el 
gobierno de España en las posesiones del Nue- 
vo Mundo. 

iOüÁL FUÉ ENTONCES LA ORGANIZACIÓN DB 

XiAS MISIONES DE Mainas? La autoridad en 



(1) Perrau, '^ Legislación natural", obra traducida por el 
•dootoi Francisco Rodríguez de Ledesma en 1821. 
\2) Diccionario de autoridades, edición de 1726. 
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esas regiones se ejercía por medio de goberna- 
dores, tenientes de gobernadores, alcaldes y As- 
éales; en lo militar, por medio de capitanes^, 
alférez, sargentos y cabos; y en lo espiritual 
se ejercía por un superior, dos vi ce- superiores, 
y por los misioneros que tenían la cura de almas 
en uno ó varios pueblos de aquellos territorios. 

Al Qobernador de Borja por cédula de 1682" 
estaban sujetos los gobiernos de Quijos y Macas 
y todos tres al Presidente de Quito, y entre 
otras atribuciones tenía la de nombrar tenien- 
tes y gobernadores para todos los pueblos de 
las misiones, nombramientos que los hacía de 
palabra ó por escrito; daba su aprobación al 
de los alcaldes, alguaciles y de otras autorida- 
des designadas por el ayuntamiento. Proveía 
sus ordenanzas para toda la misión y para cada 
una en particular, nombraba oficiales de mili- 
cia, maestres de campo, sargentos mayores, 
capitanes y demás oficiales subordinados; con- 
cedía grados y honores á loa indios á propor- 
ción del valor y mérito de ellos. 

Los alcaldes conocían de las causas civiles, 
castigaban los delitos y contravenciones, bajo 
la dirección y consejo del misionero, y velaban 
por el orden y seguridad de los pueblos. Gon • 
forme á las leyes de ludias éstos eran de dos 
clases: alcaldes del crimen y alcaldes ordinarios; 
pero en estas misiones parece que no existía tai- 
distinción. La ejecución de las penas impues- 
tas tocaba á los alguaciles. En cuanto á los 
fiscales ellos tenían más bien que un cargo 
civil el cuidado y regularidad del culto externo. 

Las milicias de Mainas la componían en un 
principio los vecinos de Borja; y más tarde el 
gobernador don Jeróuimo de Vaca, vista la 
necesidad de aumentar el número de fuerzas 
declaró á todos los indios capaces de tomar las 
armas. El ejército estaba dividido en varias 
compañías, según la nacionalidad, y eran diri- 
gidas por los mismos indios con sus respecti- 
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vos grados de capitanes, alférez, sargentos y 
cabos. Las armas de que disponían eran el 
arco, la cervatana, la guadua, etc., según el uso 
de cada una de esas naciones. Esta fué la 
organización del gobierno colonial en las mi- 
siones de Mainas como puede verse en la histo- 
Tia del P. Chantre y Herrera, capítulos I, II, 
m, IV, V, VI y VIH, en el informe de 1754 
acerca de las provincias de Quijos, Avila, Ca- 
nelos y Macas y en la solicitud de 1771 del 
Oonsejo á S. M. para que las misiones de Mai- 
nas y Omaguas se gobiernen como las del Uru- 
guay y Paraná. (1) Tal era el modo y orden de 
regir las reducciones de Mainas, tal era el ejér- 
cito de esos pueblos, que dicho sea de paso, era 
á propósito para oponerse á los continuos ata- 
ques de las tribus bárbaras, mas de ningún 
modo para impedir el avance de los portugue- 
ses. Por esto, en la solicitud que el Consejo 
de Indias dirigió á S. M. C. en 1771, pide 
que se nombren cabos españoles para oponerse y^ 
c<mtener á los portugueses que trataban de intro- 
dacirse en las posesiones de España, sin duda 
Blguna para que aquellas tropas dirigidas por 
españoles sean aptas para oponer mayor resis- 
tencia de la que oponían entonces los solos in- 
dios. Este punto quedó pendiente, porque el 
Monarca en la cédula de 1772 se abstuvo de re- 
solver acerca de la nueva organización militar 
hasta 1802, en el cual dio la facultad al Virrey 
del Perú de nombrar cabos subalternos 6 tenien- 
tes de gobernador para defensa de las fronteras y 
administración de justicia; de modo que los do- 
cumentos arriba citados son los antecedentes 
históricos de la cédula de 1802. Antes de hacer 
las aplicaciones del caso á la cédula de este año, 
estudiemos también la primera parte de la acep- 
ción que Mellado da á la palabra gobierno, 



(1) Vacas Galindo.— Documentos V y VI. 
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cuando la toma poi^ él 'mo y ejercido de la auto-^ 
ridad, es decir, como sinÓDÍmo de adii]iÍDÍstr&^ 
ción ó sea, como dice Escriche, de la parte de 
la autoridad pública que cuida de las personas 
y bienes en sus relaciones con el Bstado, ha>* 
ciendo concurrir al bien común, y ejecutoada 
leyes de interés general, á diferencia de la jus- 
ticia que tiene por objeto las personas y bienes 
en sus relaciones particulares, de individuo 4 
individuo, aplicando las leyes de interés priva- 
do. Así, en confirmación de esta doctrina^ en la 
ley I del título III, libro III de la recopilación 
de Indias, dijo el Emperador don Garlos III: 
^^Establecemos y mandamos que los Beinos del 
Perú y Nueva España sean regidos y goberna* 
dos por Virreyes, que representen nuestra £eal 
persona, y tengan el gobierno superior, hagan 
y administren justicia", éi^o&i^r^io^ en este caso 
se toma por administración del Estado á dife- 
rencia del gobierno judicial que considera á los 
individuos en sus relaciones privadas y por 
esto dice: que los Virreyes tengan el gobierno 
superior, hagan y administren justicia; porque 
según la legislación de entonces no estaba in- 
cluida en el gobierno político de los pueblos, 
la autoridad judicial, por eso enumera las dos 
atribuciones de los Virreyes como cosas enterad- 
mente distintas. En el mismo sentido y con 
la misma distinción se toma la palabra gobier- 
no en la segunda parte de la ya citada ley I 
del título II y libro III de la Eecopilación de 
Indias: "Porque el gobierno de nuestras Indias, 
Islas y Tierra firme del mar Océano está divi- 
dido en diversos cargos y oficios de gobierno, 
justicia y hacienda". Como se ve, además de 
tomar la palabra gobierno como sinónima de 
administración, establece diferencia entre los 
cargos de gohiemo, justicia y hacienda, á la vez 
que incluye en dicha acepción el gobierno mi- 
litar de la colonia, como también lo hace en la 
ley arriba mencionada. 
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Hemos visto hasta aquí que la palabra gobier- 
no es sinónima de constitución ó sea de la au- 
toridad, en cuanto ella es uno de los factores 
que entran en la demostración de la naturaleza 
y forma de su gobierno, en cuanto es el prin- 
cipal de los elementos que mantienen la vida 
del conjunto; y de administración ó sea de 
autoridad, en cuanto armoniza y dirige las 
aotividades de los individuos para la conser- 
vación y desarrollo del todo ético, llamado pue- 
blo, nación ó Estado. Por consiguiente, no 
^tá fuera del caso que apliquemos esta acep- 
ción á la cédula de 1802, para impugnar al Dr. 
Villarán, ya que este señor juzga que la voz 
gobierno, tomada genéricamente expresa auto- 
ridad civil y política. Tomada genéricamente, 
Domo acabamos de ver, la acepción de esta pala- 
bra DO sólo se extiende ó sirve para expresar 
[as diversas formas de gobierno, las diversas 
entidades sociales, como gobierno temporal, y 
eclesiástico, etc.^ sino también á los diversos 
ramos de la administración, como gobierno 
político, civil, militar, judicial, gobierno de la 
Beal hacienda, etc. De donde fluye como con- 
secuencia, que el hecho mismo de tomar gené- 
ricamente aquella voz, es contraproducente, 
porque una palabra tan general é indetermina- 
da es imposible que pueda servir como el único 
comprobante del alcance de la cédula de 1802. 

Es absolutamente contrario á las reglas de 
una buena critica el concretarse al significado 
de una palabra sin tc^ner en cuenta, como lo 
hace el doctor Villaián, la relación y armo- 
nía que dübe guardar con el significado de 
las demás; porque la acepción de las voces tal 
como se toman de los diccionarios, es general 
y debe ser limitada, circunscrita y determinada 
por la palabra, para que aquellas puedan ex- 
presar algo especial, ya sea por su entidad, ya 
por sus cualidades ó modificaciones caracterís- 
ticas, i)ues, como dice Benot, el hablar depende 
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de dos principios: de que las palabras tienen 
un valor por sí y de que este valor es limitable 
y restringible por medio de la combinación. 

Y cuando además, como acontece con la 
palabra gobierno, tienen varias acepciones y 
todas ellas son del dominio vulgar, no sólo 
son generales sino indeterminadas, porque ne- 
cesitan del concurso de las demás palabras pa- 
ra adquirir algunas de sus varias acepciones; 
porque esas palabras así aisladas son materia- 
les muertos, como dice el mismo autor, arroja- 
dos al azar sobre una desierta playa, que aguar- 
dan la voz de un arquitecto, la construcción, 
para recibir un soplo de vida. Por consiguiente, 
para dar con el verdadero significado de la pa- 
labra gobierno y por lo mismo con el alcance 
de la cédula de 1802, debemos examinar todo el 
conjunto con que hubo de proponerse el Sobe- 
rano aquella segregación y no puramente su 
significado genérico. 

Su Majestad en la cédula que analizamos 
prescribió que: "se tenga por segregado del 
Virreinato de Santa Fe y de esa Presidencia 
(de Quito) el Gobierno y Comandancia de Mai- 
nas con los Pueblos del Gobierno de Quijos, 
excepto Papallacta, por estar todos ellos á ori- 
llas del río Ñapo ó en sus inmediaciones, ex- 
tendiéndose la nueva Comandancia General na 
sólo por el río Marañen abajo, hasta las fron- 
teras de las Colonias Portuguesas, sino también 
por todos los demás que entran en el mismo 
Marañen por sus márgenes setentrional y ntéri- 
dionalj como son Morona, Huallaga, Pastaza, 
Ucayali, Yaraví, Putumayo, Yupará y otros 
menos considerables hasta el paraje en que estos 
mismos por sus saltos y raudales inaccesibles de- 
jen de ser navegables, debiendo quedar también 
á la misma Comandancia General los pueblos 
de Lamas y Moyobamba, para confrontar en lo 
posible la jurisdicción ^Eclesiástica y Militar de 
aquellos territorios, á cuyo fin os mando y es mi 
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Voluntad que queden como deben quedar agre- 
£^ados los Odbiernos de Mainas y Quijos, excep- 
to Fapallacta al Virreinato de Lima y segrega- 
dos de la jurisdicción de esa Eeal Audiencia." 
¿ Hay algo que revele que la anexión no fué 
paramente militar, que la segregación fué ab- 
isoluta, que la palabra gobierno expresa autori- 
dad civil y política y por lo mismo circunscrip- 
C2ÍÓU territorial? Nada, por el contrario, si 
"fcenemos en cuenta que S. M. señala única- 
23ionte la circunscripción de la Nueva Coman- 
Rancia General, no sólo por el rio Marañan 
^3¡bajo hasta las fronteras de las Colonias Portu- 
guesas, debiendo quedar también á la misma Co- 
^^nandancia General los pueblos de Lamas y Mo- 
^obamba; si tenemos en cuenta que el soberano 
oío designa el distrito jurisdiccional en los 
otros ramos de la administración pública ni 
liabla de otros cargos que el de Comandante, 
Teremos que la segregación del Gobierno y 
Gomandancia de Mainas tiene un alcance pu- 
ramente militar. Si, por otra parte, nos fija- 
mos en el fin ú objeto de aquella segregación, 
veremos claramente el limitado alcance de la 
cédula de 1802, "téngase por segregado, dice 
el Gobierno y Comandancia de Mainas con Jos 
pueblos del Gobierno de Quijos, excepto Pa- 

pallacta debiendo quedar á la 

misma Comandancia General los pueblos de 
Lamas y Moyobaraba, para confrontar en lo 
posible la jurisdicción Eclesiástica y Militar de 
aquellos territorios,^^ Y como segregar el go- 
bierno civil y político de Mainas, sólo para 
confrontar la jurisdicción eclesiástica y militar 
de aquellos territorios habría sido francamente 
un despropósito, tenemos, según las reglas de 
interpretación antes que suponer un absurdo 
en el soberano, debemos rechazar la acepción 
que á la palabra gobierno trata de acomodarle 
el doctor Villarán, con mengua del buen sen- 
tido en el soberano legislador. 
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Mas, como á pesar de lo expuesto, pueden 
insistir nuestros adversarios en que al hablar 
de Gobierno y Oomandancia de Mainas trata 
él soberano de autoridades diferentes, sino 
queremos incurrir en una redundancia inútil 
dando á la palabra gobierno el mismo alcan- 
ce que tiene el vocablo Oomandancia, con la 
misma cédula podemos replicar á este argu- 
mento, así como aquel otro que se les podía 
ocurrir, deduciendo que, según la cédula, el 
objeto de confrontar en lo posible la jurisdicción 
eclesiástica y militar de aquellos territorios, decía 
relación únicamente al sólo hecho de incorpo- 
rarse Lamas y Moyobamba á la Oomandancia 
de Mainas y de ningún modo á la segregación 
de los otros pueblos; y que, por lo mismo, na 
existe la incongruencia que hemos notado. 

Felizmente el soberano para prevenir las 
falsas interpretacione8, después de decir que 
su objeto era el ^^confrontar en lo posible la 
jurisdicción eclesiástica y militar de aquellos terri- 
torios añade, "á cuyo fin (de confrontar las dos 
jurisdicciones) os mando que quedando como 
quedan segregados los Gobiernos de Mainas y 
guijos j excepto el pueblo de Papallacta, al Vi- 
rreinato de Lima, dispongáis que asi se verifi- 
que". Dos cosas se notan en el texto de la cédu- 
la: 1* que al hablar de la segregación de Mainas 
y Quijos ya no emplea la palabra Comandancia, 
le basta para expresar lo que anteriormente 
dijo, la dicción gobierno; 2* Que tanto la 
segregación de Quijos y Mainas, como la de 
Lamas y Moyobamba debían efectuarse con el 
único fin de confrontar en lo posible la jurisdiC" 
eión eclesiástica y militar de aquellos territorios. 
De donde se deduce claramente que la palabra 
gobierno no tiene otro alcance en la cédula de 
1802, que el de agregar al Perú la jurisdicción 
militar de aquellos territorios; porque de lo 
contrario tendríamos la incongruencia que he- 
mos notado, de que al gobierno civil y político 
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le creamos como incluido en la jorisdicción mi- 
litar, cosa enteramente disparatada, si estudia- 
mos la extensión y naturaleza de cada uno de 
los ramos de la administración pública. iNada 
de extraño sería, por lo tanto, que se tenga laa 
palabras Gobierno y Comandancia por una repe- 
tición inútil ó redundante, sería ésta una falta 
de redacción que se encuentra á cada paso en 
las leyes, mas no una falta de concepto ó des- 
propósito como el que resultara si aceptáremos 
la interpretación de nuestros adversarios; pero 
ni aun aquella redundancia existe, si tenemos 
en cuenta que la administración militar de la 
colonia estaba dividida en diversos ramos de 
gobierno^ justicia y hacienda, como puede verse 
«n los reales decretos de 15 de Junio de 1814^ 
en su artículo primero que dice: "El Consejo 
de Guerra se compondrá de tres salas, dos de 
gobierno y una de justicia", (1) en el decreto de 
< de Marzo de 1818 que fija las reglas del go- 
l)ierno y hacienda militar de España y las 
^'Ordenanzas de su Majestad para el Gobierno 
Militar, Político y Económico de su armada 
naval", obra que se publicó en 1743. Por con- 
siguiente, bien pueden las dos palabras de la 
cédula de 1802, gobierno y comandancia, referir- 
se á diferentes ramos de la administración mi- 
litar de aquellos territorios, sin que exista en 
eUos redundancia alguna. Nada, por lo mismo, 
hay que se oponga á que la palabra gobierno 
tenga un alcance puramente militar; todo por 
el contrario contribuye á demostrar nuestro 
aserto. 

Para corroborar lo que hasta aquí hemos di- 
cho, veamos la real orden de 7 de julio de 
1803 comunicada por Dn. Antonio Oaballero á 
Dn. Miguel Cayetano Soler que, según la in- 
terpretación de la cédula de 1819 tiene un al- 



(1) '^Coleoción de las reales cédulas, decretos y órdenes de 
Femando Vn»'. 
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canee puramente militar (1), y sin embargo, se 
sirve para designar esta segregación de la pa- 
labra gobierno, cuando su único objeto fué 
que el Gobierno de Lima, en caso necesario, 
enviase al de Guayaquil los socorros de tropas^ 
dinerOj pertrecho, armas y demás efectos de que ca- 
recía aquél territorio, y que el Perú á la vez 
pudiera servirse para su defensa de las maderas 
y otras producciones de Guayaquil. Así que, es 
una equivocación, no sólo de nuestros adversa- 
rios sino también de algunos de nuestros publi- 
cistas, que pretenden encontrar la razón única, 
por que unas cédulas segregan territorios y 
otras no, puramente en el uso de las palabras, 
diciendo que el Monarca se sirvió de la voz ju- 
risdicción y no de la de distrito, como si la pri- 
mera no fuera muchas veces sinónima de la 
segunda, diciendo que la palabra gobierno en el 
lenguaje oficial del dominio de España en Amé- 
rica tenía el significado de empleo, sin tener 
en cuenta que también pueden citarse muchas 
cédulas en las cuales esa palabra expresa auto- 
ridad civil y política, jurisdicción y distrito; sin 
tener en cuenta, en fin, que la esencia del ha- 
blar está en la combinación y de ningún modo 
en la estructura material de las palabras, y que, 
como dijimos ya, el verdadero significado de 
éstas depende de dos principios: de tener ellas 
su valor y de que este valor es limitado y res- 
tringido por las demás palabras que concurren 
á expresar un pensamiento. Así puede acon- 
tecer y en efecto acontece que haya cédulas, 
reales órdenes, decretos, etc. que hablen de go- 
bierno, jurisdicción, distrito y segregan terri- 
torios, y otras que á pesar de emplear las mis- 
mas palabras no establecen ninguna circuns- 
cripción territorial. Ya veremos el fundamen- 
to sociológico de esta diferencia. 



(1) ''El Ec lador y el Perú" pág. 43-51. 
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2*. Acepción.— Gobierno significa también 
€¡l puesto ó empleo, ministerio ó dignidad de 
Gobernador (1) y más propiamente al conjunto 
de ministros de una nación. (2) Ahora bien, 
al decir la cédula de 1802 Gobierno y Coman- 
dancia de Mainas ¿se toma acaso aquella pa- 
labra por el conjunto de ministros? lío los ha- 
bía en Mainas ni esas regiones habían sido 
elevadas al rango de nación. ¿Por el ministerio 
6 dignidad de Gobernador? Tampoco, porque 
ya hemos visto que en aquella cédula se trata 
únicamente de jurisdicción militar y que los 
Gobernadores de Mainas eran los que repre- 
sentaban la persona del Eey en el gobierno 
político de esos pueblos, (3) sin embargo, vea- 
mos cuales son las atribuciones que el sobera- 
no, según esa cédula, confiere al Virrey del 
Perú, para venir en conocimiento de la clase 
de segregación de servicios y por onde de si, 
segTin la misma real cédula debía darse una 
nueva circunscripción territorial. 

En la cédula que S. M. dirigió al Virrey de Li- 
ma, después de la parte transcrita que se en- 
cuentra así en esta cédula como en las que fue- 
ron enderezadas al Presidente de Quito y Virrey 

de Santa Fe, añade: "á cuyo fin os mando 

auxiliéis con cuantas providencias juzguéis ne- 
cesarias y os pidiere el Comandante General^ y que 
sirvan en ellos no sólo para el adelantamiento y 



(1) Diccionario de Autoridades y 3*. edición de la Aca- 
demia. 

(2) "Terreros". — Diccionario de la lengua castellana. 

(3) Véase también la diferencia y distintas atribncioceg 
que existían entre los cargos civiles y militares de la colonia 
*'E1 Ecuador y el Perú" págs. 85-86. 
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conservación de los Pueblos y custodia de laa 
Misiones, sino también para seguridad de esos 
misDominios, impidiendo adelanten por ellos los 
Vasallos de la Corona de Portugal, nombranda 
Cabos subalternos ó Tenientes de Gobernador 
que os pareciere necesarios para la defensa de 
esas fronteras y administración de justicia". 
Según esto, el Virrey del Perú tenía obligacio- 
nes que cumplir correlativas á la naturaleza 
de los derechos que hubo de conferirle. — |Ouá- 
les eran esas obligaciones? Auxiliar con cuan- 
tas providencias juzgue dicho Virrey necesa- 
rias para el adelantamiento, conservación de 
los pueblos, custodia de las misiones, y para 
impedir que los portugueses avancen sobre 
esos territorios y menoscaben los dominios de 
España. Nótese ante todo, que la superinten- 
dencia militar que S. M. le concedió era tan 
limitada que ni siquiera podía ejercerla á 
su arbitrio, sin la previa solicitud del Coman- 
dante General de aquellas reducciones, por esto 
dice: mando '^auxiliéis con cuantas providencias 
juzguéis necesarias y os pidiere el Comandante 
QeneraV\ íQüé jurisdicción debía bjercbr 
BL Virrey en tales casos? 

Los Virreyes tenían no sólo la autoridad po- 
lítica para gobernar sus estados sino que ade- 
más eran Capitanes Generales (ley III, título III^ 
libro III de la E. de I.) do sus distritos; de 
modo que, estaban llamados á ejercer^ la juris- 
dicción política y también la militar. TSo puede 
decirse, por consiguiente, que por ser un Virrey 
el que debía dictar las providencias y ofrecer 
los auxilios convenientes para la custodia y 
defensa de aquellas misiones, esos actos debían 
pertenecer á la jurisdicción i^olítioa; porque 
ellos eran las primeras autoridades milita- 
res de sus Gobiernos. Por ©1 contrario, si te- 
nemos en cuenta que los auxilios del Virrey 
eran suministrados al Comandante General de 
la provincia de Mainas, y que éstos debían 
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tener por objeto no sólo el adelantamiento y con- 
servofión de los pueblos de Mainas^ sino también 
la seguridad de esos dominios^ impicUendo ade- 
lanten por ellos los vasallos de la corona de Portu- 
galj veremos otra vez más que al Virrey de 
Ijima no se le eoncedió otra autoridad que una 
cierta supervigilanoia militar sobre Mainas. 

El Gomandante Oeneral así en España como 
en América era la autoridad inmediatamente 
inferior al Virrey en el gobierno militar de las 
provincias. Gomandante General, dice Mella- 
do, ^^era el oficial brigadier 6 mariscal que man- 
daba en jefe las tropas de una provincia y 
todo lo militar de ella". Según el üiccionaria 
Eneiclopédico Híspano- Americano, era el que 
tenía el mando total sobre los otros comandan- 
tes subalternos; y conforme á la real orden de 
8 de setiembre de 1841, comandante militar 
de una provincia era el jefe militar de la clase 
de brigadier ó coronel, que gobernaba en la 
provincia en la que no residía el Virrey ó Ga- 
pitán General. En fin, todos los autores están 
conformes en que el cargo de Gomandante 
General era un cargo puramente militar, y que 
nada tenía que ver con el Gobierno civil y 
político. No confirmamos esta acepción con 
las leyei^ de Indias, porque esta palabra, 
como lo atestigua el ^^Diccionario Enciclo- 
pédico Hispano-Americano", fué tomada del 
franeés é introducida al advenimiento de Feli- 
pe V; y porque dentro del tecnicismo militar 
se encuentra por primera vez en el lenguaje 
ofieial de Bspafia en 1702, al publicarse la se*- 
gú&da ordenanza de Flandes. Antes existie- 
Mn kw pwvincias mandadas por GeneruJitimos,. 
j Ittego fueron, según mi mayor ó menor cate- 
gp^ pot na Virrey qne bada las veces de 
Oápitin OmmüI é pw va Gomandante Generad. 
P^ eonfligawiite, al ocuparse eemo w ocnpa la 
eétf^la de IM2 de O^mtmdanU Omerai^ tennMl^ 
<{M ^m éil^ se «rata de «i empleo miUter^ j 
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por endCy los auxilios que aquel podía obtener 
del Virrey y los que éste estaba en la obliga- 
ción de suministrar, tenían que ser correspon- 
dientes al cargo de Comandante General; y 
pertenecientes por lo mismo, al gobierno militar 
de aquellos pueblos. Sin embargo de esto, ve- 
remos también que la fuerza pública ó sea el 
Gobierno militar de aquellas regiones era el 
llamando á contribuir eficazmente al adelan- 
tamiento y conservación de aquellos pueblos^ á la 
custodia de los misioneros y á la seguridad de los 
dominios ¿le España, y que, por lo mismo, 
ninguno de los resultados que se propuso obte- 
ter el soberano de los auxilios que debía prestar 
el Virrey al Comandante General de Mainas, 
pueden argüir en favor de una segregación ci- 
vil y política. 

La historia de estas misiones nos refiere que 
el atraso, destrucción de muchos pueblos y 
pérdida de territorio tuvo por causa, la insu- 
rrección de los naturales, la invasión de las tri- 
bus nómadas y el avance do los portugueses; 
de suerte que, la fuerza pública estaba llamada 
á servir no sólo para el adelantamiento y con- 
servación de aquellos pueblos, sino también pa- 
ra defender las fronteras de la monarquía espa- 
ñola y custodiar á los misioneros; porque muchos 
de ellos perecieron á manos de los salvajes que 
trataban de convertirles, por esto el soberano 
en la cédula de 15 de julio de 1683, después de 
declarar que la reducción de los indios Gayes 
y su conversión tocaba á los religiosos de la 
Compañía de Jesús, y de ordenar al Presidenta 
de Quito que les amparase en la posesión y que 
los auxiliase, dice: '^Por lo cual os mando que 
si os pareciere y reconociéredes que es necesario 
enviar un cabo con alguna gente que sirva de escoU 
ta á los religiosos misioneros que entrasen á estas 
conversiones, para que no experimentasen las vio- 
lencias que en otras ocasiones han experimentado 
algunos que se han empleado en tan santo ministe- 
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riOf lo ejecutéis previniendo al cabo que sólo 
-obre lo que le di jete el superior de la Compañía 
de Jesús". (1) En vista de los desastrosos 
acontecimientos se hizo necesario ofrecer á los 
misioneros alguna seguridad y un resguardo 
para sus personas, que en pago de su abnega- 
ción y sacrificio recibían de los bárbaros la 
muerte. Desde entonces y por las razones 
apuntadas en esta cédula, vinieron como á 
hermanarse la jurisdicción militar con la juris- 
dicción eclesiástica; porque los soberanos siem- 
pre la consideraban necesaria para custodiar la 
vida de esos apóstoles de la Fe; desde entonces 
la jurisdicción militar vino á ser un medio 
subordinado al ñn espiritual de la colonia. Aho- 
ra podemos comprender, por qué la cédula de 
1802 se ocupa de estos dos ramos de la adminis- 
tración pública; por qué al trasladar estas mi- 
siones y encomendarlas á los PP. de Ocopa, 
trasladó también al Perú el gobierno militar de 
aquellos territorios. 

Otra de las atribuciones del Virrey de Lima, 
según la cédala que analizamos, era la de nom- 
brar cabos stibalternos ó tenientes de gobernador 
liara defensa de las fronteras y administración 
de justicia. En nuestro opúsculo demostramos 
que esta clase de nombramientos pertenecían á 
la jurisdicción delegada y que era un despro- 
pósito querer deducir de un acto semejante, la 
existencia de la jurisdicción ordinaria sobre 
Mainas y Quijos, aunque no sea sino en lo ju- 
dicial. (2) Aquí debemos tener en cuenta que 
antes de la cédula de 1802, el Gobernador de 
San Francisco de Borja, era quien proveía sus 
ordenanzas para toda la misión y para cada 
una en particular, y entre otras atribuciones 
tenía la de nombrar tenientes de gobernador, 
oficiales de milicia, maestres de campo, sargen- 



(1) Chantre y Herrera. Libro VII, cap. 1^. 

(2) **El Ecuador y el Perú'', parte II, caestíóQ IV, pííg. 92. 
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tos mayores, capitanes y demás oficiales sabor- 
diñados, etc., (1) á fin de que nos fijemos, qtie 
la atribución de nombrar cabos subalternos ó 
tenientes de gobernador no correspondía a^ 
Presidente de Quito ni al Virrey de Santa Fe;. 
y, por consiguiente, no ei:presaba esta segrega- 
ción un menoscabo de la autoridad de aquellos 
funcionarios, sino del poder que tenía el Oo- 
bernador de Mainas. 

Por otra parte, al decir el Monarca, que con- 
cedía al Virrey del Perú la facultad de nombrar 
cabos subalternos ó tenientes de gobernador, ¿por 
ventura expresa que lo mismo era ser cabo que 
teniente de gobernador, identifica acaso el car- 
go militar de cabo con el cargo judicial de 
tenientef De ninguna manera. 

La palabra cabo se deriva del latín caput y 
expresa desde muy antiguo la idea de jefe,^ 
cabeza ó capitán de una fuerza, dicen Mellado 
y los autores del Diccionario Enciclopédico* 
Hispano-Americano; pues según Olonaid esta 
voz se aplicó en el siglo XVI al capitán más 
antiguo de una tropa de infantería, cuando se 
juntaban en destacamento varías compañías de 
un tercio. En la legislación española encontrar 
mos dos clases de cabos: el segundo cabo crea^ 
do por la real orden de 20 de Junio de 1800^. 
que era la segunda autoridad militar en la ca- 
pitanía general de un distrito, y que en casos Se 
ausencia 6 enfermedad del capitán general ^erc6m 
el mando interinamente; y el cabo segundo ó d6 
escuadra que era el primer grado de ascenso 
de los soldados rasos. Olaro se está que en la* 
cédula de 1802 se trataba de los segundos <mboQft^ 
y no de los cabos de escuadra, por la jerarquía* 
de tenientes de gobernador que se les atoibuye 
á los mismos, á lo cual no podían ser llamados, 
á desempeñar los cabos de escuadra. 

En las leyes de Indias también encontramos^ 



(1) Chantre y Henera, cap. 1, libro XI. 



— 19 — 

^ue el título de cabo se da á las primeras auto- 
ridades militares de un distrito, como puede 
^verse en la ley 21, título X del libro III de 
-•^icha Becopilación que manda á los Gobernado" 
£9res y Cabos de presidios que no den licencia ni 
^fermitan á laAnfantería salga al mar. 

El teniente de gobernador, así como los co- 
:Tregidores, alcaldes etc. desempeñaban el cargo 
^e jueces. "Mandamos, dice la ley 11, del títu- 
lo II, libro V, á los Oobernadores, Oorregido- 
rteñy Alcaldes mayores y sus Tenientes que trai- 
gan la vara de nuestra Eeal Justicia". Ahora 
bien, ¿podemos decir que para el Bey era lo 
mismo el cargo militar de cabo que el judicial 
de teniente, que confundía estas dos diferentes 
Jurisdicciones? Ciertamente que no. Lo que 
pasa es, que muchas veces un mismo funciona- 
rio público reunía el gobierno civil, político y 
militar de las provincias, corregimientos, etc.; 
por esto don Fernando YII (1) después de se- 
ñalar los motivos que movieron á su Augusto 
Padre, Abuelo y demás gloriosos predecesores á 
reunir el mando político al militar no sólo en las 
provmdasj sino también en varios de los Corregi- 
Mientos, Gobierno de las Ordenes militares, dijo: 
^'he visto con sentimiento que en las pasadas 
turbaciones se les ha despojado de tan antiguo 
beneflcio y recompensa .... (2) he venido á 
restablecer la práctica de conferir á los Oficia- 
les dd Ejército y Armada con el mando po- 
lítico de los gobiernos de plazas, etc." De lo 
cual se deduce que, un mismo individuo podía 
reunir y reunía entonces, en 1802, diversos car- 
gos de jurisdicciones diferentes; y así eran 
virreyes y capitanes generales, gobernadores y 
comandantes, tenientes de gobernadores y ca- 
bos etc., sin que por esto pueda decirse que lo 



(1) Véase la colección de reales cédulas de este Bey. 

(2) El artículo 318 de la Constitución de 1812 fué el que e^- 
liaDleció la prohibición ó incompatibilidad de oficios , quo 
:tnyo á bien derogarla Fernando YII. 
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mismo era para los soberanos ser virrey que 
capitán general, cabo que teniente, porqae á^ 
pesar de esta unión sabían distinguir la juris- 
dicción militar de la civil y política; y así^ 
aunque en la ley III del libro III, título III de 
laEecopilación de Indias confieren á los Virreyes 
del Perú y Nueva España el cargo de Oapita- 
nes generales, en la ley 43 del libro II, título 15 
de la misma Eecopilación distinguen las diver- 
sas atribuciones que correspondían á aquellos 
funcionarios como virreyes y como capitanes 
generales. "Las materias de negocios de gobier- 
no, dice, tocan privativamente á los Virreyes 
y Presidentes, y en apelación á las Audiencias^ 
como se declara en la ley 35 de este título .... 
y á los Oapitanes generales tocan las de Gue- 
rra, Gobierno de Guerra y Presidios, de que no 
han de conocer nuestras audiencias ni aun por 
vía de apelación". Por consiguiente, al decir 
cabos subalternos ó tenientes de gobernador, lo úni- 
co que se propuso el Monarca fué, dar á enten- 
der que los mismos á quienes el Virrey del 
Perú había de encomendarles la defensa de las 
fronteras, podían también administrar justicia;, 
fué armonizar la cédula de 1802 con esas leyes 
y costumbres de que nos habla don Fernando 
VII, por las que á los oficiales del ejército y 
armada se les daba en recompensa el mando 
político de las plazas, lo cual no obsta, sin em- 
bargo, para que un mismo funcionario público 
pudiera obedecer, como obedecían entonces á 
las autoridades de diferentes distritos cuando 
los diversos ramos de la administración pública 
de un pueblo ó de una provincia estaban re- 
partidos y encomendados al cuidado de gobier- 
nos que ejercían sus poderes dentro de diversos 
distritos. (1) Lo único que quiso, por consi- 



(1) "El Ecuador y el Perú" página 93-94. Una pruelra d& 
esto la encontramos también en la cédula de 1739, como lo. 
veremos después. 
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guíente, explicar el soberano, y que no lo ha- 
brfa explicado por superfluo si la segregación 
hubiera sido absoluta, es que al segregar de 
S«inta Fe la jurisdicción Militar de Mainas, na 
^^tablece incompatibilidad de ningún género 
^ podían ejercer al mismo tiempo el cargo de 
obernadores y comandantes generales, el de 
^Dientes y cabos, en cuyo caso 8. M. confería 
esde luego á los cabos nombrados por el Vi- 
rrey del Perú jurisdicción para que administren 
"justicia en aquellos pueblos. 

Esta es la única interpretación lógica y aco- 
:Knodada á las leyes que regían entonces á eso» 
gobiernos. Cualesquiera otra como la de decir 
<iue lo mismo era para el Rey, ser cabo que 
teniente de gobernador, lo mismo mandar un 
ejército que decidir una controversia, tocan en 
lo absurdo, y sabido es que en tales casos se 
debe interpretar de manera que no se atribuya 
al legislador el absurdo de querer sancionar un 
despropósito. Absurdum in ómnibus dispositio- 
nibus semper est vitandum. 

Para deducir segregación judicial de la facul- 
tad de nombrar tenientes 6 cabos para la admi- 
nistración de justicia, es necesario no haberse 
fijado en el tenor literal de la cédula que, para 
confrontar en lo posible la jurisdicción eclesiástica 
y militar entre otras cosas dispone que se nom- 
bren cabos subalternos ó tenientes de gobernador 
para la defensa de las fronteras y administración 
de justicia. Léase una y otra vez aquel docu- 
mento, y se verá que á este fin estaba encamina- 
do el poder de nombrar cabos subalternos ó te- 
nientes de gobernatlor, y que, dar un alcance de 
segregación judicial para confrontar en lo posi- 
ble la jurisdicción eclesiástica y militar de 
aquellos territorios es contraproducente al ob- 
jeto de la cédula de 1802. 

Esta cláusula la encontramos únicamente en 
la cédula dirigida al Virrey del Perú, y en 
nada puede influir para alterar el sentido que 
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«e desprende de todo el contexto de ella y ni 
siquiera se la puede tomar como una prueba que 
demuestre su alcance; porque si algo exige ex- 
plicación es este agregado que, á riesgo de caer 
en el absurdo, de creer que para el Bey era lo 
mismo el juez que el jefe militar, que con la 
misma jurisdicción podía decidir una contro* 
Yersia jurídica y movilizar los ejércitos en los 
campos de batalla, hemos tenido que recurrir 
á las costumbres y leyes que entonce regían 
para explicar el verdadero alcance de esta dis- 
posición. Y si aquella cláusula influyera en el 
sentido de la cédula de 1802, mejor; porque 
el hecho de no decir nada al respecto en las 
cédulas dirigidas al Presidente de Quito y Vi- 
rrey de Santa Fe probaría también que según 
estas cédulas no existía tal segregación, y, ten- 
dríamos la dificultad de saber cuál de éstas 
debía hacer fe en nuestro litigio. De suerte 
que, aquella cláusula ni modifica el sentido ni 
lo explica, por las razones que acabamos de 
apuntar. 

Nada hay, en fin, en la cédula de 1802 que 
dé á nuestros adversarios el más leve indicio 
de que la segregación se efectuó también en lo 
civil y político, de que hubo segregación de 
territorio; porc^ue aunque se hubiera segregado 
-en lo judicial, tal segregación como lo veremos, 
no puede menoscabar nuestros derechos. 

De lo expuesto se deduce: 1**. Que el go- 
bierno militar de Mainas fué elevado por la 
cédula de 1802 á la categoría de comandancia 
general ó sea á la de plaza fuerte de tercero 
ó cuarto orden, asi lo da á entender la misma 
cédula al calificar aquel gobierno con el epíteto 
de nueva Comandancia; así lo comprueba la 
carta dirigida á don Diego Oalvo, Gobernador 
de Mainas, por el Barón Oarondelet, Presidente 
de Quito, que le da la enliorábuena, tanto por la 
erección de ese Gobierno (al que se reúne el de 
4¿uijos) en Comandancia General y Obiyiado de^ 
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pendientes de Lima, como por el arreglo de las 
tnisiane». (1) 2^ Que son tan limitadas y res- 
*trÍDgidas las facultades que el Soberano con- 
-eedió al Virrey del Perú, que la Superintenden- 
-eia militar que este magistrado debía ejercer 
«obre Mainas casi no equivale á una verda- 
dera anexión de ese gobierno; 3^ Que la parte 
que intercaló S. M. en la cédula dirigida al 
Yirrey de Lima no puede alterar el sentido de 
^la ni puede servir para explicarla; y, 4^ Que 
nuestros derechos no sufren menoscabo alguno 
porque la segregación se hubiera hecho tam- 
bién en lo judicial, á pesar de que tal supuesto 
Ho puede tener lugar por el objeto que con ello 
ñe propuso el Monarca. 






3*. Acepción. — Gobierno se llama también 
muchas veces á la jurisdicción, distrito ó terri- 
ijorio dentro del que ejerce su autoridad aquel 
que debe regir los destinos de un pueblo, de 
una ciudad ó de una nación. Así se dice, que 
tal negocio es de competencia del gobierno 
de Lima, que tal ciudad estuvo sujeta al go- 
bierno eclesiástico ó militar de Santa Fe, que 
tal otra correspondía al Gobierno del Perú ó 
del Ecuador, etc., por decir que el asunto que 
debe ventilarse es de la jurisdicción de Lima, 
•que tal ciudad estuvo situada en el distrito 
eclesiástico ó militar de Santa Fe, que tal otra 
pertenece á la circunscripción territorial de 
Quito ó de Lima, etc. 

Tomar la palabra gobierno como equivalente 



(1) "Revista Pan-Amerioaua'', Exposición del doctor Ma* 
futua, pág. 25, Doeameiitos. 
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de jurisdicción, al decir S. M. en la cédula de 
1802 que se tenga por segregado el Gohierno y 
Comandancia de Mainas, es no adelantar un 
paso en nuestras investigaciones. La natura- 
leza de la jurisdicción está determinada por las 
atribuciones del'poder que la ejerce, y entonces 
se llama jurisdicción civil, jurisdicción eclesiás- 
tica, jurisdicción militar, á la autoridad que 
desempeña los cargos del gobierno civil, ecle- 
siástico ó militar; puesto que jurisdicción es 
la misma autoridad, en cuanto ésta se ha con- 
cretado en determinados subditos por medio 
del domicilio que es el lugar en que una perso- 
na se reputa presente para el ejercicio de sus 
derechos y obligaciones. Ya hemos visto, que 
tomada aquella palabra por autoridad expresa, 
por el fin y contenido de la cédula, autoridad 
militar, por consiguiente jurisdicción del mis- 
mo género. Y como sería fatigar á nuestros, 
lectores repetir aquellos argumentos para sa 
car las mismas conclusiones, nos concretare- 
mos á resolver si la idea goSíerno militar en- 
vuelve la de territorio, si basta esta anexión 
para que la nueva entidad política del Perú se 
extienda basta donde hubo de dilatarse en la 
época de la colonia el gobierno militar de aquel 
Virreinato. En una palabra es necesario que 
estudiemos el origen de las nacionalidades 
americanas para que podamos apreciar los de- 
rechos de cada uno de los pueblos emancipados 
del gobierno de España. 

¿En dónde debemos busoar los derechos 
de las bepúblioas hispano-amerioanas pa- 
ra resolver las ooistrovbrsias que entrb 
ellas se han suscitado acerca de la ex- 
tensión de territorio que cada una debb 

OCUPAR COMO NACIÓN SOBERANA? jAL EMAN- 
CIPARSE DE LA Metrópoli cada uno de los 

PUEBLOS PUDO ALTERAR LA EXTENSIÓN QUE 
TENÍA DURANTE EL GOBIERNO DE LA COLONIA^ 
SIN VIOLAR EL DERECHO DE LOS DEMÁSf 
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La emancipación no es el desconocimiento 
de la entidad política que tenían los pueblos 
que proclamaron su independencia, antes bien 
la supone; porque debe ser el resultado del 
desarrollo y perfección á que llegan, así los 
individuos como los pueblos. La protección 
del padre, la tutela de los estados es necesaria 
mientras los hombres y los pueblos den sus 
primeros pasos hacia la civilización y el pro- 
greso, mientras adquieran el pleno desarrollo 
de sus facultades y se hagan, por ende, capaces 
de aspirar por sí solos al fin ético de los in- 
dividuos ó de las naciones. Una vez que el 
solícito cuidado de nuestra Madre Patria supo 
colocar á los pueblos americanos á la altura 
de países civilizados, llegó el momento solem- 
ne y decisivo de la libertad de estas naciones, 
libertad que, dicho sea de paso, habla en fa- 
vor de nuestra Metrópoli; porque ella es la 
prueba convincente de que nuestras repúblicas 
bajo el pupilaje político del gobierno de la 
Península, recibil^n impulso tal de progreso, 
qne en tres siglos de dominio les hizo capaces 
de poder y soberanía. 

Kada más cierto que todos los pueblos de la 
América española formaron un solo territorio; 
porque todos ellos estuvieron dependientes de 
la sobjeranía de España. jDe esto, por ventura, 
puede deducirse que no debemos buscar en la 
época de la colonia el origen de nuestros de- 
rechos sobre las regiones que discutimos; que 
los estados en que estaba dividido el gobierno 
colonial carecían de derechos territoriales; que 
el Monarca en ningún caso daba ni quitaba 
territorios á los pueblos, porque no podía dis- 
tribuir el atributo de su soberanía entre las 
autoridades subalternas? ¿En 1717 no des- 
membró, por ventura, territorios del Verreinato 
del Perú para fundar el de Santa Fe? ¿No 
hizo lo mismo en 1739, etc.f jDe esta división 
territorial se puede deducir menoscabo de la 
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autoridad y abdicación del territorio? O es 
que los virreinatos, presidencias, corregimien- 
tos, alcaldías, etc., en que estaba dividido el 
gobierno de la colonia no tenían territorio! 
Semejantes afirmaciones no pueden hacerse 
sin desconocer la naturaleza de las sociedades 
y las leyes, que formaron el derecho público 
de la nación española. 

Territorio nacional es la extensión de tierra 
y agua que depende exclusivamente del poder 
supremo del Estado, y en el que se ejercen 
todos los derechos políticos y la mayor parte 
de los internacionales; mas esto no significa, 
que sólo las naciones poseen territorios, que 
sólo la autoridad suprema tenga derechos te- 
rritoriales; porque si las naciones consideradas 
físicamente son una especie de fracmentos ó 
partes del universo, los consorcios ó estados 
son y han sido en todo tiempo verdaderas 
secciones ó partes del territorio nacional; de 
modo que, no só!o tenemos territorios sino 
también divisiones territoriales. 

Es una necesidad de la naturaleza la divi- 
sión orgánica de las grandes sociedades, para 
que el soberano pueda proveer á las necesida- 
des de todos los asociados; es necesario que las 
atribuciones del soberano, digámoslo así, se dis- 
tribuyan entre las autoridades subalternas; que 
haya divisiones y subdivisiones hasta Uegar á 
un número que permita á una sola intéligeneia 
conocer plenamente las necesidades de todos y su- 
ministrar los auxilios externos que el soberano 
debe á cada uno de los consorcios; es necesa- 
rio que haya unas sociedades dentro de otras 
que, como círculos concéntricos converjan á un 
mismo punto, para que la multitud no destruya 
la unidad ni la unidad prive á los consorcios de 
sus derechos seccionales, si no queremos redu- 
cir al cuerpo social á una masa homogénea, sin 
partes orgánicas, y, por consiguiente, sin vida. 
De donde se deduce claramente, que así como 
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en el mayor de los círculos concéntricos está 
ODiDprendida la extensión de los círculos me^ 
ñores, de igual manera dentro del territorio de 
Jas sociedades mayores se encuentran también 
Jos territorios de las sociedades menores, sin 
que por esto sufran las naciones ni sus sobe- 
ranos detrimento en sus derechos. No hay ni 
puede existir colisión entre los derechos terri- 
toriales de la nación ó sea del todo, y los 
derechos territoriales de cada una de las sec^ 
oíones, bien así como no se opone el dominio 
privado, que por su naturaleza es un derecho 
territorial, al dominio eminente del soberano. 
En nuestra obrita demostramos que según 
la ley 1*, título 1®, libro V de la Eecopilación 
de Indias, todos los pueblos de la colonia te- 
nían su demarcación territorial, que cada uno 
de ellos contaba con su respectiva autoridad; 
qae Jas autoridades superiores debían respetar 
los límites y atribuciones de las inferiores; de 
suerte que, los pueblos coloniales por depen- 
dientes que se los suponga, tenían sus límites 
respectivos y su vida social y política. En 
efecto, en la citada ley, don Garlos II, dicet 
^Para mejor y más fácil gobierno de las Indias 
Occidentales están divididos aquellos reinos y 
aquellos señoríos en provincias mayores y me- 
nores, señalando las mayores, que incluyen 
otras muchas á nuestras Audiencias reales". 
He aquí como estaban organizadas las socie-^ 
áades mayores, es decir las audiencias, pa- 
ra él mejor y más fácil gobierno de las Indias 
Occidentales, dentro de las cuales se encontra* 
ban las sociedades menores llamadas goberna- 
oiones, y éstas á su vez comprendían también 
los corregimientos y alcaldías, que por su corta 
extensión eran ya sociedades que constaban 
únicamente de individuos. Estos consorcios 
«ran venladeras sociedades: tenían su ñn, stx 
autoridad y su respectivo territorio y eran 
hasta cierto punto soberanos dentro de la es- 
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fera de sus atribuciones, hasta el extremo de 
que las audiencias debían conocer en apelación 
del Virrey las materias y negocios de goiierno 
que tócala privativamente á aquel funcionario, 
como puede verse en la ya citada ley 43 del 
libro II, título XV de la Recopilación de Indias. 
T que aquestas no eran puramente subdivisio- 
nes, sino subdivisiones territoriales, lo expresa 
con claridad la misma ley, demostrando una 
vez más que había territorios de provincias, 
de distritos, partidos, cabeceras, etc.; territorios 
que como círculos concéntricos estaban colo- 
cados unos dentro de otros, sin que por esto 
pueda decirse que no existía la unidad nacio- 
nal, que por eso no eran dependientes de un 
mismo soberano. *'Y porque uno de los me- 
dios, añade la citada ley 1* del título I, libro 
V, con que más se facilita el gobierno en la 
distinción de términos y territorios de las provin- 
cias, distritos, partidos y calecerás, para que las 
jurisdicciones se mantengan en ellos y nuestros 
ministros administren justicia sin exceder de 
lo que les toca". Oomo se ve esas divisiones 
territoriales más bien que elementos de des- 
trucción eran un medio para evitar las com- 
petencias. Nótese además, que según S. M. 
había términos y territorios, y, por consiguiente, 
jurisdicciones que llevaban consigo derechos 
territoriales, y jurisdicciones puramente de dis- 
tritos, para confirmar aquello de que no toda 
segregación de servicios es segregación de te- 
rritorios. Y si no había obstáculo para que 
S. M. pudiera segregar territorios, es también 
falso que por ser el territorio del soberano 
podría desmembrarlo obsequiando á naciones 
extranjeras una parte de sus posesiones colo- 
niales, mientras (!!) no podía dar territorios á 
las autoridades subalternas, porque eso . era, 
según el "Estudio histórico de. la cédula de 
1802" distribuir entre ellas el atributo de su 
soberanía. 
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En la ley I del libro III, título I de la R. de I. 
^n vez de establecer el derecho de enagenación, 
qae rebajaba á las colonias al grado de meras 
<508as susceptibles de compra- venta, donación, 
^tc, prohibe tales enagenaciones y limita en 
este punto el poder de los monarcas, recono- 
ciendo el derecho de los conquistadores á las 
tieiras por ellos descubiertas. "Y consideran- 
-do, dice, la felicidad de nuestros vasallos, y los 
trabajos, que los descubridores y pobladores 
pasaron en su descubrimiento y población, para 
qiie tengan mayor certeza y confianza de que siem- 
pre estarán y permanecerán unidas á nuestra Real 
Corona^ prometemos y damos nuestra fe y palabra 
Bealj por Nos y los Reyes nuestros sucesores que 
.siem,pre jamás no serán enagenadas ni apartadas^ 
^n todo ó en parte, ni sus Ciudades ni Poblaciones^ 
por ninguna causa 6 razón 6 en favor de ninguna 
persona; y si Nos, ó nuestros sucesores hicieren 
alguna donación ó enagenación contra lo suso- 
dicho, sea nula y por tal la declaramos^\ De 
suerte que mientras subsistía el derecho de los 
.adelantados ó descubridores, el Monarca en las 
divisiones ó subdivisiones no pudo segregar te- 
rritorios con menoscabo de los derechos de los 
conquistadores; y ésta fué una de las bases que 
se tuvieron en cuenta en las divisiones territo- 
riales de las colonias, como lo veremos después. 

Aquí, no tenemos necesidad de estudiar si la 
audiencia de Quito en esa época tuvo su respec- 
tiva demarcación y cuáles fueron sus límites; 
porque en la segunda parte de nuestro folleto 
con particular cuidado expusimos cuales fueron 
sus términos durante el dominio de España, sin 
jque hayan sufrido éstos menoscabo alguno en 
las diferentes evoluciones sociales, por las que 
hubo de pasar la presidencia de Quito, hoy Ee- 
pública del Ecuador. 

CÓMO SE BFBOTÜAROK TALES DEMAROAGIO- 
NES Y CUALES FUERON LOS ELEMENTOS QUE SE 
TUVIERON BN CUENTA PARA LLEVARLAS i. CA- 
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BO?, es el problema que debemos dilucidar para 
saber siquiera someramente el origen de nues^^ 
tros dere chos territoriales. 

Según el derecho público, estas divisiones m 
efectúan de varios modos: ora por vía de com- 
posición, lo cual sucede siempre que de la unión 
de varios consorcios resulta una sociedad ma- 
yor: ora por vía de división, en cuyo caso esta 
división tiene que acomodarse hasta cierta 
punto á las condiciones del territorio y de los^ 
moradores. 

El origen de los derechos territoriales de 1« 
audiencia de Quito lo encontramos^ en primer 
lugar, en el hecho para nadie ignorado de que 
el Virreinato del Perú, así como el de Santa Fe^. 
se formó de la agregación de diversas naciones 
conquistadas por los españoles, los cuales si 
por el dominio de España perdieron su liber- 
tad, el Beino de Quito así como el del Perú 
debieron conservar sus propias demarcaciones;^ 
porque la monarquía española debió proveer, y 
en efecto proveyó, á la unidad del todo sin 
destruir la unidad de las partes; pues si los^ 
pueblos subyugados por guerra justa pierdea 
su libertad, no es menos cierto que no pued» 
darse título alguno por el que las naeionen^ 
vencidas pierdan el supremo de sus dere^os^ 
ya se trate de individuos ó de pueblos, la pro* 
pia conservación. En segundo lugar, en el 
derecho de conquista. Ya hemos visto que se^ 
gún la ley I del libro III, titulo I de la B de L 
al soberano le estaba prohibido danaTj enojfenait 
én parte ó en todo las ciudades, pobíaeiones M 
fawr de mnguna persona ni por ninguna MifMy 
porque aquello habría sido atentar Mntm küi 
derechos de los adelantados, que con tantea 
tMbigos descubrieron y poblaron; de modo qoe^ 
las mismas cédulas^ de erección de las audi^ti*- 
cias de Quito y Li)na, tuvieron en Meiita^sto^ 
(mando sefiateron su extenmón toilri^cltiiM; fvM* 
eé9 los v&fw católieos ^echafisarorn simopM Ifet 
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pretensiones del Perú de apropiarse de nuestro 
"territorio (1); y si en 1717 y 1739 segregaron 
territorios para formar el Virreinato de Nueva 
©ranada, fué porque los derechos del conquis- 
tador Francisco Pizarro ha mucho tiempo que 
liabíau desaparecido. ¿Puede asegurarse lo 
mismo de los territorios conquistados por la Au- 
fliencia de Quito? ¿Pudo el soberano desmem- 
brar esos territorios sin atentar contra los dere- 
chos del pueblo conquistador que á fuer de 
dinero, trabajos y sacrificios de centenares de 
sus moradores descubrieron y conquistaron? 
¿No estaba prohibido á los^Monarcas de España, 
según la ley I del libro III, título I de la Reco- 
pilación de Indias, enajenar en parte ó en todo 
2as ciudades, poilaciones en favor de ninguna per- 
sonaj ni por ninguna causaf ¿No juraron y pro- 
:inétieron los Emperadores repetidas veces que 
3[ii ellos ni los sucesores harían alguna desmem- 
"bración, y que si la hicieren, sea tenida como 
nula? ¿La cédula de 1802 no puede segregar 
territorios; porque atentando contra los dere- 
chos de conquista, hubiera incurrido en la prohi- 
bición y nulidad establecida por aquella ley? . . . 
Al principio Icis conquistadores y descubridores 
fueron los españoles que acometieron tan mag- 
na empresa, queremos decir que, entonces los 
derechos de conquista produjeron derechos in- 
dividuales; después las nuevas conquistas tu- 
vieron por objeto extender los términos de las 
audiencias; y las reducciones se llevaron á ca- 
bo por cuenta y riesgo de cada uno de estos 
distritos, entonces vinieron á ser los de- 
rechos de conquista derechos seccionales, los 
cuales si estaban subordinados al bien co- 
mún, no podían ser destrozados sin injusticia 



i'l) En 1689 D. Carlos II declaró contra las pretensiones 
del Virrey de Lima declarando los derechos del Gobierno de 
Quito en.los pajonales del alto Ucayali; y en 1819 fueron re- 
chazadas las pretensiones del Perú al Gobierno de Guayaquil. 
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por el solo capricho del soberano. Así que, 
teniendo en cuenta el espíritu de hi ley I 
ya citada, que garantizaba las conquistas im- 
pidiendo todo aquello que frustrara las espe- 
ranzas del conquistador, bien podíamos ale- 
gar, si la cédula de 1802 segregara territorios, 
que esta real orden es nula, y que no iiodía 
surtir efecto alguno como ley de división terri- 
torial; pero dejemos á un lado esto, y fijémonos 
únicamente en que la Presidencia de Quito lle- 
gó á extenderse no sólo al territorio que Huay- 
na-Cápac dejó en herencia á su hijo Atahualpa, 
sino también á todos los demás pueblos que por 
medio de conquistas se incorporaron á dicha 
audiencia. (1) Y, en tercer lugar, los monarcas 
tuvieron también en cuenta, para estas demar- 
caciones y para establecer la naturaleza de 
gobierno, la calidad de la tierra y la disposición 
de los lugares^ (2) por esto, como vimos en nues- 
tro opúsculo "El Ecuador y ul Perú", Francisco 
Pizarro al encomendar á su hermano Gonzalo 
la conquista del Dorado le nombró Goberna- 
dor de Quito, á fin de que desde esta provincia 
Ijudiera extender sus conquistas, porque enton- 
ces los caminos que de esta provincia conducían 
al oriente eran los únicos que se conocieron (3) y 
por su posición topográfica, les pareció bien así 
al Adelantado como á los Monarcas adjudicar 
dichos territorios á la Provincia de Quito. He 
aquí el origen de nuestros derechos territoria- 
les, á la vez que la base ó germen de la nacio- 
nalidad ecuatoriana. ¿Cómo de las sooibda- 



(1) En ilueátra impugüación al Dr. Maurtua que bajo el tí- 
tulo de ''Nuevo alegato del Perú'' publicamos eu varios uü.- 
iiiero3 de "Fray Gerundio", puede verse si el hecho de las 
conquistas y misiones de las regiones orientales son una 
prueba en favor del Perú. Época de la Colonia, cuestión 
I y II. 

(2; Ley I, título I, lilro V de la R. de I. 

(3) ''El Ecuador y el PenV' Parte I, cuestión III y IV, Par- 
te II, cuestión II. 
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^»BS EXTENSAS SE ORIGINARON LOS PUEBLOS 
SOBERANOS? 

La nación española como toda sociedad ma- 
^or, en la época de la colonia fué un gi- 
gantesco árbol, cuyas ramas so extendieron 
liasta en el nuevo mundo; y así como hay ra- 
mas que separadas del tronco pueden producir 
otros árboles, así hay consorcios ó sociedades 
menores que tienen los elementos necesarios 
para constituirse en pueblos soberanos. En 
todas las naciones se encuentran estos organis- 
mos sociales capaces de entrar en la participa- 
ción de la soberanía, corno sucede en las repú- 
blicas y en las monarquías constitucionales, en 
las quo cada estado contribuye con sus repre- 
sentantes para formar el supremo de los pode- 
res, el legislativo; y en las monarquías absolu- 
tas por lo menos, tienen los componentes de la 
organización administrativa (población y terri- 
torio) tales que por su número y cantidad puedan 
figurar aquellos pueblos como naciones inde- 
pendientes. ¿Qué LES FALTABA Á ESTAS AU- 
DIENCIAS PAIíA LLEGAR A SER LAS REPÚBLICAS 

DEL Ecuador y del Perú? 

Se llaman naciones aquellas sociedades com- 
pletas^ cuya población excede de la capacidad y de 
los límites de la familia y aun de la gente; y que 
siendo duefios del territorio que ocupan en todos 
los respectos y para todos los fines públicos y priva- 
dos del dominio, no reciben de ninguna otra socie- 
dad temporal ni legislación ni un impulso directo 
y obligatorio; de suerte que, tres son los ele- 
mentos que dan á una sociedad el carácter de 
naciones: población que exceda de la capaci- 
dad de los límites de la familia y de simples 
pueblos; dominio territorial, y, la independen- 
cia. Hemos visto ya, que tanto la iLudiencia 
de Quito, como la de Lima, eran provincias 
mayores compuestas de gobernaciones, regi- 
mientos y alcaldías, por consiguiente, sus po- 
vblaciones excedían de los límites de la familia 
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y de los de simples pueblos; y también queda 
demostrado que aquellos tenían verdadero do- 
minio territorial en toda la extensión de su» 
distritos. iQué les faltaba sino la independen- 
cia para que aquellos Gobiernos adquieran la 
jerarquía social de naciones? iQué les faltaba 
sino que aquellas ramas fueran desprendidas- 
del tronco común para que puedan dar origen 
á otros árboles tan frondosos como el primero? 
Progresar es el destino de la naturaleza, y for- 
mar unos pueblos de otros es el destino de las- 
naciones, sobre todo, de naciones que como 
España fundaron su poder en la conquista. 

Proolamada la independencia, rotos los^ 
vínculos que unían a estos consorcios con 
LA Madre Patria, quedaron por ende di- 
sueltas LAS relaciones DE SUBORDINACIÓN 
Y DEPENDENCIA QUE EXISTÍA ENTERE LOS PUE- 
BLOS DE LA COLONIA? ¿La formación de las 
nuevas naciones debía dejarse al voto espontá-^ 
neo de los pueblos; do suerte que, como soste- 
nía el General San Martín (1) hablando de la 
Perla del Pacífico cada uno de ellos podía 
agregarse á la nación que le convenga? Feliz- 
mente semejante doctrina que fué inmediata- 
mente rechazada por el Libertador, (2) por el 
Mariscal de Ayacucho (3) y por el Congreso de 
Colombia, (4) después del tratado de 1829, que 
reconoce como límites los mismos que teníanlos- 
antiguos Yirreinatos del Perú y Nueva Granada 
antes de su independencia^ no puede tener cabida 
en nuestro litigio aunque nuestros adversarios 
quieran valerse de éste para arrebatarnos Jaón^ 
Es necesario romper este tratado de paz para* 



(1) Carta dirigida al Libertador, el 3 de marzo de 1822: 
Eecopilacióa de documentos por C. E. V. 

(2) Coiitestacióu de Bolívar á la anterior. Xd., id. 

(3) Nota del General Sucre al Gobierno del Perú acerca d». 
Guayaquil, fechada en Cuenca el 25 de febrero de 1822. Id. id». 

(4) Vacas- Galindo. Documento LXXXIX. 
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_iie los peruanos puedan acudir al pretexto do 
í ^i anexión de aquella provincia. La norma á 
i^ que debemos atenernos y á la que debe ate- 
erse el Arbitro está trazada en el convenio 
e paz, sea ó no verdadera aquella doctrina. 
Para nosotros los principios sentados por el 
rotector del Perú son absolutamente contra- 
ios á la idea misma de la emancipación, la 
"^3ual como dijimos ya, así en los individuos 
-<íomo en los pueblos supone cierto grado de 
^lesarrollo que les hace capaces de ser sobera- 
dos. Los salvajes no se emancipan, y si algu- 
na vez desconocen el imperio de una nación, 
no son capaces do elevarse al grado de pueblos 
soberanos. La barbarie es la demencia social 
que hace necesaria la tutela ó gobierno de na- 
ciones civilizadas, y este pupilaje fué origen del 
derecho do conquista que tuvieron los españo- 
les. Esa tutela desaparece tan luego como los 
pueblos se civilizan y pueden recobrar su an- 
tigua libertad; de modo que, el derecho de 
emanciparse nace cuando es innecesario el pu- 
pilaje político de otras naciones. Por consi- 
guiente, la independencia supone progreso y 
de ninguna manera destrucción, como lo hacen 
aquellos que juzgan que emanciparse es rom- 
per todos los vínculos que unen á las socieda- 
des. Lejos de eso, el pueblo que se emancipa 
comienza por concentrar todas sus energías 
dentro de los límites de su territorio, por con- 
T^ertir en bien coman aquello que no era sino 
el interés privado de una de las secciones, por 
emplear toda su actividad antes sujeta y su- 
bordinada á la acción del Estado soberano den- 
tro de los términos de cada una de las nuevas 
naciones, por estrechar más en fin sus relacio- 
nes políticas. 

En toda nación, como hemos visto, hay un 
sistema de aldeas y ciudades combinadas de 
Tarios modos, sistema que debe conservarlo la 
43ociedad que se emancipa. ¿Y por qué no lo 
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ha de conservar? ¿Acaso el mismo lazo que^ 
unía á las Audiencias con España, es el que 
unió á las gobernaciones, pueblos y aldeas con 
las Audiencias para que roto aquel queden 
disueltos los demás vínculos que organizaban 
á su vez los consorcios? Hasta los más escru- 
pulosos publicistas sostienen que en cada una 
de las sociedades menores existe un fin local, 
que establece una mancomunidad de intereses 
entre los pueblos subordinados, el cual, en vez 
de desaparecer con el interés común de la socie- 
dad soberana, es el quejprevalece y se subrroga 
al de la nación disuelta> En las Audiencias, 
además de este fin que constituía la personali- 
dad política de cada uno de estos consorcios, 
existía esos vínculos de la sangre y de la histo- 
ria, que no alcanzaron á borrar ni la conquista 
ni la colonización de España. 

En suma, al independizarse, cada una de la» 
provincias debió constituir su gobierno dentro 
de los límites de su territorio, cada una debió 
emanciparse respetando los derechos adquiri- 
dos de las demás; y el Peni lejos de eso, ape- 
nas Colombia hubo de alargar su mano para 
levantarle á la altura de pueblos soberanos, 
aquella nación en cambio comienza por preten- 
der Guayaquil y luego, ocupa Tumbes, se apo- 
dera de Jaén y de una parte de Mainas; y llega 
al extremo de sostener estas tisiirpaciones con las 
armas. Ahora bien, caso de que se hubiera 
llevado á cabo la cédula de 1802 y, por consi- 
guiente, la anexión militar do Mainas al Perú, 
nuestros adversarios pueden alegar esta cédula 
como la base de su unidad nacional y el fun- 
damento de sus derechos? ¿Bastaba que 
AQUELLA Comandancia se una Jmilitarmbn- 
TB al Gobierno del Perú para que esta 
Nación pueda alegar derechos territo- 
riales SOBRE ESAS REGIONES; PARA QUE LA. 
SEGREGACIÓÍÍ DEL GORIERNO MILITAR BEA SB- 
OHEGAOIÓN DE TBRRlTOB.lOBí'í 
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Muchas veces, como dice el doctor don Pedro 
Moncayo y como lo co^m prueban las leyes do 
Indias, en la colonia la parte militar estaba se- 
parada de la civil y la eclesiástica en contra- 
dicción con ambas, lo cual da lugar á que dis- 
tingamos dos clases de segregaciones: la de las 
jurisdicciones que envuelven derechos territo- 
riales y la de aquellas que producen una mera 
prestación de servicios, i A cuál de las dos 
pertenece la segregación del gobierno militar 
de Mainas? ¿El Perú puede alegar derechos 
territoriales sobre esas regiones á causa de la 
cédula de 1802? Vamos á verlo. 

Ya hemos visto que nuestros adversarios para 
dar á la cédula de 1802 el alcance de una ley 
de división territorial, comienzan por hacerle 
expresar jurisdicción civil y política; lo cual 
manifiesta que, según ellos hny segregaciones 
de jurisdicción que dejan intíicta la demarca- 
ción territorial; porque si bastara el alcance 
militar que aquella tiene, para extender el te- 
rritorio, no se esforzaran en alterar el verda- 
dero sentido de aquel documento. Do manera 
que la primera prueba de esta distinción de 
jurisdicciones que producen derechos territoria- 
les y jurisdicciones que no envuelven sino mera 
prestación de servicios, la encontramos en el 
empeño de los peruanos de dar á aquel docu- 
mento un alcance civil y político para alegar 
derechos territoriales sobre Mainas, lo que ha- 
ce sobre Jaén y Tumbes no ])uode servirles ese 
título ni como pretexto. No se diíja que estas 
distinciones no estaban al alcance de esa época 
para que el soberano las haya establecido en la 
cédula de 1802; porque el hecho de segregar 
ó no territorios es una consecuencia lógica de 
la naturaleza de la jurisdicción, ésta es inmu- 
table como Dios, aunque varíen las costumbres 
y demás circunstancias que influyen en la con- 
dición de los pueblos. Además ei\ e§.U\ wvv^v^^ 
cédula se encuentra la pruebvx má^ e^xití^w^^^^^^ 
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de que esta doctrina (1) la profesaban los sobe- 
ranos en su legislaciáiii. Si echamos de ver 
que en la parte expositiva de esta cédula dice 
que don Francisco de Requena propuso que el 
GoMerno y Comandancia General de Mainas sea 
dependiente del Virreinato del Perú, segregando 
del de Santa Fe todo el territorio que los com- 
prendía, y que en la parte dispositiva resuelve 
favorablemente lo i)riraero y nada dice acerca 
de lo segundo, se nota desde luego dos cosas: 
que no era lo mismo segregar el Gobierno y 
comandancia de Mainas que segregar los terri- 
torios que comprendían dicho gobierno y co- 
mandancia, y que al asunto de la segregación 
territorial no dio el Monarca resolución. En 
«fecto, al decir que Requena proponía la 
anexión de la Comandancia de Mainas, con la 
circunstancia explicativa de segregar de Santa 
Fe todo el territorio de aquella, se nota que 
el Eey tuvo en cuenta que el hecho de la se- 
gregación de la Comandancia era distinto del 
modo especial como Requena quería se llevase 
á cabo esta anexión. Un hecho merece expli- 
carse cuando la especial condición ó modo no 
es de la naturaleza de aquel; y así, no debe- 
mos decir sin redundancia círculo redondo; por- 
que en la naturaleza del círculo está la tígura 
ó forma que debe tener; pero si se dice, por 
ejemplo, círculo negro, circulo azul, porque el 
color no es la esencia de esta figura geométrica 
y son estas cosas enteramente distintas. De 
modo que, al decir el Monarca que Requena 
propuso la anexión de la Comandancia de Mai- 
nas, segregando de Santa Fe todo el territorio 
de aquellas misiones. Requena y el Monarca 
ponen de manifiesto que la anexión de la Co- 
mandancia era distinta de la segregación del 
territorio, y el Rey al acceder simplemente á 



(1) '*E1 Ecuador y el Perú'% p£íg. 89. 
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anexión del Gobierno y Comandancia excluí 
6 ó nada quiso resolver acerca de la segrega- 
ión de territorios. Mas, éste no es el único 
asaje de la cédula, como lo veremos luego, en 
1 cual el Monarca pone en claro esta doctri- 
a y nos manifiesta que la segregación militar 
o es segregación de territorio. 
Gil y Robles en su "Derecho Político", al in- 
uirir si la unión militar y aduanera de dos 
TIEstados hace que pierdan su independencia y 
-formen una sola nacionalidad, refundiendo los 
territorios y borrando la personalidad política 
de caiia uno de ellos, para formar un tercer 
Estado: ó si, como lo cree, esta unión sólo cons- 
-tituye un Estado intermedio entre la alianza 
temporal de naciones independientes y esa uni- 
dad política que se llama nación, dice: "En 
efecto, la alianza defensiva y ofensiva y la 
organización jurídica y técnica para estos efec- 
tos, aun siendo concertado, no á plazo sino in 
perpetuum y con expresiones más ó menos im- 
plícitas, no abarca más que una materia, fase 
y respecto de la vida social, por importante 
que sea; materia y íaso que, además de adje- 
tivas y de pura relación, no limita la soberanía 
de las sociedades confederadas en todos los 
demás órdenes de la vida y del derecho, en las 
cuales las naciones y los Estados, así unidos 
pueden expresar y traducir una personalidad 
«ocial y política bien propia, característica y 
diferente." 

Esto que pasa en sociedades soberanas, acon- 
tece también en una nación entre los pueblos 
que le están subordinados. Mientras el sobera- 
no los una solamente con el lazo <le la jurisdic^ 
ción militar, mientras segreguen de la vida ad- 
ministrativa de esos pueblos materias adjetivas 
y de pura relación, no pueden constituir una 
nueva entidad política. Si la unión militar fue- 
ra suficiente para coastituir ese todo ético que 
se llama nación, estado ó pueblo, siempre que 
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dos potencias se unieran con propósitos milita- 
res perderían su autonomía y formarían un 
nuevo Estado; mas la historia de las alíanzas^ 
prueba lo contrario y pone de manifiesto que^ 
la unión militar no es el principio que consti- 
tuye la individualidad de las naciones. La 
fuerza pública y su organización sirven para 
superar los obstáculos que se oponen á la mar- 
cha tranquila de la sociedad hacia el bien 
común, es el medio de que se sirven las nacio- 
nes para seguridad y conservación, y en ningúa 
caso pueden mirarse como un elemento cons- 
titutivo de la vida social y política de las na- 
ciones. El Gobierno militar es más ó menos 
necesario según las circunstancias, lo exige la 
condición de los hombres y de los estados, y 
supone, por lo mismo, ya constituido ese estado 
social del cual nace, junto con aquella necesi- 
dad, el poder de la fuerza. Por consiguiente,, 
dentro de la jurisdicción militar no podemos 
encontrar el fundamento de las futuras nacio- 
nalidades; porque la fuerza pública no puede 
considerarse como elemento de asociación sino 
como una necesidad que se origina de las cir- 
cunstancias y condiciones políticas é interna* 
cionales de los pueblos. 

Por otra parte, el gobierno militar es el que^ 
menos exige jurisdicción territorial; porque ni 
siquiera i)ara fijar sus derechos tiene como el 
judicial en cuenta el domicilio, sino directa- 
mente los individuos que en calidad de milita- 
res están bajo la dependencia de un jefe; de 
suerte que, lo que menos exige aquel gobierna 
es segregación de territorio. Tan cierto es lo 
qu e decimos que, la jurisdicción militar se ejer- 
ce lejos del territorio, cuando el ejército está 
en alta mar ó de tránsito en una nación ex- 
tranjera, cosa que no sucede con el gobierno 
político ni el judicial, que no pueden menos 
que ejercer sus atribuciones dentro de los lími- 
tes materiales de su jurisdicción. Además de- 
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territorio carece el gobierno militar de otro de 
los componentes, que entran como elementos 
primordiales para formar el organismo de un 
Estado, la población; porque sólo están sujetos 
á la jurisdicción militar los individuos que co- 
mo militares están llamados á asegurar la tran* 
quilidad interior y exterior de los estados; de 
modo que, el gobierno militar más bien que 
gobierno es una institución civil como cual- 
quiera otra, como la de profesores, agentes del 
orden liublico (policía) como las de higiene y 
salubridad, etc.; (1) pero una vez que en la 
antigua legislación española y en la misma 
cédula de 1802 era tenida esta institución como 
iin gobierno, preciso ha sido, como lo acabamos 
de hacer, poner de manifiesto que la jurisdic- 
ción militar envuelve simplemente prestaciones 
de servicios; y (jue, en consecuencia, la segre- 
gación militar sancionada jior la cédula de 1802 
no implica segregación territorial. 

Esta doctrina no sólo la encontramos en los 
inmutables y eternos principios del Decrecho 
público, sino que la vemos profesada por el 
Monarca así en el pasaje que hace relación de la 
solicitud de Requena, y que lo analizamos más 
arriba, como en el siguiente, que tantas veces 
lo hemos citado, porque expresa el ñn ú objeto 
de la segregación del gobierno y Comandancia 
de Mainas: "para confrontar en lo posible la 
iurisdicción Eclesiástica y Militar de aquellos te- 
rritorios^\ Si tenemos en cuenta que S. M. habla 
de jurisdicción eclesiástica y militar de aquellos te- 
rritorios, tendremos otra prueba concluyente de 
que, según la citada cédula, la segregación de 
las jurisdicciones eclesiásticas y militares no es 



(1) En el lenguaje moderno se llama gobiernos militares á 
las instituciones políticas que tienen á la cabeza personas que 
proíesau el arte de las armas; pero de esta clase de gobierno 
no 86 trata en la cédula de 1802; porque en el! a sólo se habla 
de la jurisdicción militar y prescinde délos otrosrumord© 
1» administración pública. 
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«egregación de territorios, y de que el Monarca 
supo distinguir las jurisdicciones que mandó 
agregar al Perú de la nueva circunscripción te- 
rritorial que pretenden atribuirle los peruanos. 
En efecto, al decir la cédula de 1802 juris- 
dicción eclesiástica y militar de aquellos territo- 
rios, debemos distinguir los dos términos de 
esta relación (jurisdicción militar, jurisdicción 
eclesiástica y territorio) sin lo cual no puede 
existir el orden y dependencia que establece 
la preposición de entre el sujeto y el objeto 
de una relación, bien sea de posesión, de pro- 
cedencia, de cualidad, de acción ó como quiera 
llamársela. Y así, al decir casa de Pedro, es- 
tatua de oro, natural de Lima, poseedor de 
mala fe, matador de Juan, una es la idea que 
foruTamos de la casa y otra de Pedro; una de 
la estatua y otra del oro; una del individuo y 
otra del lugar de sii origen; una del sujeto otra 
de la cualidad; un ». del criminal y otra de la 
victima; de la misma manera al decir: «para 
confrontar en lo posible la jurisdicción eclesiás- 
tica y militar de aquellos territoriosy> vemos que 
el soberano supo distinguir y distinguió en 
efecto la juris licción eclesiástica y la militar 
de los territorios que los comprendían, y que 
dio, por consiguiente, á la segregación del Go- 
bierno y Comandancia de Mainas un alcance 
puramente jurisdiccional, dejando intacto los 
derechos territoriales de la Presidencia de Qui- 
to con el gobierno político que no sufrió 
.alteración alguna con esta segregación. ¿Qué 
puede entonces alegar el Perú para dar á la 
cédula de 1802 el alcance de una ley de divi- 
sión territorial? Que la segregación también 
fué del ramo de la real hacienda y del gobierno 
judicial de aquellos pueblos? Tampoco; por- 
que extensamente se ha demostrado que aque- 
lla cédula tiene un alcance puramente militar 
y que nada hay en ella que so i)reste á favo- 
recer las pretensiones de nuestros adversarios. 
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'Y aunque segregara también aquellos ramos, 
tropezarían con la diñcultad de que ni el 
gobierno judicial, ni el de la real hacienda 
segregan territorios, y por consiguiente, que 
al Perú nada le importa esto porque no le 
produce un palmo de terreno en las regiones 
disputadas; porque más bien que gobierno 
son instituciones auxiliares de la administra- 
ción política de los Estados. Por esto, los 
publicistas llaman poderes ó funciones á lo 
que el lenguaje jurídico de España llamaba 
gobierno; porque tanto el ramo judicial como 
el de la real hacienda están muy lejos de dar 
á las sociedades esa unión que, como dice Gil 
y Robles, en su clase y esfera debe ser tan 
estrecha como la de la familia, ni esa armonía 
que tiende á unificar la acción en la marcha 
de las sociedades hacia su ñn. 

El poder judicial ó gobierno como lo llama- 
ban los españoles, es necesario donde quiera 
que haya individuos que tengan intereses ó de- 
rechos contenciosos, donde quiera que haya 
delitos que perseguir y malhechores á quiene» 
castigar, sirve para restablecer y conservar el 
orden en las sociedades; es la autoridad que 
tiene por objeto las personas y los bienes 
en sus relaciones particulares de individuo á 
individuo, y que para ser capaz de constituir 
la nacionalidad de un pueblo le falta la parte 
de autoridad que cuida de las personas y de 
los bienes en sus relaciones con el Estado, ha- 
ciéndolas concurrir al bien común y ejecutado 
leyes de interés general, y esa otra que cuida 
del Estado y de sus bienes en relación con las 
demás naciones. Los jueces, por otra parte, 
aunque tienen un distrito dentro del cual de- 
ben administrar justicia, no pueden decirse que 
tengan derechos territoriales ó sea ese imperio 
que puede extender ó desmembrar su territorio. 

Las contribuciones públicas y su organiza- 
ción político-económica estaban á cargo del 
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gobierno de la real haciendo y eran, como en 
toda sociedad, los elementos destinados á la 
<5onservación del Estado español, eran, digá- 
moslo así, los medios de la subsistencia social; 
pero estaban muy lejos de ser un elemento 
constitutivo de ese todo ético que se llama na- 
ción, estado ó pueblo, bien así como, no 
podemos sostener que pertenecen á la esencia 
del hombre los alimentos que sirven tan sólo 
para prolongar su existencia sobro la tierra. 
Tampoco podemos afirmar que esta institución 
social, llamada impropiamente gobierno en el 
lenguaje jurídico de la colonia, tenga derechos 
territoriales; que á un Ministro de Hacienda, 
por ejemplo, corresponda, como una de las atri- 
buciones del cargo que desempeña, ol velar por 
la integridad del territorio. "^^^ 

De todo lo oüal se^BÍJbuoe: que muchas 
veces en el lenguaje de la colonia se llamaba 
gobierno á lo que simplemente debe designarse 
con el nombre de institución; que lejos de en- 
contrar una prueba en favor del Perú en el solo 
hecho de hablar la cédula de 1802 de gobierno, 
cuando dice que se tenga por segregado el Go- 
Memo y Comandancia de Mainas, nada aiguye 
en favor de nuestros colitigantes del Sur, y 
que las jurisdicciones judicial, militar y del 
ramo de la real hacienda no pueden servir de 
norma en la resolución de los litigios que se 
han suscitado entre las repúblicas hispano- 
americanas acerca de los derechos territoria- 
les de cada una de éstas. 

Sólo el gobierno político, según el decir de 
Eeyneval, es la clave de la bóveda de toda 
la sociedad civil, porque ella sola tiene la ac- 
ción, imprime el movimiento á toda la máqui- 
na social, obra sola á nombre de toda la nación 
y la representa en todos los atributos exterio- 
res. De aquí que unas cédulas segreguen te- 
rritorios y otras no, según la naturaleza de la 
jurisdicción de que se ocupen cada una de 



— 45 — 

^llas; de aquí que las leyes de la erección de 
las audiencias establezcan verdaderas circuns- 
cripciones territoriales y la cédula de 1802, no, 
y que las cédulas de 1717 y 1739 segreguen 
territorios, mientras la cédula de 1802 no adju- 
dica al Perú sino una mera prestación de 
servicios. Y para confirmar lo que hasta aquí 
hemos dicho, pasemos al estudio comparativo 
<ie estas cédulas. 



* 
# • 



En otro lugar dijimos, que una de las bases 
que se tuvlbwin en cuenta para la creación de 
las Audiencias fueMa^-las circunscripciones que 
á cada uno de estos departamentos dieron los 
conquistadores; de suerte que, las leyes que se 
sancionaron con este objeto, no hicieron otra 
cosa sino confirmar la división territorial esta- 
blecida en las colonias por los Adelantados. 
Prueba de lo que acabamos de decir es la ley I 
del libro II, título XV de la Recopilación de 
Indias que dice: «Por cuanto en lo que hasta 
ahora se ha descubierto de nuestros Eeinos 
y Señoríos de las Indias están fundadas doce 
Audiencias y Cancillerías Reales^ con los limitesj 

que se expresan en las leyes siguientes 

Establecemos y mandamos etc.» De modo que 
las leyes del libro II, título XV de la citada 
Recopilación, no hicieron otra cosa que sancio- 
nar hechos ya establecidos; de modo que esas 
leyes lejos de menoscabar las anteriores cir- 
cunscripciones no hicieron sino confirmarlas 
señalando á cada una de las Audiencias no 
sólo la extensión ten itorial que tuvieron en la 
época de nuestros aborígenes, sino también 
todos los demás pueblos á los que extendie- 
ron las conquistas sus respectivos descubrido- 
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res; de modo que aquellas leyes se dictaro» 
respetando en cada sección los derechos a<l- 
quiridos por la conquista. Pero el hecho 

DE LAS CONQUISTAS DE LAS REGIONES DIPU- 
TADAS JPÜBDE SER UNA PRUEBA EN FAVOR 

DEL Perú? 

Así lo cree el Dr. Maurtua, por decir que 
Benalcázar, Gonzalo PJzarro, Díaz de Pineda,. 
Alfonso de Alvarado, Pérez de Guevara, Pa- 
lomino, etc., etc., descubrieron y gobernaron las 
regiones mencionadas (es decir todo nuestro 
territorio) por delegación y en nombre del con- 
quistador del Perú y después por autorización de 
los virreyes que, en nombre de la Corona de 
Castilla, tenían sobre los territorios disputados 
pleno dominio y soberanía. (1) Según esto el 
Perú puede alegar derechos no sólo á los de- 
partamentos de Tumbes, Guayaquil, Jaén, Ma- 
cas, Quijos y Mainas, sino a todo el territorio 
de nuestra República, pouiendo así de mani- 
fiesto lo que dijimos ya en nuestro opúsculo, 
á saber: que las aspiraciones de nuestros con- 
trincantes no quedarán satisfechas sino cuan-^ 
do el Ecuador se resigne á perder su autono- 
mía y á formar parte del Perú como en tiempo 
de la colonia. 

Por lo que hace al valor lógico de este ar- 
gumento, ya lo tenemos examinado con de- 
tención en nuestro folleto que sobre límitea 
hubimos de publicar (2), ahora no haremos^ 
sino extraer algunas razones de él, para de- 
mostrar también que la ley X del libro II, 
título XV de la Recopilación de Indias, que 
creó la Audiencia de Quito, está en conformi- 
dad con el derecho de conquista, que disputan 



(1) En la carta de don Cristóbal Vaca de Castro al Empe- 
rador don Carlos, dirigida del Cuzco, el 24 de Noviembre de 
1542 se encuentran las provisiones que efectuó aquel Virrey 
para la fundación y conquista de los orientales. «Cartas, 
de Indias.» 

(2) "El Ecuador y el Perú^' pág. 57-66. 
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loft peruanos, oon tos fútiles razones que acft- 
bamoB d« apuntar. 

Mny natural era que los virreyes impartiesea 
las órdenes do fundación y conquista y que 
oooperasen, con su apoyo moral, pura extender 
y dilatar los territcH'ios de su Soberano: <le «es- 
to, qué se dedocef Por ventura, quo la An- 
diencia de Lima tenía derecho á esos territo 
isios sólo por ser los virreyes del Perú los que 
endonaban tales conquistas? Así el Gobierno 
de Quito como el de Lima formaban entonces 
parte del antiguo Virreynato del Perú, y los 
virreyes eran los representantes de los in4re- 
reses de tiiia y otra sección territorial; de suer- 
te $^ue, impartían órdenes para extender los 
t emtorios de Lima y dilatar los de Quito; 
X>orgue en uno y otro caso adquirían ellos 
mayor gobierno y aumentaban los dominios 
de España. 

En cuanto á las órdenes dadas por él con- 
<juistador del Perú á Pineda á Lorenzo de 
Aldana, á Gonzalo Pizarro para el descubri- 
miento y conquista del I>orado, hay algo más, 
si tenemos en cuenta que para el Adelantado 
fueron inseparables los cargos de gobernador 
de Quito y conquistador del Oriente, que, co- 
mo dice Prescott, Francisco Pizarro "señaló á 
su hermano Gonzalo el territorio de Quito con 
instrucciones para explorar las comarcas des** 
conocidas del Este, donde según ^90 decía se 
miial^ el árbol de la c<méla?\ (1) veremos que 
la voluntad del Marqués y de sus sucesores 
fne unir aquellas conquistas al gobierno d^ 
Quito, y que, al señalar los términos de esto 
audiencia la ley X del libro II, título X de 
la Recopilación de Indias, por la costo hacitt 
la parte de la ciudad de los Beyes hmta el fuert» 
de Paita melu^iúe: por tierra adentro, basto Piu- 
ca, Gajamaroa., Chachapoyas, Moyobamba y 



(1) 'HistocLa déla oonqaUta delP«rú, tomo II. 



Motiloneis inclusive, y hacia la i)arte de los pue^ 
tíos de la Canela y Quijos los susodichos ¡nieblos 
i^n los demás que se descubrieren, veremos que 
los Monarcas no hicieron sino confirmar los 
derechos de conquista, dirimiendo al mismo 
tiempo las controversias que acerca de terri- 
torios se habían suscitado entre los conquis- 
tadores; controver.sias que hubo de ocasionar 
-entre ellos sangrientas luchan; por esto dice la 
ley I que sirve de [preámbulo á todo el título 
XV del libro 11^ que el objeto de aquellas le- 
yes que iban á designar los límites de las doce 
Audiencias, era que los vasallos de los reinos 
y señoríos de las Indias tengan quien les rija y' 
goiierne en paz y en justicia. Y esta es la prime- 
ra diferencia que encontramos entre estas leyes 
que erigieron las audiencias y la cédula de 1802; 
porque aquellas, según acabamos de ver, tuvie- 
ron por objeto el dirimir las contiendas que acer- 
ca de los territorios se suscitaron, y ésta no tu- 
vo otro motivo que el atrazo de las misiones é 
impedir el avance de los portugueses; de aquí 
el fin político de las unas y el eclsiástico y mi- 
litar de la otra; <le aquí esa diferencia que, 
como hemos visto, ocasiona que aquellas seau 
leyes de división territorial, mientras que la 
cédula de 1802 no hace otra cosa sino distribuir 
de distinta manera de la que estaba hasta en- 
tonces, una parte de los ramos de la administra- 
ción pública. Si de esto pasamos á la compa- 
ración de su contenido, veremos la razón de 
diferencia, porque las leyes que erigieron las 
Audiencias son leyes de división territorial y 
la cédula del 15 de Julio de 1802, no. 

Mientras los términos que se fijan en el 
llamado título peruano coresponden únicamen- 
te á la jurisdicción eclesiástica y militar de 
Mainas, las leyes que fundaron las audiencias y 
en general la que se refiere á la fundación de la: 
Audiencia de Quito, designan los límites dentro, 
de los cuales se deben ejercer la jurisdicción no 
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iólo eclesiástica y militar, cómo la cédula que 
impugnamos, sino también principalmente la 
jurisdicción civil y política de aquellos pueblos; 
por eso cuando la ley X dice que tenga por dis- 
tríto la Provincia de (¿uito^ tenemos que además 
de expresar que es un distrito de provincia y 
por consiguiente do una sección política de los 
estados coloniales, enjaquel distrito debían ejer- 
cer según la misma ley su gobierno un Presi- 
dente, cuatro Oidores que también eran los Al- 
caldes del crimen, un Fiscal, un Alguacil mayor, 
un Teniente de Gran Canciller y los demás Mi- 
nistros y oficiales necesarios para esta Audiencia 
y Cancillería, de suerte que este distrito estaba 
destinado para el ejercicio del gobierna político, 
Judicial, militar y del ramo de la real hacien- 
da, mientras que, según la cédula de 1802, la 
circunscripción debía servir de límite material 
al ejercicio de la jurisdicción militar de Mainas, 
por eso se reduce á decir que la nueva Coman- 
dancia debía extenderse no sólo por río Mara- 
ñan abajo, etc., lo cual manifiesta que se trata- 
ba de una sección del gobierno militar; por 
eso al tratar de la autoridad que debía ejercer 
sus atribuciones en aquel distrito habla sólo 
de la jurisdicción del Oomandante General de 
Mainas, por eso dice, en fin, que trata de con- 
frontar la jurisdicción eclesiástica y militar de 
aquellos territorios. La diferencia, por consi- 
guiente, está en que en las primeras so tratan 
del gobierno político de las Audiencias y Can- 
cillerías, y por lo mismo, de circunscripciones 
territoriales, y la cédula de 1802, de jurisdic- 
ción puramente militar; y, en consecuencia, de 
mera organización de servicios. 

La cédula de 1717 tuvo por objeto la crea- 
ción de una nueva entidad política, el Virrei- 
nato de Santa Fe, con territorios que estaban 
sometidos á la jurisdicción del Perú, y dice 
expresamente: "que ese Reino (de Nueva Gra- 
nada) sea regido y gobernado por un Virrejf 
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que représente tni real persona y tenga él Go^ 
Iñemo supeHar, haga y administre justieia igual-^ 
mente á todos mis súbditcls y vasallos, y entien- 
da én todo lo oondncentB al s^i^iego, quietud^ 
engrandecimiento y pacificación de eseBeioo^ 
y haga oficio de Presidente de la Audiencia^ 
teniendo á su cal*go el Gobierno Ae esas dilata'^ 
das provindiM y de todas las facciones milita- 
ra que en ellas se ofreciere como su Oapitái^ 
Geheraly de suerte que pueda hacer, y haga 
cuidar, y cuide de todo lo que mi misma Perso- 
na Eeal hiciera y cuidara si se hallare presente^ 
y entendiere convenir para la eónservaeión f 
amparo de los indios, dilatación del santo Evan- 
gelio, ADMINISTRACIÓN POLÍTICA y SU paZ y 

tranquilidad he resuelto por n)i Beal De- 

(xetó de 29 de Abril de este presente año que 
se establezca y ponga Virrey á esa Atidieneia 
que reside en la ciudad de Santa Pe, Nuevo- 
Beino de Chanada, y que sea gobbrnadob y 
Capitán general y phesidbnte de ella, en la^ 
misma forma que lo son del Perú y Nueya^^ 
España...... Y que el terMtorio y j aria- 
dicción que el expresado Virrey, Audiencia y 
Tribunal de Oíientas de esa ciudad de Santa 
Fe, han de tener es y Sea toda esa pnmncia 
de Santa Pe, !N'uevo Beino de Granada, las d<^ 
Cartagena, Popayán y las de San Francisca 
de Quito, con todos los demás ténninos qwe tn 
ellas se comprenden^ Y no contento el Monar- 
ca con hablar de Virreyes, Gobernadores y 
Presidentes, de administración política d^ t^ 
rritorios, etc.; añade que: "él Virrey y el IM- 
bunal de Ouentas de Hma ;y Presidente jt 
oidores de la Audiencia dé Santo Ikwaífi^o 
para en adelante se abstengl^íi de conoeer de 
las causas y negocios qtíé en cualquiera máneM 
toquen ó puedan tocará los élcpresaáos ^«rri^ 
torios, que desde aboi*a, agreí^ al Virreinato^. 
Audiencia y Tribunal de Ouentas de esa eiu'* 
^d de Santa Fe, ^sí los de mi Beal PatrotiaíU^ 
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Justieia y Política, como Gobierno, Guerra y 
fiacienda Beal". A8Í se segregaban los te- 
rritorios, dieiéodolo expresamente y sin dejar 
Á las deducoiones más ó menos lógicas de los 
sébditos; así debían efectuarse estas segregar 
•eiones territoriales, expresándolo clara y ter- 
minantemente, como lo dispone la ley 12 del 
libro II, título I de la Recopilación de Indias. 
Viendo Felipe IV qvs los Virreyes del Perú y 
Nueva España que con cualquiera respuesta que 
les daba el Soberano pretendían que se les ha- 
bía encargado aquellos negocios sobre los cua- 
les consultaban ó escribían: Declaró y mandó 
•eu 1683 en la citada ley, que expresamente debe 
conferirse la autoridad, cargo ó jurisdicción 
I>ara evitar falsas interpretaciones y los trastor- 
nos que de ellas pedían originarse; por consi- 
jSfuiente eso de querer sacar como por alquitara 
(permítasenos la comparacióu), con mil esfuer^ 
20S, por ejemplo, de la palabra gobierno, segre- 

f ación de territorio, como lo hace el doctor Luis 
'elipe Yillarán, es opuesto por lo rebuscado á 
las regias de la sana crítica y contrario á la dis- 
posición que acabamos de citar. 

En la cédula de 1739, de la misma manera, 
expresamente determina el Bey la clase de 
gobierno que agrega al Virreinato de Santa Fe, 
señalando las atribuciones de los distintos po- 
deres, hablando repetidas veces de territorio y 
•diciendo expresamente que segrega territorios, 
<le modo que para establecer el verdadero al- 
cance de esta cédula no necesitamos recubrir 
ík vagas conjeturas como 1q hace el doctor Vi- 
Wox&n para dar á la cédula de 1802 el alcance 
de ley de división territorial, á pesar del expre^ 
^so tenor de esta real orden, en la cual no se 
determina sino las atribuciones del Oomandan* 
te General de Mainas. En efecto, la cédula 
de 1739, entre otras cosas que podían citarse 
para confirmar nuestro aserto, dióe: ^^he tenido 
^or bien y he resuelto erigir de nuevo el men* 
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€ionado Virreinato de ese Nuevo Reino de 
Granada, siendo el Virrey que yo nombrare pa- 
ra él í^utRineute Presidente de esa mi Eeal Au- 
diencia. Gobernador y Capitán General de la 
jurisdicción de ese Nuevo Reino y ProvindaS' 
que he resuelto agregar á ese Virreinato, que^ 
son las del Chocó, Popayán, Reino de Quito 
y Guayaquil, provincia de Antioquia, Cartage- 
na, Santa Marta, Río del Hacha, Maracaibo, 
Caracas,; Cueíaná, Guayana, Islas de Ja Trini- 
dad, Margarita y Río Orinoco, Provincias de- 
Panamát, Fortovelo, Veragua y el Darión con 

todas las ciudades villas y lugares con 

las mismas facultades, prerrogativas, é igual 
conformidad que lo son, y las ejercen en sus. 
respectivos distritos los Virreyes del Perú y 

Nueva España Que las cajas reales de 

esa ciudad sean generales y matrices de toda 
mi Real Hacienda del territorio expresado 

QUE AGREGO i. ESTE VIRREINATO". En estaS: 

cédulas basta leer para dar con el contenido 
de ellas; mientras que en la cédula de 1802 
necesitan nuestros adversarios cavilar mucho 
para urdir un sofisma como el que hemos im-= 
pugnado, con sólo atenernos al tenor literal de 
la misma, corroborando al mismo tiempo, nues- 
tras afirmaciones con los datos de la historia: 
y de la legislación. 

En la cédula de 1739 hay además algo dig- 
no de tomarse en cuenta en nuestra controver^ 
cia, y es, la parte en la cual dice: **Que sin em-: 
bargo de separarse Panamá y Portovelo del 
Virreinato de Lima, y agregarse al de Santa; 
Fe, el Virrey del Perú continúe en remitirla dota^ 
ción de aquellos presidios como hasta aqui, pero- 
que haya de ser con la prevención de que si el. 
Presidente de Panamá pidiere algo más de lo- 
establecido para todos los años, haya de dar 
cuenta antes del motivo al Virrey de ese. Nue-j 
vo Reino, y aprobándolo éste lo haya de reml-^ 
tir al de Lima; y sin esta circuDstuncia nor 
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x:emita más que el situado que acostumbra:- 
"y QüB EL Gobernador de Panamá siga una» 
Tjirbana, puutual y expresiva correspondeucia 
<5on el Virrey del Perú, sin embargo de Na 
QBR su jefe". De lo cual se deduce: 1^ Qiie 
Panamá y Portovelo, á pesar de haber sida 
agregados al territorio del Virreinato de Santa 
Fe, continuaron dependiendo de Lima en el 
ramo de la Eeal Hacienda: 2^ Que á pesar de 
^sta dependencia el Virrey do Nueva Grana- 
(Ja era el llamado á juzgar y á autorizar al de 
Lima para que aumentara la congrua destina- 
da al gobierno de Panamá; y 3*". Que el Go-^ 
bernador de Panamá debía dar cuenta sin em- 
bargo de no ser su jefe el Virrey del Perú de 
todo lo que acontecía en esos parajes, per lo^ 
que pueda conducir y tenerlas para el gobierno de^ 
su distrito. Todo lo cual pone de manifiesto 
que, así como la segregación territorial no lle- 
vaba necesariamente consigo la segregación de 
servicios, así, y con más razón, la segregación, 
de territorios no puede ser una consecuencia 
lógica de la segregación de ciertos ramos de. 
la administración social,- como lo vimos ya an- 
teriormente. 



# 



Ahora para completar el estudio de la prime- 
ra parte de la cédula de 1802, nos (|ueda por 
averiguar los términos que segiín ésta debía, 
tener la Comandancia de Mainas, aunque dicha 
cuestión hubimos de tratarla también en nues- 
tro opúsculo; j)ero como ella pertenece de un 
modo especial al estudio crítico de aquel docu- 
mento, aquí trataremos también de este asunta, 
aunque sea someramente. La cédula de 15 de 
Julio de 1802 circunscribe la jurisdicción de la 
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Comandaneía de Mainas con los sigaientes tér- 
idídos: '^extendiéndose la nueva Gomandaneia 
general no sólo por el río MaraQón abajo hasta 
las fronteras de las colonias portagnesas sino 
también por todos los demás rto3 que entran 
en el mismo Marañen, por sus márgenes seten- 
i^rional y Meridional como son Morona, Oua- 
liaga, Pastaza, ücayali, Ñapo, Yaraví, Putu- 
mayo y otros menos considerables hasta ei Paraje 
en que estos mismos por sus saltos y raudales 
inaccesibles no pueden ser navegables debiendo 
quedar también á )a misma Oomandancia Ge- 
neral, los pueblos de Lamas y Mayobamba para 
confrontar en lo posible la Jurisdicción ecle- 
siástica y Militar en aquellos territorios». 
Según esto, ¿cuál era la longitud y latitud que 
debía tener la nueva Oomandandah Por el río 
Marnñón abajo, es decir: de este á oeste, debía 
dilatarse el gobierno militar de Mainas hasta 
las fronteras de las colonias portuguesas, dónde 
estaban colocadas éstas, no es del caso averi- 
guar, porque no se trata de nuestra controver- 
sia casi terminada con el Brasil; pero sí debe- 
mos decir, que por lo que haré á la longitud 
que debía tener aquella Oomandancia no se nos 
ofrece reparo alguno; más por lo que respecta 
á su extensión latitudinal no pasa lo mismo; 
porque según la cédula que analizamos es prO' 
blemáticji, incierta y desconocida, es, como de- 
cía el Obispo Kengel en su informe de 9 de 
Mayo de 1814, imaginaria incapaz de una de- 
mostración. (1) Vamos á verlo. 

Al decir la cédula de 1802 que la Comandan- 
cia de Mainas debía dilatarse pou todos los ríos 
que entran en el Marañan por su^ márgenes se- 
tentrional y meridional, como son Morona^ Chía- 
llagay Pastaza, TTcayali, Ñapo, Yaraví, Putu- 
mayo, Yupará y otros menos considerables hasta 
él paraje en que estos mismos por sus saltos y 



(1) Yacas Galindo. Documentos. 1. 1. 
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-Qn$ u é ki i o8 im»ee$$iUe8 nopuedeuser nmmgáUés, to« 
XMfift^s 4^6 pasotyer si loa ríos, en los que debía» 
Sj«upse lo» puntos para la delimitaoiÓQ éeMai- 
HMS^ eran ó nonave^aMes y hasta dónde y euále^ 
•«l« éstos debían servir de base según aquella cé« 
dula, para esta ilemarcaeiÓD. Uno y otio 
ponto hemos exaFminado detenidamente en 
nuestro opúsculo y alK hemos demostrado que 
aun el Marañen por sue remolinos y eodrrien- 
tm preeipitaias era de diñeil navegaeién basta 
-el Pongo de Manserriebe en donde ya es impo^ 
sible que pueda s^ navegado; y después d0 
reeorrer varios ríos y acudir al testimonio do 
Fray José Barrutieta, áe los señores Serafín 
Bogan, Miguel Unda y Luna, que según el de*- 
cip déla cé^iula do 17T9 eran sujetos de inteli" 
ffenieia y práeiieaj tenemos que no podían sev 
tenidos como navegables aquellos ríos^ si tene- 
mos en cuenta la acepción técnica de la pala- 
bra navegable y el calado de las embarcaciones 
que entoncesse empleaban para surcarlos mares. 
De SkqxA que el mi»mo Gobernador de Mainas, 
D. Tojnás de Oosta^ en contestación al Obispo 
Bengel á !a nota de 18 de diciembre de 1809, en 
la cual este prelado loremite la Bula Ap€>stólica 
y las cédulas úé\ caso, dice que, €para qmpor un 

Mñp^ exéCtO QÜB DB DBOLAKADA LA EXTBNSldK 
PO« UNA liINBA DIVISORIA DB BSTB OBISPADO Y 

GoBiBiiNO er^ neeemrio que se forme «una ex- 
pedieián de sujetos idóneos^ incluso en este nú- 
mero de un dibujante matemático, con un ofi- 
cial de ingenieros ó Piloto, quienes deben acom- 
pañarme y auxiliarme en todo lo que se ofrezca 
á la facultad. Segundo, dicha expedición debe 
ser dirigida por buenos Nawegimtes en los viajes 
.náuticos de estos mmensos rios^ y por tierra en 
caminos fragosos para con esto ratificarse OOH 

«KAOTITÜD DB LOS PUNTOS T TÉRMINOS DB 

QUE SB TRATA». De suertc que la demarcación 
áe dicha Oomandancia era un hecho que estaba 
por ayeriguarse si los ríos en los ouales se do- 
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bían fijarse los puntos de la demarcación era]> 
6 no navegables; y su mayor ó menor extensión 
dependía de la mayor ó menor distancia que 
podían penetrar las embarcaciones sin topar 
con esos saltos y raudales inaccesibles que se 
opusieran al libre tránsito de las naves. 

Por consiguiente, la creación de la nue- 
va Oomandancia de Mainas era un hecho in* 
cierto; estaba sujeta á la condición de que si 
los ríos que debían servir de base según la cé» 
dula de 1802 á la demarcación eran ó no nave- 
gables. Además, era un hecho indeterminado^ 
por ser su extensión totalmente desconocí- 
da, dado el caso de que aquellos ríos fueran' 
navegables, y estaba sujeta á la indagación^ 
que nos habla Dn. Tomás Costa para con exac- 
titud conocer los puntos y términos de que se trata^ 
Y una ley de resultados inciertos no puede 
menos que ser una mera expectativa que desa- 
pareció con la autoridad que hubo de engen- 
drarla. 

El otro reparo que hicimos fué, que al 
decir la cédula de 1802^ hasta el paraje 
en que estos mismos por sus saltos y raudales de^ 
jan de ser inaccesibles, el pronombre demostra- 
tivo estos se refiere á ríos menos considerables^, 
porque si se hubiera referido al Morona, Gua- 
llaga, Pastaza, Ucayali, Ñapo, Yaraví, Putu- 
mayo y Y upará, habría dicho aquellos, y que^ 
por lo tanto, los ríos que debían ser navegables, 
para que pulula crearse la Comandancia de Mai- 
nas eran los menos considerables. Demarcación 
más irregular ó impracticable que ésta, no es po- 
sible concebirla. Esos quingos y zic-zacs que se 
debían formar para unir los puntos en donde 
los ríos debían de ser navegables, demuestran, 
que la demarcación de la eéilula de 1802 es ade- 
más contraria al tratado de 1829, en el que las 
altas partes acordaron que la línea divisoria sea 
la más exacta, natural y capaz, de evitar com- 
petencias y disgustos entre las autoridades y liabi^ 



— 67 - 

tantes de Jas fronteras] porque no es posible su- 
poner que todos los ríos dejen de ser nevega- 
bles después de haber recorrido el mismo tre- 
cho de modo que la línea divisoria sea una 
línea recta. Además, esta línea según la 
cédula de ereción de las audiencias de Quito y 
Lima, estaba colocada en las orígenes del Ma- 
rañen á los 6 grados 30 minutos de latitud sui? 
y siguiendo el río Ucayali á los seis grados de 
latitud sur hasta dar con el río Yaraví ó Jau- 
rí en la confluencia del Oarpi. Pero si como 
es muy probable que acontezca, esta demarca- 
ción no corresponde á la que fija la cédula da 
1802, es decir, si los ríos que entran en esta 
margen del Marañen dejan de ser navegables 
mucho antes do acercarse á la línea divisoria 
de las audiencias, tendríamos una agregación 
de territorio sin continuidad, porque estaría 
interrumpida por una parte que según la cédula 
de 1802 no debía corresponder al Perú, porque 
la nueva Comandancia debió extenderse sólo 
hasta donde los ríos eran navegables. 

El Excmo. Sr. Pardo Barreda trata de impug- 
nar las cédulas de erección de las audiencias de 
Quito y Lima, por decir que aquellas no señalan 
puntos matemáticos para la fijación de la línea 
divisoria, porque, según él quedaba por resol ^ 
verse si la línea debía pasar por los pueblos 6* 
por los términos de la jurisdicción del puerta 
de Paita, de Piura, Oajamarca, Chachapoyas 
Moyobamba, y Motilones, sin fijarse en que el 
puerto de Paita estaba situado en el distri to de 
Piura, como lo sostiene Malte-Brum, Laet, A1-: 
cedo y todos los geógrafos é historiadores que 
tratan do estos pueblos; y sin tener en cuenta 
que los Monarcas al tratar de Paita y de Píut 
ra, como de dos cosas distintas, no hablan de 
distritos sino de poblaciones; porque habríai 
sido un disparate garrafal enumerar como dis-i 
tritos diferentes la jurisdicción de Piura y eV 
puerto de Paita que pertenecía á lamism^¿ 
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Bsa fhlta de exactitud y pfeeisión que se quUr 
re atrlbuÍF á aquellas eédnlas desapapeeo 
ami más con la cédula de 1740 que fija mate* 
máticamente las fronteras del Virreinato de 
Santa Fé y del Perú. 

SI S|[6mo, Bp. Dn. José Pardo para ganar 
teneao y sostener que la línea divisoria, se- 
g^n aeueilas cédulas, corre por el término de 
las jurisdicciones del puerto de Paita, Piura, 
Oajamareai Ohachapoyas, Mayobamba y Mo- 
tilones, dice que «las Cédulas citadas al decir 
que tenga (la audiencia de Quito) por límites 
HASTA Guayaquil, San Miguel de Piura, Lqja, 
etc., etc., no quería decir que las respectivas 
Auoieficias llegaran á las poblaciones de Paita 
y Piura, la de Lima/ Guayaquil, Ouenca Ty Lo* 
ji^ la de Quito porque el territorio intermedio 
no babiía pertenecido ni á una ni á otra Au- 
diencia». Pero esta dificultad nace de un su- 
puesto falso, de que la cédula de ereción de la 
Audiencia de Quito diga hasta Loja, Guaya- 
quil y Ouenca. Después de señalar la expresa- 
da cédula el término de la Audiencia de Quito 
HASTA el puerto de Paita^ Piuray Cajamarca^ 
^yhaehapeyaSyMoyóbamia y MotilmieSy lo que dioe 
es: «INCLUYENDO HACIA la parte susodicha loi^ 
pueblos de Jaén, Valladolid, Loja, Zamora y 
Guayaquil con todos los demás pueblos que 
estuvieren en sus comarcas y se poblaren». 
Jjo que hace es, señalar la línea divisoria y ade- 
más los pueblos comprendidos en esa demarca- 
eión. |Hay en esto alguna dificultad que se 
asemeje á las que hemos encontrado en la de- 
marcación de la nueva Oomandancia de Mai- 
Bas, sin falsear la verdad ni desfigurar los 
hechos? 

También el Dr. Maurtua, con cierto disimulo 
trae á cuenta que: «El Emperador Garlos V por 
real Oédula otorgada en Barcelona el 20 de no^ 
Tiembre de 1542, creó la Real Audiencia de Li^^ 
ma señalándola por distrito la costa del Pacifico 
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«hasta el reino de Ohile» exclusive, y hasta ét 
poerto de Paita, iúcJosÍYe, j por tierra adentro^ 
á 8an Miguel de Pitira, Óajamaroai Ohaoba^ 
pojrán, Moyobamba y Motilones»* 

«En la época de Felipe lY, al recopilarse las 
leyes respectivas^ se demarckS más aun la An* 
diencia de Linda determinando sus límites «por 
el Setentrión con la Eeal Audiencia de Quito; 
poi* el Mediodía con la de la Plata (Charcas)^, 
por el Poniente óon el mar del Sur, y por el 
Levante con provincias no descubiertas». 

El tenor literal de la ley Y del libro 11^ titu- 
lo XY es el siguiente: «En la ciudad dejos 
Beyes, Ititiis^ cabeza de las Provincias del Pism 
rá, resida otra Audiencia y OancíUería BeaU.^é..^ 
y tenga por distrito la costa que hay desde 
dicha ciudad hasta el reino de Chile exolui^v^^. 
y hasta el Puerto de Paita inclusive; y por tte*- 
rra ad^ntro^ á San Miguel de Piura, Ot^amar*- 
ca, Chachapoyas, Moyobamba y Motilones^, 
inclusive, y hasta el Callan) exclusive, per t^^ 
minos que señalan la Beal Audiencia de ln 
Plata y la ciudad del Cuzco con ^os suyos^ in^ 
elusivo partiendo término por el Setentrión con 
la Beal Avdmma de Quito; por el Mediodía con 
la de la Flato; por el Poniente eon el Jlf«r del. 
Sw; y por el Levwnte con propineias no deseu* 
hiertas, según están señalados y con la deeia* 
raeióu que se eoi^tieoe en la ley XI Y de ^esto* 
título». 

Y la misma Beeopiladánj al suitiinistraffiíoA» 
las fuentes de esa ley nos dice que mm las 
Beáles óü^enes del Bmperader en Baroelocm ée 
20 de Dovíetiil^é d« 1542; del Príncipe G« ^em 
Yalladolid d^ 18 de setiembre de 1543; de Dn^. 
BWipe II en Quadalajara de 29 de Agosto ée 
1563^ de 29 de julio de 1565, en Aranjuez á 
postrero de itóviembre d0 1568 y de Dn. Feli^ 
lY en la «Becopilaeión de Indias». De todo 
lo cual aparece que la demarcación que el Em- 
perador Carlos Y dio á la Audiencia de Lima 
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^n 1542, no fué modiñcacla, como se pretende, 
por Felipe IV en 1681, como lo da á entender 
el Dr. Maurtua, sino que la citada ley, después 
de fijar la extensión del territorio de la Audien- 
"Cia de Lima con sus linderos, describe la situa- 
ción geográfica de esta Audiencia, colocándola 
al Seteutrión de la de Quito, al Mediodía de la 
dé Plata, al Poniente del Mar del Sur y al Le- 
vante de provincias desconocidas; y que, la 
extensión de la Audiencia de Lima, lo mismo 
que Quito, lejos de haber sido modificada fué 
confirmada por las reales órdenes arriba men- 
cionadas, lo que no sucedió con la cédula de 
1802, que á raíz de sancionada esta ley, se de- 
jó sentir las dificultades de llevarla á cabo y el 
desengaño de las esperanzas que hizo concebir 
el informe de Eequena, por cuya razón des- 
pués de haber hecho muchos esfuerzos dictan- 
do varias providencias para que se cumpla 
con esta cédula, el Soberano hubo de encomen- 
dar, como luego lo veremos, el arreglo de esta 
misión al Jefe Político de Quito. (1) La 
cédula de 3802 no produjo otro resultado 
que la lucha del Comandante de Mainas con 
el obispo de esa provincia, la de éstos con los 
misioneros de Ocopa, y en una palabra, fué la 
causa del abandono y de la ruina total de estas 
misiones; y la creación de dicho Obispado y Co- 
mandancia fué puramente un problema qne no 
estaba al alcance del obispo y Comandante de 
Mainas, á quienes hubo de encargar el Soberano 
las operaciones que debían practicarse para sa- 
ber cuál era el distrito de ese Obispado y Co- 
mandancia; porque como dijo Dn. Tomás Cos- 
ta carecían del personal y de los instrumentos 
necesarios para practicar la demarcación, para 
saber si la condición de que los ríos fueran 
navegables daba lugar á no á la fundación de 
aquellas instituciones, lo cual sin embargo de 



(1) Vacas Galindo. Documento LXXIII. 
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oada aprovecha al Pera, porque como he- 
mos visto ya, la división militar de aquellos 
territorios no i)uede servir de base ó funda- 
mento de la nacionalidad de las Eepúblicas his- 
pano americanas. 

¿Puede aprovechar al perú el hboho 
de ordenar que las misiones de maina8 
corran á cargo del colegio de santa ro- 
48a de ocopa? 

Los primeros misioneros, los jesuítas, no sólo 
fueron los que á nombre de la moral y de la 
fó debían instruir á nuestro orientales en la 
Keligión del Crucificado, sino que además fue- 
ron los i)rimeros descubridores y fundadores 
de muchos pueblos de esas regiones; mien- 
tras que los Padres de Ocopa, como misioneros, 
debían tener puramente la jurisdicción espiri-. 
tual, porque todas esas regiones ha mucho tiem- 
po que habían sido descubiertas en toda su basta 
extensión por el celo de los hijos de Ignacio 
de Loyol«; nuestros misioneros fueron los con- 
quistadores que, á la vez dilataban las fronte- 
ras de la Iglesia y el Estado; mientras que los 
Padres de Ocopa sólo estaban llamados á con- 
servar para la Religión aquellas conquistas, y. 
la nueva Comandancia para el Estado; aque- 
llos además de su ministerio, llenaban un fin 
político, éstos estaban llamados á llenar pura- 
mente un fin eclesiástico; de aquí que, el hecho 
de las misiones no debe ser tomado bajo el mis- 
mo punto de vista en ambos casos. Cuando se, 
trataba no sólo de catequizar á los habitantes de 
esas tribus sino de dilatar las fronteras de los 
gobiernos coloniales y extender los dominios de. 
íiSpaña, al mensajero de la fe seguía el con- 
quistador para. clavar en esos territorios el es- 
tandarte de Iberia ó imponer á su5 moradores 
!« soberanía de la Península; de modo que, da 
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los misíofieros «e servían omn& «deaxptorftflo- 
íes para extender y áilátaír sus tei ritoiáos. Li^ 
histoiii}, por consigniento, de las primetras mi- 
llones es la historia de la úonqtiistci, y por ^fn* 
de, la de nuestros derechos sobre las FegicuMsa 
dsputadas; por esto á la Audiencia de Quito 
aun después de la dívidón territorial practica- 
da por las leyes de Indias, lo dejó el Soberano- 
el desteche de extender sus -toian torios potr me- 
dio de nueros desonbrimientes al señalar á ia 
extensión de esta A<iidie&oia tíos ].)aebias 'át 
Jaén, Valladolid, Loja, Zamora y O^uayaquU 
con todos los demás qtw estm^ieren en sus úo- 
mancas y se poblaren^ y al designar que iil le* 
vantedeé^ta se encontraban tierrmno deeeu* 
hiertas. De esta suerte, mietitras duró la épo^ 
ca de la conquista, mientras los jesnítas^ do*- 
minicanos y franciscanos de Quito misionaban 
aquellas regiones para convertiT á la Beligián 
y reducirlas al pupilaje político de España, esas 
misiones, lo mismo que el derecho de conquisa 
ta, tienen que ser la base ó fundamento de lo» 
derechos territoriales de cada una de las Atir 
diencias, y por lo mismo, de ias república» 
Sud -americanas. 

No sucede lo mismo cuando los misionero» 
reciben en encomienda la dootrlna de ipueUIoii 
ya establecidos y en territorios ya conquista^ 
dos, en los cuales el misionero ne va á hacer 
el oficio de explorador ni á extender las f roQ - 
teres de una audiencia; ahí su destíneles pura*^ 
mente espiritual y nada tiene que y^v eon la 
división política y territorial (le los Bstolloft» 
¿Acaso porque el Soberano ordeoaenJa oédn-^ 
la de 1802 que las misiones del Obisp^o ^ám 
Mainas corran á cargo de los Padres'dcil Oole^ 
gio Apostólico de Santa Bosa de Ooa|mi hs»^ 
trataba de extender ó dilatar loslimíites jte la 
Audiencia de Lima? cBn 1802 ya aquellas orB* 
^/on^iS estaban descubiertas y conqiiistadas ^pcor 
Jm Audiencia de Qnlta,:y poít co\i«\ga\«a^i»t-v 
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maban parte de su ten ¡torio; porque los con- 
quistadores consideraron como res nullius los 
pueblos habitados por esas tribus y tenían co-- 
mo propiedad del Adelantado (primer ocupan- 
te) ó descubridor. Por consiguiente, el objeto 
político de esas misiones había desaparecido ya 
desde que fueron conquistadas y se agregaron 
por la cédula de 1563 á esta Audiencia; y desde 
luego que las leyes I, del libro IV, título III, la 
XXV del título III y la IX del título I pro- 
hibían hacer descubrimientos y fundaciones en 
distritos de otras Audiencias ó sea en el te- 
rritorio de otros conquistadores, y los Sobera- 
nos amparaban en todos los litigios que se 
suscitaron estos derechos. La misión de los 
Padres de Ocopa se redujo únicamente á la 
cura de almas, que nada tiene que ver con el 
principio de la nacionalidad de las repúblicas; 

Esto lo comprendieron nuestros adversarios, 
y por eso, el Dr. Maurtua sin traer á cuenta 
la adjudicación que el Soberano hizo á los Pa- 
dres de Ocopa, recurre á las primeras misio- 
nes: «Los primeros mensajeros, dice, de la 
civilización cristiana en las regiones del Orien- 
te peruano, que acompañaron á los conquista- 
dores, fueron españoles y pernanosj de las ór- 
denes agustinas, franciscanas y mercedarias, 
uno de los cuales, el P. Francisco Ponce de 
León, recorrió y catequizó á los infieles de la 
mayor parte del alto Marañón, así como los 
padres franciscanos de Ocopa propagaron la 
doctrina de Gristo en la parte meridional de 
aquel río.» 

«En 1838 todavía iniciaron sus misiones los 
padres de la Compañía de Jesús en el Oriente, 
y desde 1640 esas misiones fueron extendién-^ 
dose al extremo de invadir las posesiones de 
los franciscanos de Ocopa.» 

«En 1864 esas misiones estaban en su apo- 
geo; pero los padres conversos üo W^^^wi %. 
trece, según la obra del P . M.a\i\x^\ ^o^^\^^''^ 
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eciiatoriano. De esos trece evangelizailoreS) 
que pi'edicaban en la« cabeceras del Ama^ 
zonas, Xapo, Pastaza, Huallaga, etc., sólo el 
padre Santa Oriiz era ecuatoriano y los demás 
españoles y peruanos.» 

«1?ambién fueron, pues, españoles y perua- 
nos los recursos proporcionados por el Vi- 
rrey de Lima y con su autorización llevaron la 
moral del evangelio al Oriente amazónico.» 
En estos pocos renglones encontramos tantos 
errores» históricos y jurídicos que nos tomamos 
la libertad de rectificarlos para que aparezca 
de realce los únicos recursos de nuestros adver- 
sarios, para sostener sus pretendidos derechos 
en las regiones disputadas, para que se vea que 
los mismos peruanos sin encontrar un argu- 
mento satisfactorio en la cédula de 1802 tratan 
de inventarlo, falseando la verdad y desfi- 
gurando los hechos. 

Que los primeros misioneros que acompaña- 
ron á los conquistadores fueron españoles y 
peruanos iQué se deduce de estol Porque hu- 
bo misioneros alemanes en el Oriente, como el 
P. Samuel Fritz, Javier Weigel, italianos co- 
mo el P. Maroni, etc. ¿podemos deducir que el 
Oriente pertenece á Italia ó Alemania? ... Y 
luego, cuáles fueron esos misioneros peruanos; 
pues si alguno existió fuera de la imaginación 
del Dr. Maurtua, mejor; porque debía estar, 
como estaban todos los misioneros al servicio 
de la Audiencia de Quito, dando testiinonio de 
sumisión y acatamiento á nuestros derechos. 
En cuanto á aquello de que el único ecuatoria- 
no que misionó á aquellas regiones fué el P. San- 
ta Óruz, permítanos el autor de la^'Kevista 
Pan-Americana" que le digamos que falta á 
la verdad; porque basta leer en la historia 
del P. Chantre y Herteta, e\ ^^X^a^o íl% ^%tAA 
miaioues en 1768 pata cowv^xie.«t^^ ^^ ^i\. 
ese solo año, de vemliúu mvaioi^eto^ ^^>\S\»ft 
tíegún el historiador cVtaAo^ Qvv^ w:vi^\iw 
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las extensas misiones de Mainas, tres eran 
quiteños: el P. Barroeta que misioDaba lo» 
pueWos <le Nuestara Señora de Loreto de los 
Paraaapuras y San Estanislao de Muniches; 
el P. José Zenitoya que gobernaba San Jo«é 
de Pioohes y el P. José Vabamonde, que te- 
nía la cura de almas de San Ignacio de Pe- 
vas y üü^uestra Señora del Carmen de los Mo- 
yorumas. (1) Si el argumento del Dr. Maur- 
tua mereciera la pena, formáramos un catálo*- 
go considerable de ecuatoiianos que misiona- 
ron el Oriente, registrando los archivos de los 
jesuítas, franciscanos, meroedarios y dominicos 
de esta ciudad para desautorizar la especie de 
que sólo el P. Santa Cruz fué ecuatoriano; pe- 
ro como esas afirmaciones á nada conducen 
en nuestro litigio^ basta con lo dicho para que 
la verdad histórica no sufra detrimento con esas 
gratuitas afirmaciones del Dr. Maurtua. 

En cuanto aquello de que hayan sido pertm" 
nos también los recursos con que se llevaron á 
cabo estas misiones, es una grosera inven- 
ción contradicha por todas las historias qae 
£obre esta materia se han escrito, y además 
desmentida perlas declaraciaoes de diez y sie- 
te misioneros del Marañón que rindieron ante 
«1 Sr. Terri en Lisboa, en las cuales después 
de exponer cada uno de los pueblos que esta- 
ban Á su cargo, en respuesta á la primera pre- 
gunta; "á qué costa habían sido enviados á 
las misiones!" Dijeron unánimemente que ca- 
da nao tenía asignados doscientos pesos por 
año de las cajas reales de Quito. (2) 

Aquello de que las misiones de los jesuítas 
4^ hayan iniciado en 1638, después que \ñ» 
misioneros franciscanos del Perú hubieron oa- 
4>equJzado á los infieles de la mayor parte del 
^Ito MarañÓD, es otra de las^ a?i\53iiai¿\Q»\i^'^ ^^- 



W Chantre j Herrera, libro X, c».p. XXV\. 
(S) Chantre y Herrera, cap. XIV,\S\íto XV5l, 
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tnitas del Dr. Maurtua. Oonsta de todas las 
historias y especialmente de la "Historia de 
Quito" por el P. Velasco, que el P. Ferrer, je- 
suíta, salió de esta capital en 1602 á la conquis- 
ta de los cofanes; mientras que el P. Juan de 
Campos que inició las misiones del Perú, prin- 
cipió sus excursiones á solicitud del Gonde 
de Oastelar en 1676, es decir, 74 años después 
que los jesuítas comenzaron sus misiones, y 
cuando ya éstas se habían extendido por todo 
el Oriente. Oonsta además, que los religiosos 
de la Oompañía de Jesús, según la ley 27 del 
libro I, título XV, fueron autorizados por D. 
Felipe II, desde el primero de Diciembre de 
de 1573, para que puedan salir á las doctrinas 
de indios como los demás religiosos y por la 
resolución que dio D. Oarlos II en 1689 
en favor de los jesuítas, se ve que no fueron es- 
tos misioneros los que invadieron las posesiones 
de los franciscanos de Ocopa^ sino al contrario 
el P. Oampos, con sus compañeros los padres 
Gutiérrez y Araujo, los que penetraron en el 
Alto Ucayali y hubieron de provocar esta com- 
petencia, que fué resuelta favorablemente á 
nuestros derechos. (1) 

En cuanto al i^ropósito de negar los progre- 
sos que en Mainas se llevaron á cabo por lo» 
jesuítas de modo que, como dice el Dr. Aní- 
bal Maurtua, en 1684 en que esas misiones estaban 
en su apogeo apenas contaban con trece misio^ 
ñeros, también debemos para desmentir pre- 
sentarle la historia de estas misiones, el infor>* 
me de Eequena y otros documentos que com- 
prueban que el decaimiento de esas misiones 
fué ocasionado por la expulsión de estos sa- 
cerdotes. Para que se conozca cuál fué el desa- 
rrollo que tuvo la misión de Mainas en cien- 
to treinta años, léase \a \i\atoT\«k fiL^\í*Cl\ianr 



(1) Padre Velasco "Histoiia del ÍLfeiuo de q.xi\W\ \wsm 
-*^J> píírrafo II del pre&oio. 



— 67 — 

tre y Herrera y se verá que los jesuítas fundaron 
cosa de ochenta reducciones con más de quin- 
ce mil habitantes, y que, por el contrario, 
por acceder á las súplicas del obispo de Tru- 
jillo se hicieron también cargo de la ciudad 
de Santa Oruz de Lamas que se componía de 
dos mil blancos y mestizos y como de mil in- 
dios, los padres Javier Crespo y Juan XJllau- 
ri. (1) Por consiguiente, las misiones que nunca 
progresaron fueron las del Peni, por eso se vie- 
ron los prelados en la necesidad de recurrir 
á estos sacerdotes para atender á esos pueblos. 
Tampoco es cierto que los franciscanos del 
Perú hayan catequizado á la mayor parte de 
los infieles del alto Marañón, La provincia 
de los doce apóstoles (así se llamaba la orden 
de los padres menores de Lima, á la que perte- 
necio el P. Campos y sus compañeros) mantu- 
vo las misiones de loa Cholonos y de los Hibitos^ 
que están situadas en Pampa-hermosay San Bue- 
naventura del valle, Jesús de Montesión y Je-* 
sus de Paxatéo, es decir fuera del territorio 
en disputa, hasta el año de 1754 en que hubo 
de ceder dichas misiones al Colegio de Ocopa; 
{2) por el contrario los jesuítas fundaron en 
el alto Marañón veinte y ocho pueblos, den- 
tro de los límites del territorio de la Au- 
diencia de Quito, sin que dichas fundaciones 
excedan de los términos fijados por la cédula 
de 1563, y si los padres de Ocopa hubieran 
llevado á cabo esas fundaciones, ellos ha- 
brían sido los invasores, porque los límites de 
la Audiencia de Lima según la cédula de 1542 
estaban trazados por Cajamarca, Chachapoyas, 
Moyóbamba y Motilones^ y al excederse aquellos 
misioneros de estos téraiinos habrían cometido 
una verdadera usurpación contra lo prescrito 
por la ley XI del libro IV, título I de la E. de L, 



<1) Chantre y Herrera, libro X, cap. XVI. 

<2) *'£! viajero universal", tomo *¿V, «í^x^^^'qíV. 
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que prohibe descubrir y poblar en el distriti^ 
qae á otros estuviere eneargaáo 6 hubiere ém- 
euhierto. 

He aquí en pocos rasgo» la historia de las 
misiones del Ecuador y del Perú, que tratan 
nuestros adversarios de desfigurarla en orden 
á los acontecimientos, á las fechas y al valor 
jurídico de ellas, sin tener en cuenta que por 
dignidad propia, debemoe llevar al terreno de 
la controversia el amor á la verdad y el res- 
peto á la justicia para no deshonrar á la ^NTacióur 
que defendemos. 

En rbsumbn: debemos distinguir las misio- 
nes de pueblos no descubiertos y que no perte- 
necen al territorio de ningún distrito, porque 
ellas constituyen, como hemos visto, una ver- 
dadera conquista y las misiones de pueblos 
ya descubiertos y fundados en las que el mi- 
sionero está llamado sólo á predicar y á admi- 
nistrar los sacramentos (funciones de orden 
puramente espiritual) y que no producen nin- 
guna anexión territorial por estar situadas ya 
en el distrito de una Audiencia. A las prime- 
ras pertenecen las misiones de Aguarico, Pu- 
tumayo y Oaquetá, que se llevaron á cabo por 
los jesuítas y franciscanos de Quito; y si las mi- 
siones de Mainas se hubieran llegado á po- 
ner bajo la custodia de los misioneros de Ocopa^ 
habrían pertenecido á la segunda clase; por- 
que los pueblos de este inmenso territorio fue- 
ron ya descubiertos, conquistados y fundados 
y estaban según las repetidas cédulas en el te- 
rritorio de la Audiencia de Quito; de modo que 
las misiones de los padres de Ocopa debían ca- 
recer de toda ingerencia, siquiera sea de una ma- 
nera indirecta como lo hacían la de los prime- 
ros misioneros, en la dilatación de los términos 
de ninguna de las Audiencias. Luego el hecho 
de haber encomendado las misiones á las pa- 
dres de Ocopa, no puede ser tenido como un 
comprobante de que la cédula de 1802 tenga 
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el carácter de una ley de división territorial. 
iQné otra cosa pueden alegar los peruanos pa- 
ra fundar sus pretensiones en este documentof 
¿La creación del Obispado de Mainast Vea- 
moslo. 



* * 



Obispado de Main as. Antes de la cédula 
de 1802, en lo eclesiástico las regiones de 
Mainas estaban gobernadas como dijinaos en 
otros lugares, por un superior y dos vice-su- 
periores que gobernaban toda la misión en lo 
espiritual y eclesiástico y tenían por delega- 
ción del diocesano de Quito todas las faculta- 
des necesarias para el gobierno eclesiástico de 
esas misiones; más tarde, cuando la expulsión 
de los jesuítas, el Sr. Ponce y Carrasco, Obispo 
de Quito, obedeciendo á órdenes del Gobierna 
de Madrid, puso clérigos en todos los pueblos 
de las misiones, nombrando un superior que vi- 
gilara sobre todos ellos, el cual fué el Sr. Dr. Dn. 
Manuel Mariano Echeverría, y más después, 
cuando por enfermedad de éstos la Audiencia 
de Quito confió á los padres Franciscanos de 
esta ciudad el cuidado de estas misiones, con- 
tinuó también con el mismo sistema; de modo 
que en 1802, la iinica modificación que se in- 
trodujo fué elevar ese gobierno eclesiástico á la 
gerarquía de obispado, fué la creación de esta 
nueva mitra para lo cual debía desmembrarse 
de la jurisdicción, según esta cédula, del Obis- 
pado de Quito, todas las misiones de Mainas^ 
los curatos de la provincia de Quijos^ excepto el 
Papallacta, la doctrina de Canelos e)i el Bobona- 
za, servida por los padres dominicos; las misiones 
de los religiosos mercedarios en la parte supe- 
rior del Putumayo] de la diócesis de Lima las 
reducciones que tenían entonces los padres de 
Ocopa en los ríos de Guallaga y Ucayali; de la 
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de Triijillo, LamaSy Mayobamba y Santiago de 
las MontañaSy y de la de Popayán las misiones 
^ituada^ en la parte superior del Putumayo y Ya- 
paráy llamada de los SucumMos. Ante todo de- 
bemos notar que la demarcación de este obispa- 
do según la cédula de 1802 no guarda conformi- 
dad con los términos que esta misma desigaa 
para la Comandancia, y que como luego lo ve- 
remos fueron modificados por el Sumo Pontí- 
fice en la Bula de erección, para que guardaran 
así conformidad la extensión de la Coman- 
dancia y el Obispado. 

iE.>tas desmembraciones pueden perjudicar 
al Ecuador? Si así fuera, si estas nuevas cir- 
cunscripciones eclesiásticas tuvieran que ver algo 
con la división política de los pueblos, diríamos 
^ue no sólo nuestra república sufrió menosca- 
bo sino también la república peruana, porque 
de su distrito se debió desmembrar para la crea- 
ción del nuevo obispado: Lamas y Moyobamba 
(1) deTrujillo; y las misiones que tenían los 
padres de Ocopa de Lima. ¿Entonces por- 
qué estas desmembraciones han de perjudicar 
al Ecuador? Porque debía ser el obispado de 
Mainas sufragáneo del • arsohispado de Lima? 
Oon esta lógica ya podemos deducir que no 
sólo el Ecuador sino la nueva Eepública del 
Istmo pertenecen al Perú, porque es necesario 
tener en cuenta que á pesar de haberse des- 
membrado estos territorios del Virreinato del 
Perú en 1717 y 1739 para la creación del Vi- 
rreinato de Santa Fe, á pesar de este cambio 
político, la jurisdicción eclesiástica no su- 
frió cambio; porque continuaron bajo la de- 
pendencia del Metropolitano de Lima los 
Obispados de Quito, Cuenca y Panamá, y por 
consiguiente, pertenecía á esta jurisdicción 



(4) Hay error do pura descripción al decir la cédula de 1802 
-que Santiago de las Montañas pertenecía al obispado de Tru- 
JiJJo, cnauáo siempre fué de la dependencia primero de Quito 
y después de Cuenca. 
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Mainas por estar incluida en los términos 
del obispado de Quito; como puede verse en 
la historia del P. Velasco, t. 3, párrafo I, n. 8 
del prefacio, el cual dice: «El gobierno ecle- 
siástico y espiritual de todos los expresados 
distritos se divide actualmente (es decir en 
1767) en tres iglesias metropolitanas, que son 
las del Perú, Charcas y Nuevo reino de Gra- 
nada. El metropolitano del Perú es el Arzo- 
bispo de Lima, el cual tiene nueve Obispos su- 
fragáneos, que son los de Panamá, Quito 
Cuenca de Quito, etc»; y tan cierto es esto 
que el 18 de julio de 1823 el Congreso de 
Colombia «Visto el decreto que dictó el poder 
ejecutivo con fecha 30 de setiembre del año 
duodécimo (esto es del año de 1822,) desti- 
nando la curia eclesiástica para la cual debía 
concederse las apelaciones, que en negocios de 
la misma jurisdicción eclesiástica hubieren de 
interponerse en las curias de Quito, Cuenca y 
Panamá, y teniendo en consideración: — 1^ Que 
por el estado de independencia y soberanía á 
que se han elevado los pueblos que forman la 
república de Colombia, los obispos de Quito, 
Cuenca, Panamá y Mainas dejaron de ser sufra- 
gáneos del Arzobispado de Lima: — 2^ Que de- 
be proveerse de un medio fácil y legal á los ha- 
bitantes de dichos obispados, para la interposi- 
ción y desición de sus recursos en negocios de 
la jurisdicción eclesiástica»; decretó que las 
apelaciones de las curias de Cuenca, Panamá y 
Mainas se interpongan á la curia eclesiática de 
Quito, y las de ésta á la de Cuenca. Lo cual, 
sin entrar en la discusión acerca de si tuvo ó 
no facultad el Congreso para sancionar esta 
ley, es una prueba concluyente de que la 
dependencia eclesiástica de los obispos de Qui- 
to, Cuenca, Panamá y Mainas dehinetropolitano 
de Lima, desde su fundación hasta la inde- 
pendencia de Colombia. De manera que, el 
hecho de ser sufragáneo el üw^no cJtíssj^^^^ ^^ 
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Mainas de la Metrópoli de Lima eca una oon^ 
dnsión lógica, digámoslo así, de la dependencia 
de los obispados de Qnito, Oaenca, y Trojilla 
cuyos distritos iban á desmembrarse para la ju- 
risdicción del nuevo obispado de Mainas; puesto 
que, estaban colocados en el distrito de esa curia 
metropolitana. Por consiguiente, al efectuar'- 
se en verdad esas desmembraciones en lo ecle- 
siástico nada de nuevo debía suceder en cuanto 
á la anexión del obispado de Mainas al Arzobis* 
pado de Lima; porque esta provincia eclesiásti- 
ca desde antes hubo de perteuecerle. 

Por lo tanto, la cédula de 1802 en esta parte 
se reduce á desmembrar los distritos de los 
obispados de Quito, Cuenca, Trujillo, y Popa- 
yán y á crear con estas desmembraciones que 
debían practicarse el Obispado de Mainas y 
nada más, pues la dependencia de estas re* 
giones del Arzobispado de Lima no fué san* 
clonada por esta cédula según lo acabamos de 
ver. 

Ahora sí podemos comprender la razón por 
la cual el Soberano al segregar del Virreinato 
de Santa Ee la Comandancia de Mainas, se 
propuso confrontar la jurisdicción eclesiástica y 
militar de aquellos territorios; porque antes de 
1802 Mainas dependía en lo eclesiástico de 
Lima y en lo militar del Virreinato de Santa 
Pe; de modo que para unir estas jurisdiccio- 
nes disgregadas, fué necesario que al Virrei- 
nato del Pero se agregara también la juris- 
dicción militar. 

¿Y según la cédula de 1802 quedaban con- 
frontadas estas dos jurisdicciones, de manera 
que las dos iban á ejercer sus poderes dentro 
de unos mismos límites? Mientras esta cédu- 
la señalaba como límite de la Comandancia 
una línea problemática é incierta, la misma 
para el obispado designa distritos más ó me- 
nos conocidos; y mientras para la Coman- 
dancia el Soberano segregó de la presidencia 
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dé Quito el Gobierno y Oomandanoia de Mai- 
nas con los pueblos del gobierno de Quijos 
excepto Papallacta, para crear el obispada 
manda que se desmembren de la jurisdicción 
eclesiástica de Quito, no sólo las misiones de 
Mainas y los pueblos de Quijos, sino además la 
doctrina de Gánelos, y así como también de 
Lima las misiones que tenían los padres de 
Ocopa; de suerte que el obispado, según esta 
cédula, debía de tener más extensión que la 
Comandancia. 

Y dígase lo que se quiera, en esta parte, la 
cédula de 1802 no tiene el carácter de una 
ley; respecto de la creación del obispado 
de Mainas tiene únicamente el valor de un 
simple proyecto; por eso si bien el Soberano 
concibe la idea, y la formula, el mismo Mo- 
narca reconoce en la cédula citada que la auto- 
ridad competente para ordenar su fundación 
era el Eomano Pontífice, por esto dice: "Igual- 
mente he resuelto erigir un bispado en dichas 
misiones, sufragáneo del Arzobispado de Lima, 

Á CUYO FIN SE OBTBNDBÁ DE Sü SANTIDAD El* 
CORRESPONDIENTE BREVE". De modo qUC CU 

este documento Pontificio es donde debemos 
estudiar los límites y condiciones con que se 
debía llevar á cabo la fundación de aquel 
obispado. ¿Guales eran éstos? La extensión 
y límites que debía tener el obispado de Mai- 
nas es tan contradictoria según aquel Breve, 
que hubiera sido imposible llenar las condicio- 
nes que su Santidad exigía para los términos 
de este obispado. Desconocidas para la Corte 
romana estas regiones, creyó precisar más el 
Soberano Pontífice la demarcación de Mainas 
agregando al distrito de ese obispado que se- 
gún Ja cédula de 1802 debió tener, la circuns- 
cripción de la nueva Comandancia; encerran- 
do así dentro de una línea problemática é in- 
determinada poblaciones conocidas, y querien- 
do que los pueblos de Quijos, Macas, Mainas^. 
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«Lamas, Moyobamba y las misiones de los pa- 
dres de Ocopa estén dentro de la extensión 
navegable de los ríos que desembocan por 
la margen setentrional y meridional del Ama- 
zonas, cosa basta cierto punto contradictoria, 
dados los conocimientos hidiográfícos que en- 
tonces se tenían en la Corte de estos y que 
debieron servir de base para la demarcación así 
del obispado como de la Comandancia, como 
puede verse de los ya citados informes de D, 
Miguel Unda y Luna, de Fray José Barrutier- 
ta y D. Serafín Began que emitieron en 1786, 
uno de los cuales Fray José Barrutierta dice 
expresamente: "El Morona el que vulgarmen- 
te sedice que desciende de la provincia Ma- 
cas el cual todavía no está descubierto ni cru- 
zado." Y después quien hubo de surcar este 
río para que en 1802 se lo tenga como navega- 
ble. Nadie, y por <^sto el gobernador de Mai- 
nas en la nota dirigí la al Obispo de esa dió- 
cesis, para llegar á cabo la demarcación reco- 
noce la necesidad de que sean navegados esos 
ríos para fijar la extensión de esa provincia y 
obispado, era pues, contradictorio dentro de 
una delimitación problemática incluir cier- 
tos distritos que de seguro ni aunque se 
practique ahora (si fuere necesario) el estu- 
dio hidiográfico de los ríos, no estarían incluí- 
dos entre los pueblos segregados para formar la 
Comandancia y Obispado deMainas; de suer- 
te que bien podría resultar impracticable la de- 
marcación del obispado, por no ser posible co- 
locar todas las reducciones ó doctrinas de que 
debía componerse el obispado dentro de la ex- 
tensión navegable de los ríos. 

Ademas esta bula ordena, conforme á las dis- 
posiciones canónicas del caso, para la erección 
del obispado que debía practicarse, previamen- 
te "las desmembraciones, según arriba se ha 
dicho, de todo el distrito de Mainas y los luga- 
res anexos á él^ en que están comprendidas las 
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Misiones llamadas también de Mainas; de las 
diócesis de Popayán, Qaito, Cuenca, Trojillo, 
Lima, y Guamanga, bien que después db con- 
seguidos LOS CONSENTIMIENTOS del Aizobispo, 
y de cada uno de los Obispos respectivos" y 
como si no fuera suficiente lo dicho, más abajo- 
vuelve á repetir: "Y finalmente para que se es- 
tablezca el ámbito y límites de la nueva Dió- 
cesis, en la forma arriba expresada, en la cual, 

PREVIOS LOS CONSENTIMIENTOS QDB HAN DE 

CONSEGUIRSE del Arzobispo de Lima y de 
los Obispos de Popayán, Quito, Ouenoa, Tru- 
jillo y Guamanga." De manera que, la fun- 
dación del obispado debía comenzar por la 
abdicación que de sus derechos debían hacer- 
los Obispos colindantes; y lejos de constar que 
se haya llevado á efecto esta renuncia, tene- 
mos la oposición del Arzobispo de Lima para 
que se anexe el curato de Santa María del Va- 
lle y la del Obispo de Quito á que pertenezcan 
al obispado de Mainas las misiones del Ñapo, 
Marañón, Sucumbios y Putumayo. (1) T si 
á esto añadimos que el nuevo obispado no 
pudo fundarse ni se fundó por no haberse- 
practicado la demarcación; (2) tenemos que la 
cédula de 1802 no sirve ni aun como título de 
carácter puramente eclesiástico. En fin sea de^ 
esto lo que fuere, la jurisdicción eclesiástica, 
y por consiguiente la fundación de un obispa- 
do, nada tiene que ver con la división política 
de los estados coloniales ni con el derecho te- 
rritorial de las repúblicas hispano-americanas, 
porque la Iglesia es una institución diferente 
del Estado que nada tiene que ver con terri- 
torio nacional para que nuestros adversarios 
traten de fundar sus derechos en la erección 
del obispado de Mainas. 
En CONSECUENCIA., como \a» efe^^ii». $i.^^S5^ 



(1) Yacas Galindo, dooumento 5i. 

(2) «El Ecuador y el Poxú,» pág. \0^. 
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€S la única base ó fundamento de toda la prue- 
ba que pretende haber rendido el Perú, des- 
truida aquella, no le queda el menor pretexto 
para dwr vim^ 4e justicia á sus inauditas pre- 
tensiones. 






APÉNDICE 



BREVES OBSERVACIONES 

al ''Estadio histórieo sobre la Cédala de 1802." 



(*<Fray Geraiidio'% N^. 85). 



Guando comencé á escribir mi pequeña expo- 
sición acerca de los derechos del Ecuador en 
nuestro litigio con el Perú, tuve en cuent*^, de 
una manera preferente, los errores que sobre es- 
ta materia hubo de estamparlos nuestro sabio 
historiador, Ilustrísimo González Suárez, en el 
tomo VI de su obra; y sin nombrar al autor de 
ellos, no sólo por el respeto y veneración que me 
inspira el virtuoso prelado, sino también porque 
no quise ver confundido el nombre de un 
eximio ecuatoriano con el de nuestros adversa- 
rios, transcribí en mi folleto los argumentos de 
los geógrafos de Lima y del Sr. Pardo Barreda, 
sin darme por entendido que las falsas é impru- 
dentes aseveraciones del tomo VI de nuestra 
historia, son las armas que han esgrimido nues- 
tros contrarios con el fin de despojarnos del terri- 
torio en disputa. Y no habría quebrantado el pro- 
pósito de callar, si en el "Estudio histórico so- 
bre la cédula de 1802", no tratara el ilustre es- 
critor de defender nuestros derechos territoria- 
les, partiendo de las falsas apreciaciones consig- 
nadas en el tomo VI de su historia. 

En éste, en* la páginal8S, dijo ¿VIVkío-^qwlW 
lez Suárez: "En nuestra contto^em^ ^^xv \a»^^- 
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pública del Perú sobre la tan debatida cuestión 
de límiteí?, se ha alegado que la Cédula fue obe- 
decida, pero no cumplida: ESA es una equivo- 
cación CONTBARIA A LA VERDAD DE LOS HE- 
CHOS TAL COMO APARECE DEL ESTUDIO SERENO 
É IMPARCIAL DE DOCUMENTOS AUTÉNTICOS". 

Y con el fin de sostener esta afirmación, en 
el folleto añade: '^Tratando de la obediencia y 
cumplimiento de la cédula de 1802, nos parece 
muy necesario y muy oportuno hacer una 
aclaración. Obedecer y cumplir eran dos voces 
que, en el sistema do gobierno de las colonias, 
tenían una significación que pudiéramos lla- 
mar oficial y equivalían al acto de sumisión y 
de acatamiento, con que las autoridades subal- 
ternas debían recibir las órdenes que emanaban 
de la autoridad real. Cuando se dice, pues, que, 
wna Oódula fue obedecida y cumplida, no se 
asevera que se puso en práctica y se llevó á ca- 
bo todo cuanto en ella mandaba el Eey, sinp 
porque las autoridades coloniales al recibir la 
Cédula, no elevaron al Soberano representación 
ninguna para que modificara lo mandado. Obe- 
decer y no cumplir, en el lenguaje jurídico de 
la colonia era interponer apelación del Eey para 
ante el Eey; y, por eso se decía, que délo ordena- 
do por su majestad se suplicaba á su Majestad." 

Estamos de acuerdo con el sabio historiador 
en que la Cédula de 1802 no se puso en prác- 
tica ni se llevó á cabo lo dispuesto en ella, 
La cuestión es meramente de nombre; y no 
valiera la pena de hacer observación alguna, 
si en asunto tan delicado, nuestros adversarios 
no se aprovecharan de la falta de exactitud ju- 
rídica de los términos que se emplean en nues- 
tra controversia. Para nosotros hay distinción 
entre obedecer y dar cumplimiento á una ley: 
obedecer y cumplir son dos palabras que en el 
lenguaje jurídico de la colonia tienen un sig- 
niñcado diverso: obedece todo aquel que reco- 
noce Ja autoridad ó fuerza v\e> o\iV\^?kX ^^\\si^\i- 
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^ato emanado del legítimo Soberano^ de siier- 
i}e que, la obediencia es la estimación moral dé 
ia fuerza obligatoria de una ley y el outíapli- 
miento son los hechos materiales cóñ que se Ite- 
•yan á término las disposiciones de aquel qué 
tiene el cuidado de la sociedad; de modo qué 
es inaceptable para nosotros esa distinción qué 
'hace el eminente prelado entre enmplir una 
ley y ponerla en práctiea. Cuando se trata de 
leyes positivas, cuyo cumplimiento no puede 
sino traducirse por hechos, nos parece extraño 
el decir que una ley se ha cumplido cuando 
todavía los hechos por ella prescritos no se hall 
llevado á cabo. ¿Es acaso esta una extrava- 
gancia aceptada en el tecnicismo jurídico dé 
Jas leyes coloniales? Vamos á verlo. 

En la ley 22 del libro II, título I de la Ee- 
copilación de Indias se establece con dema- 
siada claridad la diferencia que hay entre la 
sumisión á una ley y el cumplimiento de ella. 
«Los Ministros y Jueces dice^ obedezcan y no 
cumplan Cédulas y despachos en que intervi- 
nieren los vicios de obrepción y subrepción». 

De modo que se pedía obedecer á .una ley 
sin ejecutarla así como se puede ejecutarla im- 
pulsado sólo por la fuerza que le obliga, sin 
que por otra parte, exista sumisión y acata. 

En la ley X del libro y título citados se de- 
termina los que deben ocuparse del cumpli- 
miento de una Cédula y fija como sinónimos 
cumplimiento y ejecución de un precepto; en 
la ley III toma en una misma acepción guardar, 
practicar y ejecutar los mandatos; y en las le- 
les II y IV establece identidad de significado 
entro observar y guardar las reales disposicio- 
nes. 

Por consiguiente, según la terminología ju- 
TÍdica de las leyes coloniales no puede decirse 
que una ley se ha cumplido cuando los hechos 
por ella prescritos no se haulV^v^jL^Sio ^ ^^^^^ 
decimos por ella prescritos, potc\v3L^ ^^ ^^ ^xixs^- 
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pie con la ley practicando un acto cnalquiera,. 
aino aquelloA que, según la ley, debían de 
practicarse; pues es un axioma jurídico: factum 
non attenditur sed quod débuitfteri. Y esto es lo 
que en nuestro opúsculo "El Ecuador y el Pe- 
irú" creemos haber demostrado manifestando' 
ante todo que la falta de demarcación que pro- 
venía de un territorio problemático, prueba la 
falta de jurisdicción, y, por consiguiente, lo in- 
debido, la nulidad de los hechos que se alegan 
como pruebas del cumplimiento de la Oédula 
de 1802, porque nulo es todo acto que se ejerce 
antes de tener jurisdicción. 

Después de añrmar que hay identidad entre 
obedecer y cumplir ^ y distinción entre cumplir y 
poner en práctica ó llevar á cabo lo mandado 
por el Bey, dice el virtuoso señor Obispo, que 
obedecer y no cumplir era en el lenguaje jurídi- 
co de la colonia interponer apelación del Bey 
para ante el Bey. Gon perdón de Su Señoría 
Ilustrísima, no es exacta esta añrmación; porque 
muchas leyes se pueden citar que sin embargo 
de haberse interpuesto apelación debían obede- 
cerse y cumplirse. La apelación se concedía^ 
según la ley 24 del libro y título ya mencio- 
nados, con calidad de que 7io se suspenda el cumpli- 
miento y ejecución de las Cédulas y Providones. Lo 
mismo se manda en la ley 33 respecto de las ór- 
denes dictadas por los virreyes, 

«Tampoco era libre, añade monseñor Gonzá- 
lez Suárez^ ni potestativo para las autoridades 
coloniales eso de obedecer y no cumplir las Cé- 
dulas que recibían del monarca». Verdad; pero 
¿qué se saca de esto? Demos el caso que la 
falta de cumplimiento de la Oédula de 1802 
sea, no por las dificultades que se presentaron 
para llevar á cabo las disposiciones de ella, sino 
por culpa del Virrey de Lima, del Obispo y 
Gobernador de Mainas, ¿será acaso éste un 
argumento que perjudique nuestros derechost 
De ninguna manera. La violación del deber 
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de dar cnmplimiento á lo más podía establecer 
una responsabilidad personal, más de ningún 
modo convertir las meras expectativas en de- 
rechos adquiridos, que puedan presentar nues- 
tros adversarios como títulos de propiedad so- 
bre el territorio disputado, como extensamente 
lo demostí*amos en nuestro opúsculo. 

En cuanto á las afirmaciones del Virrey Amar 
j de Mendinueta, no pueden tenerse como prue- 
bas; porque están en contradicción con los he- 
chos. (1) Confesar ellos mismos que no habían 
cumplido con la Cédula de 1802 era declararse 
responsables de una infracción, y, por esto se 
limitaron á decir que por parte ríe ellos habían 
cumplido puntualmente con aquella detérmi- 
nación, sin embargo de que consta por él in- 
forme del Obispo Eengel y otros documentos, 
que los Virreyes del Perú nada hicieron para 
llevar acabo lo prescrito en aquella real 
orden. 






(1) Véase acerca de esto, nuestra pequeña exposición, pattd 
ZI, cuestión JV. 






(«La L^y», N^m. 405). 



«SI Grito del Pueblo» en su edicióa del 14 
de Febrero^ del presente año, que por easfuali* 
dad hube de leer^ mv4ta á discutir <)on< calma 
(1) si canmene al Ecuador reinvindicar Jaén y 
Tumbes^ qm durante ím sigU (¿f) ha estado ea 
posesión d Perú ó llegan á un arreglo equitatvnOj. 
recibiendo compensaciones en las riberas del Ama- 
zonas, jSe juzga por ventura quesería equita- 
tivo que el Perú nos pague los valiosos territo- 
rios de Jaén y Tumbes con las márgenes del 
Marañón que también nos corresponden? Bo- 
nito negocio éste, problema demasiado intrin- 
cado para el redactor del artículo «Discutamos 
con calma)^ el de saber si conviene rein vindicar 
nuestros territorios ú obsequiarlos al Perú con 
la burla de que . se nos baga el pago de 
aquellas provincias con lo que también nos per- 
tenece. 

«El asunto es sencillo y claro como la luz, 
dice el autor del artículo que impugnamos, y se 
resuelve contestando estas preguntas» . 

«¿La reivindicación de Jaén y Tumbes, 
resarcirá al país de las pérdidas en el Orientei» 
— iNo sabe el Eedactor de ese artículo que 
nuestros derechos sobre el Oriente son tan in- 
discutibles que sólo los peruanos pueden poner- 
Josendudaf 
Aunque se diga que se ttatíi Ol<5 '^\í\a%.'si 
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üDa cuestión, oste solo becbo es nu agravio & 
los derecbos del Ecuador, á la confianza que 
tedos los ecuatorianos tenemos en la prueba 
plena que bemos rendido ante el Oooósionadn 
para reivindiear no sólo Jaén y Tumbea sino^ 
también las^ dos márgenea del Amazonas. La 
cédula de 1802 no iios asusta, porque estamoa 
persuadidos de que no tiene valor jurídico ni 
el alcance que pretenden darle^ ni la Gorte. de 
España puede aceptar esa cédula como una 
prueba suficiente para despojarnos de nuestros, 
derechos en los gobiernos de Quijos, Macas y * 
Mai ñas; derechos de más de tres siglos confir- 
mados por innumerables Beales Ordenes. 

Pasemos á la segunda de las preguntas que 
baee el ocurrido escritor en el citado periódico* 
de Guayaquil. 

«¿Podríam^^s ecuatorianizar, siu grandes es^ 
fuerzos, sin un gasto ingente en homlu*es y en 
dinero, esos territorios, esendalmente t)eruanas 
hoy^ por la larga posesión, las costumbres, el 
gobierno y el amor á esa BepúbUca, de sus ba^ 
bitantesf» 

¿No es esto argüir en favor de los derechos 
del Perúf Sépalo nuestro audaz adversario 
que en el derecho Internacional no es éste el 
primer caso que se presenta de reinvindicar 
pueblos bien organizados, y que el Ecuador- 
no sacrificará su honra y sus intereses, por mie- 
do á los gastos de dinero y pérdidas de hombres. 
Si nuestra Eepúbica cede al Perú una parte de 
su territorio después del laudo, no lo hará co- 
mo pueblo cobarde sino como nación genero- 
sa. Poner la mezquindad y el temor como ra- 
zones es una injuria contra la cual debemos 
X)rotestar todos los ecuatorianos. 

En cuanto á la posesión de largos años que 
saca á lucir el articulista, debemos decirle que 
la posesión es un argumento que no tiene cabi- 
da en nuestro litigio. La actual contienda es. 
uü juicio de reivindicación, eweiV Q^v3LV^^Vív\.^^^fc^^>^^• 



— 86 — 

<20D ánimo de señor y dueño no es un ürgnmen- 
4)0, sino el motivo del pleito; y tan cierto es 
^sto; que negar el hecho de la tenencia puede 
ser una excepción de la parte demandada. Por 
consiguiente, si el Perú no estuviera en pose- 
sión do nuestros dominios, no tendríamos fun- 
damento para demandar la devolución de aque- 
llos. 

Aun en derecho privado la posesión no es un 
título ni puede ser un argumento sino en cuan- 
to está unida á la prescripción; y para prescri- 
Ibirse el señorío de los pueMos y su juHsdicciónj 
según la ley IV del título VIH, libro XI de la 
Novísima Becopilación de las leyes de España, 
^ehe probarse que la posesión no interrumpida 
data desde tiempo inmemorial. Ahora bien, pue- 
de probar esta í)osesión el Perú cuando pode- 
mos señalar el día de la usurpación de Tum- 
bes y Jaén, cuando en 1740, consta por cé- 
dula de este año que Tumbes pertenecía á la 
Audiencia de Quito; cuando la misma cédula 
de 1802 si algo prueba es que Mainas, Quijos 
y Macas estaban en poder entonces del Virrei- 
nato de Santa Fe y de la Audiencia de Quito; 
cuando cualquiera posesión que pudiera alegar 
el Perú en tiempo de la colonia fué interrum- 
pida por las innumerables y continuas reales 
órdenes que confirman nuestros derechos en 
esa época! 

Al fijar el tratado de 1829, como límites de 
las nacientes repúblicas los mismos que tenían 
los antiguos virreinatos de Nueva Granada y el 
Perú, antes de su independencia^ señalaron las 
altas partes contratantes los únicos títulos que 
tenían valor en nuestra contienda y rechaza- 
ron todo otro argumento que trate de alterar 
esta demarcación. Además la posesión del Perú 
posterior á este tratado ha sido interrumpida 
por los reclamos de Colombia y del Ecuador, se- 
£"120 cousta de la historia de nuestro litigio 
-brazada por el Perú en su alegato ^ ^^ \o^ ^^ 
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^.amentos del P. Yacas Oalindo en el tomo se- 
gundo de su obra. 

Tampoco tiene cabida en nuestro litigio el 
argumento de posesión y otros semejantes por- 
que el arbitro es de derecho como debía serlO| 
y no de equidad, como pretenden los que 
quieren hacer valer en juicio las convenien 
cias del Perú. (1) Ante un juez de derecho sólo 
valen títulos y la posesión y fundaciones no 
puedeo, como hemos visto, tener el carácter 
de tales. Basta y pasemos á la tercera pre- 
gunta. 

«Tendríamos un amigo sincero en el vecino 
del sur, «i le quitáramos, conforme á nuestros 
títulos coloniales, territorios que se han acos- 
tumbrado á considerar al Perú como patriaf» 
Si el Perú se enoja por no entregar honrada- 
mente los erritorios del Ecuador no importa 
¿qué tenemos con eso! Nuestra República de- 
sea la paz, pero siempre que de la paz sea 
precursora la justicia; siempre que á ello con- 
tribuyan con su procedimiento honrado y de- 
coroso nuestros colitigantes. Por lo demás, 
]a causa del Ecuador no puede ser mirada con 
indiferencia por las Eepúblicas Sud-americanas 
(hablamos de simpatías y no de una coopera- 
ción directa): Ohile es una nación amiga, la 
Argentina no tiene motivo para odiarnos, el 
Brasil y Bolivia han sido víctimas de los 
abusos del Perú, Golombia y Venezuela tie- 
nen mancomunidad de interesescon el Ecuador, 
todas tres repúblicas deben exigir del Perú el 
pago de los millones que aquel adeuda ala 
Gran Colombia. 



(1) Lo favorable de nuestra sitaaoión jarídica bace qae 
el arbitraje de dereobo sea preferible al de equidad, y el es- 
tudio detenido de nuestra causa ba servido de vindicación 
al Sr. Dr. Modesto Espinosa, que como Ministro de Relacio- 
nes Exteriores suscribió el tratado Espinoaa-Bonifaz. 




Quito, Enero 3 áe 1906. 

Excmo. Sr. Dr. D. Honojato Vá^quez^ 

Madrid; 
Señor: 



Aquí y en Lima circulan, como rumores quej- 
ante S. M. el real Arbitro no se trata de una 
legitima defensa do naestros derechos, sino de 
adjudicar por convenio secreto al Perd, no sólo, 
la. margen izquierda d^ Marañón, que nos peor- 
tenece: no sólo Huaucabamba, Jaén y Tumbes,, 
cuyos derechos son indiscutibles para el Bcma,- 
dor y los cuales valen más y son. preferibles 
mil veces al territorio de Quijos y Mainas, sino 
también Iquitos que se halla al otro lado del. 
ríoy que debe servir, procediendo con prodiga- 
lidad de límite archifinio entre las dos naiíúones 
colitigantes. De ser verdad aquesto 

sróa renunciar al límite trazado por la uatura- 
híza,y dejar para más tarde, con laudo y todo, las 
dificultades que hoy experimentamos á.pesar del . 
tratado de 1829^ y esto, después de haber em« 
peorado de condición con la renuncia de nues- 
tros derechos sobre territonoa gta\»\u\»;ai^\i\«^- 
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cedidos. En efecto, pennitir que el Pera siea- 
te sus reales también en la margen setenti^o^" 
nal del Angiazonas, fuera dejar una base ó pre- 
texto para que nuestros adversarios continúen 
disputándonos el territorio y avanzando como- 
lo pretenden basta la cima de los Andes: se* 
ría poner obstáculos á la navegación del i^ 
Orellana, porque de este modo constituimos 4 
nuestros encarnizados enemigos en propietaF* 
ríos ribereños, de u¥Ui buena parte de aquel' 
rio, sería, proceder en fin, contra el espirita 
que informó á las altas partes que cclebraroi). 
el tratado del 829, las cuales como único medio 
do establecer^ la paz y seguridad entre los dos 
pueblos, vieron que era necesario trazar una 
línea que fuese la más exacta y naturaiy 
capaz de evitorr disgustos y competencias ewtve los 
habitantes y aiUoHdadés^ de las fronteras. 



Algunos creen que tales concesiones obede- 
cen á que en Iquitos, Tumbes y JaÓQ, el PerA 
ha fundado algunos pueblos; pero los tales^ 
así como varios escritores ecuatorianos, daa 
por desgracia á la posesión un alcance que 
no tiene en nuestro litigio. La posesión para 
ser alegada oomo título ante un juez de de^ 
recho, es necesario que esté unida arla pres« 
oripción; y en derecho internacional, según 
varios autores, los bienes nacionales no se p»ea- 
criben; la prescripción en derecho privado es 
una ley positiva, un derecho que debo su 
©rigen al legislador. íT quién ha impuesto 
esta ley á los estados! ¿Quién ha reglamentado 
el tiempo, el modo y demás condiciones con las 
que deben prescribirse los bienes nacionalesf 
íLa costumbre? No tiene en su favor la historia 
ni es una norma uniforme y constante como de- 
be ser la ley. ¿Y entonces? Según estos prin- 
cipios la posesión no puedo Uega\i á ^1^%^^%% 
como título; porque ella ev\ ^\ Oi^t^tísi» vüXRxvsa.- 
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oioüal carece del medio de convertirse en dere- 
cho de propiedad. 

. Demos de mano á esta doctrina y suponga- 
mos que el derecho internacional admite la 
prescripción. iPuede probar el Perú que se 
han prescrito nuestros derechos en los territo- 
rios disputadosT En 1828, nuestra vecina del 
Sur, no sólo no alegó posesión en esos territo- 
rios sino que impugnó como perjudicial á sus 
derechos el uti possidetis de 1810: después de 
1829 toda prescripción ha sido interrumpida 
por los constantes reclamos y por el litigio que 
desde entonces viene, digámoslo así, sustancián- 
dose. Para hacer valer el hecho de la posesión 
es necesario que el arbitro de derecho se con- 
vierta en amigable componedor. 

Otros temen que el Perú en vista de una pér- 
dida de un territorio considerable y que estima 
como suyo, se oponga al cupipliojiento. del lau- 
do, negándose á entregarlos distritos de Tumi 
bes. Jaén y de Iquitos y obligándonos, po- 
eonsiguiente á recurrir á las armas. Ante todo, 
el miedo no es'un argumento plausible ni me 
•rece tomarse en cuenta donde hay verdadero 
patriotismo. Por otra parte, para que nuestra 
vecina del Sur llegue al lamentable extremo de 
desconocer el fallo arbitral, es necesario que 
olvide sus verdaderos intereses, y que siente el 
escandaloso principio de que el único medio de 
solucionar las contiendas internacionales con 
el Perú es la guerra: Bolivia y el Brasil nada 
podían entonces esperar en sus litigios con 
aquella Eepública de la resolución de un ar- 
bitro, y se verían en la dolorosa necesidad de 
recurrir á las armas, como el único medio de 
hacer valer sus derechos ante naciones sin ho- 
nor y sin conciencia: á Ohile la cancillería del 
Bimac no podría tampoco proponer que acepte 
el arbitraje para solucionar las cuestiones de 
Tacna y Arica: "no es posible el arbitraje, res- 
pondería el Gobierno de la moiv^á.^^, e.o\i \i^tíva- 
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nes que han dado pruebas de que no respetan» 
el arbitraje." 

Hoy por hoy el Perú está rodeado de tales 
complicaciones internacionales que difícil pa- 
rece que la ambición llegue al extremo de des- 
conocerlas. Lo que sí pasará y lo que temo 
es, que procurarán nuestros adversarios dar- 
largas á la ejecución del laudo, provocan- 
do arreglos, etc.^ hasta que desaparezca la 
fuerza moral de la sentencia y hasta solucionar 
con las naciones vecinas los asuntos que tiene 
pendientes. Eso pasará sin falta alguna, por- 
que carecemos de un gobierno capaz de asegu- 
rar los derechos del Ecuador; (*) porque ésta 
ha sido la historia de nuestro litigio con eli 
Perú, desde el año de 1829. 

Por último, sólo en la cabeza de D. Miguel 
Val verde pudo caber la peregrina idea de ase- 
gurar un éxito favorable para ambas Repúbli- 
cas, con sólo dar al convenio privado la for- 
ma de una sentencia, adoleciendo como adole- 
ce este procedimiento de nulidad absoluta: en 
efecto, para que el Real Arbitro fundara su 
fallo en el avenimiento de las partes, debía 
tomar en cuenta las conveniencias de aque- 
llas, prescindiendo por completo de los tí- 
tulos, ya que éstos no guardan consonancia con 
los arreglos privados; mas esto sería conver- 
tirse en arbitro de equidad y desnaturalizar la 
jurisdicción que el Ecuador y el Perú hubie- 
ron de cotifiar á S. M. Católica. Téngase en 
cuenta que el convenio privado no es una sun 
ficiente autorización para que el juez pueda 



(*) En estos momentos en los onales el Perú con actitud 
amenazante manifiesta la buena voluntad que tiene de cum- 
plir religiosamente como hubo de comprometerse con la re- 
solución del Arbitro, ojalá el General D. Eloy Alfaro fuera 
el llamado á llenar este vacío que notamos especialmente en 
las dos administraciones anteriores. Para salvar la honra é 
integridad de la Nación necesitamos au ^oV^ái^tevq qc!^<^ ^^"w ^^^ 

# acidad, tino y más que todo con paVxVoWsoi'Si ^«^^ ^wv«a» 
Ja altura de Jas actuales clTonii^taiiQi^^. 
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proceder como amigable coinpoDedor: porque 
no es atribución del Ejecutivo, sino del Legis- 
lador convertir al arbitro de derecho en árbi- 
4e equidad; porque toda tranáaccióu es un ver- 
dadero contrato, que para su validez debe ser 
aprobado por los Congresos de las dos Repú- 
blicas, ya que en esta clase de arreglos hay 
verdadera cesión de territorios 

Pretender^ por consiguiente, llevar á cabo 
ante S. M. el tratado Valverde-Oornejo sería 
obtener una sentencia insegura y que presta 
mérito para ser impugnada por nuestros ad- 
versarios; sin embargo, se dice aquí y en Li- 
ma, que el Eey de España cediendo á un arre- 
glo secreto de las cancillerías, ha dividido la 
parte disputada en cuatro lotes para hacer las 
respectivas adjudicaciones, cosa que me resisto 
á creer, dado el elevado concepto que tengo 
de la ilustración y honorabilidad de V. E., y 
teniendo en cuenta^ que el único dilema de que 
es susceptible nuestro litigio de derecho es: ó 
el triunfo completo del Ecuador ó el del Pe- 
rú: el tratado de 1829 ó la cédula de 1802 con 
el supuesto alcance que pretenden darle nues- 
tros adversarios: ó se fíjala línea en el alto 
XJcayali ó los peruanos deben avanzar hasta 
los puntos navegables de los ríos que desembo- 
can en la ribera setentrional del Amazonas, 
línea que además de infundada es impractica- 
ble. En este dilema no hay medio ni caben 
las conveniencias del tratado Valverde-Oorne- 
jo que, por sí y ante sí y sin la autoriza- 
ción de las Oámaras reforma el tratado de 
arbitraje Espinosa-Bonifaz. A esto nada tengo 
que añadir, porque felizmente la tan difícil y 
compleja cuestión de límites con el Perú esta 
confiada al talento y sagacidad de V^. É.; y 
por eso esperamos en el triunfo. 

Mientras tanto, buena conservación le desea, 
su atento y 8. S., 

Pedb.0 Ooiá^^;iO ^* 



— 93 — 

P. S. — Le incluyo en ésta al:gunos recortes 
de los varios artículos que sobre límites he se- 
guido publicando, por sí pueda encontrar en 
ellos algo que merezca la atención d« V. B. 



Legación del Ecuador. — Madrid, Abril 10 
de 1906. 

Sr. D. Pedro Cornejo. 

Quito. 
Estimado amigo: 



Grato me fué recibir su estimada é impor- 
tante carta de 3 de Enero, acompañada de re- 
cortes de periódicos, referentes á nuestro liti- 
gio con el Perú que Ud. ilustrada y patrióti- 
camente viene estudiando. 

El hallarme con complicadas ocupaciones 
me impide extenderme, como deseaba, en mi 
contestación. 

Entre tanto, apreciando como debo su pa- 
triotismo y luces, debo manifestarle que es fal- 
so haya acuerdo ninguno previo entre el Ecua- 
y el Perú que venga á servir de base para el 
laudo. Estamos en pleno y absoluto arbitraje. 

Me tiene Ud. aquí á su servicio y, agrade- 
ciéndole sus finos conceptos, me es placente- 
ro saludarle como |8u muy atento amigo y S 



•> 



Honorato YLzk^^z. 



